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AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 
QUEJOSO: 

PONENTE: MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE 
ANGUIANO. 

SECRETARIOS: EDUARDO F-ERRER MAC·GREGOR POISOT. 
ARNULFO MORENO FLORES. 

Vo.~ ' 
México. ·¿istrito 

" 

Suprema Corte de Justicia de la Nació , e 

qui~ de agosto del año dos mil dos. 

~\ " .. 

RTi: D~ · 
.NActON4· 

i-P"". 

Cot~· 

Tribu~Pleno de la 

ondiente al día 

PRIMERO.- i.nte escrito prese tado el diecisiete de 

diciembre de ~!_ novecientos noventa y nueve, en la Oficialía 

Común de Tri~les Unitarios del Primer Circuito, 

, por su propio derecho, solicitó el amparo y la 

protección de la· Justicia Federal, contra los actos y las 

autoridades que a continuación se precisan: 

11AUTORIDADES RESPONSABLES: Autoridades 

ordenadoras: a).· H. Congreso de la Unión.-- b) C. 

Presidente de la República.-- e) C. Secretario de 
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Gobernación.-- d) H. Primer Tribunal Unitario del 

Primer Circuito ....... Autoridades ejecutoras: a).· c. 
Juez Undécimo de Distrito en Materia Penal en el 

Distrito Federal, Causa Penal No. 36197·1, por 
~ -~~ 

encontrarme a su dísposición, privado de mi 

libertad, en el Centro Preventivo de Readaptación 

Social en Almoloya de Juárez, Estado de México, 

con motivo de los actos que reclamo de tas 

ordenadoras.--- b) C. Director del Centro Preventivo 

de Readaptación Social en Almoloya de Juárez, . 

Estado de México, lugar en que me encuentro 
~ 

recluido, como. consecuencia de Jos acto~ . ri ·. 

reclamo de las ordenadoras.·--

RECLAMADOS: De las autoridades ordenaaams 

De la primera autoridad, H. Congreso de la"""1.ipa:ll t 

emisión del Código Penal Federal, en lo =a 
texto del artículo 224 del Código Penal Federal.-·· 

De la segunda autoridad, C . . Presidente de la 

' · 

República, el decreto de promulgación de fecha 30 • · 

de diciembre de 1982 de la ley a que me referí 

anteriormente.-·· De la tercera autoridad, C. 

Secretario de Gobernación, en Jo que toca a su 

refrendo y publicación en el Diario Oficial de la 

Federación del 5 de enero de 1983 (relativo a lo 

señalado como reformas al Código Penal Federal).. 

··- De la cuarta autorldad1 la resolución de fecha 30 

de octubre de 1996, pronunciada en el toca de 

apelación No. 182196-1, en la que confirmó el auto 

de formal prisión que, por el delito de 

•• 
2 



• 

"' 

,., . ... A'• o~ 

AMPARO EN REVlSIÓN 1293/2000. 11~ 

Federales en el Estado de México1 como autoridad 

exhorlada por el C. Ju.ez Cuarto de Distrito en 

Materia Penal en el Distrito Federal en fa causa 

penal No. 38196.--- De las autoridades ejecutoras: el 

mantenerme privado de mi libertad en el Centro 

Preventivo de Readaptación Social en AJmolo~e 
Juárez, Estado de México, como consec~cia de 

los actos que reclamo de las ordenadoras n. 

~ 
de su 

fecha 15 de .mbre de 1995, el 

; DirtJctor Adjunto 

Secretarla de Contraloría 

y Desan'ollo ~inistrativo, a nombre y 

representación ~dicha dependencia, formuló 

denuncia de Í!. c c~hos por posible ilícito atribuibles. al 

suscrito que~ y a otras 

persona~ 2º.- El 18 de marzo de 1996, la 

Procuraduría General de ta República ej,ercitó 

acción penaf en contra del suscrito quejoso y otras 

personasJ ante el Juzgado Cuarto de Distrito en 

Materia Penal en el Distrito Federal, por 

considerarme presunto responsable del delito de 

~ &enriquecimiento ilícito'.··· 3º.· Con fecha 12 de abril 

de 1996, el C. Juez Cuarto áe Distrito en Materia 

3 
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Penal en el Distrito Federal resolvió obsequiar el' 

libramiento de la orden de aprehensión solicitada 

por el Ministerio Público Federal en contra del 

suscrito quejoso.-- 4°.- Después de rendir mi 

declaración preparatoria, el J.uez Primero de 

Distrito en Materia de Procesos Penales Federales 

en _el Estado de México, en cumplimiento del 

exhorto No .. 33196, deducido de la causa penal No. 

38!96·1V,._que envió el Juez Cuarto de Distrito en 

Materia Penal en el Distrito Federal, resolvió mi 

situación ju_rldlca, decretando auto de~. ¡~ . 

prisión por el delito de enriquecimiento llíci ' .... -~~-d·· . i. 
~ f .. . 

• ~<:; 

Inconforme con ~icha resolución, interpuse :rec~~.: 

de apelación en contra del auto de , términ~· 

constitucional de fecha 12 de abril de 1996,: ~!!J~~ . 
dictó la autoridad a que me refiero en eJ-9.fl · 

anterior.·-· 6°.- El recurso de apelación se turnó a la 

autoridad que señalé como responsable en la 

página 2, inciso 3, letra d), de este escrito, el H. ..t! 
Primer Tribunal Unitario del Primer Circuito, quien 

abrió el toca penal No. 182196.1 y con fecha 3 de 

octubre de 1996, confirmó el auto de ~rmal prisión 

dictado en mi contra por la probable 

responsabllldad en la comisión del delito de 

enriquecimiento ilícito, previsto y sancionado en el 

articulo 224 del Código Penal FaderaJ ... -- 7°.-

Durante Ja secuela procesal, mi defensor, el 

licenciado promovió 

recusación en contra del C. Juez Cuarto de Distrito 

~-
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marzo de 1997, dio trámite a la referida recusación, 

remitiendo las constancias necesarias al Tribunal 

Unitario del Primer Circuito en turno, para que fuera 

califfcada la recusación interpuesta, conociendo de 

Ja misma el P, nal Unitario del P~r 

Circuito en el e recusación 1~1, 

donde en sentencia de e arzo ~ 1997, 

calificó de legal la recusaci ~ rdenando la 

eparacíón del Juez Cuarto de st n Materia 

al en el Distrito Fedef'. onoc iento de la 

:, s~ 38/96 del índice de e te ~juZfJado, por lo 

.~ ·• e deberla remitir la mis a Juez d~~Distrito en 
· c:JJ.!P~ 
;.~· Penal en Di deral en turno, 

·-"t&:rn=1e conocer d.2.t~ proceso a c. Juez 
Undécimo de Distrito dei'Dis · o Federal e~ Materia 

Penal, quien ha c~nuado con trámite ~cesal 
desde el 22 d~bril de 19971 Jstrando el 

expediente c$Jg la causa penal No. 36/97-.t, por lo 

que actualme"ri(e me encuentro a disposición de 

dicha atÍldJjdad, recluido en el Centro Preventivo 

de Readaptación Social en Almoloya de Juáre·z, 

Estado de México, con motivo de los actos que 

reclamé de las autoridades responsables 

ordenadoras.-.... 8°.- En virtud de que me encuentro 

recluido y, por lo tanto, pr;vado de mi libertad como 

consecuencia de los actos que reclamé de las 

autoridades responsables, por haber emitido en el 

C.0 03.1 8 
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Código Penal Federal (sic) lo relativo al delito · 

previsto en el artículo 2241 y que el C. Presidente de 

la República firmó el Decreto de promulgación y el 

Secretario de Gobernación dio su refrendo y . se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación el 5 de 

enero de 1983 el texto del artículo del Código Penal 

Federal que mencioné, y que el H. Primer Tribunal 

Unitario del Primer Circuito con fecha 30 de octubre 

de 1996, en el toca de apelación No. 182196-1, 

co_nfírmó el auto de formal prisión que por el delito 

de enriquecimiento ilfcito, y que considero que el 

articulo por el qu~ se me decretó la formal ¡yi~/o ;. 
es Inconstitucional, y .que la resol u ció~ ,~ '• • C .. 

combato por este }ui~io de amparo es il~ga~: . .l 
. \: . 

violatoria de garantías individuales, me .:veo .. en la 
·~ .. _ . . °'in>R E 

necesidad de promover . el presente ·~"jui~it:i)udv 
UEcr.ElM 

amparo. en base a los siguientes ... ". 

, . . .. 

TERCERO.~ El quejoso set"laló como garantías violadas en • 

su perjuicJo las consagradas en los artí_cu,os 14, 16, 19 y 20, 

fracción 11, de la Constitución Polftica de los Estados Unidos 

Mexicanos, en relaclón con el artículo 224 del Código Penal 

Federal y expresó los siguientes conceptos de violación: 

'~El suscrito quejoso ha considerado al (sic) 

principio de /egalídad como 1garantía de, garantlas', 

Ja eficacia práctica del principio de legalidad 

depende en gran medida de cuestiones de técnica 

legislativa. ya que el principio de legalidad impone 

6 
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'~- ~ COC~1~9 
~4~~ la hora de fa formulación de las normas, ciertas 

exigencias fundamentales. De acuerdo con nuestro 

articulo 14 constitucional, se ha establecido 

claramente que es la ley la única fuente formal de 

producción del derecho penal, y la doctrina y la 

jurisprudencia han establecido que, además, fa ley 

penal reúna pri ·eqadés materiales que hagan de 

ella un verda ero insifa ento al servicio del es~o 
de derecho.-- Com 'onamos, la~ penal 

debe tener exigencias fi m es y e"'itgencia 

• 

materiales. Por lo que a fas ex en i~rmales se 

~ . ·y según ya lo men ·on os, nuestra 

comprensiblIDJ>gra sus destinata · s, ya que las 

normas pe~es constituyen la esfera de 

interven'11:Jj más radical en el ámbito de los 

derechos y libertades fundamenta/es de los 

ciudadanos, pero quizá lo que requiere de un 

análisis más profundo son las llamadas 'exigencias 

materiales', ya que la norma penal, según hemos 

dicho, siempre debe existir por medio de una ley 

(fex scripta) que sea anterior a Ja comisión del 

hecho (lex previa) y que describa un supuesto de 

7 
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. · . . 

hecho determinado (lex certa); pero lo más -

Importante es que la ley penal por necesidad debe 

Jncorporar un mensaje normativo determinado, 

claro, preciso, taxativo1 cerrado, ya que la exigencia 

de tipicidad debe estar vinculada con la Idea de 

segurídad jurfdica.•ww En el libro titulado 

'POSIBILIDADES Y LIMITES PARA LA 

FORMULACIÓN DE LAS NORMALES PENALES', del 

autor Antonio Doval País, profesor titular de 

Derecho Penal de la Universítat de Valencia, en la 

monografía editada por dicha Universidad, 

Valen~ia, 1999, en la pá~ina 45, transcribe extr:yFt'!~S : ; 

de diversas . 'sentencia del Supremo , Tribun· : 
. ' 

Constitucional de España, en los siguiente . 

términos:-- 6En sus sentencias (Supremo Tribunal 

e t 't • tr' t te ~. · .. ' '6UJ_E ons J uc1ona 1, es cons an en ·: . .,·,:,a11rmar 1umr 
necesidad de que el legislador realice 'el máxitW:Jl 

esfuerzo posible para que la, seguridad jurfdica 

quede salvaguardada en la descripción de los 

tipos', 'de tal manera que de ello se desprenda con 
' . 

la máxima ciar/dad posible, cuál es la conducta 

prohibida o la acción ordenada', 'que $6/o puede 

consistir en la prevista legalmente~. Por todo ello, 

pues, las normas penales 'deben ser concretas y 

precisas, claras e inteligibles, sin proclividad 

alguna a la incertidumbre t,. por lo que es preciso el 

empleo 'de una depurada técnica jurídica en el 

proceso de elaboración de las normas'.··· En 

definitiva, se trata de evitar que los tipos sean 

' • . 
', ; .. 

. . ~ . ~ 

• 
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de un modo tan abierto (por su 

amplitud, vaguedad o indefinición) que su 

aplicación o inaplicación dependa de Ja decisión 

libre y arbitrarla de los jueces y tribunales, es decir, 

de evitar que los tipos no (sic) constituyan una 

conocimien 

conminada.- En resumen, p 

de 

co, la H. S 

~lJa::>§ostenido a .::ll"IU. '1.11111u 

~~~lc4- DE Y 
o · ~ Gí,~'é.~ . 

\,,GARANTÍA DE SU 

ABARCA TAMB~ A [ LEY MISMA.- La 

interpretación d~rcer párra 14 

constitucion~ue prevé como gara tía la exacta 

aplicación de Ja ley en materia penal, no se 

círcuns~ a Jos meros actos de aplicación, sino 

que abarca también a la propia ley que se aplica, la 

que debe estar redactada de tal forma que los 

términos mediante los cuales especifique los 

elementos respectivos sean claros, precisos y 

exactos. La autoridad legislativa no puede 

sustraerse al deber de consignar en las leyes 

penales que expida, expresiones y conceptos 

9 
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claros, precisos y exactos, al prever las penas y· ·· ··:. · · · · 
describir las conductas que señalen como típicas11 

incluyendo todos sus elementos, características, 

condiciones, términos y plazos, cuando ello sea 

necesario para evitar confusiones en su aplicación 

o de mérito en la defensa del procesado. Por tanto, 

la ley que carezca de tales requisitos de certeza, 

resulta vlolatoria de Ja garantía indicada prevista en 

el artículo 14 de la Constitución General de la 

República~.-... Amparo directo en revisión 670193. 

Reynaldo Álvaro Pérez Tijerina. 16 de m.Jfz~~-

1995. Mayoria de siete votos. Ponente: Jfan1f~ 
romero. Secretarlo: Jorge Carenzo Rivas.---\~ 
Tribunal Pleno en su sesión privada ce/~brada :;¡ 

l JJ!.U PR EMI 
quince de mayo en curso, por unanimidad· f'U·~r 

t ~ I - . . t s . s tíC.RH.W6 GI vo os ue os senores m1n1s ros ergio a1vaaor 

Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Gültrón, 

Juventino V. Castro y Castro, Juan Díaz Romero, 

Genaro David G6ngora Pimentel, José de Jesús 

Gudíño Pelayo, Humberto Román P~lacios y Oiga 

Marfa Sánchez Corderof aprobó con el número 

JX/95 (9ª.) la tesis que antecede. México, Distrito 

Federal, a quince e mayo de mil novecientos 

noventa y cinco.-- El H. Primer Tribunal Unitario 

del Primer Circuito confirmó con fecha 30 de 

octubre de 1996 el auto de fonnal prisión que me 

habfa dictado el C. Juez Primero de Distrito en 

Materia de Procesos Penales Federales en el 

Estado de México, por el delito de enriquecimiento 

10 
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pero dicho Primer Tribunal Unitario del 

inconstitucional, por las siguientes razones:-- El 

suscrito quejoso considera que el delito de 

enriquecimiento ilícito, que prevé el artículo 224 del 

Código Penal Federal es inconstitucional, ya que 

establece :-- ' e sancionará a quien con m~o 

legislador tiene l~culta 

penales, en la ~acción s mismos es 

indispensal;Jl~~e se especifique o elementos 

respectivos y~ue éstos sean claros, precisos y 

exactos.~ . autoridad legislativa, como lo ha 

sostenido nuestra Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, no puede sustraerse al deber de 

consignación en las leyes penales que expida, de 

expresiones y conceptos claros, precisos y 

exactos, al prever las penas y describir las 

conductas que señalen como tfpicas.-~ El delito de 

enriquecimiento ilícito, de acuerdo con la redacción 

11 

tu•.,. .., a. -:: ~-\ 
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AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000; . 

•.' 

, . .... . . 
de nuestro Código Penal Federal a que me referí y 

transcribí anterlormente1 carece1 a juicio del 

quejoso, de la más elemental 'técnica legislativa', 

que pone de manifiesto la inevitable conculcación 

de principios fundamentales del derecho penal 

liberal moderno y democrático, ya que en la 

definición de este ilícito se plantean graves 

problemas de constitucionalidad.- En efecto, en 

este delito de 'enriquecimiento ilícito 1
1 nos 

encontramos los siguientes:-- a).- En la redacción 

de este llícíto1 se rompe la contundente exigencia 
" . ~ 

de que la ·definición legal del delito conte,{ga • r~. ¡.-~. 
menos un núcleo esencial de la proh~bici ·~ ~-: 

¡ "· . 
'enriquecerse', como señala el articulo en ahá/isis1 • " : : 

no es un comportamÍento, es el resultado; rt~P-M: 

comparación entre el estado patrimonial·· ~;~~>J · 
momento A y el estado patrimonial en el momento 

B, pero esto por sí solo no pude constituir una 

acción u omisión punible en el sentido del derecho 

penal de acto, ya que el incremento patrimonial . ' -
puede producirse sin ninguna conducta (herencia, 

donación, lotería, etc.) No puede sanéionarse el 

hecho de enriquecerse de un funcionario público, 

lo que debe sancionarse es el peculádo, cohecho, 

prevaricación, tráfico de influencias1 etc.,. como no 

se puede sancionar la muerte de un hombre, sino el 

homicidio; no la pérdida de la posesión, sino el 

robo o el despojo; no el deterioro de un inmueble, 

sino el daño en propiedad ajena; no la disminución 

12 

•• 



• 

• • 1 ~ .. 

AMPARO EN REVISIÓN 129312000. "'""":é: 

'enriquecerse'. sino Jos .actos humanos que 

causaron ese enriquecimiento ilícito. Además, las 

fluctuaciones patrimoniales están sujetas a un 

"numerus apertusn de causas que pueden ser 

delictivas o no. Partir de Ja base de una situación 

enal de un dato inca.loro ~o 
· ufo 14 consJ!!!icional, 

que previcomo garantla I eta aplicaci8n de la 

ue~e a la ley 

dacción de este 

pe,nal no co.inc "de con I ,qulsltos de la 

·· .« olución del Tribuna"Pleno de la uprema Corte 
~ 

,~_~::·!J/JJcia de 1 a a q ma · referí 
. ¡'t,¡~l;BJ~ente, 

--- A ma·yor abun~ie 

nuestra Constit~ Ge ra 

establece, e1l<J1if_erentes prece s, e solamente 

se puede prl~ de la libertad a una persona por la 

comisl6~ un hecho considerado delito, es decir, 

por la realización de una conducta o un 

comportami~nto al que se denomina delito; el 

articulo 14 constitucional señala. en la parte 

relativa que:p- 'En los juicios del orden criminaJ 

queda prohibido imponer, por simple analogía, y 

aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté 

decretada por una ley exactamente aplicable al 

•1 on " 42 u .. ) 

13 



AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000 .. · · . 

delito de que se trata'.··· Los artículos 7º y 8º del · 

Código Penal definen los delitos (conductas) al 

señalar que son:--- 'Los actos o las omisiones que 

sancionan las leyes penales que pueden realizarse 

dolosa o culposamente '.·- El delito de 

enriquecimiento ilícito, previsto en el artículo 224 

del Código Penal, es violatorio del artículo 14 de la 

Cons,tltuclón y de los artículos 7º y 8º del Código 

Penal, porque no define ni precisa, según ya se ha 

mencionado anteriormente, ninguna conducta. No 

solamente no dice cuál es la conducta q.ue se J. ~ -·. 
quiere prohibir, sJno que tampoco establ te ~~~'· 
conducta llfclta se debe realizar por acci~n . º.' ,~ '. ~ 
omisión para que se consuma el delito en anális~·- . 

-· Nuestro sistema ·penal reconoce Jo:J~;tt~~ : : · 

doctrina se denomina derecho penal por -~1t-fJlMA9li ... :: ~ 
que se contrapone al derecho penal del autor.--· En 

efecto, nuestro sistema penal, que tiene como 

. , . . ii 
... "" 

sustento la Constitución Política de los Estados * 
Unidos Mexicanos y nuestro Código_ Penal Federalr 

impone limitaciones al Estado para sancionar 

determinadas conductas que pudieran, de acuerdo 

con las normas de cultura de una sociedad, ser 

consideradas como inmorales o ilícitas. Uno de los 

principales limites que se Impone es que solamente 

puede sancionar conductas. -cúando se realiza un 
~··-.. 

comportamiento que pueda ser definido como 

delito, es decir. que sólo se podrán imponer 

sanciones cuando se realicen conductas que hayan 

14 
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-~ 
;;,.#sido probadas y prev;stas con anterioridad en u~ 

¡.<,.,'< 

precepto legal que las describa como hechos 

delictuosos, lo que no sucede con el artículo 224 

del Código Penalj pues dicho artículo no describe, 

como se dijo, ninguna conducta, sino solamente un 

resultado. El artículo 224 del Código Pe.na/ que 

transcribimos 

elementos os 

ncionar a 

o en anális~dE ás escribe ./a 

. ación o produdpión"d sulta~os.. as no del 

.. :.9. Cl'l'flltllb~miento ·o de la eta qu provoca 
·~ L-A i;!ACl . \ ~ 

. rill./&~ultados~~~~ación desp ende de 

la sola lectura ~ ~o en análisis, \ uando 

utiliza expresion~ como. • Haya incurrido en 

enriquecimiento fiiiíto. No p ""'1e acreditar el 

legitimo aum~~ de su procedenc1 - o pudiere 

acreditar e./ lefí{timo aumento de su pa nío.-

No pudi~creditar la legítima procedencia de los 

bienes a su nombre o de aquéllos1 respecto de· los 

cuales se conduzca como dueñoj haga figurar 

como suyos bienes que el servidor público 

adquiera o haya adquirido en contravención de lo 

dispuesto en la misma ley, a sabiendas de esta 

circunstancia.-- Es de explorado derecho, que todo 

comportamiento o conducta definida como delito, 

15 
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debe lesionar o poner en pelígro un bien jurídico, y . 

que, en tratándose de delitos que exigen que se 

realice o que se produzca un resultado material 

(lesión del bien jurídico perceptible por los 

sentidos), se exige, además, que exista un nexo 

causal entre la conducta y el resultado, es decir, 

que se pruebe que la conducta (tfpica) fue la que 

causó dicho resultado....... En el caso concreto, el 

artículo 224 del Código Penal no establece ningún 

nexo causal entre la conducta y el resultado, y lo 

ante.ríor se da, en virtud de que como no define 

conducta alguna~ . no puede, por ende, exigi~ ·~;nt;· .. . ·, 
. 11 1 

' 

nexo causal. Esto da Jugar a que el mqltic1 
. .'-&. 

artículo 224 sea vfolatorío de los elementtf 
' . 

exigidos por nuestra Constitución y - el Códiao 
. $1J?ltt 

Penal pa.ra que pueda _ser con.siderado·-· ... Jetllji"o 
· IECIU.W 

delito.--.. Sebastián Soler (citado en la obra de Jorge 

Luis V;JJada1 'Delitos Contra la Punción Pública'. 

ABELEDO-PERROT, Buenos Aires, 1999 •. pág. 383), 

nos dice que este delito contempla· una conducta 

'indeterminada y atípica a la conducta 

penal-constitucio.nal' y que parte de una 

~perspectiva distinta al sistema que en general 

siguen las leyes penales tradicionales valiéndose 

de· recursos o caminos diversos a los 

acostumbrados'.·-· El autor Agustín Washlngto.n 

Rod.ríguez, en su libro ······coRRUPCtóN Y 

ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO' (Editorial Jurls., 1998, 

pág. 53). lo considera 'un delito con fisonomfa 
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'exageración 

republicana del legislador' ... - Otro autor, Ricardo 

Núñez, lo considera en su Tratado de Derecho 

Penal (Lemer1 Córdoba, 1981), 'un delito comp/ejof . 

.... SI se analiza la resolución que dictó el Tribunal 

e a este delito, 

qué consiste la co due.1~1 

e'#~ma,fo, puesto sól 

~~f§oiltfl~~~ecimie 
\.A ~~C~ 

t~-4lr#ilf autol'. 

típico del delito en 

'enriquecerse', ~decir, e 

... aumente su patri~io; sin emb 

or, por lo 

'en forma 

cuando 

dicho 

el \ núcleo 

del Tribunal&n¿tarlo mencionado, a e o a la 

parte acusad~, omiten señalar que se debe de 

probar ~ue lo que causó el enriquecimiento, es 

decir, cuál es la conducta que debe desplegar el 

sujeto activo para enriquecerse, ya que si esto no 

fuese as4 se sancionaría al servidor público que 

por cualquier motivo pudiera haber incrementado 

su patrimonio por haberse, por ejemplo, sacado la 

lotería, heredado, celebrado contratos que en su 

esfera privada le hubieren reportado be.neflcios 

17 
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económicos, ya que no existe en nuestro sistema·· 

jurídico prohibición alguna que impida a un 

servidor público incrementar su patrimonio por 

causas ajenas a su función pública. Lo que en todo 

caso se prohíbe es que se enriquezca con .motivo 

del empleo, cargo o comisió,n del servicio público, 

ya que si no se acepta esta idea, se aplícaría en 

perjuicio del servidor público el sistema del 

derecho penal de autor.--- Los Tribunales 

Colegiados de Circuito, han dictado la siguiente 

ejecutoria:---: . 'ENRJQUECJMJENTO ILÍCITO,. fJELl'[.g .·

DE, PROCESO PARA DETERMINAR !L .. 1• 

transcribe).- Independientemente de Jo ;señ . :::~::( 

anteriormente, y sólo para efectos de acJ.adita~ < : 
esta instancia, o en recursos ulteriqJSB,REJB -· 

· . • \ 'JUSTICIA 
inconstítucionalidad de la descripción típ,,.uJ:lel .: 

delito que nos ocupa, se reitera que en la definición 

de este delito no se sanciona el derecho penal del 

hecho, sino que al derecho penal de autor, es decir, 

que se sanciona a la persona por lo que es, y no 

por Jo que hizo, según se manifestó anteriormente. 

-- b).· La redacción de este delito, afe_cta también 
1el principio de inocencia', ya que incumbe al 

Estado demostrar Jos hechos en que funda una 

acusación, y además 'invierte la carga de la 

prueba', ya que impone una prueba negativa que no 
·' 

tiene analogía con ningún-,otró delito del Código 

Penal, ya que la omisión consistente en no informar 

o acreditar la procedencia del aumento patrimonial, 

·•:, ~ "· . ~ 

' - . 
.. 
. ' 
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que constituya la comisión de este delito. 

criterio es el que sostuvo la autoridad 

responsable en las páginas 575, 688, 714 y 7 40 de 

dicho fallo).- Lo anterior es tan absurdo que, 

como dice el autor argentino Marcelo A. Sancinetti 

'el delito enriquecimiento ilícito de funcionario 

público. Un tipo penal v-;01atorio del Estado de 

derecho', Tall · Edigraf, S.A., Bu~s 
Airesr A~ 

noviembre, 1994). El auto 

Primera ~dición, 

itad pone_ el siguiente 

~cometa un 
optar por: a). O 

inobservancia de~ de '.··· La segunda opción 

es la que parece ~templar I bsurda redacción 

del artículo ª'f> del Código Penal ral.-- Más 

adelante, el ~mo autor explica que a emás en 

este ílf~ ní siquiera se puede demostrar Ja 

inocencia de una conducta concreta, ya que no 

está determinado el hecho presumido, ya que en 

este delito no existe ~un núcleo esencial de la 

prohibición-, ya que según mencionamos 

anteriormente, enríquecerse no es un 

comportamiento, es el resultado de una 

comparación patrimonial entre dos momentos, y el 

19 
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. ' ... 
~ . . . .., 

mismo autor citado on su obra nos pone el .. . , ... 

slgu.iente ejemplo, partiendo de un supuesto 

diálogo entre el Estado y un ciudadano, en estos 

términos:·-· 'Yo no puedo obligarte a que declares 

en tu contra si has cometido un hecho punible 

(entre nosotros el artículo 20, fracción 11, de la 

Constitución), pero al parecer sí puedo convertir en 

delito que1 cuando te pregunto si has incrementado 

legítimamente tu patrimonio, te quedes callado o no 

lo justifiques·.-- Justamente esto es lo que tanto la 

garantla d,1 'PRINCIPIO DE INOCENCIA', t<;omo.1¡ 

del 'PRINCIPIO . NEMO TENETUR', o:an~~:, 
inconstitucionales, señala el autor citado res~;: 
de este- delito.-- También sobre este particula~ .. 
el Capitulo 111 de la · ·obra de Marce/o .. S.~JINHI, · 

! JU5TlCI.'\ ' · 
habla de Ja discusión constitucional ·•J«E.1Mlós · 

ante,cedentes de este delito, basándose en el Diario 

de Debates del Poder Legislativo de aquel país, y 

habla, entre otras cuestiones, de la 'pena de 

sospecha y el príncipío de inocencia', 

transcribiendo las opiniones de algunos diputados 

que perclbleron1 entre otras cosas, el problema de 

Ja 'inversión de la prueba"# que no tenla 

antecedentes en ese país, y como se vulnera el 

principio que consagra fa 'presunción de Inocencia' 

de toda persona, que só/Q pu.ede ser destruido por 

prueba en contrario; pÍ'Úeba que debe ser aportada 

por la acusación, y llama Ja atención lo manifestado 

en la pág. 44 de dicha obra~ en que manifiesta:---

20 
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ciudadano probo, aunque también éste tropiece a 

menudo con el sistema represivo y sufra los costes 

del autoritarismo. Pero es que no importa en 

absoluto lo bue o fo malo que sea el candidato 

posible del sistema enal. Las garantlas .n 
justamente tam · ~ (y pn lpa ente) PªEff!.. el caso 

de que el imputado sea del .cue te. Est~erdad, 

de 

.,~~·~Debates p rala creación 

del artículo qu;;¡;stam comentando en ta 
República Argen (por ~, en México 

cuando se e~ ... este delito, no fu atido, sólo 

aprobado cOfM casi todo lo que enviara como 

iniciativ~ ley al Poder Ejecutivo) menciona la 

opinión de un diputado de nombre José Caro, del 

bloque justicJalista, que sostuvo lo siguiente:-- ' ... 

y en realidad, sientan un principio jurídico de 

extrema peligrosidad para sancionar sin la 

complementación de otras no.rmas que 

establezcan, en fo1rma definida, la naturaleza del 

delito que estamos incriminando. Me refiero 
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concretamente a la disposición del artículo 268 

(slmllar del 224 del Código Penal Mexicano), que 

crea una especie de inversión de ta prueba y una 

presunción de dolo en todos los actos de los 

funcionarios de la administración pública que no 

pudieran íustificar, a requerimiento~ la procedencia 

de sus bienes'.··· En el mismo debate a que se 

refiere el párrafo anterior, otro diputado mencionó: 

·- 'Dijimo.s... que se desconocían principios 

tradicionales del Derecho Procesal Penal "' 
,.. 

Argentino ... ; sin embargo, meditando mejor sobre 

este artículo, yo diría que se incurre en alg~ -~:1:<· ..._. ·.o 

más grave, y qué configura el delito de· -S,os · 'ª 
de manera evidente ... yo concluyo entonces~ · se r 

' 
Presidente: Configurado el delitoJ ~I pro~~R~e 

abriría y ni siquiera admitiría la prueba en cdD. 
porque el delito estaría consumado tal como la 

norma lo estructura. Basta la SC?la negativa .... habria 

entonces algo mucho más grave que la Inversión 

de la prueba ... 1.-- Para efecto de este juicio de 

amparo, quiero detenerme en señalar que lo 

mencionado en párrafos anteriores : es lo que 

a·bsurdamente sostuvo a lo largo de su resolución 

la autoridad responsable (pág. 575 del fallo) que en 

forma reiterada manifestó la comprobación del 

cuerpo del delito por el solo hecho de que:- ' ... la 

Secretarla de Contralor/a y Desarrollo -· 
Administrativo, a través de la Dirección General de 

Responsabllldad y Situación Patrimonial, giró el 
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número 22010902195, dirigido al C . .. 

a efecto de que conforme al 

artículo 84 de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, acreditara el legítimo 

aumento de su patrimonio y la legitima procedencia 

de Jos recursos que le permitieron adquirir los 

Contraloría ~~arrollo Administra A ello debe 

agregarse que de las constancias que ran en 

autos n~iste una sola por la cual el servidor 

público hubiese acreditado que el incremento de su 

patrimonio fue lícito, por el contrarío obra en autos 

el diverso. oficio 0301195, del Subsecretario de 

Atención Ciudadana y Contraloría Social, quien al 

formular la declaratoria ante el Procurador General 

de la República, agregó que a 

- Je fue otorgada la garantía de audiencia 

23 
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· .. . 
prevista en el artículo 14 constitucional, toda vez 

que no justificó la licita procedencia del incremento 

sustancial apreciado en su patrimonio ... De lo 

anterior, es de concluírse entonces, que el sujeto 

activo no probó que el aumento de su patrimonio 

fuera lícito, lo cual, por consecuencia lógica, 

resulta ilícito y por tanto se reitera, se encuentra 

demostrada la conducta tlpJca del delito de 

enriquecimiento ilícito,.-- En · la página 688, el 

Tribunal Unitario de Circuito en la misma 

resolución, vuelve a sostener que es el solo heclJo .. 

da no acreditar en el área administr~tva~ 
incremento del p~.trímonio lo que configuraQ·.:· 

delito de enriquecimiento iliclto, al mencionar~--
1 •• .la Secretarla de Contralor/a y ·.: Oe~~lle: '. 

. . iCU 
Administrativo notificó a ·:ef ,._ 

.. 
oficio número 22010902195, · por el cual le requería 

para que acreditara el legítimo aumento de su 

patrimonio~ sin que tal servidor público lo hubiese 

hecho~. En la página 707 vuelve a sostener el 

tribunal:-- 'En e"fecto, de conformidad con el 

artículo 224 del Código Penal Fe(leral, el 

enriquecimiento ilícito en que incu"e un servidor 

público se acredita en cuanto éste no demuestra su 

incremento patrimonial y, en el caso concreto, ello 

aconteció en cuanto fue 

omiso en contestar al requerimiento que Je formuló 

Ja Secretaria . de . Coñtrálorla y Desa"otlo 

Administrativo ... por tanto el incremento illclto 

24 
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el 

tribunal vuelve a insistir en ese criterio, al 

mencionar:--- ' ... cuando el servidor público no 

pudiera acreditar el legítimo aumento de su 

patrimonio (art. 224 del Código Penal Federal) y en 

Secretaría 

Administra 

responsable, sostu 

que llevó a cabo ~su¡ tívo con las /versas 

conductas que s~encionar en el párrafo que 

antecede, fufJt!f~íto, en virtud de q o acreditó lo 

contrario, es~s que fuera lícito, pues ·ncluso la 

Secretar~ de Contraloría y Desarrollo 

Administrativo11 mediante oficio 22010902195, le 

requirió p~ra que justifíc(lra su Incremento 

patrimonial'.-- Con las anteriores transcripciones y 

lo manifestado por el diputado argentino que 

mencioné anteriormente, se llega a la conclusión 

·' de que su afirmación es- absolutamente cierta, al 

tipificar delitos como el que aquí nos ocupa, ya que 
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: ""'' •• • "" 
en el caso concreto, si al quejoso se le requirió en :. 

ta fase administrativa para que justificara la 

procedencia de sus bienes, s;n que haya 

comparecido, y si por ese solo hecho ya está 

consumado el delito1 tal como Jo sostuvo el 

Magistrado del Primer Tribunal Unitario del Primer 

Circuito, resulta innecesario, como dice el diputado 

arg.entíno, que en el proceso se pueda acreditar lo 

contrario, síendo 'algo mucho más grave que la 

inversión de Ja prueba'.--- e).· Se viola también el ..• 

principio que mencioné en el párrafo anterlor, 

denominado 'NEMO TENE.TUR', principio q, vie~j. ·:· 

desde el Código Justiniano que éleclaf ··'4:•' 
tenetur armare adversarium contra sé' (Ná~íe "'*~ 
obligado a darle armas a su adversario . contr~~':i- · 

. . 
mismo), o como decía el Decreto de ·· G~llf&: 

. . ~ JUS'f\Cil 
'Nemo tenetur se ipsum prodere' (naqielf,r.U'fil · 

obligado a traicionarse. Ni tiene que denunciarse, 

ni incriminarse en una declaración, sea como f . 
incufpado o como testigo). (Las citas se tomaron 

del libro cuyos datos proporcioné anteriormente de 

Marce/o A. Sancinettl, quien a su vez menciona que 

los tomó del libro &Aforismos y Reglas Jurídicas 

Latlnas ... Darmstadt, Quinta Edición, 1982, pág. 134 y 

siguientes).- El contenido de estas máximas 

latinas las contempla nuestra Constitución General 

de la República en el articulo 20, fracción 11.--· La 

inconstltucionalidad de este delito, y por lo que 

hace a este punto, es que para la config·uración de 
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/licito se obliga aJ funcionario público a 

contra, al iniciarle eJ supuesto 'procedimiento de 

verificación patrimonial' por parte de la Secretaría 

de la Contra/orla y Desarrollo Administrativo, la 

cual en caso de silencio o no justificación, emite la 

resolución administrativa a que se refiere el artículo 

90 de Ja Ley Federal de Responsabilidades d~s 
Servidore Públ1 ; la circunstancia d~que se 

exija al fu · 10 p' lico e aporte "¡ruebas 

para justificar que a(;:Jrríquecido 

bli rlo a declarar 

supra/egal ~.(ustificación', algu más en la 

situación si;;;¡¡{, ~al estado de necesi o en 'el 

derecho~ural a Ja autodefensa'.- En España, el 

autor JS/DgRO BLANCO CORDERO nos dice:- 'En 

realidad el fundamento def privilegio del 

'autoencubrimiento' descansa en el principio 

regulativo de la 'no exigibilidad de otra conducta . 

distinta'; no se le puede exigir al delincuente que se 

descubra. Es un criterio basado en razones de 

justicia: es Impune el responsable de un delito que 
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pretende eludir la acción de la justicia. Esta · · 

situación puede encontrar fundamentación incluso 

en valores constitucionales como los recogidos en 

el articulo 24.2 de la Constitución Española 

(artículo 20, fracción JI, en fa República Mexicana) 

que declara el derecho de todos a no de.clarar 

contra sí mismos y a no confesarse culpables1
.

En la jurisp.rudencia de Jos Estados Unidos de 

Norteamérica (cita de Marce/o A. Sancinetti en la 

pág. 55 de la obra que hemos citado), en . el caso 

Hale contra HMker, en un fallo notable de U'} ~ª1 

de apellido Brown, se sostuvo:--- 'Que el obJpto\ . ~ . 
la cláusula constitucional que prohibe ser obliga· , ~ · ~ 

+. "'"' . . . 
a declarar contra SÍ mis.mo, es establecer" en: 
lenguaje expreso y sobre una base ~ -- firm~~;¡¡j 
principio general de Ja jurisprudencia íngleslGRiY · 

norteamericana, de que nadie será obligado a dar 

testimonió que puede exponerlo a ser enjuiciado 

' . ~ · r 

-~ 

~ criminalmente'.··· El pretender el legislador, en este -
... 

tipo de/ic'.tivo, que sea el fu.ncionario publico qu.ien 

tenga que declarar y aportar pruebas contra su 

voluntad en el supuesto 'procedimiento 

administrativo de verífica,ción páttimonial', que 

inicia la SECODAM a fin de poder emitir la 

resolución del artículo 90 de la Ley Federal de 

Responsabilidad de los Servidores Públicos, viola 

el principio 'DEL AUTOENCUBRIMIENT01
, y en 

consecuencia el artículo 20, fracción 11, 

constitucionaJ ....... Hay quien pudiera replicar que la 
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J 

las causas criminales, y que en la configuración del 

delíto de 'enriquecimiento ilícito', no es en Ja fase 

del proceso penal donde se obliga al funcionario 

público a justificar el origen licito de su patrimonio, 

sino que esto sucede dentro de un procedimiento 

administratívo, y que por lo tanto no le es aplicable 

esta garantfa constitucional. Sobre este partiiii¡ilr, 

tengo que volver a referirme al Doctor e~erecho 

por la Uní rsida omplutense de Madrid? por la 

idad y (!:¿ptesor de 

e I de la última 

~eio A. Sancinettí, 

ya 

de la misma Ji!~, el autor transe · la opinión de 

un diputado'Vgentino, al que le to votar el 

proyect~e Ja redacción de este delito de 

'enriquecimiento ilícito' y que mencionó en la 

Cámara de Diputados de aquel país, lo siguiente:--

' ... tampoco podemos... dictar normas que puedan 

romper con la tradición jurídica del país y con los 

principios más elementales que rigen en materia 

penal.-- En esta mjsma posición (enriquecimiento 

ilícito) como muy bien lo ha señalado el señor 

OO O ~~ G O 
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diputado Bilbao estamos introduciendo figuras . 

jurfdicas distintas de las que rigen en materia penal 

en el país y, lo que es más grave, y debo señalarlo 

en esta oportunidad para que no nos 

sorprendamos después cuando los tribunales 

declaren la inconstitucionalidad de esta parte del 

Código Penal que estamos reformando, distas (sic) 

de las disposiciones expresadas de la Co.nstitución 

Nacional ... -- De acuerdo con fo que establece este 

articulo, se va a exigir al funcionario que demuestre 

un hecho _que se le Imputa; se le va a exigir que . . 
declare co~tra si mismo; se le va a exígJf.·.:iq~~-
pruebe que no se. ha enriquecido ílícltame~te~:. ·!!i: 

, 1 4IV , 

que establece la Constitución, de la que no~ 

estamos olvidando .un poco?, dice eJ _._artíel;ul.li_ 
'NADIE PUEDE SER OBLIGADO A ·.· ·DEC . 11 

CONTRA SÍ MISMO ... '.-· ·rampoco puedo dejar de 

mencionar la Convención Americana Sobre 

Derechos Humanos, que está suscrita por nuestro 1fi. 
país, y en la que establece en el artículo 8º, que 

habla de las garantías judiciales, en eí punto 2º, 

inciso g), el derecho a no ser obligado ;t declarar 

contra sí mismo, ni a declararse culpable.--- d).· El 

delito que nos ocupa, es un delito de 'SOSPECHA 1, 

que rompe el ptinclplo sagrado del Oereéh·o Penal 

de 'INDUBIO PRO .REO', que se acepta en forma 

indiscutida como una de las consecuencias de la 

orientación liberal y humanista del derecho penal 

moderno, ya que la 'ptesunción de inocencia' de 
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'-~ · ,._~~foda persona, sólo puede ser destruida por prueba 
~~ 

..:: .. 
~-

en contrario, prueba que debe ser aportada por Ja 

acusación.--- e).- Este delito también configura lo 

que se conoce como 'LEY PENAL EN BLANC01
1 en 

tanto remite a la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, en el texto del articulo 

224 del Código Penal Federal. La expresión 'Ley 

Penal en Blanco', se debe a BINDING, y ~e 
concepto s ha e nsolidado en la doct!!..na y la 

jurisprudenc1 mundl . ley p nal en bfinco se 

socíoec~lco, la ordenación del territorio, el 

medio am~ente, recursos naturales, derechos de 

autor, paten.tes y marcas, etc., se trata, pues, de 

materias que por su dinamismo, por su 

dependencia de Jos cambios, requiere.n que su 

regulación jurídico-penal, prevea un mecanismo 

capaz de actualizarla de forma acompasada a las 

nuevas situaciones normativas, y para evitar lo que 
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en doctrina se conoce como la 'fosilización' o . 

~petrificación de la normativa penal'; sin embargo, 

también ta doctrina ha señalado el conflicto que 

surge en las 'leyes penales en blanco', con el 

principio de legalidad. En general los autores han 

manifestado desconfianza hacia las leyes penales 

en blanco. Las objeciones se dirigen 

fundamentalmente a los aspectos materiales de 

dichas /~yes, ya que provocan una Importante 

merma a la seguridad jurídica que debe prevalecer 

en un es_tado de derecho ....... BACIGALUPO por ... . 

ejemplo, en su obra 'LA INSTRUMENT 4.CIÓ·~~r 
TÉCNtco-LEGtsLA TIVA DE LA PROTEcc1ói~~{~:~ 
PENAL DEL MEDIO AMBIENTE, ESTUDIOS, ,: 

PENALES Y CIMINOLÓGICOS', pág. *"\r J.l~ , · 
·. . Nnc 

refiriéndose a los tipos penales en ·· blatllJR.m~ . 

manifiesta: "Origina inevitables conflictos con el 

principio de legalidad1
• LORENZO SALGADO, en su 

obra 'LA VIGENCIA DEL PRINCIPIO DE ~GALliJAD 

EN EL CÓDIGÓ PENAL ESPAÑOL. ESTUDIOS 

PENALES Y CRiMINOLÓGICOS', Xt; .1988, pág. 159, 

nos dice: 'Despierta fundados recelos de la 

perspectiva del principio de legalidád', QUINTANO 

RIPOLLES, por su parte, en su obra 'NUEVA 

DOGMATICA lJ~L IJE~ECHO P~NAL ECONÓMICO', 

R.D.M., 1953, pág. 247, advierte respecto de las 

leyes penates en blanco, que: 1Muchas veces 

vulneran, en su querida vaguedad conceptual, el 

dogma nullum crimen sine Jege'. COBO DEL 

32 

-~· • 



~ 
~ 

- . .. 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

en su obra 'GARANTÍAS 

DEL DERECHO 

SANCIONADOR'; Tomo 1, Madrid; 1982, pág. 200, 

menciona también que estas normas . 'pueden 

aplicar una clara infracción del principio de 

legalidad'.··- Algunos autores nos mencionan, en 

mencionad 

PENALES. EL 

.E LAS LEYES 

sólo se 

·• prohibido, 

i:....i"' 
~·· 

Constitución~ 'Hería insalvable'. anciona a 

continuación ()í,e el problema que ofrecen estos 

plantea~tos, es e/ de cómo materializarlos en la 

práctica; es decir, el de distinguir con la suficiente 

nitidez los aspectos 'esenciales' ele los que pueden 

ser considerados, en cada figura tlpiéa, 

'complementarios', y para concluir nos menciona 

que se ha, exigido que junto a las disposiciones 

'complementarias', la ley penal requiere que en su 

texto aparezca la lesión o puesta en peligro del bien 
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j.urídico de que se trata, para evitar que la ley penal" 

DÉ CABIDA A UN DELITO' DE MERA 

DESOBEDIENCIA. (¿Será el delito de 

enriquecimiento illclto, un delito de mera 

desobediencia, por el hecho de no acreditar el 

origen de los bienes?).·-· No se trata en este juicio 

de amparo de hacer un análisis exhaustivo del tema 

doctrinario de las leyes penales en blanco, lo que 

pretende el quejoso es acreditar que la remisión 

que hace el artículo 224 del Código Penal, al . 
establecer que cuando eJ servidor públ/co no 

pudiere acreditar el legítimo aumento · .. -.. ~~~~\"si. ·¡. 

patrimonio o la legítima procedencia de los'f i?i! . j 
a su nombre o de aquéllos respecto de /os~-~~-ual : 

• 1 .' 

se conduzca como dueño en los términos dei la Ley 
. ! ".ilü 'PR. 

Federal de Responsabilidad de los· Séníídpd!s. 
. lll{CfiiE"T. 

Públicos, incurre en el delito nominado 

'enriquecimiento ilícito1
, pero la remisión que hace 

el Código Penal a la Ley Federal de .,f. 
Responsabilidades de los Servido~s Públicos, 

viola tambié.n lo mencionado por la Suprema Corte 

de Justicia de ·la Nación, en et seniido. de que esta 

remisión no es clara, precisa y exacta, toda vez que 

en la Ley Federal de Responsabilidad de los 

Servidores Públicos, no aparece con esos atributos 

la forma en que el servidor público debe acreditar 

el legítimo aumento de su patrimonio, ya que de la 

lectura de la ley en cuestión, no aparece un 

procedimiento claro que pudiera servir como 
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registro patrimonial de los servidores públicos, 

artículos 79 a 90, no se establece en forma clara, 

precisa y exacta, la forma y términos en que el 

86 de la L 

Servidores 

lma ley la 

a _1ao P~pal, y el 
i:: M.A Go tn E rr 
Ssf1rfjf6~hflº~e e 
:•A GE.MEUt llE: ~IJERDO · 
Federación la que h~~ 

en 

funcionario sujet~a inves ación respectiva, no 

justific6 la proCi¡fencia lícita el incremento 

substancial ·Ji'!._ su patrimonio, ·es · / que la 

configuració~e un ilícito penal, se deja a Ja 

decisió~ un Secretaria de Estado, en este caso 

Ja Secretaría de la Contraloria General de la 

Federación. . . Pe·ro no resulta claro, si para llegar a 

esta declaración, se debe seguir el procedimiento 

señalado e.n el Ca.Pítulo Segundo, que habla de las 

sanciones administrativas y procedimientos para 

aplicarlas, o si este capítulo se refiere 

exclusivame.nte a faltas .administrativas y para la 

0 00~153 
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. . . .; 

.. 

responsabilidad penal debe 
•·· 

seguirse otró · · ' 

procedimiento_ et cual no se encuentra claramente 

especificado en la 1,ey. ya que al parecer, la 

Secretaria de la Contra/orla fundamentó su 

procedimiento de verificación patrimonial en el 

articulo 84 de la mencionada ley, pero ese artículo y 

los que componen el Titulo Cuarto, Capitulo Único, 

no . establecen un procedimiento con las etapas 

esenciales que debe contene:r cualquier 

procedimiento, sea de índole civil, mercantil, 

administrativ_ó, etc., por lo que se insist_f q~~ ~' · 

supuesto complemento o remisión qu~. · ha~f4~:~.: 
Código Penal, no resulta claro, preciso jy ·-e~'. 
para los destinatarios de la norma penal; Y7de ~i ~ 
que se vulnere el · .. principio de lega'-f!_lJ~°t'iy 

- , 
1 JUSTíClA. 

consecuentemente sea inconstitucJonál el 9-fffllM/o-· 

en análisis .. -· Tratándose de la$ cfeyes penales e.n 

blanco', nuestra Suprema Corte de Jµsticia de la 

Nación se ha ocupado· de este tema, .. 

fundamentalmente en lo relativo a delito's contra la 

salud, y en especifico de los psicotr6plcos como el 

Diazepa·m o ·la Benzodlazepina, considerando que 

es el Congreso de la Unión el · úhico que 

constitucionalmente está facultado para legislar en 

materia de delitos federales, y que si no se hablan 

elevado, al rango de la ley lás disposiciones 

contenidas en el Diario Oficial de la Federación del 

30 de septieinbte de 1976 y 1ci de diciembre de 

1980, respecto de los psicotróplcos mencionados, 
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Ejecutivo, ya que estaban reservadas 

exclusivamente al Congreso de la Unión 

(Semanario Judicial de la Federación, Séptima 

Época, Primera Sala, Volumen 199-2041 Segunda 

Parte, pág. 54 y Volumen 193 .. 198, Segunda Parte, 

pág. 37). En este caso, si bien es cierto que la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servi:it¡fés 

Públicos 

funcionarios púb~ anter1 sala vigente, como 

la publicada el ~e enero 

siguiendo lofd.!'!.eamientos de la de 1 se hacía 

referencia e~sa a las Investigaciones sobre el 

enrique~nto inexplicable de los funcionarios y 

empleados públicos, ya en su artículo 86 se 

establecía que para justificar plenamen.te la legítima 

procedencia de los bienes, el Mínlsterio Público 

procedería a consignar al Juez correspondiente las 

actuaciones, para que ante éste se justificara Ja 

legitima procedencia de los bienes. Las diligencias 

practicadas por el Ministerio Público o el Juez, 
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n 

~- ~-. . , ... 

tenían el carácter de simples investigaciones y 

debían ajustarse a las disposiciones del Código 

Federal de Procedimientos Penales o al Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, 

según procediera, pero dicha ley otorgaba la 

facultad de ser o/do en defensa y que se le 

recibieran todas las pruebas que ofreciera, pero lo 

importante es señalar que en aquellas leyes sí se 

establecía en forma clara y precisa, la forma y 
' 

términos en que el funcionario público debla 

justificar un·supuesto enriquecimiento inexplicable, 
- • • 1 .,: . ',' I~ • 

pero. en la nu~va_ Ley de Responsabiliriadef ':íf f(' 
Servidores Publ1c.os, que es a la que . rem,1ti ~( 

articulo 224 del Código Penal, para la tipificaO,~ 

del delito de enriquecimiento Ilícito, -no ,.se·~ 
• 1 

usar como complemento d~ sui gene'('is tlpo~Jil 

que contempla el articulo ~ntes refe.rido. Si como 

dijimos anteriormente, la ley penal en blanco se 

• 

caracteriza por su necesidad de compíemento en ~~ 
una norma extrapehal, en este c~so la norma 

extrapenal, que es Ja Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, no 

puede servii de compJementof como pretendió el 

legislador al definir el delito de enriquecimiento 

llícíto.-- Tratándose de las normas penales en 

blanco, que como se ha manifestado, ho son más 

que remisiones a otro texto legal, dichas 

remisiones se clasifican como remisiones externas 

o internas; remisiones dinámicas o estáticas; 
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explícitas o ímplicitas; pero la remisión del articulo 

224 del Código Penal, no encuadra en ninguna de 

las que ha considerado la doctrina. El artículo 224, 

según se ha mencionado. contempla una remisión 

a disposiciones extrapenales, como lo es la Ley 

Federal d Res nsabilidades de los Servidi¡és 

Públicos, al paree ~ige omprobar ~ no se 

dieron los 1sltos co probación de un 

patrimonio, conforme a la ma de~recho que 

actividad de los se "d s públicos, es 

cw.....;:iiO que implica 

tratándose 

ámbitos 

al 

la seguridafb lurldica.--- En este · unto, es 

fundamental~e se determinen los aspectos 

admínis~vos de la actuación del funcionario 

público y la legalidad de los procedimientos que se 

siguieron pa_ra su comprobación, ya que se trata de 

disposiciones procedentes, de ámbitos normativos 

distintos, según se dijo del jurídico-penal.~ 

Antonio Duval Pafs, en la obra ya citada, sostiene 

sobre este punto, en la pág. 132, lo siguiente: 

'Efectivamente, en estos casos, el determinar si un 
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hecho contraviene la normativa de remisión, ex/gira···_·. 

co.mprobar que carece de alguno de los requisitos 

para su con'formidad o derecho en el 

co"espondiente sector de ta actividad que se halle 

regulada. Esto, no supone verificar únicamente si 

tal hecho constituye un ilícito en dicho ámbito 

jurídíco, sino si se trata de un hecho no conforme a 

lo .establecido en é/, lo que obliga a revisar sí en su 

realización se dejaron de observar las exigencias 

que se establecen en el sector jurídico 

correspondient''·-- El mismo autor, en la pág. 136 

de su obra .. considera que estas remisiones9i!if:'-,.~: · .. 

ocasionar graves problemas en cuant~ ;-. ··. ·~· 
integración de los tipo.s con referencias ... ·\ '-

1 ' 

nat1,1raleza extra penal, provocando ·.en . ·Jos 
. . . ¡•UPRE 

procedimientos penales el pl~nteam1en~sTide 
~ IECRETARl 

cuestiones prejudiciales co.mo consecuencia de la 

invasión por la norma penal de sectores cla,ramente 

enclavados como ámbito propio en sectores no 

penales del ordenamiento jurídico, y que esto nos 
. . ., 

lleva a que la culpabilidad o Inocencia de los 

acusados va a depender siem(Jre o casi siempre de 

como se resuelvan las cue.stion-es cíviies o 
administrativas básicas, pues el derecho penal no 

seria más que una norma yuxtapuesta.--- En caso 

del delito de 'entlquecímiento ilícito' dentro de la 

' 
•. ~ 
., 

remisión que hace el Có<!.igp Penal a ta Ley Federal .. Jf/ 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos, e 

independientemente de que a juicio del suscrito 
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pretendió con absoluta falta de técnica legislativa, 

hacer remisión a esta última ley, pero al no ser 

clara, precisa y exacta, rompe el principio de 

legalidad que ,consagra nuestro artículo 14 

constitucional, y ,por lo tatlto este articulo es, por 

esta última ión a la técnica legisliÑ¡a, 

también l.~- Por ~o lo 

lt evidente que el 

artículo 224 del Código P I ~eral, que 

de fecha 30 de 

, claros1 

precisos y exacto~/ co ha resuelto nuestra 

H. Suprema Cort~ Justicia la Nación, en Ja 

ejecutoria sojte"'EXACTA APLICAC DE LA LEY 

EN MA TERfíll PENAL, GARANTIA DE SU 

CONTE~ Y ALCANCE ABARCA TAMBIÉN A LA 

LEY MISM'X', que transcribf en las páginas 7 y 8 de 

este escrito~--- Igualmente se violó el artículo 16 

constitucional, por el H. Primer Tribunal Unitario 

del Primer Circuito, al pretender fundar y motivar la 

confirmación del .auto de formal prisión en la 

resolución que dictó el 30 de octubre de 1996, en el 

toca de apelación No. 182196'-I, en un precepto 

(o ,.r ..- L' 
¡ ' li j:!O 
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·. ". ... . ....... #fi 
incon,stltuclonal.-- Se violó igualmente el artículo · 

19 constitucional, por haberse dictado un auto de 

formal prisión en base a un tipo penal, que al no ser 

claro, preciso y exactoz resulta inconstitucional, y 

por lo mismo es Ilegal el auto de formal prisión 

decretado en mi contra.··· E.I tipo penal descrito en 

el artículo 224 del Código Pen;il Federal, viola 

también la fracción 11~ del articulo 20 constitucional, 

al obligar al servidor público en el procedimiento 

administrativo, que como requisito de 

procedlbllid_ad o condición objetiva de pu~/bil;_<!Jtt.~ > . 

se establece en el articulo 90 de Ja Ley ~der'ftt 
Responsabilidades de los Servidores Púb/icós;-~ 
como se precisó en el inciso e), de las PáE¡inas 1), 
20, 21 y primeros dos -renglones de Ja pági~~~ ... 
este escrito, al pretender que declare en su !~a 

u obligarlo a declarar contra su voluntad.--

PROCEDENCIA DEL JUICI~.-~ Este Juicio de 

amparo resulta procedente, por lás razones que a 

continuación expongo:--- A). En esta tlemanda se 
· ' 

señala como acto reclamado, el artículo 224 del 

Código Peña/ Federal, que establece el tipo penal 

correspondiente al delito de enriquecimiento 

ilícito. --- B). El precepto legal arriba mencíonado, 

por su naturáleza, tiene el carácter de 

heteroap/icativo, es decir, solamente puede 

reclamarse cuando surja el acto de aplicación en 

perjuicio de u.n gobernado.--- C). La per5ona 

afectada en su esfera de derechos por el reclamado 

1 • ~ • • • • 
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224 del Código Penal Federal, puede 

solamente que ésta se le haya aplicado a través de 

un acto concreto. En este caso, el primer acto 

concreto de aplicación es e/ auto de formal prisión, 

mismo que considera que existen elementos 

suficientes para 

acusándolo 'del 

someter a juicio al quejoso, 

'lito de enriquecimiento lif'o, 
previsto en orde clamado.-- D). Al 

ci , el qu~o tuvo 

como 

sometimiento o~nsen · 1 to de la ley, de 
~ 
~ conformidad con establecid or el artículo 73, 

fracción Xll,Ae ... la Ley de Amparo.· E). En este 

caso, el q~so1 contra el primer acto de 

aplícací~de la ley -esto es, contra el auto de 

formal prlÍión -hizo valer el recurso de apelación, 

mismo que fue tramitado y resuelto por el Tribunal 

Unitario de Circuito, el .que dictó sentencia 

confirmando el auto de apelación, por lo que dicha 

sentencia se reclama en este juicio de garantfas, 

~fA d F) ~ como acto de aplicación de la ley reclama a.--- . 
Por las razones anteriormente expresadas, es 

o oo:-s ~ 'r 
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' , 
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oportuno interponer este juicio de ampato contra la . .. 

ley y contra la resolución recaída al recurso de 

apelación, con fundamento en el artículo 73, 

fracción XII. de la Ley de la Materia.-- G). En cuanto 

al tiempo, también resulta oportuna la interposición 

de la demanda d~ garantfas, de conformidad con lo 

dispuesto en el primer párrafo de la fracción XII, del 

invocado articulo 13, en relación con el artículo 22, 

ambos de la Ley de Amparo. En efecto, el auto de 

formal ·Prisión debe considerarse como un acto que :Sf· 

afecta la libertad personal, por lo que resulta 

aplicable Jo disp~esto en el ·artículo 2~:~-lra.'!,&_ifn /1 

mencionado, que establece expre~are"f'~ue, 

contra actos de esta naturaleza, el juicio de ªª'º 
podrá interponerse . en cualquier l tie~o.--

. . \ 

COMPETENCIA DE UN Tf?IBUNAL uN4tA~ DE 

CIRCUITO PARA CONOCER DE ESTE\~ DE 

AMPARO.--- Con motivo de las reformas al articulo 

107, fracción XII, de la Constitúcl6n General de la 

República, y a lo dispuesto en el articulo 29, 

fracción J, de la· Ley Orgánica del POder Judicial de 

la Federación, los Tribunales Unitarios de Circuito 

son competentes para conocer de los juicios de 

amparo promovidos contra actos de otros 

Tribunales Unitarios que no constitúyen sentencias 
definitivas, y los tribunales fe.élerales han 

interpretado la fracción I del artfculo 29 .de la Ley 

Orgánica en mención, de acuerdo con la siguiente 

tesis:--- COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
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INDIRECTO CONTRA ACTOS DE UN 

EXISTEN VARIOS, ES COMPETENTE OTRO DEL 

MISMO CIRCUITO.- (Se transcribe)'1• 

CUARTO.- La Magistrada del Segundo Tribunal Unitario del 

Primer Circuito, a quien por turno correspondió conocer del 

asunto, admitió la demanda de amparo indirecto e l~nte de 

diciembre de mil n c1 os · nuevet r~strándola con 

el número 40/99-11 y , previos lo trámites ley, dic~sentencia el 
' 

veintinueve de septiembre de dos it, la 

siguiente .... ~ 

:¿ :;¡¡. 
;;.. .. 

pro 
~.e_RTE DE 

qus1~'t'A'~Con 
~ .uf.. 61/UlR~Ol 

Ja rn;1pUDllCa y 

consistentes en ~xto, pro 

.~ publicación del 1culo 224 

Federal. Así~'!?º los actos que rec ~ al Primer 

Tribunal Uni~ del Prímer Circuito (ahor. Primer 

Tribunal~itario en Materia Penal del Primer 

Circuito), :Juez Undécimo de Distrito en Materia 

Penal en el Distrito Federal (actualmente Juez 

Séptimo de Distrito de Procesos Penales Federales 

en el Distrito Federal; por Acuerdo General 5512000 

del Pleno del Consejo de la Judicatura, publicado 

41\. en el Diario Oficial de la Federación, de veinticinco 

de agosto de dos mil) y Director del Centro 
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Preventivo de -Readaptación Social en Almoloya de 

Juárez, Estado de México, que hizo consistir en la 

resolución de tres de octubre de mil novecientos 

noventa y seis, dictada en contra de 

por su probable responsabilidad en la 

comisión del delito de enriquecimiento Ilícito, 

previsto y sancionado por el artículo 224, párrafos 

primero, cuarto y último del Código Penal Federal. 

••• SEGUNDO.- Se impone una multa de diez días de 

salario mlnimo general vigente en el Distrito 

Federal, a la autoridad H. Congreso de la Uníóq, por 
... . ,,. . < 

las razones expuestas. ~n el considerando s,'fl~¡¡,¿f~ 
de la presente resoluc1on; por lo tanto, glre$e-o~ 
al Tesorero de la Federación,~ efecto df!! que"ha~ 
efectiva dicha sanción, . y una vez hecho .Jo a1t@¡i rl't#J 

:JUSTiru 
deberá comunicarlo a este Tribunal". · -.... ·. .1 ~~-AitlA 

La referida sentencia, en los asP,ectos de constitucionalidad 

materia del presente recurso! se apoya en las siguientes 

consideraciones: 
~ ·. . 

"QUINTO.- En relación al plailtea~iento de 

lnconstitucionalidad del artículo 224 del Código 

Penal de la Federáción1 el lmp#ittante de garantías, 

reclamó su eml~lófJ, promulgación, refrendo y 

publicación en el Diário Oficial de la Federación de 

treinta de diciembre de mil novecientos ochenta y 

dos. Por ende, con el objeto de verificar un debido 

planteamiento del problema, previo a Ja 

46 

· ~ .. . 
. . / 

• 

«· 



• · 

.. · .. · .. 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

particular de los conceptos de 

violación esgrimidos al respecto, es pertinente 

establecer los siguientes parámetros o 

consideraciones de hecho y de derecho que 

inciden perfectamente para dar solución a dicha 

propuesta:-- AJ.- A virtud de que se tilda de 

inconstitucional un precepto ubicado en una norma 

articulo 22~el 
ración, onforW! a una 

correcta metodología, se de est lecef\:f¡ué se 

sido observaJ!> ~y abordado el tema 

tiempo, esta'Bflce su definición de 

1. de dicho 

como I~ suprema vigente de nuestro país y 

analizándofa en un sentido jurídico positivo, de 

fndol'e polltlco social, atentos a las materias que 

forman su esfera de normatividad, para concluir 

que la Constitución 'es el ordenamiento 

fundamental y supremo del Estado que: a) 

establece su forma y la de su gobierno; b) crea y 

estructura sus órganos primarios; e) proclama los 

o o o~; :-; 9 
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principios políticos y socioeconómicos sobre los : 

que se basan la organización y teleologfa estatales, 

y, d) régula sustantivamente y controla 

adjetivamente el poder público del ~stado en 

beneficio de los gobernados( . . . )'-- Ppr otra parte, 

al concepto de Constitución, no se le puede 

desvincular de la tradicional división en su sentido 

material y en su sentido formal. Es así que, de 

conformidad con el ilustre filósofo del derecho 

Hans Kelsen, citado por el no men~s connotado 

tratadista Felipe Tena Ramfrez, en su obra Derecho 

Constitucional Mexicano, Trigésima Seg'und!t~·~. 

Edición, EditoriaÍ PorrúaJ México, Distrfto·-~det~:~ 
• 1 ~ ~ 

páginas 22 y 24; en el primero de los casos, e : ''. ~ :~ 
! .. .. 

es, en el sentido material, la norma fundamental, · · 
IU'PRT 

nos seliala: 'está c9nstltuida por los preceptoSpqNre •· 

l I 16 
~ . , ,.,. llCl\(lJI: 

regu an a creac n ue normas JUrJu1cas genera1es y 

especialmente la creación de leyes; Ja Constitución 

.··-

en sentido formal es cierto do~úmento solemne, un i4lf 
conjunto de normas jurídicas que sólo pueden ser 

modificadas médiante la observancia de 

prescripciones .especiales, cuyo objeto. es dificultar 

la modificación de tales normas( . . . )'·-Asimismo, 

respecto del tópico~ es pertinente ponderar la 

opinión del filósofó alemán, Ferdlnahd Lassalle, 

quien a través de su conferencia 'Qué es una 

Constitución', publicada por "Ediciones Coyoacán 

S.A. de C. V.~ México, Distrito Federal, Sexta 

Edición, página 75, colige que Ja Constitución de un 
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constituciones escritas no tienen valor ni son 

duraderas más cuando dan expresión fiel a los 

factores del poder imperantes en la realidad social 

( ••• )
1
••• Para mayor comprensión del planteamiento 

estructurado por FerdJnand Lassalle, el propio 

maestro Ignacio Burgoa, en la página 350 ~u 
obra citada, est factores ~es del 

poder, como di micos, '&stán 

Integrados por 

do... '/os 

: rente 
' 

presionantes~! la producción co t1 cional y 

jurídica en ~ral, sino también de la tuación 

política ~ administrativa de los órganos del 

Estado ... dÍchos factores sólo son ponderables en 

función de un momento histórico determinado y en 

relación con un cierto pueblo o Estado, siendo 

susceptibles de cambiar con el tiempo e incluso 

desaparecer y de ser remplazados por otros en la 

evolución transformativa gradual y súbita de Jas 

sociedades humanas ( . .. )'-- De las anteriores 

e,., "' ' GO ' UUj 
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exposiciones, se puede colegir como . concepto · · . 

general de una Constitución, el conjunto de normas 

jurídicas fundamentales de un Estado, creadas por 

quienes detentan tos factores reales y efectivos de 

poder en un lugar y en un momento determinado.--

EI contexto general de la noción anterior, es 

incorporado por nuestra propia Constitución 

Política, al tenor del contenido de los artículos 39, 

40, 41, párrafo primero y 135, del propio Pacto 

Federal; los cuales a la letra señalan:··· 'Artículo 

39.- La s~~ranla Nacional reside esencia!- -\' 

originariamente en el p~ebl~. Todo poderp'fi#.6, 
dimana del pueblo y se instituye para benefl~i~ 
éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inali~fiaJt¡ . 
derecho de altetffr o modificar la forma, Í~ 'i$:J 

\ JUSTlC!J 
gobierno.--. 'Articulo 40.· Es voluntad del . .,._titp 
mexicano constituirse en una República 

representativa, democrática, federal, compuesta de 

Estados libres y soberanos en todo lo cóncerniente 

a su régimen interior; pero unidos en una 

federación establecida según los príncipios de esta 

ley fundamental.-- 'Artículo 41.-EI pueblo ejerce su 

soberanfa por meélio de los Poderes de la Unión, en 

tos casos de la competencia de é~tos, y por el de 

los Estados en lo que toca a sus regímenes 

interiores, en los términos respectivamente 

establecidos por la presente Constitución Federal y 

las particulares de los Estados, las que en ningún 

caso podrán contravenir las estip,u/aclone,s del 
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Federal.-- 'Artículo 135.- La presente 

Para que las adlcíones y reformas lleguen a ser 

parte de la misma, se requiere que el Congreso de 

la Unión, por el voto de las dos terceras partes de 

los individuos presentes, acuerden las reformas o 

adiciones, y que éstas sean aprobadas por Ja 

mayoría de las legislaturas de los Estado~/ 
Congreso de la Unión o Ja Comisión Pe~anente, 

en su caso, ha án e mput s vot~ de las 

1:Jljslaturas y 
á,f'··· 
... 

individuales de los g , o el mínimo de los 

derechos de ést~ue son reco cidos y deben 

ser respetados . el Estado en apel de 

garante; mif3J'!:~s que la segunda, 

organiza al ~r público. Ahora bíen, en relación 

con los ~chos públicos subjetivos o garantías 

individuales, el artículo 1º del Pacto Federal, no 

sólo las con_sagra en favor de todos los individuos 

en los Estados Unidos Mexicanos; sino además~ 

como forma de seguridad jurídica, determina que 

sólo en los casos que ta propia Constitución 

establezca, dichas garantías podrán restringirse o 

suspenderse; numeral que de manera . textual 
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señala:-- 'Artículo 1.· En los Estados Unidos 

Mexicanos todo individuo gozará de las garantías 

que otorga esta Constitución, las cuáles no podrán 

restringirse ni suspenderse, sino en Jos casos y 

con las condiciones que ella misma establece'.··· 

Luego, es dé advertirse que la propia Ley Suprema 

de nuestro pals, respecto de las garantías 

individuales, regula su restricción o suspensión; 

para ello, acota que solamente será procedente en 

los supuestos previstos en la propia Ley 

Fundamental;-- En este orden de ideas, precisado 

que ha sido el concepto de ConstJtució~ -. . 
I _.4J.·· , 

coffesponde desentrañar el contexto que ~!tY' :t 

debe asignar al adjetivo 'inconstitucional'{ As/(~.: · : 

cuanto a su composicíÓn gramatical, el pr~fijo 17',.~ .. : ,.~· 
j •. 1 

significa privación o negación; consecuenttJ.mlJ!fM, - ~ -·. 
. · 1 .J\JSTICll : · 

se puede colegir que la inconstituclonalidad,fl'lldifia1
·." 

en la carencia de sustento constitucíonat.---

.... ·. 
, . 

Autores, como Ráfael de Pln·a y Rafael de Pina fl'-
Vara, en su ·Diccionario de Derecho_, Dfkiino Sexta 

Edición, Editorial Porrúa, México, Distrito Federal, 

1989, página 300, establece por inconstit~c/onal, 'el 

acto o norma cuyo contenido esta en contradicción 
' 

con la Constitución Política del Estado'.·- Sin 

embargo, para hablar de inconstitucionalidad, no 

debe perderse de vista el concepto de 'supremacía 

constitucional', consagrado por el artículo 133, de 

nuestro Pacto Federal, a virtud de que, 

precisamente de él dim8na que todas las Leyes de 
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jerarquía y, aun los Tratados 

Internacionales, deben estar de acuerdo con Ja 

Constitución; pues en caso contrario, por virtud 

del citado principio, ta.les dispositivos u 

ordenamientos adquieren el cariz o adjetivo de 

'inconstitucional'; numeral que ·de manera textual 

señala:--- 'Artículo 133.- Esta Constitución, las 

Leyes del Congreso de la 'Unión que eman~e 
ella y todos los ue estén de 'ac~rdo con 

la misma1 ce/ brad y que celebre~ por el 

Presidente de la República, con ación del 

~ 
-j "J . 

... 

'Inconstitucional~ su con o, de manera 

necesaria, debe ntravenir, en encial, el 

espíritu de ~~ '!receptuado por la Co ución--

8).· Por otr~rte, se debe considerar que el 

artículo ~ del Código Penal Federal, mismo que 

ha sido 'Í;/dado como inconstitucional por el 

impetrante de garantías, llegó a la vida jurídica 

vigente el seis de enero de mil novecientos ochenta 

y tres, después de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación de cinco de enero de aquel 

año. Lo anterior, como consecuencia de un paquete 

de reformas, no sólo a nivel de leyes federales, sino 
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incluso constitucionales, mismas que a finales de 

mil novecientos ochenta y dos, surgieron a 

iniciativa del entonces Presidente de la República 

licenciado Miguel de la Madrid Hurtado, guiadas 

bajo el espíritu fundamental de la 'renovación moral 

de la sociedad'. De esta forma, en lo que al caso 

concreto atane, se propusieron y aprobaron 

reformas y adiciones a nuestrc;1 Constitución 

Política Federal, al Código Penal de la Federáción y 

a Ja Ley Federal de ResponsabilidiJde.$ de los 

Servidores P~icos.-· En cuanto a la Constitución 

Política de los, Estados Unidos Mexicano~· 

ponderada ésta de manera inicial por virtu~:.d~;f{J;.' · 
.. t ~.. r..:t1 

jerarquía superior, el tres de diciembre · ~e· . niff.: . 
novecientos ochenta · y dos, a ínstanc/ia .. del 

Ejecutivo Fedf!ra/, se presentó la inlcla,tiU't~. 
. , j =r~;; 

reformas y adiciones a los artlculós 108, 109, ·110, 

111, 112, 113, 114; así como los artículos 22, 73, 
" fracción VI, base cuarta, 7 4 fracción V, 76, fraccíón 

VII, 94, 97, 127y134; iniciativa qú·e para los ·efectos 
' . 

de estar en condiciones de resolver el problema de 

inconstituclonalidad que nos atatle:, ~s menester 

transcribir a la letra, pues de ella se apreciarán las 

razones fundátnetJ"tales en que se sustentó Ja 

necesidad de la misma:··· CÁMARA DE ORIGEN: 

SENADORES.· EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

MÉXICO, D.F., .A 3 Dlf?IEMB8E o·E· 1982.- INICIATIVA 

DEL EJECUTIVO... ce. SECR~TARlbS DE LA 

CÁMARA DE SENADORES.- DEL H. CONGRESO DE 
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corresponde al Estado tutelar la moralidad personal 

que la inspira. Pero el Estado tiene la obligació.n 

ineludible de prevenir y sancionar la inmoralidad 

social1 la corrupción. Ella afecta los derechos de 

otros, de la sociedad, y los intereses nacionales. Y 

en el Méxíco e nues días, nuestro p~o 
exige con u ene/a a re ación m~ de la 

sociedad qu _ _ aque de raíz _ s daños de la 

1 ;~ tn r!!O sólo a los iW'lttJ~S.. 
M 1'i. C O R"'T'E"' 

sDS t.Py~ivos ám s 
lA oc~Df~ 
antes que nada al Po erv().oon~ 

Pacto Federal.--~a preven - sancionar con 

.:.~ efectividad la co~ión no basta es idóneas. 

Además, son~egesarios un.a voluntad •tica firme 

y una admin~ación eficaz.--- Es una realidad la 

vofunta~lítica Inconmovible del pueblo de 

México y del gobierno que se ha dado por erradicar 

lo que corrompe los fundamentos de su 

convivencia social. La administración eficaz de esa 

voluntad se construirá rápidamente, aunque 

limitada por el tiempo necesario para llenar los 

vacíos existentes. Pero si las leyes e instituciones 

que se da el pueblo no reflejan esa voluntad 
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política, y no abren el camino para esa eficacia· .. 

adminlstratwa, la voluntad será derrotada y el 

camino estará cerrado.--· Las leyes vigentes han 

sido desbordadas por la realidad y ya no ofrecen 

bases sólidas para prevenir y sancionar la 

corrupción que la conciencia · nacional exige 

erra_dicar. SI la renovación moral ele la sociedad que 

ordena el pueblo de México, ha de cumplirse, hay 

que empezar renovando las leyes e instituciones 

que tutelan la realización de, nuestros valores 

nacionales--:· E~ta iniciativa de reformas . . ¡. 
. ( ~ 

adiciones a nuestra Con$titución ~ P~ 
conjuntamente · con las leyes se~und~!?I 
consecuentes que estamos sometléndo'le a/- !:i ; 
Congreso de la Unión, ~s el primer paso par-1' 

.. [ u1;T"1:;:.lA l 

renovación moral se haga goblern() y la s · · lMd · · 

pueda apoyarse en é/ a fin de que la corrupción no 

derrote sus derechos.-- La. iniciativa propone 

avanzar en el trátamiento a que -están· sujetos los ~ ~ 
servidores públicos. Las bases constitucionales 

vigentes son Insuficientes para garantizar que los 

empleos, cargos o comisiones en el servicio 

público subordinen el interés particular a los 

intereses colectivos superiores de la sociedad. Si 

queremos esas garantías tenemos que renovar 

esas bases.- ·Hay que establecer 1as normas gue 

obliguen con efectividad al swvidor público con la 

sociedad: para ·que sus obllgaciones no se 

disuelvan; y para que ue/ comportamiento honrado 
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ta sociedad recurra al derecho y no se vea forzada 

a quebrantarlo para obtener del gobierno lo que en 

justicia le corresponde, para que los recursos 

económicos nacionales aumenten el bienestar del 

pueblo.··· 

iniciativa 

servicio 

imparc'ª"Jd, economla y eficacia con que habrá 

que sentir los intereses clel pueblo.--· La guía es el 

derecho, síntesis de la moralidad social, y lo 

primero es que sus fundamentos constitucionales 

se actualicen para satisfacer lo que los mexicanos 

esperamos del servicio público.-- - TITULO 

.CUARTO.-- El Título Cuarto constitucional 

estableció en 1917, hace casi sesenta y seis años, 

(', " :¡ '..i g 4 
\.,.' V \ ·..' \ 
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las bases para responsabilizar a los servidores · ~ . 

públicos por el Incumplimiento de sus obligaciones 

para con la sociedad. Desde entónces, uno solo de 

sus siete artículos ha sido reformado en tres 

ocasiones y sólo para regular procedimientos de 

remota aplicación.--- La población del país se ha 

multiplicado por casi cinco veces~ as/ como sus 

exigencias de tutela por parte del servicio público. 

~ Nuestro pueblo se ha desarrollado en todos los 

órdenes, pero no así el régimen de 

responsabilidades de los servidores públicos ante 

él.··· Es impostergable la necesidad de ªJtua~~t~ 

esas responsabilidades, renoval)do de raí~ el ~ 
Cuarto constitucional que actualmente habla d~l.Í 
responsabilidades -de. los funcionarios públicos!~ 

1 - • 

cambia al de 'responsabilidades de los s~ l · · 
. ! ! 'STlCl.A 

públicos'.. Desde la denominacíón ha · mcj.tte 

establecer la naturaleza del serviCio ;i la sociedad 

que comporta su empleo, cargo o comisión~-- La 

obUgación ele servir ~oo lega~i~ad., honradg 

lealtad., imparciaUdad~economía y efiéacia a tos 

intereses del ¡u.uj¡jlQ es la misma para todo servidor 

púlJ.lico. jódepeñd/entemente de su jerarquí~ 

rango. origen o IU{lJ;Jl. de su ellJJ)leQ, cargo o 

comisión.-- Las t'ruevas bases constitucionales que 

proponemos se inspiran en este principio 

igualitario, al mismo tiempo que establecen con 

claridad las responsabilidades políticas, penales y 

administrativas que pueden resultar de esas 
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•• 

estableciendo los sujetos a las responsabilidades 

por el servicio público (artículo 108); la naturaleza 

de dichas responsabilidades y las bases de la 

responsabilidad penal por enriquecimiento illcito 

(articulo 109); el · para exigir las 

responsabilidades lltícas y l naturaleza d~s 
sanciones e poñ'ir~s (a ículo ~O); Ja 

sujeción de lo servidores pÜbucos a las sanciones 

penales y las bases para que n s nfunda su 

~~ naturaleza de las s~>IQ~r 

'rocedimlentos para 

~.-a/mente, los plazos de 

-r~~Ri1udades s 'do 
-=tAÑ>:~· 

b:i4.lfJpí..JPl!Jfa inicia a y 

püblicos: el!f.¡.qjcio político susta ado en el 

Congreso de 1' Unión, el procedimiento ante la 

Cámara ~ Diputados para proceder penalmente 

contra los altos funcionarios públicos, durante el 

ejercicio de sus encargos, a los que hay que 

ofrecer una protección constitucional para que la 

acción penal no se confunda con la acción política, 

y la sujeción a responsabilidades civiles de todo 

servidor público durante el ejercicio de su empleo, 

carga o comisión.-- ARTICULO 108.--- Propone 

000 3 R~ 

59 



AMPARO EN REVISIÓN 1293/2cl00 . . ; 

nuevos principios constitucionales para determinar 

el alcance personal y federal sobre 

responsabilidades de los servidores públicos. Para 

ello es necesario sujetar a responsabilidad a todo 

selVidor público y asentar un principio general de 

responsabllldad jJQr el manejo de fondos y 

recur$os federal~s.~·ª Son lás bases 

constitucionales para establecer las obligaciones 

igualitarias, a las que deben estar sujetos todos los 

que desempeñen un empleo. cargo o comisión en 

el servicio público, tanto en el gobierno como en la 

administración Pt!bllca paraestatal. Se trf ;· ~':' 
todo el que desempeñe una función pútJlic!f.·~ · . 

1 rt ~ " 
sujeto a las respon~a~llídades inherentes a e~: .. 
Se propone, . de acuerda con el equillbr~~Jt'-rl/?~: .. 
pode;es constituidos, que tos maglstradJf.ltJe:.~~ 

" l 1ECRHAR\l~t' 
tribunales de justicia locales, también ~stén sujetos 

a responsabilidad por violaciones al Pacto Federal 

i . 

·-· y a sus leyes, como actualmente lo e$tán los 

gobernadores de los Estados y los cJ_iputados a tas 

legislatlirás locales.- También se propone, junto 

con la propuesta de reforma, del articulo 134 cubrir 

un vaclo sobre las responsabilidades por el manejo 

indebido de fondos y recursos federales, 

sujetándolós al mismo principio. Se trata de que 

nadie que máneje recursos económicos de la 

Federación quede inmune de las obligaciones de 

aplicarlos como es debido.--- Debemos 

descentralizar la vida nacional con base en una 
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eficiente de los gobiernos 

municipales para gobernar 

democráticamente eJ destino de sus comunidades. 

Hemos sometído las iniciativas de reformas 

constitucionales consecuentes. Pero es 

inaceptable, tanto para la renovación moral la 

sociedad nacional, como para el fortalecimiento de 

las .responsabilidades gubernamentales esta .. s, 

confundir I tralización con una e~usa que 

a.........~~onsa ·ida por el matlejo de 

fondos y recursos federales. - TÍ~ 109.--- La 

de sus 

'a de tos Estados 

UilCZQuobernar sobre 

locales. De 

gobiernos 

espectlvas 

competencias, hacer ;as las deman ~s de sus 

comunidades qu~ige11 · venir y sancionar la 

corrupción de su a/os se es públicos, así 

como prese'Yfl! !os valores nacion;:;i.z~~n sus vidas 

comunitarias~ En consecuencia, el más 

estricto ~eto a la soberanía de los Estados que 

integran nuestro Pacto Federal, pero reflejando, de 

acuerdo con los principios nuestta democracia, las 

demandas de nuestro pueblo, la iniciativa propone 

que el Congreso de la Unión y las legislaturas de 

los Estados, dentro de los ámbitos de sus 

respectivas competencias, establezcan las 
responsabilidades exigibles política, penal y 
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admínístratívam~nté por el ~«nu>limiearo de tas. 

obligaciones para sa/Jtaguardac la legalldact, 

honcadf& lealtad., ÍDlllBTcialidad. ecojfi;)mía y caclil. 

mz. que IQ& servít/ores púb/ú;_os deben Q/J$..~ac en 

el de$empeño cill. sus empleos. &a.egos o 

comisiones. Lo anterior, junto con fas reformas y 

adicíones propuestas en los artículos 1()8 y 134, es 

el fundamenlo pata que. la sociedad nacional pueda 

exigir respoMabilidades a quienes · sirven sus 

••• 

intereses públicosl bajo cualquier forma en que se . / 

le sirva y a cualquier nivel de gobierno.-:-- ~~ lo ,~~:.~. 

hace a la natur~lez~ de las responsabilicf,ad~~. 

Iniciativa ~roporie el/minar la confusión der~vad~ , . 
una tenmnQ/ogla que tendla a otorgar un lueriJ::iJi 

1 
hecho ál di$tinguir entre Jdelitos y faltas Qfi~~~ 

: ~ ~S'l107\.· -
'delitos comunes~. Establece con claridatl.c~· 

corresponde a la legislación penal determinar las 

sanciones y procedimientos para aplicarlas por 
+. ·~ cualquier delito cometído por servidores públicos, 

sea con motivo de su empleo, cargo o comisión o 

no. Con eilo se pt.Qiloae a.e.abar. cualaUie..r mema Il.§ 

tratamiento discrlihin·atorio entre el régimen Qenai 

ilPlicable a. los gobe.mantes y a los gobernados. 

Esto no Implica que la legjs/ación oenal no deba . 
atender la de/ha(Jda popular de establecer un 

régimen. adecua® para ¡¡reyeuir }! sancionar la 

corr@ción de servídJJrU;_¡Wbl{cos_ tal y como se 

¡uopoatJ en el _artículo 111.-,. Por otra parte, se 

propone el establecimiento de vlas po/iticas y 
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mediante proc&dimiento administrativo para 

sancionar el incumplimiento de las obligaciones de 

salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad, economía y eficacia a cargo de los 

servidores públicos.--· La iniciativa recog~a 
necesidad de contar con procedimientos ~olíticos, 

penales y a inistra · s adecuados para ~venir 

lica, ~o evita la 

ie do la autonomía 

procedimientos 

ofrece la gari,.~ ... -~§ió"' 

Al mismo 

no podrán 

conducta i¡q¡tOmfr#* dos 
)f: f.A ~CION. 
w~BJlqP.oalll de 

procedimientos 

aplicarlas.--

para 

~!Jdlbatir/a Con e(ectividad por lagunas QU.f: 

permiten encíquecer el oatrimonio con cargo al 

servicio públlco, sin la obligación et.e comprobar los 

medios /fcjtos de dicho enriquecimiento. La 
experiencia muestra que esta debilidad del régimen 

Jurídico cleaota la voluntad golftíca cuan.do se .. 
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busca sancionar las conductas co.rtuotas y 

reintegrar al pueblo los bienes gue se sustraen del 

patrimonio naciOñal 5aa.cionar el enrigueclmiento 

íUcito de · los servidoru público$. cualgulera qUD 

sea su fuente. es exigencia ineludible del oueb1.o.-
ARTICULO 110.--- La iniciativa ·preserva Ja 

intervención de ambas Cámaras al Congreso de la 

Unión en el juicio político a tos Senadores y 

Diputados al Congreso de fa Unión, a los Ministros 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a los 

Secretarios de Despacho, a los Jefes de 

Departamento Administrativo, al Jefe ( ·~~· ,; 

Departamento .del Distrito Federal~ al ~roc~rad(:;~ ::. 
General de la República y al Procurador ~ene'ral 4,~"' ·: 
JusUcía del Distrito .fed9ral. ··- Añade como sujeto~. . . 

MJ~ ~R~ 
de respat;Jsabilid.ad politíca a ' los demii.$. $~rvid~t9í , 

1 JE.c~crr.a 
públicos que determine la Ley ae 

Responsabilidades'. Con ello ~e busca ampliar el 

espectro de servidores públicos que despachan 

asuntos de interés público fundamental y manejan 

recursos federales. pero que no están 

contemplados ,efl Ja enumeración anterior.--- El 

crecimiento económico y social ha obligado a la 

expansió·n no sólo del gobierno sino también de las 

actividades del Estado. Hay una amplia variedad de 

servidores públicos cuya conducta es suscéptíble 

de responsabilidad polit/ca, pero que ella no está 

reconocida por nuestro ordenamiento 

constitucional. El dinamismo en la evolución de la 
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comportar 

además de los que establecen los términos 

vigentes de la Constitución. La actualización de 

estas responsabilidades de acuerdo con el 

desarrollo del país, con la evolución del Estado y 

con las demandas políticas del pu~, 

corresponde Legislativo ConstítLJLdo.--· La 

ec terminolog@llde las 

·ad~ a nuestra 

que Ja Cámara de 

ica d& la 

responsabili~d~s penales de ervidores 

públicos. E~nsonan,cia con el espíritu de la 

reforma ~titulo, elimina fas prerrogativas de los 

se1Vidores públicos frente al resto de la población 

para ser procesados penalmente por los delitos en 

que incurran manteniendo solamente el 

procedimiento previo de procedencia ·ante la 

Cámara de Diputados para aquellos casos en los 

que él mismo debe prevenir que la acción penal no 

se deforme utilizándose con fines políticosJ tal y 
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< i' : 

como lo previene el texto co.nstitucional vigente.-· · 

Se propone establecer .dos orlncj¡Vos 

tundamentálH para la sa~ l1e 10$ delitos en 

que íncucr.aa lD$ servidores públicas _con motivo de 

su empleo. cargo o comis~a . .fl. .. oríme.rQ Q$ gue /as 

sanciones penales necesariamente d.eb.ecáa 

graduame de acuerdo con Jos beneficios 

obtenidos, daños o. pecJuicios causados por: su 

conduc~ Wclta, 1Ddependien1emente delo$ dimts 
elementos que pllfldan iaCJHrir en la comisión del 

cielito y Jos cuales lle.be evaluar el arbitrio iucllcial . &/" : · :t.~·- : 

Junto_ con ello., prQpone establecer -flUB Ja Fªªr. -~·:: 
económica por. lp~ fc.u1.Q$ maL habido~; ~/~: · ~ 
Moacügta Ufcita de los__s_etYlí:IDcés -públlCQS s~· ~-, . . ~ 

hasta. ..de tres tao~s clet mismo.-- Es1~= 
principios estableeen las bases con$tituci~,· 
para que las sanciones·· sean equitativas y 

preventivas penalizando . proporcional y 

dlsuasivamente los frutos de la 'cOrrupciÓn. Se trata 

de prevenir que el comportamlen-to cortupto sea un 
' . 

aliciente económico, estable<:íendo la certidumbre 

jurídica de que la corrupción del servicio público 

debe implicar sanciones con costos superiores al 

lucro obtenido. Sin bases firmes que aseguren que 

las sanciones aumenten de acuerdo con el 

producto de la defincuencja a costa del patrimonio 

del pueblo, las bases para preservar este último y 

sancionar a quienes lo utilizan paca su lucro 

parUcu/ar quedarían endebles. Además, las nuevas 
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constitucionales propuestas, eliminan la 

regreslvidad que premia la gran corrupción 

castigando desproporcionadamente el lucro 

indebido de menor cuantía ... -- Por otra parte, se 

propone eliminar, atendiendo una demanda 

fundamental para el equilib.rio entre los Poderes de 

la Unión, la potestad expresa del Presidente de la 

República para pedir Ja destitución por ~a 
conducta de ~......_ ... 

l~e nuestro 

n~e garantizar a 

~EUlJ~~t ella, no sería 

que la 

1 xige la renovación 

moral no ~ cable sobre las ses de una 

judicatura re~nsable ante el Poder Ejecutivo ....... 

ARTÍCU®J 12 ...... La Iniciativa propone aclarar que 

la protección consti tucional necesaria para 

prevenir de represalias políticas por el desp·acho de 

los intereses públicos fundamentales, no se utilice 

como medio de Impunidad frente a delitos ·que 

cometan servidores públicos que han dejado de 

-~'f despachar asuntos públicos de dicha naturaleza.--· 

Establece con claridad que los servicios públicos 
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.... . 

con esa proteccióh constitucional debida para -el 

adecuado desempeño de su encil,rgo, no 

disfrutarán de ello cuando ·estén separados de su 

empleo, cárgo o comisión.--- ARTICULO 113.··· La 

iniciativa propone establecer ·tas bases 

constitucionales que atienden la demanda pópular 

de Identificar, Investigar y sancionar regularmente 

por la vla administrativa el incumplimiento de las 

obligaciones de los servidores públicos de 

desempeñar su empleo, cargo o comisión 

salvaguardando la legalidad, honradez, lealtad, 

economía y eficacia. Establece tos procedimief!!~~ 

distintivos para identificar los actos u omlf o~;- ~; 
cantravencil,n can esas ab/igaclonef .. -~~,§ : 
naturaleza de las . sanciones aplicables . . ~ 

1 

proponen Jos mismos principios de l. ~d, 
. . ~ 1 1 .. • • • 

!MJ}~I\ prevención y progresivldad pata tratar fa c~(a : 

corrupta establecidos para las sanciones penales. 

--- Nuestro sistéma jurfdico· vigente muestra ,,, 

grandes omlsiónes en la vía adminlstiativa para 

prevenir y sahciónar la corrupción pública. Hay que 

establecer un nuevo que tenga bases ~?ildas y con 

efectividad creciente. Es el objetivo de esta reforma 

constitucional propuesta. Sienta las bases 

fundamentales para fortalecer y renovar la 

fiscalización administrativa de acuerdo con las 

normas de un buen servicio público, asl como las 

bases para iden'tlficar y sancionar su cumplimiento 

de acuerdo con el artículo 134.-- El procedimiento 

68 

-· .-... \ 



: . . .. 

L ·"' ru•&.11• • ,. • , •• · 

f.> 13!;-l\'DOS .f(~ AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 
~ 

<:J~ :ti (' 

~ ~ 
"' ó ¡_,.¡ U) 

~~;!idministllltiva propuesta es autónoma del palftica 

y del penal, como lo establece la propuesta de 

refotma del artículo 109. Ofrece al inculpado fas 

,. 

garantías constitucionales de los artículos 14 y 16. 

Sus resultados no prevén la privación de la libertad 

del responsable, como en el caso de la vía penal. 

No está sujeto, en consecuencia, a los requisitos 

procesales del mismo. Establece una vía ~s 
expedita par, 

püblica, qu 

legislación 

cionar la ~~upción 

anclonable por la 

na~ con la 

·culo 109_, las 

~fb't!tando el principi , n el mismo 
\,.~(Ht'\f 06 
~ tW~de que no se 

--.wtSM~nducta o misma 

naturaleza.-- A'!!!Jf O 14.--- iniciativa 

propone ampliar ~mino @....IJ'.escripclón para los 

delítos come~'?._S por los se~ es públicos con 

fuero durant~desempeño de su e leo, cargo o 

comisíó~ un año a lo que estable ca Ja Ley 

Penal, sin poder nunca ser menor a tres, y 

establece que Ja prescripción se Interrumpe en 

tanto se goce de fuero. Lo que busca es restringir 

la protección constitucional a una garantla 

procedimental que prevenga meramente la 

confusión de las acciones políticas y penales y que 

no degenere en fuente de inmunidad para los 

o on~~ 70 
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·-
servidores públicos que delinquen.--~ Pof' otra parte · 

se propone que el juicio político sólo podrá 

Iniciarse durante el periodo en el que el servidor 

público desempeñe su empleo, cargo o comisión y 

dentro de un año después, para clrcqnscriblr su 

procedimiento al ámbito en el que razonablemente 

es procedente exigir responsabilidades políticas.-

La prescripción de las responsabilidades exigibles 

administrativamente se regula de acuerdo con el 

criterio del legislador, tomando ~n cuenta la 

naturaleza y consecuencia de los actos u 

omisiones que las generen. Cuando e119s se~41 .

graves en /os términos legislativos, los pl,zo~ 
la prescripción no podrán ser menores · a1B 
años.-·- ARTICULO 2~.-"'- Se propone com~teme~r 
las reformas al Titulo Cuarto estableciehCJif."Wl'M 'tia ·. 

JU1TiaA. 
privación del monto de lo Ilícitamente· apMJRtltlo 

por los sérvldores públicos no .se considera como 

~ 

una pena confiscatotia. Complemehtá las reformas ~-f 
'y adiciones al aiticulo 109.-- Asimismo se hace 

; 

necesario Introducir otras modit;cacíones, para 

ajustar las normas vigentes a las refo~m.as que se 

introducen al Título Cuarto. Dentro de las 

facultades dél Congreso, resulta necesario 

reformar el último párrafo de la base 4a., de la 

fracción VI del artículo 73 con el objeto de 

relacionar los casos de destitución de magistrados f 
y jueces con el nuevo Título relativo a 

Responsabilidad de Servidores Públicos, en razón 
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se deroga la parte final del artículo 111 

funcionarios judiciales.--· Por lo que hace a las 

facultades de la Cámara de Diputados, se reforman 

éstas en las fracciones V y VII del artículo 7 4, 

adecuando la primera de las mencionadas al 

procedimiento de declaración de procedencia 

previsto en el nuevo artículo 11 y derogándo~a 
fracción VII, 

procedímiento 

funcionarios jurzes 
deroga la frac · n 

desa~ece el 

. funcJl,narios 

~rior.-.. En 

se hace lo 

QR.,PGie1 articulo 76, 

89 

constítucjon!!1, !')que establece las 

facultades y~lígaciones del Presi nte de la 

Repúbli~o relativo a pedir la destitución. .Por 

mala conducta de las autoridades judic;a/es, en 

razón de que quedaría sin base constitucional por 

Jo antes explicado ..... Se contempla la reforma de 

Jos artículos 94 en su párrafo final y 97 en su primer 

párrafo, a fin de relacionar las causas de 

destitución de los funcionarios del Poder Judicial 

de la Federación con el nuevo Título Cuarto 

000371 
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Constitucional.--- ARTICULO 127.--- La Iniciativa 

plantea sujetar la determinación de las 

remuneraciones del Presidente de la República, de 

Jos Ministros de la Suprema Corte de Justicia de fa 

Nación y de los Diputados y Senadores al 

Congreso de la Unión al Presupuesto de Egresos 

de la Federación, sobre fas mismas bases a que 

están sujetas las remuneraciones -de cualquier 

servidor público. Esta reforma e$ consecuente con 

el nuevo principio constitucional de sujetar a los 

servidores públicos, independientemente cte su 

jerarqufa o . rango a un régimen equii'P_~~o· ··. ~ ... '. 

consecuente con sus responsabilidad~s.-· ".º~ º~~ ·~-'. . ' 
parte, propone resolver un problema de bas~s .. . 

• • ··\_. 1 

constitucionales establecidas ha·ce casi sesenta-'-y . 
&UPf'. 

seis años para la adecuada remuneración fjjtlr1 

s~rvicio público. Ellas deben establecerse a pa/1Fr1 
de las remuneraciones de los titulares de los 

Poderes de la ·Unión, y la disposición que se 

pretende derogar ha regularízado esas 

remuneraciones a niveles irrazonables. Esto, a su 

vez, ha .provocado dificultades en la 

administración de las remuneraciones.··· La 

seguridad en e/ empleo de los ttllbajadores al 

servicio del ~stado, su . remuneración digna y 

adecuada, la aptitud para el puesto y la diligencia, 

responsabilidad y productividad en el desempeño 

de sus funciones, así como en las condiciones de 

admisión, promoción y remoción del setvicio 
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necesario Instaurar un servicio civil de carrera que 

preserve el manejo responsable, profesional 

capacitado y efíciente del patrJmonio popular, que 

subordina el interés individual o gremial a los 

interes·es generales y a la Ley. El servidor público 

debe ser ejem lo de moralidad social, ~o 

desempeño de ~mp ~ 

ARTÍCULO 134~ La ínic1 propone 

establecimlef!!fi r> de los principio eficacia y 

honradez en 'Jf manejo de los recursos públicos; 

así com~pliar el principio de licitación pública 

abierta para asegurar al Estado las mejores 

condiciones. en sus adquisiciones, arrendamientos, 

enajenaciones, prestación de servicios y 

contratación de obra.·-- También prevé los casos 

en que el principio de licitación puede ser ineficaz 

~ para asegurar las mejores condiciones en el 

manejo de los recursos del pueblo. La 

O " '} ~ l ? 1) \}l . .) . {.. 
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determinación de esos casos no se deja a una 

discrecional/dad adm;nistrativa i"estricta, 

impidiendo así que los principios d~ eficiencia y 

eficacia en el manejo de tos recursos económicos 

públicos degeneren en una arbítraríedad 

conducente a la co"upción. Se propone establecer, 

a nivel legislativo, las bases para acreditar aquellos 

casos en que la licitación no garanti(:é las mejores 

condiciones económicas para el Estado.--- En 

consonancia con los artlculos 108 y 109 sujeta a 

responsabilidad a todo servidor público que 

maneje recursos económicos federales de.,.acue~~-~<

con Jos principios. establecidos en es~e atftico~~ . · 

conjunto con . las reformas y :adíc~-,t'ij · 
''<!< . • . 

constitut;:ionales que hemos sometido · .:~--
_.. . " . ~ . . ~ . 

constituyente permanente, se propone está-~t1i 
, 1 JUS'l1( ' •A. · 

principio dé responsabilidad por ~I marm}O"Wfle 

recursos económicos federales cualesquiera que 

,. 

sea su destino, éle acuerdo con el titulo Cuarto lfr 
propuesto.-- Es la base consUt1,1clonal para 

\ 

perfeccionar y reajustar los controles 

programáticos, presupuesta/es, cont~bles y de 

auditoria sobre la gestión pública. El principio debe 

· ser que las en'tldades y e.mpresas públicas son las 

responsables, las garantes fundamentales, de que 

su gestión es h·onesta y eficaz y que se clita a las 

leyes. programas, presupuestos, concursos, 

contabilidad del Cóngreso de la Unión, a las leyes y -

normas administrativas reglamentarias.-~ La 

74 



• • • -e - - .. • • 

••••w• ~''\ \ ., 
AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. ,.,,.. 

capacidad para desarrollar normas eficaces de 

gestión; de nuestra capacidad para auditar su 

cumplimiento con seriedad, Imparcialidad, rigor y 

profundidad; de nuestra capacidad para atender 

con diligencia las denuncias de violaciones a las 

leyes, a los derechos de quienes compran y ve~n 
al Estado; de nuestra acidad para res~irlos; y 

'JJ~~raa~mr-SJ. ver y sanc/Bnar su 

atropello. La 

pública debe ser 

~lecer las 

esa"ollar esa 

mismo ~gran fuente de protección de sus 

derechos ... - La segunQa. es identificar, investigar, 

procesar y sancionar Q con legalldad, eficienci& 

severidad e /mparciaüdacl Ja corrupción.-- La 

tercera es utilizar todos Jos medios a su alcance 

para que la sociedad, en especia.I la niñez y la 

juventud, refuercen su formación en los valores 

nacionales fundamentales y en las 

00 0373 
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responsabílidades individuales y sociales que ellos · · 

impo11en.--- La reforma constituf;ional propuesta 

establece las bases para satisfacer las dos 

primeras responsabilidades del Estado. ·Pero el 

camino por andar es todavía largo.-•- La exigencia 

de renovación· moral también Jmpone 

responsabilidades al pueblo, a la sociedad. La 

inmoralidad social nos afecta a todos y todos 

tenemos respansabilidad en el cumplimi~nto de lo 

que demandamos y exigimos. No podemos señalar 

exclusivaf!Jente las responsabilidade$ del 

Estado.-- Los fondos públicos y el poder ~· · , ~~~ · .. 
1 ' .. j ..... 

Estado para actuar conforme al bien común~,., · ·"..¡¡ ; 
. . •• t . 11· • 

• • ·, 1 .. 

patrimonio del pueblo, el cual tiene el derec ·.;J : 

inalienable sobre el/~. Hacer que los derechi§?q't : .~ 
Pueblo prevalezcan es tarea fundamen.tr:al .. :Ui!~9a _i · • 

' "" ~1~ 1 

renovación moral. Tenemos que reconocer las 

señales que promueven las desviaciones tanto en 

el servicio público como en la vida particular, y 

debemos prevenir su corrupción co"lgiendo esas 

señales en el funcionamiento del Estildo y de la 

sociedad. El objetivo es que al sérvidor püolico y al 

particular siempre les convenga mas comportarse 

con honradez que cofromperse.- El Estado 

mexicano es fuerte y puede renovarse porque el 

vicio no está en sus fundamentos populares y 

constituc/onalés. Son desviaciones funciona/es de 

esos fundamentas, las que corrompen nuestros 

valores.--- Desde 191 O los mexicanos nos 

76 



~ . . 

• 4 • • •• 

.f U Íf'~ ... .& t· !.\ ·" 
r ...... . 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

un proyecto, constante de 

la sociedad. Lo hicimos 

Constitución en 1917. Lo institucionalizamos 

políticamente en 1929. El vigor que dio a nuestra 

Nación permitió nacionalizar el petróleo y el 

sistema bancario, . hacer la reforma agrarja, 

consolidar a las instituciones por encima de las 

ambiciones personales; permitió evo/ucio~ a 

gobierno civil , enera el ahorro lnts....mo y la 

inversi6 y ivad para el d~arrollo 
acelerado, dentro de 

los 

(t:¡f!~~dar como I nu 
~~ t;AClO~ 

qp~tii&~ÍdO mant n r. 

largo de este 

·~~ el mundo han 

proyecto 

aún son los 

económicos, so::s, o · icos y tecnológicos más 

acelerados que . . 1vido umanidad en toda su 

historia. lnclJ?!~ en la actualida muy pocos son 

los pueblos Wel mundo, que com f mexicano, 

~le~en /~anales ínstltucfonales para expres~r su 

md1gnaciah frente a todo aquello que desv1a la 

realización de sus valores, los medios políticos 

para llevarlos a cabo y la capacidad de renovación 

de . sus estructuras. Volveremos a innovar y a 

vigorizar, desde la Revolución para la 

Revolución.-~- México se ha hecho con 

renovadores. Zarco y su generación postularon una 

Ou ..... •P C)~4 , .r ._) . 
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renovación moral que el pueblo de México quería . 

entonces, como ahora lo quiere. Gracias a ella 

pudo aquella sociedad abandonar las formas 

retrógradas de la Colonia y entrar en f#I camino 

franco de la modernidad de su tiempo. Cárdenas el 

demócrata, renueva las instituciones al sumar a la 

Presidencia de ·la República adémá$ de las 

funcione$ de jefát1.1ra de Estado y de gobierno, la 

del severo demandante ejercicio de su liderato 

político y moral en un marco republicano y de 

inviolable · renovación sexenal.- Renovar 

moralmente es seguir el ejemplo de la 4{éne n 

liberal, con Juárez a fa cabeza; 1,s . e ' ~~s 
paradigmáticas de Zarco, Arriaga, O~~;n · .@~ 
Lerdo de Tejada, ~ragoza, Gonzále~ Orle~ · y 

tantos otros que siempre pusieron p~~WEr~1t de 
todo, el interés de la República c'Nl1HJR1"'.Ji1or 
supremo de la· vida pública y privada. ·Renovaremos 

ahora siguiendo a Madero, Pino Suárez, Carranza, 

Cabrera, Bassols y tantos otros ejemplos de la 

Revolución que vivieron y transfotmaron de 

acuerdo con los valores que postularon. 

Renovaremos con lo mismo por lo mismo: el amor 

y la lealtad a la Patria, el honor personal y nacional, 

cumplimiento de la palabra comprometida, el 

respeto a las leyes e instituciones de· la ·República, 

y la solidaridad con todos los mexicanos.--· De 

acuerdo con las Ideas antes expuestas y en 

ejercicio de la facultad que al Ejecutivo Federal 

·. - . . · . ~' 
.• .... 

. . 
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digno conducto de ustedes, me permito someter a 

la consideración del H. Congreso de la Unión la 

presente iniciativa de reformas y adiciones a/ Título 

IV ele la Constitución Polftica de Jos Estados Unidos 

Mexicanos, que comprende a los arliculos 108, 109, 

11 o, 111, 112, 113, 114; así como a los artícu/o~2, 

En los términos anteriores, se 

correspondiente reformas y adí 
.,OI. .. . 

re ~ de las cuales, en lo inlrlB!Oll 

cíonalldad del I Código 

atañe; 
co~te ,propia 

· ll\- NAClON. 
co,_tit~ Fe al, \~ lativo I Titulo Cuarto, 

intitulado 'De ~ s onsabllldades de los 

Servidores Públl~ qued J siguiente tenor en 

cuanto a su $"Jenldo:--- Art. 1 -

la Unión y JaS\leglslaturas de los ~~rano. 

de· los .,tos de sus respectivas competencias, 

expedirán las leyes de responsabilidades de los 

serv;dores públicos y las demás normas 

conducentes a sancionar a quienes, teniendo este 

carácter, incurran en responsabilidad, de 

conformidad con las siguientes prevenciones:-- 1.

Se impondrán, mediante juicio polftico, las 

sanciones indicadas en el articulo 110 a los 
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servidores públicos señalados en el mismo 

precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones 

incurran en actos u omisiones que redunden en 

perjuicio de los Intereses públicos fuiid~mentales o 

de su buen despacho.-- No procede el juício 

político por la mera expresión de ideas.-- 11.- La 

comisión de delitos por parte de cualquier servidor 

público será perseguida y sancionada en los 

términos de la legislación penal; y--- 111.- Se 

aplicarán sanciones administrativas a Jos 

servidores públlcos por los actos u om!siones que 

afecten la legalidad, honradez, .p:_ 'e, . . . , ... ,. ..• 
imparcialidad y eficiencia que deb~n obSeiy~ _ ~et 

desempeño de sus empleos, cargq_ . ~ ·º 
com1s1ones.- Los procedimientos . par.a Ja 

··trnPRE '. 
aplicación de las sanciones mencion;j~cise· 

· . JEGRÚ~R~ · 
desarrollarán autónomamente. No podrán 

Imponerse dos veces por una sola conducta 

__ ... , 
.~ .. . ~ 

sanciones de la misma naturaleza.--- Las leyes 'i! 
de.terminarán los casos y las circunmnclas en los 

que se deba santloaar peaa/metite p,or causa de 

en.ri.QUé~liúedto jJjcjto a ~ $Stvidbrps públi~ 

que durante el tiémpo de su encatgo. o por motW~ 

del mismct por si o por iateepóslta 1Jf1C50lliL 

aumenten subS·tanciaJmente su 41iJiiiótoníci 

adquieran bienes o se conitu~n como dueño.s 

sm>re ellos, CUJ(a . o.rocecleritla lí,iia oa pudiesen 

Justificar. Las ley.es penales sancionarán con eJ 

decomi$0 J( con la privación de la .Pt.Op.iedad de 
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1 ~ 
te o 

,, .. · .... -!l'llehos bienes. además de 'ªs ateas oenas riue 
~~~ 

correspondan.-- Cualquier ciudadano, bajo su más 

estricta responsabilidad y mediante la presentación 

de elementos de pruebaJ podrá formular denuncia 

ante la Cámara de Dlputado·s del Congreso de la 

Unión respecto de las conductas a las que se 

refiere el presente artículo.-- De la exposición de 

motivos constitucional, se aprecia claramen~el 
apego hacia · · a e arácter djf tributiva 

(trato desigual entre desig ates); if&nde al 

combate rea}.._s! problema de la r ción en el 

seNício púb/W, en la iniciativa analiza e dotó al 

Estado ~n instrumento legal (ius :uniendi y íus 

poenale) que /o exenta de la habitual carga de 

probar su acusación; en la especie, la ílícitud del 

enriquecimiento del servidor público; Infligiendo a 

éste dicha obligacíón.-- De esta manera, Ja base de 

la renovación moral se .s.lenta sobre Ja prevención 

de la corrupción del servicio público en cuanto a 

sus relaciones con la sociedad; además ·de fa 

C00376 
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identificación, Investigación y severa sánción de Ja- ~ -.. :_· 

misma, una vez acontecida, ello bajo et- marco de .la 

legalidad, eficiencia e lmparclá,l/flad.--- Dichos 

lineamientos d~ reforma, quedaron plasmados a 

través del contenido del articulo 109 de la 

Constitución Federal, en el tercer párrafo de la 

fracción 111, en el cual se puntualizó:....... Las leyes 

determinar4n los c~sos y las circunst~ncias en los 

que se deba sancionar penalmente por causa de 

enriquecimiento lllclto a los se1Vldores públicos 

que du~ante el tiemp~ de su en~argo, ".·~rytn~ 

del mismo, por s1 o por 1nterpós1ta ! : . , 
' . 

aumenten substancialmente su patrfm 
• 1 • • 

adquieran bienes o se conduzc()n comp dueii s 
. · ~lfm~ 

sobre ellos, cuya procedencia licita no 1+~:.~=·n 
justificar. Las leyes penales sancionarán 1Eé'blf6e1 
decomiso y con la privación de la ptopie(!ad de 

dichos bienes, además de las otras penas que 

correspondan.--- De lo anterior, se denotan com 10 

elementos que Integran la descripción reputada 
' :- · 

constitucionalmente como enriqueélmlento llfclto, 

los siguientes: .. -- 1 .. - El activo, servido_r público 

(calidad específica);m 2.- Durante el tiempo de su 

cargo (circunstancia de tiempo) o por motivo del 

mismo (c.itcunstancia de ocasión);--- 3.- Por sí 

(autoría material o directa) o por ínterpósita 

persona (autona inleiéétual6 coautoría y autoría 

mediata);- 4.· Aumenten substancialmente su 

patrimoni(>, adquieran bienes o se conduzcan como 
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sobre ellos. (Conducta, verbo, núcleo: 

aumentar; adquirir; y, conducirse), {objeto material: 

patrimonio y bienes) (elemento normativo jurídico: 

dueño}··· 5.· Cuya procedencia lícita no puedan 

justificar (antijuridicidad) .-- En el caso concreto, en 

atención a los anteriores elementos descriptivos es 

factible estructurar el siguiente juicio de tiple/dad 

de carácter constitucional:--- Los elemento~el 
tipo penal deJ delito de enriquecimiento ilífi.!._to a que 

se refiere artícu · nstituci~al, se 

una conducta con rer"ln..-

aumento, Ja ad~ci6n el conducirse como 

'- dueño, e.n su p ·monio y produce un 

.j 

resultado maJe!!ª' a virtud del ínc 

el acetVo p'1flfmonial del quejoso, e/Jo se 

vulnera ~ien juridlco q.ue pres~rva la voluntad 

popular consistente en la legal1dad, honradez, 

lealtad, ímparclalldad y eficiencia que debe de 

observar todo servidor público en el desempeño de 

su empleo, cargo, o comisión. Por su descripción, 

el tipo penal admite autoría intelectual, material, 

coautoría y autorfa mediata. Es indubitable que la 

acción debe realizarse de manera dolosa, pues la 

G ('¡ '.·-, ( \ 7 1·) 
l..Jt 1J ' 
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propia estructura típica no admite la realización ,· 

culposa de la acción, en el caso concreto, 
conforme al arfícu(ó 9º del Código Penal Federal. se 

admite el dolo directo (el obrar con conocimiento 

los elementos del tipo penal y querer la realización 

del hecho descrito por Ja ley), así cómo su forma 

eventual (obrar previendo como poslbl~ resultado 

típico y aceptar la realización del hecho descrito 

por la ley). Debe acreditarse, por asl requerirlo el 

tipo: la calidad del sujeto activo (quien realiza la 

conducta descrita en el tipo penal), es decir, 

servidor público, par.i ello, e/ artícµlo t 2~~J 
Código Penal Federal, nos señala que es;' s~~r 
público, toda per5ona que desempeña un · ~iñbq:· 
cal!go o comisión de cualquier ·naturaleza en .. la 

. , .• . !'UPRE1 

administracíón pública federal centralizada\ IBJrif#flla 
IECf.ET~lll.f 

del Distrito Federal, organismos desf;entra./izados, 

empresas de participación estatal mayorltaría, 

organizaciones y sociedades asimiladas a éstas, 

fJdelcomlsos públlcos, en el Congreso de la Unión, 
. . 

o en los Poderes Judicial Federal y Judiciál del 

Distrito Fédéral, o que se manejen recursos 

económicos fedetáles. También son aplicables a 

los Gobernadores de los Estados, a los Diputados, 

a tas Legislaturas Local y a los Magistrados de 

Justicia Locales, por Ja comisión de los delitos 

previstos en el Título Décimo del Código Penal 

Federal. Se requiere que el resultado (aumento 

substancia/ del patrimonio, adquisición de bienes o 
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mismo, obtuvo por sí o por interpósita persona el 

aumento de su patrimonio o la adquisición de 

bienes o se haya conducido como dueño sobre 

ellos y cuya procedencia lícita no pueda justificar. 

El objeto mater;(t{Per.. na sa sobre la ~al 
recae la conduc~~I p imon1 au~ntado o 

los bienes adquiridos sobre lo cua# se ~nduce .. ' como dueño el activo. No 

e " ico alguno. La descri 

1 

cuanto a los et~tos nor. tivos tenemos las 

expresiones 'patt, nio', 'bienes, ueño' y 'lícito 1
; 

que signlfica;t,,, t;_n relación con el pr, ro, la suma 

de los bien~y riquezas de una pe na. El 

segund~ los elementos es la cosa material o 

inmaterial que puede producir algún beneficio de 

carácter patrimonial. En lo concerniente al tercer 

elemento, es la persona que detenta la propiedad 

de una cosa o derecho. Y finalmente, en relación 

con el último de los elementos descrito,s, se le 

'át! conceptualiza como todo aquello que resulta ser 

ajustado a derecho.-- Por otra parte, continuando 

0003'?8 
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con el orden jerárquico de leyes, el propio tres de 

diciembre de mil novecientos ochenta y dos, fue 

igualmente presentada la iniciativa d" decreto de 

reformas a diversas disposiciones del Código 

Penal para el Distrito Federal en materia del Fuero 

Común y para toda la República en M~teria del 

Fuero Federal; iniciativa cuyo cont~nido es al 

siguiente tenor:-- CÁMARA DE ORIGEN: 

DIPUTADOS.--- -~XPOSICIÓN DE MOtlVOS.--

México, D.F., a 3 de diciembre de 1982.~ 

INICIATIVA DEL EJECUTIVO.--- 1Escudo Nacional. 

Estados Unidos Mexicanos. Pod,r Eíe~':'_t· 
. 1 . -~:: ~-- .. . w 

Federal. México, D ... F. Secretaría de Gober~~~. :· ·,:J· 
CC. Secretarios de la Camara de Diputado~- :·: _ .,. 

Congresó de la Unión. Presentes.··- CQ.~ el presei1te 

envío a ustéd, por instrucciones d~I ·C. P;l~flte . . .... . 

de la República y para los efectos constitudSWNl,s, 

iniciativa de Decreto de Reformas al CÓdigo Penal 

. ; .. 

l -
-~ 

para et Distrito Federal en Maff3ria de Fuero Com(ln • 

y para toda la República en Materia de Fuero 

Federal.-- Reitero a ustedes en esta oportunidad 

las segutitládes de mi consideración disf!nguida~--· 
,. 

Sufragio Efectivo. No Reelección.-- México, D. F. a 

3 de diciembre de 1982.-- 6Año del General Vicente 

Gue"ero'.· - El Secretario, licenciado Manuel 

Bartlett D'.··- 1CC. secretarios de la Cámara de 

Diputados del H. Congreso de la Unión.-

Presente.- La renovaciÓ/1. moral de la soCíedad no 

es concebible sin un régimen eficaz pará prevenir y 
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'~~anciomil la corrupc1on del $.ervjciQ pública. 

Establecerlo es _columna vertebral paca ese 

mandato del pueblo.-... El ejercicio de la acción 

penal es el recurso de última instancia con que 

cuenta la sociedad para protegerse de la 

inmoralidad que infringe la ley, que daña sus 

legítimos intereses y los de sus miembros. Sólo 

procede cuancJ. an fa fado la adhesión conv.a 

a 

La 

~ legislación penal 

Federal fue ~~r¿,_Jda hace más 

una gran t~ por delante para t lizarla y 

moderni~a de acuerdo con las exigencias 

generales de seguridad pública y de rehabilitación 

social que surgen del desarrollo del país durante 

los último$ 50 anos. Pero esa tarea futura no puede 

ser obstáculo para posponer la prioridad 

impostergable de establecer las reglas penales 

efica~n a fin de prevenir y sancionar la corrupción 

de servidores púbUcos_ en el Méxíco de nuestros 
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días.-- Esto es el objeto de esta iniciativa de ley . 

que reforma y adiciona el Título Décimo del Código 

Penal en vigor en e/ Distrito Federal y que rigen en 

materia federal.- La ínicíativa tipifica como delito 

las conductas públicas i/lcltas que ostensiblemente 

se han desarrollado durante el último medio siglo y 

que fa ley ha ignorado. Establece, sobre bases 

coherentes, sanciones penales efectivas para 

prevenir y castigar dichas conductas, en 

consonancia con las reformas y adiciones al título 

cuarto constitucional en general y al anículo 111 en 

particular, que he sometido a la consideración del 

H. Congreso de · la Unión. Esta iniciativiÍ ~ r~· 
siguiendo esos principios constlluclon~les\f 
penas para /os. delito~ patrimoniales tom~tidos ~
servidores públ;cos, de acuerdq con los be-¡_Ñ$ 

económicos obtenidos o de ·1os daños Eicon-s 

causados, por su delincuencia, así como la 

naturaleza preventiva que debe tener su sanción 

económica.-- Las bases generáles de la legislación 

penal vigente no ccJ'nsagran esos principios, lo que; 

entre otros factores, ha propiciado la delincuencia 

con cargo al patrimonio del pueblo por parte de 

quienes deben preservarlo.- Tipos penales 

nuevos.--- La ·itiíciatl'ül pro.pone tijJiflcac conductas 

aue ostensiblemente sustancian ta corrupción 

pública, pero qué hasta hoy han sido soslayadas 

por la legislación penal vigente. Establece seis 

delitos nuevos en que puede in·cu"ir la conducta 
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'ejercicio abusivo de funciones'~ el de 'tráfico de 

influencias', el de 'deslealtad' y el de 

'enriquecimiento jUcito'...... La tipificación que 

propone esta iniciativa,. así como el catálogo de 

obligaciones propuesto en la Iniciativa de 'Ley 

Federal de Responsabilidades de los Serv/iijfés 
Públicos', qu ado se en~ al H. 

Congreso d la an consider~lón las 

·cía · a~formas y 

adiciones al Código Penal que ·acutlvo Federal 

·~;¡; 
fa~. ·- des·~ sanciona el m1m;:,¡a 
. : ·~ 

e~~~s públlc Y,; 
- . C\o.A-

,~~~~\IW-- Et del 

al servidor públl~e me e la viofencla física 

o moral inhiba a ualquier per. na a presentar 

denuncia, qUJl:...e!la o aportar informa ' n relativa a 

un acto ifíci'iS! E_J delito de 'ejercicio a sivo de 

func~o~~~sancio~a el ~s~ del empteo, cargo o 

com1s1on lJel servidor publico para promover sus 

intereses económicos personales, Jos de sus 

familiares y los de sus afines, así como de 

personas con las que tenga vínculos afectivos o 

económicos .... - El delito de 'trafico de influencias' 

sanciona el uso del empleo, cargo o comisión del 

servidor público para Inducir, promover o gestionar 
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cualquier tramitación o resolución ilicitas de algún._ 

negocio público ... - El delito de 'deslealtad', 

sanciona la infidelidad del servidor público tanto 

por no proporcionar información para prevenir 

daños graves a los intereses del Estado, como por 

sustraer, destruir, difundir, transmitir, ocultar e 

inutilizar ilfcitamente información que e.I servidor 

público custodia o a la cual tenga acceso en virtud 

de su empleo, cargo o comisión...... S dJUto de 

~enriquecimiento Ilícito' sanciona la adquisición de 

bienes cuyo valor exceda notoriamente el monto ele 

los ingresos de los servidores públh:ps ')! cuya 
. ;fl --..:§ 

procedencia legitima na puede i,;¡ 
Adecuación de tipos penales existentés~'f 
iniciativa amplia Jos ·.tipos penales existen~-~ 
'abuso de autoridtfd', 'cohecho' y pecula.~ IfiR{' 

conductas ostensiblemente ilícitas, pero . . H¡i<~'i}o 
ÜfA~IA · 

están contempladas-por Ja legislación en vigor.--- El 

delito de 'abuso de autoridad' se aplicá con el 

otorgamiento de empleos, cargos o comisiones en 
,. 

el servicio púbflco con conocimiento de que no 

serán desempeñados, con el otorgamiento de 

acreditáciones fal$as en el servicio público y con la 

contratación de personal inhabilitado.-- El delito de 

'cohecho· sé amplía con Ja solicitud de cualquier 

dádiva por pafte del servidor público para cualquier 

tercero.-- El delito de rpeculado', se amplía con el 

uso de fondos públicos y de facultades y 

atribuciones para regular la economía a afecto de 
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'~ ·:'"' ,lhÍ,grar la promoción personal o la denigración de ~A~~, 
cualquier persona, asl como con la distracción de 

dichos fondos para usos indebidos por parte de 

quienes los custodian, aunque no sean servidores 

públicos Federales o del Departamento del Distrito 

Federal.··· Eliminación y reordenación de 

conductas delíctuosas.-· La 

tdflMe u omisiones en 

'IQ1tlriMil'U' irrazonable sancío 
~ 

ooaróiTBMo de ' ·er 
Q-E JA NAO~· 
¡¡úblj~cionando 

de 

el empleo1 carg~ co · íón 

legalmente lo hiFVÍejado 

aplicación lllft!a~ de recursos pú 

comprendida~ el delito de 

queda mejor 

ebido de 

atribuci~ y facultades' que en el de 'abuso de 

autoridad' en el cual se encuentra enmarcado en la 

legislación t(igente.--- Tipificación de la corrupción 

.activa,--· La Iniciativa privada propone sancionar 

expresamente la conducta de cualquier persona 

que promueva la corrupción delictuosa del servicio 

público, aunque se preserve la integridad del 

mismo. No se debe confundir esta conducta con la 

e-e, .. ~. ·1 i 
i l_, ._..) !:: 
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de coparticipación o coautor/a en los delitos 

cometidos par servidores públicos pue$ estas 

últimas suponen la responsabilidad penal de 

aquéllos.-- La sanción penal a Ja córrupclón.- Las 

sanciones penales establecidas hace más de medio 

siglo en vez de prevenir el lucro con el patrimonio 

del pueblo, lo fomenta. Su esquema es sumamente 

injusto, ya que prevé sanciones demasiado leves 

con relación a la peligrosidad y responsabilidad 

que entrañan las conductas lnmQrales de aquellas 

personas , a quienes estando confinada por la 

sociedad ia salvaguarda de su ordin~~lf.· 
administración de sus recursos, penhert§~'{f 
obligaciones 3provechando su función~~· 
satisfacer intereses personales.-- Los l-Hifuerz~s 
fragmentarlos para resolver las deflcfe~'ii:.S~~~~~ 

. JEORtlARIA ~rtl 

legislación penal, en este orden, ·están condenadas 

al fracaso, no es con base en adecuaciones 

~ .- t 

~ aisladas como se podrán obtener Íós efectos s. 

disuasivos y sancionadores que se_ requieren.--· 

Las sanciones pcoouestas en ·esta Iniciativa 

contemplaá ele manera fundamental Ja · naturaleza 

de aquellos va/Ores aue se pretenden proteger. 

consjderando la mtracción dellctüo$a de /a.s 

obligaci<>nes de los Sfrvidores púb/ICOS ea función 

de los intereses y val.ores sociales superiores aue 
están baio su tutela, como son: ta honradez en el .. 
mane/o dé los . recursos del pueblo y et respeto 

incuest/oáabfe· a la Ley que debe prevalecer en la 
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'\l . . ~ ~ 14.~}tíVid{ld de todo servidor público.-· Obedeciendo 
~~ 
~A.~~ al espíritu de Ja iniciativa de reformas 

constitucionales que he sometido al constituyente 

permanente, las sanciones penales propuestas 

permiten que el juzgador tenga un comportamiento 

s,ensiblemente distinto ante Jos fenómenos de baja 

y alta corrupción.--- Estos principios establecen las 

sean equJtatí~y 

oporciona.I y 

disuasívamente los frutos de I or: pció~e trata 

· igual 

públic s que 

socavan gravemente el patrimonio 

produciendo así daños sociales de 

oca 

que 

incluyendo los que afectan Ja vida e integridad 

personal de los mexicanos. La distracción de 

recursos públicos para el lucro personal1 implica, 

en Ja misma proporción de su cuantía, una 

000382 
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Incapacidad del Estado para atender las demandas 

básicas del pueblo. La renovación moral de la 

sociedad exíge que Jos delincuentes que por su 

corrupción dejan a los mexicanos más 

desprotegidos sin alimentación, sin salud, sin 

educación, sin ,empleo, sean tratados con la 

máxima severidad.--- H. Representación Nacional:·

.Es certidumbre del Ejecutivo a mi cargo, que no 

basta con determinar en la ley como delitos 

aquellas conductas inmorales antes soslayadas.--

La ley como .pronunciamiento no es válida, requiere 

su apllcaCión firme y decidida para que alcance los 

objetivos prev~ntivos y saneadores bu~cald .. ~!'~ 
Por .lo anterior, y con fundamentos en la fai ·4 

.. :íl, 
del artículo 71 de la Constitución Polftica .. ~ ..... ... ~ 
Estados Unidos Mexicanos, por el digno condii~o 

IUP1 .. ' M 
de ustedes, me permito presentarJti1l&:-=Ala 

consideración del H. Congreso de la t.fnr6~:11" Ja 

presente iniciativa de decreto de reformas a 

diversas disposiciones del Código Penal para el 

Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para 

toda la República en materia de fuero federal, en 

los siguientes términos:-- Iniciativa de Decreto de 

Reforma al Códígo Penal para el Distrito Federal en 

Materia de Fuero Común y para toda la República 

en Materia de Fuero Federal:-- De la iniciativa 

anterior, se denota el aspecto te.teológico del dento 

de enriquecimiento ilícito, Que se ha'e consistir 

precisamente en la necesidad rte sancionar al 
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~~-~~ ~ 
~ ·r. ¡:-- .. ' ·;; . 
~iJ;#' servidor público Que adquiera bienes cuyo vatoc 

exceda notoriamente el monto ele los iagres~ 

obtenidos por su encargo y cuya pcocec:lenc{a 

legítima no pueda justificar; de lo anterior es 

factible derivar que la conducta filndame.nta/ radi'-J 

precisamente en la accífln y efecto de enrlguecerse 

injustificadamente (incurrir en enriquecimiento 

ilícito): el incremento del patrimonio del~' 

público., sin emticación lfclta al no existir 

rl 

~fJ "iMf' p+ de as y adiciones a 

diversas disp nes Jegislat en aras de la 

aludida 1re¡i__o~aci6n moral', el dos 

mil noveCK:Rtos ochenta y dos, s - ·presentó . 

tambi~a iniciativa de Decreto de la Ley Federal 

de Resd'onsabilídades de los Servidores Públicos; 

ello, en los siguientes términos:·-- CAMARA DE 

ORIGEN: SENADORES.--- EXPOSICIÓN DE 

MOTIVOS.-- MÉXICO, D.F., A ·2 DE DICIEMBRE DE 

1982.--- INICIATIVA DEL EJECUTIVO.-· ce . 
. t SECRETARIOS DE LA CÁMARA DE SENADORES 

DEL.- H. CONGRESO DE LA UNIÓN.--

,_..,. 

,.. "' ") ') Q 3 uv1,, ._) .. : 
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PRESENTE.--- En un Estado de derecho el ámbito 

de acción de- los poderes públicos está 

determinado por la ley y los agentes estatales 

responden ante ésta por el uso de las facultades 

que expresamente se les confiere. .La 

irresponsabilidad del servidor público genera 

ilegalidad, inmoralidad social y corrupción; su 

irresponsabilidad erosiona el Estado de derecho y 

actúa contra la democracia, sístema polltlco que 

nos hemos dado los mexicanos.--- .El Estado de 

derecho exige que los s-ervldores públicos se.a.n . 
. l 

responsables. Su responsabilidad no se d~ ~~IJ . · 
realidad cuando las obligaciones son me~~e~· 
declarativas, cuando no son e.xigíbles, cuando h:;¡ · 

1 

impunidad o cuando las sanciones p!"i!~·~f · · 

incumplimiento son inadecuadas. Tampo~~- · ·. 
responsabilidad cuando el afectado no puede exigir 

fácil, práctica y eficazmente el cumplimiento de las 

obligaciones de los servidores públicos.--- La 

renovación moral de la sociedad exige un esfuerzo 

constante por abrir y crear todas las facflldades 

instituClonales para que Jos afectados por actos 

Ilícitos · o arbitrarios puedan hacer valer sus 

derechos. El régimen vigente de responsabilidad de 

los servidores públicos debe renovarse para 

cumplir sus objetivos en un Estado de derecho.--

Por ello, he S~f!?!*tido al poder constituyente la 

iniciativa de reformas al Título Cuarto 

constitucional. Proponen nuevas bases da 
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pueblo dinámico que se ha desarrollado en todos 

los órdenes desde 1917, pero no así en el· régimen 

de responsabilidades de sus servidores públicos.--

Esta iniciativa propone reglamentar dicha 

propuesta de 

~~J§:-- La k un 
Df.'. 'LA ' 

. " rjuiei~ ltlllr'carácter p · ic 

r.esponsabilidad p~I 
públicos fun~tales. Pero una laguna 

* legislativa re a tas que debe 

seguir todi_ ~ervidor público frente a s Jedad y 

el Esta"ifél así como respecto a las 

respo~bilidades por su incumplimiento y las 

sancioñb y Jos procedimientos administrativos 

para aplicarlas.-- Las iniciativas de reformas al 

Título Cuarto de Ja Constitución Política, al Código 

Pen'al. al Código Civil y a la Ley Federal dí1. 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

• establecen las nuevas bases jurídjcas para prevenir 

y castigar la corrupción en e/ servicio público. aue · 
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desnatucaUza la función encomendada, asl coma 

garantizar su buena prestación. La congruencia 

prevista entre estas iniciativas permitirá a esa 

representación nacional disponer de elementos 

más amplios, a considerar el nuevo sistema de 

responsabilidades de fos setvidores públicos que 

se propone.--- Ese sistema se compone de cuatca 

modallclades de la cesponsabllidad: la penal y la 

civil, sujetas a las leyes relativas; y la política y 

administrativa, que se regularían por esta iniciativa 

de ley reglamentaria del Título Cuarto 

constitucional.---

Todos los ciuclaclanos. son iguales ante la. ley J.a 
hay cabida para fueros ni tribunales espec;a,J~ 

~ '.SU ~Rt:N 

Los servidores públicos que cometan delito 'wldrin 
y··~1A.~ 

ser encausados por e/juez ordinario con suJeción ·a 

la ley 11eoal como cualgujer ciudadano sin más 

reguisito. cuando se trate de servidores públicos 

con fuero. que la declaratotia de procedencia QW: 

dicte la H. Cámara ele DiputaclQ.S.-- Para la 

responsabilidad civil de los servidores públicos, se 

estará a Jo que dispone la legislación común.-- La 

Ley de Responsabilidades que se propone, 

desarrolla los principios que sobre la 

responsabilidad polttica define la iniciativa del 

Titulo Cuarto.--- En primer término, liquida la 

desafortunada confusión entre 'delitos y faltas 

oficiales' y &delitos comunes', que fue uno de los 
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penal, como ya se asentó, se regula por las leyes 

penales.-- . Responsabilidades pollticas.-- En 

consecuencia, la Ley de Responsabilidades 

determina fas conductas por las cuales, por afectar 

a los intereses públicos fundamentales y a ?en 

despacho, s . rrcvm res sabilidad pot1tica y 

natu~a. Los 

Federal, los Secretario e espach los Jefes de 

departamento ~ministra :J el jefe del 

Depa~m6fl_to del Distrito Fed , el Procurador 

General ~ Repúbllca, el Procura 

Justf~del Distrito Federal; los gobernadores de 

los E~dos, los Diputados a las legislaturas 

locales y los Magistrados de los Tribunales 

Superiores de Justicia de tos Estados. Estos 

últimos por violaciones a la Constitución, a las 

leyes federales y por el manejo indebido de fondos 

y recursos federales.--- Con fundamento en lo 

contemplado en el Titulo Cuarto, se agrega en la 
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iniciativa a los directores generales de los 

organismos descentralizados y empresas de 

participación estatal mayoritaria, como sujetos de 

responsabilidad política, considerando que el 

articulo 93 constitucional reconoce naturaleza 

política a sus funciones, al asimilarlos a los 

Secretarlos de Despacho y Jefes de departamento 

AdminJstrativo1 por lo que se refiere a sus 

relaciones con el Congreso de la Unión.··· Esos 

funcionarios, dada la expansión que ha registrado 

el sector parae$tatal, cuidan recursos y tienen a su 
! ~ 

cargo funciones de tal trascendencia, que ~ái~.:..*'·: 
de las esferas administrativa y penal, d~ben·~~ ;: ... 

~ ' 
sancionados con penas políticas, si su éonduc .... ; 

redunda en perjuicio de los Intereses ., r •• • : :, 

fundamentales y de su buen despachd. ~~ 
responsabllldades politicas, que se sancionan con 

destitución e inhabilitación, se sujetan a un 

procedimiento que se arregla a las garantías que 

consagra el articulo 16 constitucional y que es 

denominado juicio político, por su naturaleza 

materialmente jurisdiccional. Asimismo, se 

aseguran Jos principios procesales de expedités, 

Imparcialidad y audiencia. -- Conforme a nuestra 

tradición constitucional y a la vocación de 

equilibrio del Poder Legislativo, el juicio político es 

desenvuelto blcameralmente, de manera que la H. 

Cámara de Diputados, erigida en jurado de 

acusación, instruya el procedimiento y sostenga Ja 
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- ., 
~~J:& causa ante el senadol erigido en jurado de 
~.-.§~· 

sentencia, para que éste resuelva en definitiva.--.. 

De otra parte, se incorporan las conductas que la 

ley en vigor considera que pueden redundar en 

perjuicio de los intereses públicos y del buen 

despacho, añadiéndose una conducta que deteriora 

las finanzas públicas y afecta la buena marcha 

administrativa: Las gra~ y 

sistemática programas y 

con la 

es políticas que (" 

. ~~ra de Senadores, ~dr 
,. 

;. veinteE illfos.-- ~Jara~ra"'· "' 
8 v. . NAClON. 
~nwv..,_ts también reg 

declaración de pro08Crett 

de'liianinan el 

inhabilitación, 

una de las 

Ja H . 

hasta 

La 

de 

el desarrollo ~ la inve · ación ·tendiente a 

~ determinar préii¡jlla comisión 

servidoreSJ!..~bllcos, para lo_s cuales nstltución 

determina~ requisito de desafuero p poder . 

procetg_ penalmente en su contra con arreglo a la 

legisl;;¡¡f,n pena/ ... - Se conserva el carácter 

unicameral del procedimiento de referencia, a fin de 

que sea expedito y toda vez que no tiene naturaleza 

jurisdiccional: No resuelve el fondo de la cuestión 

planteada, sino que, sin prejuzgar, remueve un 

'"t. obstáculo; se trata de un requisito de 

procedibilidad.--- En caso de que las autoridades 
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comunes lo absuelvan podrá el servidor público 

con reasumir sus funciones._., Debe destacarse, 

además1 que en tanto el servidor no haya sido 

despojado del fuero, no correrá Ja prescripción, 

para que asi pueda hacerse justicia como fuere un 

infractor cualquiera. Lo que se busca es que el 

fuero temporal para preservar políticamente el buen 

despacho de los Intereses públicos fundamentales 

no se convierta en inmunidad por los delitos que 

pueden cometer los servidores públicos 

encargados de ella y. en consecuencia, en burla de 

la ley.--- El procedimiento se ajusta tamblén /..4-~. ·; · 
principios procesales de expedités, au~len~~. : 
imparcialidad ya Jnvocados, que orientan tan"' · ~ ·t 
los procesos como a los procedimientos ~· · · 

naturaleza no jurisdiccional1 y que asegurWJi~ .:.~ 
decisiones tan graves como el llamado de/llffl:Jo 
se tomen con equidad y reflexión ... -w Las 

responsabilidades administrativas.-~ La iniciativa 

que presentó a esta H. Representación Nacional, 

supera una deficiencia que ha venido mostrando 

nuestra legislación: La falta de un sistema que 

regule la responsabilidad administrativa, sin 

perjuicio de las de naturaleza penal, política, civil y 

laboral.-- En las reformas al Título Cuarto de la 

Carta Fundamental que se proponen, establecen 

las bases de la responsabilidad administrativa, en 

la que se Incurre por actos u omisiones que afecten 

los criterios de fegalielad, honradez, lmparciafldadt 
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y eficacia, que orientan a la 

pübllca y que garantizan buen 

servicio público.-- Conforme a ellos, hay que 

establecer un sistema nuevo que tenga bases 

sólidas y efectividad creciente. El procedimiento 

admlnlstraUvo propuesJº es autónomo del político 

y clel penal, como lo la 

por cualquiera ~as 

respetando el p;:¡¡;¡tpio 

La 

ser 

Las 

exigirse 

siempre 

en el mismo 

artículo de q!f! ?..º se podrá castigar veces una 

misma coniiifi¡/{a con sanciones de las misma 

natura/e~~ Se parte de un catálogo de 

obligaciones establecidas por el legislador que 

sujeta a todt:J servidor público. La vigilancia de su 

cumplimiento estará a cargo, en primer lugar, de 

Jos superiores jerárquicos y de los órganos de 

control de las dependencias y entidades, los que 

quedan facultados para imponer las sanciones 

dlsclpllna·rlas que requiere una administración 

co n3sr¡ 
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eficaz y honrada, tales como sanciones. 

económicas limitadas, como el apercibimiento, 

amonestación privada y pública, destitución para 

los trabajadores de confianza y suspens,ón hasta 

por tres meseS., sin perjuicfo de lo que otras leyes 

dispongan.-- La Secretaria de la Contraloría 

General de la Federación, cuya creación he 

~ometldo a su consideración, quedarfa como fa 

autoridad centra/Izada y especi~lizada para vigilar 

al cumplimiento de las obligaciones de los 

seNidores .. ~· públicos, para ldentific;rts- 1:~ 

responsabilidades administrativas en que 
1 
/n .. · . 

por su incumplimiento, y para aplicar las s~nciO{'! 
disciplinarias. Estas sanciones pueifen · .;a} 

1 
l 

destitución de cualquier servidor púbfff!é?R'ifó 
• \ JUS'l'lClA 

designado por el Presidente de la Repíll1IMll; 

sanción económica de tres veces el inbnto del 

beneficio económico obtenido o del daño causado 

~ 
~ 

por su comportamiento ilícito e inhabilitación por t!lt~..1 
resolución jurisdiccional para volver a desempeñar . -
un empleo, cargo o comisión en ei ·stlrvlclo público 

hasta pór veinte años. Asimismo, se establece que 
.\ . 

cada dependencia deberá establer:er órganos 

específicos a los que el gobernado tenga fácil 

acceso para ptesen'tar quejas y denuncias por 

Incumplimiento de las oblígacíónes de los 

servidóres públicos.--- Al coordinador de sector 

también se le confieren facultades limitadas para 

san·cionar, tratándose de entidades paraestatales.--
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órganos actuarán 

con celeridad e Jmparcialklad y los servidores 

oúbllcos tenclrán ggortuniclad de ser debidamente 

escuchadosT Actemás, Ja iniciativa conteamla 

recursos aclministrativos de agotamiento optativo 

.. · ·.n . de .. 

ley, a Ja contralorfa i · 

Por ültimo, es ~destac ue 

responsabilidad ~ministrativ , siempre en 

concordanci~~c~n lo dispuesto po tras leyes, 

abarcará al ;;Mona/ de Jos Poderes de Ja Unión y 

de· I~~ ~nismos descentr~Jiz~dos, e~p":sas de 

part1c1pac1on estatal mayor1tana, asoc1ac1ones y 

sociedades . asimiladas a éstas y fideicomisos 

püblicos.- Las leyes que regulen al Congreso de la 

Unión y a los Poderes Judicial Federal y del Distrito 

Federal, determinarán los órganos y sistemas 

sancionadores así como las demás cuestiones 

relativas dentro del plazo señalado en la presente 
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. ~~ 

iniciativa ...... Registro de situación patrimonial.--;;. 

Por otra parte, la iniciativa responde al propósito de 

completar y rriodemlzar Ja manifestación de bienes 

de los servidores públicos que rige la ley en vigor 

para que se asegure su operatividad y eficacia. Así, 

se evita el desvío de imponer a todo servidor 

público la obligación de manifestar sus bienes al 

asumir el cargo y al dejarlo de desempeñar, pues el 

volumen y la irrelevancia de la informaf:ión que se 

generaba, impedía su cabal cumplimiento: sólo 

tendrán esa· obligación los servidores púb¡ic 

superiore~ al nive_I de jefe de departamentq· o _. .. . 
• 1 { 

paraestatal equivalente, queda.ndo facu'ttádM; 

Secretaría de la Contra/orla General: de -~ 
Federación y la Procuraduría General ~Rifa 

. p Tiru 
República para señalar casos adicionalés . .-.amse 
establece, asimismo, la obligación de prasentar esa 

declaración de situación patrimonial anualmente 

para que la autotidád competente pueda, durante el 

encargo, hacer las veríficaciones pertinentes. - El 

registro de declátaciones será llevado por la 

Secretaría de la Contraloría General ·de la 

Federación ... - Por último, la iniciativa recoge fa 

preocupación de reglamentar una práctica muy 

arraigada que resulta fuente de cotrupción y atenta 

contra la lmpatclalida_~ del·-bueil servicio públic~ 

por eso prohíbe que los servidores públicos 

reciban dádivas u obsequios de personas 

vinculadas con las facultades de Que estáa 

.iij 
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violación a ese precepto se eguipara al cohecho.--

H. REPRESENTACIÓN NACIONAL:--- Estoy cierto 

de que la sola expedición de leyes, por buenas que 

sean, no acaban vicios ni prácticas arraigadas; 

pero también lo estoy, de que sin buenas leyes los 

compromis mo o es la renov~n 
que postulo corren el ries e conv~se en 

meras prédicas despojadas de tividad.--- Leyes 

H. ~sentacíón 
ue os Poderes de 

fracción 1 del artículo 

Respon~lídades de los Servidores Públicos, en 

los siguientes términos:--- En relación con la 

propuesta de reforma a la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, se 

denotó la autonomía e independencia de las 

responsabilidades en que puede incurrir un 

servidor público; política~ penal, administrativa . 

Todas ellas bajo presupuestos y consecuencias de 
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naturaleza igualmente diversa. Y especlflcamente~ -. 

en materia administratíva1 con irrestticto apego a 

las garantías de seguridad y certeza jurídica a que 

se refieren los artículos 14y16 constitucionales, al 

establecerse en particular, el procedimiento 

respectivo y el recurso aclministrativo de 

agotamiento optativo, sin perjuicio de que sé prevé 

la ampliación de la competencia del Tribuna/ Fiscal 

de ta ~eración, a efecto de que conozca de las 

controversias que susciten tos actos 

disciplinarios.··· El conjunto de reformas y 
. . ,~ ~. ; ... _: ...... -ui ...... 

adiciones antes transcritas, lµegq~ ... .' 'i• ~ I · 
• . 11 · ·.. • 1 -, ..... 

correspondiente proceso leglslatlvo1 se aprob ~;¡-
• a - > 

en sus térmínos. En lo concerniente al rtJfér. ~ () · · 
~ . 

artículo 224 del !Código Penal de _la _Fed-~, 

cuyo planteamiento de inconstítucionalidilfCT-Cj;_,e · 
- ltCRfr~ · ·· 

analiza, de conformidad con las consideraciones 

destacadas en el .Presente apartado, efectivamente 

,.~ 
~ 

se puede colegir que en los· términos que lo ~t 
propuso el lrripe~rante de garantías, _ el numeral de 

mérito fue emitido por el H. Congreso -de la Unión1 

promulgado p·or el Presidente de la ~epública, y 

refrendado y publicado en el Diario Oficial de Ja 

Federación, el cinco de enero de mil novecientos 

ochenta y tres, por el Secretario de GotJe·rnaclón. 

Circunstancia que incide para tener como cie.rto el 

acto reclamado a cada una de las autoridades de 

cita, quienes además, a través de su 

correspondiente informe con justificación, así 
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--- El anterior trabajo legislativo en lo conducente, 

así como lo respectivo por parte del ejecutivo; 

según previamente se acotó, no es otra cosa que el 

ejercicio de la soberanía del pueblo mexicano 

(artículo 39 del pac federal), quien a través de sus 

representantes o Poder de la Unión (artfcu~1 
constitucional), las n~ reales 

imperantes en un "iiiY lugar 

determinado, 

conseguir una c~ucta p ada y honesfa por 

parte de quien 'íij)ga la cal d específica de 

servidor Pú)!i~o.-- CJ... Del "espondiente 

estudio de 1iMonstancías que coi agregadas 

en el cu.no principal, se advierte que tal y como 

lo destac&1'e1 quejoso en e/ escríto de demanda de 

amparo, el quince de diciembre de mil novecientos 

noventa y cinco, el Director Adjunto ele Asuntos 

Penales de la Secretaría de la Contralor/a y 

Desarro.llo Adm;nistrativo, ante la Procuraduria 

---'f General de Ja República, formuló denuncia de 

hechos en su contra; luego, de la co"espondíente 

OOD3S~ U 
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investigación e integración de la avei'lguación 

prevía SE/021195-11, el órgano que detenta el 

monopolio del ejercicio de la acción penal en 

materia federal, el dieciocho de marzo de mil 

novecientos noventa y seis, hizo lo ·propio respecto 

de tal indagatoria y consignó los hechos recabados 

ante Ja autoridad judicial; tocó en tur.no conocer al 

Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal en el 

Distrito . Federal, quien luego de rad;car Ja 

co"espondlente causa auxiliar en la misma fecha 

de la consignación, el dos de abril d~ mil 

novecientos noventa y seis, libtó ot:d~!J~~-;; · ':·: 
aprehensión en .-.contra del ahora petlclonaricj , 

• - ., ~ -ól. 1 

garantías, por su pro_bable responsabilidád . ~~ ,\· .· 

delito de enriquecimiento it ícito previsto . en. el 

articulo 224. párrafo primero, y sancló~ado ... ~;~ 
pá"afos cuarto y último de dicho nuinerafC'fl~J 
Código Penal ·t=ecJeral, mandato )udlclal que fue 

debidamente cumplimentado el nueve de abril de f 
mil novecientos noventa seis; por enéle, quedó el 

inculpado de mérito a disposlcló'n del Juez Federal 

de la cáusa. en el interior del Centro · Federal de 

Readaptación Social Número Uno de Almo/aya de 

Juárez Estado de México,· circunstancia .por la cual, 

el Juez Cuarto de Distrito en ,Maler.-a Penal en el 

Distrito Féderál, a efecto de recabar la 

correspondiente declaración preparatoria del ahora 

quejoso y, estar en condiciones así de resolver 

sobre su situación jurídica, libró el exhorto 13196; 
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'1,~·-~~l/ocó en turno el conocer del mismo al Juez Primero 

~"""" 

4't· 

de Distrito en Materia de Procesos Penales 

Federalesl en el Estado de México, quien el once de 

abril de mil novecientos noventa y seis, recabó la 

declaración preparatoria del quejoso y el doce de 

abril de la propia anuafjdad, al resolver sobre su 

artículo 224, párrafo prim 

y 

e de garantía , acto de la 

·-~ión, interpus el ) curso de pe/ación, del 

~. . /~~~- el aho~ · P · Tribuna~Unitario en 

'iW'~ del rlm Cfr. "to, quie. dentro del . . 
es octub(e de mil 

novecientos no:;¡ y modificó ~ auto de 

formal prisión do al q ·oso por\ el Juez 

Primero de DR,!r!to en Materia de cesos Penales 

Federales1 p~uedar en los siguientes términos: 

'PRIME~ Siendo las veintidós horas del día de Ja 

fecha, se afcta auto de formal prisión en contra de 

o 

como probable responsable en la comisión del 

delito de enriquecimiento ilícito, previsto y 

sancionado por el artículo 224, párrafos primero, 

cuarto y último, del Código Penal Federa/1.- Por 

,..., ""1-~3o 1 u u lJ .. ~ -' 
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~ 

proveído de seis de marzo de mil novecientos 

noventa y siete, el entonces Juez Cuarto de Distrito 

en Materia Penal en el D.istrlto Federal, estimó 

fundada la recusación instaurada en su contra por 

la defensa del peticionario de gar~ntías. El 

entonces Primer Tribunal Unitari() del Primer 

Circuito, dentro del cuadernillo de recusación 

1197-1, calificó de legal la recusación planteada, y 

por sentencia de veinticuatro de marzo de mil 
\ 

novecientos noventa y siete, ord~nó fa separación· 

del Juez Cuan_o de Distrito en Materia Pelfal/~I, 

Distrito Federal, . respecto de la causa~ 38.1'\,ii 
índice de aquel Juz~~do; se ~m/t/eron lo~ aJ~J 
entonces Juez De~1mo Pnmero de D~strlto ~ 

. .í.Jl!r .. ReM·; 
Materia .Penal del Distrito Federal, quien ª'í.JM~ le 

correspondió conocer de la causa; la- cuai,'PIJR'jl~'air 
del veintidós de abril de mil novecientos noventa y 

siete fue registrada bajo el. número 36197-1.--

Atentos a lo .anterior y robustecidos por el 

respectivo informe con }ustificaci~n, e·s factible 

concluir tanto la existencia del acto reclamado del 

ahora Primer tribunal Unitario en Materia Penal del 
' 

Primer Circuito; asf como el hecho telatlvo a que la 

resolución emitida por éste, se constituye en et 

primer acto de aplicación del articulo 224 del 

C6digo Penal de la ~ración, en cofJtta del ahora 

peticionarlo de garantías; ello, en términos de lo 

que . establece el articulo 73, fracción XII, párrafos 

segundo y tercero_ de la Ley de Amparo.-- D).· 
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\\;~~~./>Expuesto lo anterior, resta por último verificar un 

análisis de los conceptos de violación esgrimidos 

por el impetrante de garantías en su 

correspondiente demanda de amparo, los cuales, 

respecto de la constitucionalidad ahora analizada, 

se hicieron consistir en transgresiones a los 

artículos 14 y 20, fracción 11, de la Constit~n 

Política de los Estados Unidos Mexícanoit' al 

ponderar al articulo 224 del Código P~ de la 

Federación una estructura legislativa 
/'. ./f'_,.. 

~;,G.,on~t!~ucio ia d~nceptos y 

exl'f.¿ y e 

conducta que 

s como típica; e o s 

d~él~la jurisprud p ;. . 
cofl.- '4cJil'f rincip os 

congruencia 

Democráticos de el nuestro. 

Derivado de Jo an1'r, e ·onario d garantías, 

formuló diversos oncep viofad\ón, cuyo 

contenido e~ester reprodu · en sfn~is:-- 1.· 
En el concepto de violación desta o en el inciso 

a) se se~ que la redacción del artículo 224 del 

Código Penal Federal, carece de definición legal del 

delito que prevé, al no contener un núcleo esencial 

de prohibición, pues 1enriquecerse', no es el 

comportamiento, .. sino el resultado; 

consecuentemente, no se puede sancionar el 

.. enriquecimiento, sino los actos que engendraron el 

mismo. Por lo tanto, tal dísposltlvo legal viola el 
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: ·. ' 

articulo 14 constitucional en lo relativo a la garantía 

de la eJ<acta aplicación en materia penal al no 

••• • 
coincidir con los requisitos de claridad, precisión y 

exactitud, Identificados por la jurisprudencia; 

generando así un tipo legal con una conducta 

indeterminada. No sólo no se precisa la conducta 

prohibida, sino que además, no se establece si la 

misma se realiza por acción u omisión; se asumen 

características del derecho penal de autor y no del 

derecho penal por el hecho, al SéJl1cionarse a la 

persona por lo que es y no por lo que hi;o; ~!JI> · " · 

deflnirse la conducta, no se puede est~ble · ~ •\;!' 
nexo causal entre la misma y el resultado.--.·~~:§>:. 
el segundo concepto de violación, incl$O b), · d~~· 
demanda de amparo, el quejoso alega!'.)(lqi;~~I . 

artículo 224 del Código fenal de la FeJIHR!mn, · 

afecta el principio de inocencia, dado que incumbe 

al Estado· demostrar fa acusación; además, Invierte 

la carga de la prueba al imponer una prueba t 
negativa que carece de analogla con cualquier otro 

delito en el Código Penal, ya que la omisión de 

informar o acreditar la procedencia del aumento 

patrimonial constituye la comi!ión de ese delito 

(según critei"ío del Primer Tribunal Uhitarlo1 en 

Materia Penal del Primer Circuito, como autoridad 

responsable).--- Afgumenta, además, el principio de 

inocencia, sólo puede ser destruido por prueba en 

contrario; la cual, debe ser aportada por la • . 

acusación. Si al quejoso se le requitió en la fase 
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sólo hecho está consumado el delito, según lo 

sostuvo el Primer Tribunal Unitario en Materia 

Penal del Primer Circuito; por énde1 resulta 

innecesario que en el proceso se pueda acreditar lo 

contrario.-- 3.- En el inciso e) d-e/ escrito de 

amparo, se argumentó la violación al princlp~e 
derecho 'nemo tenetur' (nadie esta obliga~ darle 

armas a su ad a · CQ · sí mismo); principio 

,. Ja fracc e~cu/o 20 

... 

• 'I' :'> ... ' 

Ul:liltn·.'rt.ar y tPOrlar prue 
co~'fE D . 

eq fµ~e; es e · 
~i!:'1l. __ VE N:\llll81 

conrra de· sí mi 

fracción JI del 

principio de auto~ · 

'cu/ 224 del Código 

~~brlo público a 

'no exigibilidad ~ 
supralegal dt:,j1,1stificación 1

, o 
necesldadz. Eif' dicho tipo pen el legislador 

pretend~ el funcionario pubUco sea quien tiene 

que declarar y aportar pruebas contra su voluntad 

en el procedimiento administrativo de verificación 

patrimonial.-· El derecho a no ser obligado a 

declarar en contra de sf mismo, ni a declararse 

culpable se encuentra consagrado en el artículo Bº, 

punto 2º, inciso g), de la Convención American.a 

sobre Derechos Humanos, suscrita por nuestro 

000393 
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país.-- 4.~ Cdmo cuarto concepto de violación, en 

el inciso d), del escríto de amparo, se destaca por 

el quejoso que el articulo 224 del Código Penal de 

la Federación, encierra un delito de •s()Specha' que 

ro.mpe con el principio 'indubio pro teoj, aceptado 

en el sistema liberal y humanista del derecho penal 

moderno, ya que la presunción de inor:encia, sólo 

puede ser destruida por prueba en con,rario; la 

cual debe ser aportada por Ja acusación.--- 5.· 

Como quinto y último concepto de violación, el 

impetrante de garantlas establece en el incisf!~.e),,. '!' 
su demanda de amparo, que el artículo( ~2if.1 .. ~· 
Código Penal de la- Federación configura un~-~ 1 ,, , ._. . 

penal en blanco,. ~I h.acer una remisló(l r la L.~ 

Federal de Responsabilidades de los S~~q&'~ .. 

Públicos; pero -dicha remls.lón rompe -JiJH.H'f6s 
requisitos de claridad, precisión y exactitud~ según 

lo ha requerido la Suprema Cor/~, ál no existir en la 

- ' 
.eY 

Ley Federal de Responsabilidades de los lfr" 
Servidor8S Públicos la forma en que se debe 

acreditar el legitimo aumento del patrimonio; y no 

aparece un procedimiento que -sirva de 

complemento a la norma penal en blanco, prevista 

por el árlículo 224 del Código Penal de la 

Federación.-- Ahora bienr este Trib·unal Unitario, 

órgano jurlsdlcclon~.~ df!.l .,.amparo, considera que 

los conceptos de violación antes sintetizados, de 

manera general, resultan ser infundados para que, 

por virtud· de ellos~ se estime como inconstltuclónal 
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se denotó, es menester que dicho dispositivo 

secundario contravenga el espíritu fundamental de 

lo consagrado por el propio pacto federal; 

circunstancia que en la especie no acontece, toda 

vez que de una recta interpretación del contenido 

del Título Cua e la Constitución Polltlca d~s 
Estados Un/ os M 

Responsabilidad de los 

flitfítíl~ntos, encuentra 

onía ~ afinidad 
, cottT~ . 

~~- medular. 
'párrafo tercero, de 

en consecuencia, 

intitulad~De la 

ores Públicos', se 

o el ~oso como 

congruencia, 

I aludido 

Constitución& fabe renexionar al r. pecto que en 

términos de 1if consideraciones precedentes y de 

acuerdo ~n los artículos· 39, 41 y 135 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la Soberanía Nacional, reside esencial y 

originalmente en el pueblo y todo poder público 

dimana del pueblo .Y- .se instituye para su beneficio; 

dicha soberanía, es ejercida por éste, a través de 

los poderes de la Unión, y por virtud de la cual, en 

su pleno ejercicio, el veintiocho de diciembre de mil 

o 003 ~) 4 
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. ; ·. 

novecientos ochenta y dos, se pul;licaron en el · 

Diario Oficial de la Federación$ diversas adiciones y 

reformas a la Constitución Politica de los Estados 

Unidos Mexicanos; en la especie, las relativas al 

referido Título Cuarto, concerniente a las 

Responsabilidades de los $ervldorés Públicos. 

Dichas modificaciones al pacto federal, de acuerdo 

con la Iniciativa de ley que el ejecutivo presentó al 

senad<?, repre5entaban Ja voluntad élel pueblo y 

atendían a la imperiosa necesi~ad de una 

'renovación inoral de ta sociedad', y co~o p~~lf 

medular de las mismas, se ponderó i(lelt,l/>IP 

prevenir y san~lonar la inmoraliflad so~íal· i-1 
corrupción; para lo cual, era neces;irlo avanza~ 
el tratamiento a que están sujetos los se..-er.es 

'JUSTICIA 
públicos y crear normas para · ·qtte.tri~T~I 

comportamiento de éstos se clila a la honradez; en 

esta tesitura, se propuso ... ./.~. reforma de las 

responsabilidades constitucionales de los 

servidores públicos para que no prevalet;ieran las 

arbitrariedades, la íncongruencla; la confusión, la 

impunidad, la inequidad y la inef;cacla, no se 

corrompieran además los válores superiores que 

debe tutelar el setvicio público. Se precisó la 

incompatlbllidad del servicio público y los 

negocios fundados en relat;fones económicas con 

el gobierno; al establecer que los empleos, cargos 

y comisione$ en el servicio público no deben ser 

botfn de nadie, sino salvaguarda de la legalidad, 
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lealtad, imparcial/dad, economla y 

eficacia con la que deben servír a los Intereses del 

pueblo; lo cual es una obligación del servidor 

público, con independencia de su jerarquía o 

rango, cargo o comisión. En estos términos, fue 

imperioso configurar constitucionalmente te/ 

enriquecimiento ilícito' de los servidores pú~cos 
. ~ 

como base para erradicar la duda sob la 

posibilidad de su sanción, asf como las 

I 

el pueblo, en & e 

distributiva, exta~ su vol 

servidores ~cos a un r 

derecho, al tenor de un trato 

rrespondiente 

reformas y 

e publicadas 

e afirma que 

desigua~ con el resto de Jos gobernados 

atendiendo su calidad especifica; razón por la cual 

se les exige la obligación de servir con legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad, economía y 

eficiencia a los ... intereses del pueblo·, con 

independencia total de su jerarquía, rango, empleo, 

cargo o comisión; en caso de obrar de manera 

diversa, hacerse acreedor de una responsabilidad, 

o o 03 ~1 5 
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sea ésta política, penal o administrativa; al grado'. 

tal de que en términos de Jo que dispone el artículo, 

1º del Pacto Federal, se establecieron excepciones 

a principios fundamentales que rigen en todo 

Estado de Derecho, que han sido Incorporados por 

la propia Constitución a nivel de derechos públicos 

subjetivos en favor de los gobernados; siendo asf, 

qué por voluntad del pueblo como norma sup1rema, 

se fincaron al tenor de tas reformas aludid~s cargas 

probatorias y procesales que debe de llevar el 

propio servidor públíco, aun de manera contraria a ~ 
~,.; 

la regla gener~I que rige en nue$tro si~ · 

punitivo y que .. priva en los estados deniocrára:t~ 

tal y como lo es la inversión de la carga n~r.Jln: 
J • ~ 

prueba, con la cot:tsiguiente obligación ll@~~jji. · ·1 

. · o'"' 
servidor público de ser él quien debe pr-Jé\c.~ 
licitud de su enriquecimiento, y no el Estado I~ 

ilicitud del mismo. Artículo constitucional que en 

... 

lo conducente, entró en vigor eh las siguientes JI 
términos:--- 'Art. 109.- El Congreso ~e la Unión y las 

Legislaturas de los Estados, dentro de tos ámbitos 

de sus respectivas competencias, expedirán las 

leyes de responsabilidades de los servidores 

públicos y las demás normas conducentes a 

sancionar a qulenes1 teniendo este carácter, 

incurran en responsabilidad, de conformidad con 

las siguientes prevericloiie$:--- '/.-... ·- 111.- Se 

aplicarán sanciones administrativas a los 

servidores ·públicos por los actos u omisiones 
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afecten la legalidad, honradez, lealtad, 

de sus empleos, cargos o 

comisiones.-- ' ... --- Las leyes de'lerminarán los 

casos y las circunstancias en los que se deba 

sancionar penalmente por causa de 

enriquecimiento llfcito a /os servidores públicos 

que durante el tiempo de su encargo; o por mo~s 
del mismo, p o por interpósita «!ersona, 

aumenten tancia ente su pati/monío, 

adquieran bienes can ~o dueños 

li
-~~~{~ ellos., cuya proceden ·a I ita no pudiesen 

stificar. Las leyes penales ·onarán con el 
. .. :::1'··. ~ .; 

V 2 ~f;omiso y con la pri c1 propiedad de 

· ~as bienes, además s penas que 
:O .. Olt' . 
~ ~é-pondan'.-.. D spo i · avés del cual 
~ - . 

se puntualizaron I ·me 

exposición de ~ ; p sm además el 

aspecto te/eológ el m · es decir la sanción 

al servidor p~l!co que con encargo 

aumente s~cialmente su · p io cuya 

procede~ licita no pueda acreditar. Esto es, 

como mandato constitucional, se estableció para 

las respectivas leyes secundarias, la necesidad de 

sancionar penalmente el enriquecimiento ilícito en 

que incurran los servidores públicos; 

estableciéndose como elementos torales a 

ponderar en cada descripción típica, fa cal/dad 

específica del sujeto activo, como servidor público; 

('o,, "'l (1 '' ) t) .. ) : ; tJ 
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el aumento patrimonial inexplicable en que Incurra · . . · 

el servidor público, como verbo núcleo; dos 

circunstancias, una de tiempo y una de ocasión, 

con motivo del desempeño del servl~lb público; ta 

forma en que se puede intervenir en el delito como 

autor intelectual, autor, coautor o autor mediato; 

así como la inversión de la carga de la prueba, 

infligiendo la obligacíón al servidor púl)lico de 

acreditar la licitud de su incremeñto patrimonial y 

no al Estado la Ilicitud del mismo.-- Bajo este 

contexto, .e/ cinco de enero de mi/ novecientos 

ochenta y dos, se publicó en e/ Diario_ Oficfal.i · 
Federación en decreto de reformas al Código·'.!. . . . 

para el Distrito Federal en Materia de Fuero Co,~~ 

y para toda la República en Materia de ·.,Fu~r 

Federal, a través de la cual, . al dia siguiente, ·W/l~~ ~ 
a la vida del derecho positivo vigente el artlc~~ 

del propio ordenamiento en cita, a través del cual 

se tipificó el delito de $enriquecimiento ilícito'; 

mismo que, de conformidad con la exposición de 

motivos, arribó a la vida jurídica oara sanciOnar Ja 

adquisición dé bienes cuyo valor exceda 

notoriamente tlel monto de Jos mgcesos ele lo.~ 

servidores públicos y cuya procedencia legitima 

nQ puet/an jU,Btificac (aspecto téleológfco); 

circunstancia réspecto de la cual, la propia 

Constitución Fedetál se habla pronunciado y 

demandaba su necesidad. La iniciativa de ley 

continuó con los parámetros de la ren·ovaclón 
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"'!'.&,,~~moral de la sociedad, ~ pondero como valores 

... 

fundamentales en la función pú.bllca la honradez en 

el manejo de los recursos del pueblo y el respeto a 

Ja ley que debe prevalecer en la actividad ·de los 

servidores públicos; respecto de Ja sanción, se 

estableció la necesidad de su incremento al tenor 

sin salud, 

educación~ sin e o. de la ley 

:, :t~ntlva penal, que \i la e legisló:--

,, _· ' ículo 224.- Se sancion~á a quien c n motivo de 

c<.$1•tMteo, cargo o co ·cio público, 
- \;l'I r-1 /l.Cl: . • 
~hílJ.fdfltcurrido en e ·ento ·ilí ito. Existe 

enriquecimiento ilícit r público 

no pudiere acr:e~ el ítimo aume 

patrimonio o la 1i;Jl.ti-,,,a proc 

a su nombre~ ge aquéllos res de los cuales 

se conduzca ~o dueño, en los térm os de la Ley 

Federal ~Responsabilidades de los Servidores 

Públicos.-- 'Incurre en responsabilidad penal, 

asimismo, quien haga figurar como suyos bienes 

que el servidor público adquiera o haya adquirido 

en contravención de lo dispuesto en la misma ley, a 

sabiendas de esta circunstancia.- 'Al que ca.meta 

el delito de enriquecimiento ilícito se le impondrán 

las siguientes sanciones:-- 'Decomiso en beneficio 
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del Estado de aquellos bienes cuya procedencia no · . . :: -' . r 

se logre acreditar de acuerdo con la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos.--

'Cuando el monto a que ascienda el 

enriquecimiento ilícito no exceda del equivalente de 

cinco mil veces el salario mínimo diario vigente en 

el Distrito Federal, se impondrán de tres meses a 

dos años de prisión, multa de treinta a trescientas 

veces el salario mínimo diario vigente en e/ Distrito 

Federal al momento de cometerse el delito y 

destitución e Inhabilitación de tres meses a _d~$~ 

años para ~e~enipeñar otro empleo, cf.?:~:- .~~ 
comisión publlt;:.os.·- 'Cuando el monto a . ~ 

. ~ . -
ascienda el e;,rlquecimlento ilícito exceda t<;IJet~ 

. ' 

equivalente de cinco mil veces el salario· mí•'iet 
- ·. iµ?1.1:'""l, 

diario vigente en el Distrito Federal, se impon~'~ 

de dos años a catorce años de prisión, multa de 

trescientas a quinientas veces el salario mínimo 

diario vigente en el Distrito Federal al momento de tt, 
cometerse el delito y destitución e iQhabilitac;ón de 

dos años a catotce años para desempeñar otro 

empleo, cargo o comisión públicos·.-.-· De lo 
' 

anterior, como elementos descriptivos de la norma 

secundaria, se tlesprenden los siguientes; .... a.· El 

activo servidor público (calidad específica).-- b.

Con motivo de su empleo, cargo o comisión en el 

servicio público (circunstancia de ocasión);-- c.· 

Incurra en enriquecimiento ilícito (expresión 

semántica de valotacíón normativa y jurídica que 
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aumento de su patrimonio 'º la legítima procedencia 

de los bienes a su nombre o de aquéllos respecto 

de los cuales se conduzca como dueño, en Jos 

términos de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos?.-- Atentos ~s 
elementos de · tivos antes señalados, . ~actible 

establecer el guie jui o típicida"'H:--- Se 

ne de la e~ del sujeto 

-~ p, servidor público, de incurrir en 

~ ecimiento ilícito, q liza, cuando no 

acreditar el 

se conduce como ............ ... 

Federal de Resp~ab1 ades 

Públicos. Es un ~to de 

el sujeto act~ ¿ncrementa su a imonio u obtiene 

una procede'"iit,a en sus bienes, · itamente. El 

bien jur~ tutelado por fa ley, consiste en que los 

servidores públicos, en sus actos u omisiones, 

actúen con legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deben de observar 

en el desempeño de su empleo, cargo o comisión. 

La forma de intervención del sujeto activo, por su 

'1 descripción típica y relación con el artículo 13 del 

Código Penal Federal, admite cualquier forma de 

Í• /°/1'1 3 ua vu .J ~ .. 
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autorla o participación (autoría intelectual, material, 

coautor, mediato, instigador, cómplice y 

encubridor). La acción es de naturaleza dolosa 

(conforma al artículo 9D del Código Penal Federal, 

existe dolo directo respecto d_e aquél que obra 

conociendo los elementos del tipo penal y quiere la 

realizacl6n del hecho descrito por la ley. Existe 

dolo eventual, en quien obra previendo como 

posible resultado tlplco y acepta la realización del 

hecho descrito por la ley). Además, se debe 

acreditar la ·calidad especifica del sujeto act~~~' 

quien debe ser un servidor público, el e'!.~!~;;, ·. ~ 
términos del artículo 212 del Código Penal F.e~! . .~ 
es 'toda persona que desempeñe un empleo, c~K" . • 

, _ _,_,__,,. 

o comisión de · éuatquier naturaleza:; ·; ~-P rl~i 
.. "'<.. . . 

administración públfca federa~ centra/Jzada,·.o ~.11(· 

del ·Distrito Fecl~r~I. organismos descentralizados, 

empresas de parlicípación .estatal mayoritaria, 

·, 

organizaciones y sociedades asimlladas a éstas, ... 

fideicomisos públicos, en el Congreso de la Unión, 

o en tos Poderes Judicial Federal y Judicial del 

Distrito Federal, o que se manejen recursos 

económicos federales. También son aplicables a 

los Gobernadores de los Estados, a los Diputados, 

a las Legislaturas Local y a los Magistrados de 

Justicia Locales, por la comisión de los delitos 

previstos en el Título Décimo del Código Penal 

Federal'. En cuanto al resultado y su atribulbf/Jdad 

a la acción, debe de justificarse, pues el 
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~· · . .. ¿,/ 
):t ~~~Jffeenriquecimlento ilícito se justifica o _tiene 

-~ 

existencia, cuando el servidor público no puede 

acreditar el legitimo aument:o de su patrimonio o la 

legítima procedencia de los bienes a su nombre o 

de aquéllos respecto de los cuales se conduce 

como dueño, esto es, el aumento patrimonial o fa 

procedencia de Jos bienes, se consideran 

enriquecimlent i 1 • o a virtud de que el se~r 

El objeto material (la 

persona~osa sobre la cual recae la conducta 

descrita en el tipo penal), en la especie lo 

constituye el patrimonio aumentado por los bienes 

adquiridos, de los cuales también puede 

conducirse como dueño. No existe medio 

específico alguno para Ja comisión del delito. En 

cuanto a las circunstancias de tiempo y ocasión, se 

debe acreditar que la conducta se realice durante el 

127 



.AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000: 

.. 
,' • 

tiempo del desempeflo o con motivo del empleo~ -

cargo o comisión del servidor público. Los 

elementos normativos, que requieren valoración, 

son las ex.presiones rempteo', 'cargo', 'comisión', 

'servicío público', 'enriquecimiento ilícito', 'servidor 

público', 'legítimo', 'patrimonio', 'bienes', 'dueño'. 

En relación con el primero de los elementos de cita 

o ·~mpleo', su contexto deviene dé una valoración 

cultural, y se le conceptualiza como la ocupación, 

el oficio o la profesión desempeñada. El segundo 

de los el~lrleiltos o 'cargo', le corresponde ... 
igualmente una valoración de tipo cultural !J_.,. ~ 

~ ¡.' 

concibe como ·Ja función especifica 

desempeña en alguna actividad laboral. Po.r~'miil 

hace al tercero de los elementos o 'comisi~n , L 

.J.YfREMA ;C 
contexto proviene de una valoración cultufe'!l'~§.e.>~ 

concibe como el encargo que se confiJif-l~~ 3lfJ 
persona para que realice un servicio específico. 

Por Jo que hace al elemento 'servicio público', se le t " 
conceptualiza como la serle de órganos de la , . . 

administración pública destinadoS a atender las 

necesidades de carácter general. Por lo que hace al 

elemento normativo 'enriquecimiento ilícito', le 

corresponde una valoración de tipo jurídica, al 

tenor de una interpretación auténtica de la ley; 

precisamente de lo que determina Ja segunda parte 

del párrafo primero del artículo 224 del Código .. - -' -

Penal Federál; el cual a la letra determina: 'Existe 

enriquecímiento ilfcito cuando el servidor público 

128 



• •• : 1 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

• 

a su nombre o de aquéllos respecto de los cuales 

se conduzca como dueño, en los términos de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos'. En relación con el elemento normativo 

'servidor público', su contexto dimana de una 

valoración jurídica al tenor de una ínterpre.n 

auténtica del "rtícu 12 del Código PeniJl Federal; 

el cual ha sido vía scrito. En 1'b1ación 

u ~rpretaci6n 
deviene de una valoración cu ur y se le concibe 

iº. · .t~do aquello qu . ver. on fundamento 

ego en fa ley. PÓ( lo . h ce al elemento 

fitrlmonlo', le con s 10~ va ración cultural 

~~¡ l!ima como la u e /os bi~nes y riquezas 

.~ .... persona.~n A ió 

de su vatoració~ tu · 1 

concepto. la cos~teria inmateri I que puede 

producir alg~ !:eneflclo· de e cter atrlmonlal. 

En lo concer7iiilhte al último elemen o 'dueño'6 es 

.la perso~ue detenta la propiedad de una cosa o 

derecho.--- Derivado de Jo anterior, es nítida la 

convergenc~a y afinidad existente entre el artículo 

224 de ta Ley Sustantiva Penal Federal y Jo que 

dispone el párrafo tercero, de la fracción 111, del 

artículo 109, de la Constitución de la República; 

( ~ destacándose el respeto a la voluntad del pueblo 

mexicano, en el sentido de que sus servidores 
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públicos actúen con la debida honradez, lealtad, 

imparcialidad, economía y eficacia; circunstancias 

que se traducen en el bien jurídico tutelado; en 

salvaguarda del cual, de conformidad con la 

trascendencia que se Je confirió al fenómeno social 

(la aplicación del peculio del Estado en favor de Jos 

servidores públicos) identificado por las fuentes 

reales del derecho y que dieron motivo a la reforma 

de mérito3 se justificaba la necesidad de 

excepcionar principios que rigen al Estado 

Democrático '. y de Derecho, aun a las garantías 

lndlvlduales!I pues fue la fórmula legal que el 

legislador estructuró para hacer frente a¡·.cí .. :_.; 

problema social; ello con apoyo en la potifta ,,~. : 
en tal sentido lé confiere el articulo 1 º de la PI'. ~ - . · 

Constitución Federal; q~e en lo co.n.c:{u.~,~~=t , 
~-~!~ señala:-- 'En los Estados Unidos Mexican~~ 

individuo gozará de las garantías que otor9'~&ta 
Constitución, las cuales no podrán restringirse ni 

suspenderse, sino en los ca~os y con las 

condiciones que ella misma establece'.-- La 

convergencia entre el dispositivo , legal que 

describe al enriquecimiento .ilícito y la norma 

constitucional de mérito es tal~ que prácticamente 

existe identidad · entre los elementos que se 

desprenden del juicio de tlplcldad practicado 

respectivamente a las mismas.-- Sentadas que han 

sido las premisas -anteriores, es factible ahora el 

análisis particularizado de los conceptos de 
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esgrimidos por el impetrante de 

ello no sólo por seguridad y certeza 

mismos.-- a).- Es así que, respecto del primer 

concepto de violación, estructurado en ef sentido 

de que el artículo 224 del Código Penal de la 

Federación, describe el delito ~e 
enriquecim.ien el impel{!nte de 

garantías, care nú eo ese~al de 

prohibición, toda vez .que el ' riq e~nto' a que 

se alude, no es un compo a iento, sino el 

. ,.. eta prohibida; o cu,~PJJC 

~~rificP6de leg . id. 
. . ti1..C1'*-
-··~llfdividua'/ p ..... , ... ..._ 

al no especific~en 

elementos claros';fiiPcisos y 

Jo que so1-!!~ne el quejos delito de 

enriquecimieriftf inexplicable, satisface 

perfecta~te los lineamientos a que se refiere el 

artículo 1 /?constitucional, pues en él se contienen 

elementos descriptivos de la conducta, de carácter 

objetivos y normativos, incluso, en su juicío de 

típicidad requiere para su comprobación de.: 

calidad especlflca del activo; circunstancias de 

temporalidad y ocasión; autoría material o mediata; 

conducta verbo núcleo del tipo; Incurrir en el 
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enriquecimiento ilícito, aumentar; adquirir; 

conducir; objeto materia/: patrimonio o bienes¡ así 

como antl}urldlcldad específica: 'cuya procedencia 

lícita no se pueda justificar'.--- Luego, sJ bien es 

cierto el 1enriquecimiento', según lo denotó et 

impetrante de garantías, no es la acción prohibida 

por la norma, sino el resultado de la misma; sin 

etnbargo, ello no es suficiente para arribar a la 

conclusión de que el tipo penal analizado carezca 

de una conducta o verbo típico; puesto que según 

se estableció a través del juicio de tipicidad 

practicado al tenor del contenido del artíc':'-lo 2~ 

del Código Penal Federa/6 ésta se c</nsr,lij 
precisamente por aquella acción quJ · .. /~ 
directamente sobre el resultado;· es decir, cual~~.~ 
conducta desa"ollada por el servidor ~ó~~~Tt~ 
lo haga incurdr en enr;q.uecimiento 11/cltd,IEWN#o 

justificarse plénamente la licitud del mlsmo.M-- La 

aseveración anterior es factible desprenderla a 

través de un análisis exegético de ~a propia ley; en 

la especie del articulo 224 del Código ·Penal de la 

Federación; pues al buscar en sus orlgenes el 

espíritu o voluntad de la misma, se tiene que de 

acuerdo con la exposición de motivos que dio 

origen a las refotmas al Código Penal Federal, 

publicadas en el Diario Ofic;aJ de la Feder:ación de 

cinco de enero de mll--novéclentos ochenta y tres; 
el bien }urldlco tutelado consiste en la honradez en 

el manejo de los recursos der pueblo y el respecto 

., 

,i:-- , ... 
i · .. ~ - : 
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su obra Enriquecimiento Jlícito de Servidores 

Públicos, Cárdenas Editor y Distribuidor, MéxicG, 

Distrito Federal, 1999, página 105¡ ' la conducta 

.. 
t(PíJ;a:a:. Vlli'bo núcle 
;if..i~ ~ACJoM. 
'>61.nJ.t. c[fllfllldfJn y 

injustificadament~ es 

enriquecimiento ~ito, 

ama de los 

conducta 

en 

la 

legitimidad cjfJ! ~umento patrimon Esto es, la 

conducta no 'We1 solo enriquecimiento ilícito; pues 

éste, en ~caso, ciertamente es ,e/ resultado de la 

acción. La conducta requerida por la norma es 

cualquier ~edio empleado (la norma 110 exige 

alguno en particular) por el servidor público con 

motivo de su encargo, que sea susceptible de 

representarle un íncr~mento patrimonial 

~ injustificable. Sin que en el espíritu del legislador 

se denote interés alguno por la necesidad o 

0004 () 2 
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exigencia de la precisión sobre Ja conducta que en- · 

particular generó dicho incremento; puesto que si 

dentro de la propia reforma de cita, igualmente se 

establecieron diversos delito1s en los que pueden 

incu"ir los servidores públicos (uso indebido de 

atribuciones y ·facultades; intimidación; ejercicio 

abusivo de funciones; tráfico de Influencias; 

deslealtad; cohecho; peculado, etc.) y generarles 

un incremento patrimonial; es ·obvio que la 

intención del legislador al crear el delito de 

enriquecimiento Jllclto, en su afán de brindar la 

mayor cobertura posible a la lncorruptlblllsta~a.- ··f. 
servicio público, fue e./ de captar todas aqu -. ' 

conductas que no encuadraran en los dispófi~~ 
, • ;"WIJ' 

legales especiales, pero que finalmente tr~~~.~ 
1 

el interés de la transparencia en el servicio ,pH1~¡r 
• • ttCftHAAfA"'· G' 

por fo tanto, estructuró la norma a través de un 

verbo cuya ampfltud es capaz de cumplir con el 

·~ 

,. ..... . 
~111-

objetivo planteado (incurrir en enriquecimiento .• 

ilícito). lnclUSOt n·O se puede perder de Vista que el 

a.ntecedente legislativo de la figura jurídíca que en 

la especie nos ocupa, lo fue precisamente el delito 

de enriquecimiento inexplicable a que se refería el 

articulo 103 de la Ley de Responsabilidades de los 

Funcionarios y Empleados de la Federación, del 

Distrito y territorios fede.rales y de Jos altos 
v· ··- ~ 

funcionarios de los Estados; de manera tal que si 

como lo pretende . el peticionario de garantías, 

dentro de Ja descripción legal del delito de 

134 

' 

~ ... 



• • • • 1 • ~ • • • : 1 

J./ l: / 
• 1) '9"'4 . ... :.o . 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000.G 0 C 4 0 3 

• 

ilícito, el legislador hubiera 

taxativa las conductas 

concretas que Inciden en el incremento patrimonial 

'injustificado', esto las tornaría necesariamente 

como un enriquecimiento totalmente explicable.--

Consecuentemente, a través de un correcto 

raciocinio 

ea~HO 
.E V>-~ ,c.ClON. • 
~flit~Venc16n d1 e 

pues según se ha r, .... _ ..... ,n.., 

ello no es 

carezca del 

legalidad; 

plasmó el legisla~a trav el verbo 1i · f en 

enriquecimiento 'ifiií{o; el cual ta precisamente 

aquella acci~J"" efecto de amasar unas sin una 

justificación -Vta.--· De esta manera, en forma 

contrari~ argumento esgrimido como primer 

concepto de violación por el impetrante de 

garantías, se carece de razón legal para determinar 

la lnconstitucionalidad del artículo 224 del Código 

Penal de Ja Federación, dado que éste también es 

acorde con el principio de legalidad consagrado 

. ~~ por el artículo 14 de nuestra Constitución Federal; 

estableciendo en su conformación típica, según lo 

----
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ha requerido la Suprema Corte de Justicia de Ja 

Nación, elementos claros, precisos y exactos que 

Inciden para brindar Ja debida seguridad y certeza 

jurfdica a los gobernados.--- Al respecto, conviene 

reproducir la opinión del Doctor Enrique Díaz 

Aranda, quien en las páginas 151 y 152, de su obra 

citada, respecto del tema de la conducta a que se 

refiere el tipo penal de enriquecimiento Ilícito, 

man/fíes.ta: 'En este orden de Ideas, es el Juez 

quien en el caso concreto debe determinar si la 

conducta del servidor debe ser sancionada 

penalmente. Esto, a primera vista parece vi9la.t: . . . ,,. . ~ . ~ ...... ; .. ,,: 

fla~rantemen~e la garantía de legalidad i~se4'~~i . 
articulo 14 parrafo tercero de la Const1tuc16n·/ ' ~ 

ordena no imponer pena alguna no decret.8dá~~:J~~ · 
una ley exactamente aplicable al delito de qu .... r 

. ,. , . . · !·JUS'l'iC 
trata, lo que visto desde el ángulo de la leypenífltlrow 

del hecho subsuinlble en ella1 implica el mandato 

. •, 

de hacer leyes en que se:·, describa precisa, • 

minuciosa y claramente fa conducta incriminable. 

Sin embargo1 no debemos olvidar· que el Juez en 

dicho caso contará con los siguientes elementos 
, 

.insertos en el tipo: la calidad del sujeto, el uso 

indebido de la función pública, el enriquecimiento 

que se produce. De igual forma se tomará en 

cuenta de acuerdo con el artículo 213 del Código 
• • Jo'' 

Penal, la naturaleza ·del empleo, cargo o comisión 

públicos; los m9dios a través de los cuales se 

incrementó el patrimonio del servidor; la gravedad 

-
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. ·:. ·~ · ~'ie la conducta; la intención del servidor y ta 
~,.-;:-;. 

inaplicabilidad dé alguno de los tipos previstos en 

el Título Décimo del Código Penal. De esta guisa, 

la labor integradora del Juez estaría fundada en la 

ley misma, Constitución, Código Penal y demás 

ordenamientos jurfdicos aplicables. Aunado a lo 

anterior, debemos recordar que el Juez, al aplicar la 

ley al caso co creto, · variablemente está dic~o 
estrlg!amente 

personales ( ... )'--- del 'S'bgundo 

concepto de violación 

·tita peaa?A. Sin 
j ....,.p 1.A. N.'.C\ON. 

~~E,,.viene igu 

es, ciertamente d~o de lineamiento 

consagran en un ~ado Dem rático de D recho, 

se encuentra~ectre otros el princ · de inocencia, 

caracterizado '}iorque toda persona inocente 

hasta eti!::;J!nto no se demuestre lo contrario; 

asimismo, se reconoce la obligación del Estado de 

probar Ja acusación y no del inculpado demostrar 

su inocencia. Más no obstante, respecto de dichas 

máximas, no se debe perder de vista su naturaleza 

jurídica, la cual atañe a meros 'principios rectores 

' del derecho', y no a derecho positivo vígente; los 

cuales, ciertamente han sido reconocidos por 

> • • 
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nuestro país al suscribir diversos tratados · 

internacionales que los contemplan; por lo tanto, 

dichos principios se consideran como constitutivos 

de la ley misma de nuestro país. Pero no obstante 

ello, de conformidad con el artículo 133 del Pacto 

Federal, se consagra la Supremacía Constitucional; 

por lo tanto, priva ésta aún sobre los tratados 

Internacionales, y por ende, s·obre los principios 

que en e/la se consagran. Lo anterior ha sido asf 

definido por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de ~a Nación, en Ja tesis jurisprudenc_i ft;1 

P. LXXV/1199, visible en la página 46, T?~"!°ij: ' 
Noviembre de 1999, del Semanario Judicial ti'. · . 

~ . .- • ¡ 
Federación y su Gaceta, Novena Epoca, cuyo rubro. ·. 

y texto a la l~·tra dicen:--- 'TRA ~~lj 
INTERNACIONALES. SE , ·Jm3'tt.J 
JERARQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES 

FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO 

RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN F~DERAL. 

Persistentemente en la doctrina se ha formulado la 

interrogante respecto a Ja jerarqula de normas en 

nuestro derecho. Existe unanimidad respecto de 

que la Constitución Federal es la norma 

fundamental y que aunque en principio la expresión 
1
••• serán la Ley Suprema de toda la Unión ... 1 

parece indicar que no sólo la Carta Magna es la 

suprema, la objeción es superada por el hecho de 

que las leyes deben emanar de la Constitución y 

ser aprobadas por un órgano constituido, como lo 

-·-~.~ . 

138 

~ ..... ... . 
. -



. • ! t • • • 1 • 1 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

que claramente indica que sólo la Constitución es 

la Ley Suprema. El problema respecto a la jerarquía 

de las demás normas del sistema, ha encontrado 

en la jurisprudencia y en la doctrina distintas 

soluciones,, entre las que destacan.· supremacía del 

derecho federal frente al local y misma jerarq~e 
los dos, en su tes lisa y llana, il. con la 

existencia de le cíona s ', y 18"de que 

encuentran en 

/il!fllM.mente debaj 

'10fl '19!M1a del dere 

interpretación del 

de·riva de que es~ comp 

son asumidos ~el Esta 

conjunto y ~erometen a todas s autoridades 

frente a la ~unidad internacíona , 

explica ~ el Constituyente haya facultado al 

Presidente de la República a suscribir los tratados 

Jnternaciona,les en su calidad de Jefe de Estado y, 

de la misma maneraJ el Senado interviene como 

representante de la voluntad de las entidades 

federativas y, por medio de su ratificación, obllga a 

-~ sus autoridades. Otro aspecto importa,nte para 

considerar esta jerarquía de los tratados, es fa 

139 
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relativa a que en esta materia no existe limitación ~ :·· ·. 

competencíal entre .fa Federación y las entidades 

federativas, esto es, no se toma en cuenta la 

competencia federal o local del contenido del 

tratado, sino que por mandato expreso del propio 

artículo 133 el presidente de la República y el 

Senado pueden obligar al Estado mexicano en 

cualquier materia, independientemente de que para 

otros efectos ésta sea co.mpetencia de las 

entidades federativas. Como consecuencia de lo 

anterior, la interpretación del artículo 133 ·11eva a 
considerar en un tercer lugar al derecho federal y al . .. •. ">1 

local en una misma jerarquía en virtud}. e( . ~~--
¡ ' 

dispuesto en el ar.tfcu/o 124 de fa Ley Fundame ~ ~-r · ·-~~ 

el cual ordena que. 'Las facultades que no¡ est ___ ~ 
expresamente concedidas por esta Constit,Jil/WN W A 

· JUSTICJA D 

/os funcionarios federales, se entienden resf!WfldaSE 

a los Estados'. No se pierde de vista que en su 

anterior conformacíón, este Máximo Tribunal había ,,. 

adoptado una posición diversa en la tesis P~ C/92, 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación. Número 60, correspondiente a 

diciembre de 1992, página 27, de rubro: 'LEYES 

FEDERALES y · TRATADOS INTERNACIONALES. 

TIENEN LA MISMA JERARQUIA··NORMATIVAJ.; sin · 

embargo, este Tribunal Pleno considera oportuno 

abandonar tal criterio y asumir el que considera la 

jerarquía superior de los tratados incluso frente al ~ 
derecho federar...... Ahora bi&n, en términos del 
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¡y.:; 

1 º constitucional, se reseña 

restringirse en los casos y con las condiciones que 

la propia Constitución establezca; en estos 

términosf el párrafo tercero de la fracción 111 del 

artículo 109 de Ja Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, del cual dimana 

directamente el ,dispositivo legal tifdado~e 
inconstitucion , o · · erarse ,qu~nsagra 

un principio que contravien ta to a la presunción 

de inocencia, al establece uVdicío de 

t-.... ~ 
- ~~-

público que no 

M~ ilícita de su 

1~- · onio; así co 

~·;:- ,cesal para que . 
carg._ probatoria y 

~u....:.- púb ·co acredite fa 

. c¿,gífi!llad de su _,,,.., ...... 

RitJíVlflll' a la regla racte ada por la 

obligación del E~ de obar la cul abilidad de 

la parte reo. L~nteríor n representa que el 

artículo 224 &!et Código Penal eral resulte ser 

inconstitucio;;M'; sino que indudablemente estamos 

en pres~ de uno de los casos de excepción a 

las garantías individuales a que Ja propia 

Constitución se refiere en su primer numeral; pues 

s./ de fa norma fundamental dimanan las garantías 

individuales, y entre ellas se reconocen ciertos 

principios rectores del derecho; pero es esta 

J misma norma fundamental quien las restringe o 

excepciona, no tiene por qué presuponerse la 

r ,., ..... J '· ( ' ' , ' I' ' , ) 0 v t: Y 
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inconstitucionalidad de Ja Constitución; por ende, 

tampoco se puede Inferir ésta en relación con un 

numeral de una ley secundaria que se adecua 

petfectamente a la norma fundamental.-- Ahora 

bien, Ja aludida excepción a las gara.ntías 

indivíduales,. no es un caso aislado dentro de la 

propia Constitución; ocurre lo mismo al menos en 

la~ hipótesis a que se refieren sus artículos 22 .Y 29; 

en relación con el primero, inicialmente se 

determina la p.rohibición de las penas 

trascendentes o inusitadas, entre ellas Ja 

confiscación . de bfenes; circunstancia q'ffi'' ~ 
c·onstituye en una garantía de seguridad jliríd 

~~} 

para los gobernados en cuanto a su patrimonio; ·s~ 

embargo, en el párrafo segundo del numer;¡;P~~ 

referencia, se establece una excepción· a· la· l1mm¡ " l
1

I EORfíAAJ1 
garantía; pues en su parte segunda, se determina 

que tampoco se considerará.. confiscación el 

decomiso que ordene la autoiiélad judicial, de los 

bienes, en caso de enriquecimiento ilícito1 en los 

términos del artículo 109. Por otra parte, en relación 

c·on el artículo 29 de la Constitución Federal, 

representa el caso clásico de la excepción al 

régimen garante del Estado, derívado de la 

suspensión de garantías individuales por motivos 

de invasión, perturbacicin grave u otros casos que 

engendren grave pe.llgro social; ello a efecto de que 

el propio Estado pueda hacer frente a tal situación. 

- Sin que se soslaye el hecho de que de 
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con Ja exposición de motivos 

del Pacto Federal, mismo que en su esencia es 

recogido por el artículo 224 del Código Pe.na/ 

Federal, que en la especie se tilda de 

inconstitucional; se aprecia la voluntad del pueblo 

de sujeta.r a sus servidores públícos a una justicia 

de carácter distri a, al tenor de un régim,~e 
trato desigual ue al sto de la soci~d, por 

virtud de su cali d es . ca; o para l&grar ta 

se ~úblico en 

prevalezca · sobre ta 

ad, incongruen 

es suDeriores 
1A C ORTE D'E 

"1l.A ~a distrib 
m llé.!IAI.. OE ~UERWl 
exposición de motiv 

ur.u,._,..,n, inmunidad, 

rrompan los 

úbllco tutela. 

según la 

ia de· que el 

régimen anterio'il/Jf:c ases en ebles para 
combatir con efec · ídad efe ·gueclmlento ilícito; 

1 

presentaba /~~as que permitían incremento del 

patrimonio diif servidor público e cargo al 

servicio ~/ico, sin Ja obligací6n de comprobar los 

medios lícllos de dicho íncremento; la debilidad de 

ese régimen derrotó fa voluntad politica de 

sancionar las conductas corruptas y reinteg.rar al 

pueblo los bienes que .se sustraen del patrimonio 

nacional; por lo tanto, el sancionar el 

., , ~ enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, 

cualquiera que fuera su fuente es la exigencia 
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ineludible del pueblo. Como elementos para el .. · . · 

combate frontal de tal problema social, el legislador 

estructuró precisamente esa excepción al principio 

de inocencia por e.I de culpabilidad y la inversión de 

la carga de la prueba para que sea el propio 

servidor público quien deba justificar Ja licitud de 

su incremento patrimonial durante su encargo. 

Más aún, de la exposición de motivos en que se 

sustent~ el génesis del articulo 224 del Código 

Penal de la Federación; como bien jurfdfco a 

tutelar, se ponderó la honradez en el manejo de Jos 

recursos del pueblo y el respeto íncuestiona?le ·~~ 

ley que debe Prevalecer en la actividad de tftZ 
servidor público; el aspecto teleológlco de¡dl~ 
reforma se representó por el interés del pu~RR1.~ >

sancionar la adquisición de bienes cuy~n 
. . ~TMliA GE 

exceda notoriamente el ·monto de los Ingresos de 

los servidores públicos, cuya procedencia legitima 

no pudieran justificar; el objetivo planteado fue €# 
conseguir Ja renovación m'oral de la sociedad, Ja 

cual se consideró inalcanzable sin un régimen 

eficaz para prevenir y sancionar la corrupción del 

servicio público. Ese régimen que se propone, en 

congruencia con los lineamientos constitucionales 

previamente asentados, no es otro que una justicia 

distributiva para los servidores públicos; lo cual 

implica, entre otras cosas, diversas excepciones a 

sus derechos públicos subjetivos; muy en 

particular al principio de inocencia y la inversión de 
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transgrede .los principios rectores del derecho 

antes aludidos; menos ~ún se puede tildar de 

Inconstitucional en tal sentido el artículo del 

Códígo Penal que en la especie nos ocupa.-- e).· 

Circunstancia análoga acontece respecto del t.r 
concepto de v la n hecho valer por el 

peticionario de gara ·as, elatlvo a que ~rticulo 
224 del Código Penal de la 

~~ie la fracción 11 

e consagra la 

Ello se hace 

enriquecido inju~ente, cual, se 

obligarlo a dec ar contr. 

en 

la 

consiguientetb eoncu/cación al ntení o de la 

citada fracci6ifll del artículo 20 constítu~ional, o 

incluso ~rinciplo de auto encubrimiento.--- Lo 

anterior, deviene Infundado, pues en un primer 

plano, el q(!ejoso p·arte de una premisa falsa; lo 

cual, necesariamente lo conduce a una conclusión 

de Igual naturaleza, pues ni a través de Ja Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores 

i'~ Públicos, ni del Código Penal Federal, se constriñe 

o se obliga al servidor público para que declare en 
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su contra; única y exclusivamente se Je requiere'·· ···:. 

para que justifique la licitud de sus haberes ante 

una notoria discrepancia entre Jos mismos, 

respecto de sus emolumentos percibidos por virtud 

de su empleo, cargo o comisión. Y si b.len es 

cierto, que en caso de no hacerlo así, puede llegar 

a ser sujeto de responsabilidad administrativa o 

p~nal, ello es un hecho Incierto para la autoridad, 

pues en~ todo momento, el funcionario público 

puede acreditar la licitud de su patrimonio. Al 

respecto, no ·.se puede perder de vista que el tipo 

penal que d~s~~be et artículo. 224 del ~6di~16'.~~ 
de la Federac1on tampoco exige acreditar el m~~ 
por el cual se obtuvo el enr;queclmlento llícitc); 'iJ 
decir la forma, la artimaña o en general la c"°'t1Ctf4\ 

desplegada para su obtención~ pues de anr~~iehi 
lo inerplicable del enriquecimiento que se reputa 

illcíto, al no corresponder .-... con aquello que 

Jegítímamente debe detentar · el servidor público ·~:::,. 
para aumentar su patrimonio o. adquirfr bienes 

licltamente. Por ende, no conforma exigencia del 

tipo penal la acreditación de la forma, medio o 

conducta realizada previamente para incurrir en 

enriquecimiento 'Injustificado,; pues en el caso 

contrario, esa circunstancia lo tornaría 

necesariamente como un enriquecimiento 

totalmente explicable....... En segundo término, de 

. manera contraria a Jo argüido por el Jmpetrante de 

garantlas, en nuestro derecho positivo vigente, la 
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opera 

exista 

dispositivo legal alguno o principio que lo haga 

extensivo hacia la fase administrativa verificada 

ante la Contra/orla correspondiente, como lo 

propone el impetrante de garantías. Es decirs 

el artículo 20 de nuestra Constitución, 

categóricamente d' e que 1Qn todo proces~I 
orden penal, te rá el i\ulpado las ~uientes 

garantías (11.- No odrá ser o · ado a deefirar); al 

remitirnos a lo que ' ne et'artic ~el Código 

· \~:~ .eral de Procedimiento en~s, éste describe 

·-t~i;~~ iversos procedimient .s q rman dicho 
~- . ( . . \ . 
~<'.~ go ave.nguac1

1 
p~~v1a, 

~~-t~u~Jón, primera i\sta ~ . segun a instancia, 

~jeclJOIJón. y los '" lativ~ a enores e 
l" fll" : ~ \ 

·inimputablesJ,· pose o ente, del 

ordenamiento ad~o ~ta, es btec que los 

procedimientos prein ruccíón, p ·mera y 
1 

segunda in~ntía, constituye el pro@So penal 

federal; lueg~or disposición exp s de la ley, la 

garantía~ no auto incriminación, só o opera en 

estas etapas del procedimiento; e incluso en la 

averiguación prevía~ pues así se desprende del 

contenido de la fracción 11 del artículo 20 

constitucional y el penúltimo párrafo del propio 

,....-· numeraf ...... - En este contexto, el hecho de que 
:¡ 
-j,. dentro del proc&dimiento administrativo seguido 

ante la Contraloría respectiva, se exija que el 
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servidor públ/co acredite la lícítud de su 

patrimonio, no tiene porque considerarse como una 

forma de obligarlo a declarar en su contra, sino 

exclusivamente como el ejercicio de la voluntad del 

pueblo, plasmado en el contenido del párrafo 

tercero, de la fracción 111 del articulo 109 

constitucional, y recogido por la ley secundaria, 

para garantizar la legalidad, honradez, lealtad e 

Imparcialidad, que los servidores públicos deben 

observar en el desempeño de sus empleos, cargos 

o comisiones.-· d) ... En relación al cuarto de Jos 

conceptos de violación esgrimido por el quejoso_, . 
. ~· 

en el sentido de que el anfculo 224 del / Cq1i9.le 
Penal Federal, consat1ra un delito de 1

sospe.w~~ 

que transgrede el principio 'lndublo pro reo~~ da · 
. 1 -~ 

que la presunción de inocencia sólo pu~fMtA 

destruida por prueba en contrario aportada·~ 
órgano de acusación. Al respecto, dicho concepto 

de violación deviene Igualmente de infundado; en 

efecto, al tenor del principio del dere<?ho que señala 

que donde existe la misma razón, existe el mismo 

derecho, así, si el quejoso alude que el dispositivo 

legal en comento. transg.rede un principio rector del 

derecho, como antes se señaló, éstos obran tan 

sólo en los tratados internacionales, o bien como 
... -· -

nocio.nes fundamentales de ·un Estado Democrático 

de derecho; las cuales, por virtud del principio de 

Supremacía Constitucional que se establece en el 

ar6cu/o 133 de la propia norma fundamental, se 
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dispositivos constitucionales son los que deba 

prevalecer; máxime por mandato de ella misma, 

entratándose del delito de enriquecimiento ilícito, 

se establece una excepción no sólo al principio de 

Inocencia; sino además, una Inversión de .la carga 

probatoria, para que sean tos servidores púb'i¡ós 

quienes deban j la · · d de su p~monio; 

luego, es inconc e ·'chas e cepcloni;l deben 

prevalecer sobre las reglas) néri ~sto es, el 

eo' o la noción 

n emb o, e tratándose 
~ 

del delito de en~clm o llfclt e a noción 

tjene su seno en ropia Co titución Fooera/, de 

acuerdo con¿:_tar, exposición de ~os que dio 

origen a la ~pectiva reforma, po irtud de lo 

trascen'*')l del problema social que dicho 

fenóme.no representa, se impuso la necesidad de 

tipl.ficar a ese nivel el antijurídico descrito; ello, 

según se acotó, para acabar con cualquier duda 

que pudiera existir sobre el imperativo de 

sancionarlo; para combatirlo adecuadamente era 

menester erradicar las deficiencias del régimen 

anterior de tutela que permitían el incremento del 
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patrimonio con cargo al servíclo público, sin la · · 

obligación de comprobar los medios lle/tos de 

dicho enriquecimiento; por lo tanto, en aras de 

sancionar las conductas corruptas de los 

servidores públicos, fue menester sujetarlos a un 

nuevo régimen de derecho sustentado en una 

justicia de carácter distributiva, con un trato 

desigual al resto def conglomerado social, derivado 

de su propia calidad específica que también los 

distingue de aquélla. La caracterlstica primordial de 

tal régimen ·10 fue precisamente la inversión de la 

carga de la ~rueba, con ef rompimiento ne,f~sa" .·-.e 
del principio de ·inocencia por el de un princlpf 

culpabilidad; donde la obligación de prob.ar·"'· . · 
¡ . 

licítud del incre~ento patrimon.iat: · .1wek'éM 
precisamente en el propio servidor público-y -·~!'i§if'-· 

· 11.CRET~!llA · 

el Estado para acreditar la ilicitud del mismo. 

Luego,. es claro que se está en presencia de una 
:; 

hipótesis de excepción de las garantias 

individuales a que alude el primer at:tículo del Pacto 

Federal.-- . En este contexto, el articulo 224 del 

Código Penal de la Federación, aten.d(~ndo a lo 

desproporcionado del incremento del patrimonio 

del servidor público, en relación con el monto de 

sus ingresos percibidos por el encargo 

desempeñado; válidamente puede sujetarlo a un 

principio de culpabilidad e' infligirle la obligación de 

probar la licitud de dicho incremento; no obstante 

que con ello se transgreda el principio de inocencia 
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pues tal disposición encuentra perfecto respaldo 

constitucional, quien previamente excepc;onó para 

el caso concreto las garantlas individuales 

respectivas.-- Por Jo tanto, desde dicho aspecto 

propuesto por el impetrante de garantías no puede 

considerarse como Inconstitucional el articulo 224 

del Código Penal de fa Federación, por el s~e 
hecho de que norma ompa con el ~quema 

tradicional de acusa robación p'"'Sr parte 

del Estado.-~- e).- En lo inheren I ~o y último 

i~-~: ~pto de violación aludido r el quejoso, 

lf.f! . .o a que el articul Código Penal 1,:·. · /, contiene un tipo kenal en b~nco, al hacer 

A ~IJ~.r¿.r*8Jisión dire a Ley \ Federal de 

r:J~iHil{l¡bilídad de os ervidonis Públicos, 

cuando exige que del a mento del 

patrimonio se ju~qu Jo.s térmi os de la 

propia Ley Fede~ntes ci ; sin em .,argo, en 
'· dicha ley noH:rece la forma e ue el servidor 

público debe ~creditar el aumento patrimonial; 

circunst~a que de manera contraria a lo 

establecido por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación_ hac:e que dicha remisión, no sea clara, 

precisa y exacta, en. perjuicio del principio de 

legalidad.-·- En lo inherente a dicho concepto de 

violación, éste resulta ser infundado, pues el 

"j _ ímpetrante de garantías realiza una interpretación 

errónea del contenido del articulo 224 del Código 

00t1 4.1 1 
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Penal de la Federación; pues en primer término, 

dicho numeral no encierra un tipo penal en blanco, 

dado que en realidad, en tal dispositivo legal, de 

manera contraria al argumento del petícionario de 

garantlas, no se acude a la Ley Federal de 

Responsabilidad de tos Servidores Públicos para 

complementar al tipo fundamental; pues éste, 

según se destacó en el juicio de tiplcidad 

practicado en abstracto, contiene peñectamente 

sus propios elementos descriptivos de la conducta; 

sus elementos de carácter objetivos y normativos; 

una calidad específica para el sujeto :a~r· -, .. ~,: 
(servidor público); circunstancias de tempo~aU . f 

y ocasión; la forma de intervención (aútor, .. 

material o mediata); una conducta verbo núctJo. del · 
. . -·tlPREt; 

tipo (incurrir en el enriquecimiento ílfclto,· aum~ 
. ORET~" 

adquirir, conducir); un objeto material (patrimo~io o 

bienes); asf como una antij~ridicidad específica 

(cuya procedencia licita no se pueda justificar). Por 

lo tanto, de la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos no se obtiene elemento 

alguno qu& se constituya en esencial del' :tipo penal 

analizado; sjno que la remisión que se hace a tal 

dispositivo, es única y exclusivamente en alcance 

del contenido de un elemento no.rmativo de 

valoración jurídica, cuyo contexto dimana 

precisamente de lo dispuesto en el artículo 87, del 

citado ordenamienio:-.:::: Así pues~ cuando en el 

artículo 224 del Código Penal Federal 

• ; .. : •I• .. \ , 
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determina:- 'Artículo 224.- ..• · Existe 

no pudiera acreditar el legítimo aumento de su 

patrimonio o la legítima procedencia de los bienes 

a su nombre o ele aquéllos respecto de le>.$ Cuales 

se condujo como dueá.ct en los términos de la Ley 

Eecleral de Responsabilidad de los SetYidores 

eilb~.·- Dicha remisión es únJc~ y 

,,Jlv.dfi' Código Pe a , ,se;~ 

~~ adquie n I se 

nw>ecto de los cua 

En 

consec~ia, cuando en el tipo penal analizado se 

habla de los bienes respecto de los cuales el 

servidor público se conduce como duelfo; por &/los 

se debe entender: 'los que reciban o de los que 

dispongan su cónyuge y sus dependientes 

económicos, salvo que se acredite que éstos lo 

"'W° obtuvieron por si mismos y por motivos ajenos al 

servicio público'.--- Por otro lado, el peticionarlo de 

oo n4 t2 
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garantfas1 Incurre nuevamente en una deficiente· 

lnterpretacl6n respecto del contenido y alcance 

respecto de la remisión que el artículo 224 del 

Código Penal Federal verifica a la Ley Federal de 

Responsabilidades de Jos Servidores Públicos; 

pues de manera contraria a sus argumentos y 

premisas, no atañe de ninguna manera sobre la 

forma o términos en que se debe pl'.obar o no la 

· legitimidad del aumento del patrimonio. o bien 

respecto del procedimiento a seguir para tales 

efectos; pf!es en su caso, ello sería ocioso, al tenor 
• • • •• 

de que nuestro país se rige por el sis,., : · ·. 
probatorio deno.minado mixtoj es decir, se -acf ,..,. · 

no sólo los elementos de convicción expres~_men, ~ 
reconocidos en la ley, sino además cualqui~~ 
medio capaz de engendrar una certeza juridl~~~ 
lo tanto, no habria razón legal alguna para 

establecer determinado medio _específic;o de prueba 

o procedimiento concreto -para jus.tificar la ""itf,, 

procedencia lícita del patrimonio de los servidores 
·, 

públicos.~- Por el contrario, de uña interpretación 

armónica del numeral que describe el ilfclto de 

mérito, según antes se reseñó, la remisión que el 

legislador plasmó en el mismo se refiere única y 

exclusivamente para el efecto de desentrañar 

cuáles son aquellos bienes respecto de los cuales 

el servidor público se-conduce como dueño; y al 

respecto el artículo 87 de la Ley Federal de 

Responsabilidad de los Servidores Públicos, 
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debida congruencia con lo dispuesto por el párrafo 

tercero, de la fracción 111 del artículo 109 

constitucional, donde se estableció el cargo a las 

leyes secundarias para determinar los casos y 

circunstancias en los que se deba sanc~r 

no 

terceras pe'tfJTtas; por lo tan era menester 

incluir aquf tdí bienes que detente u cónyuge, 

dependi~s económicos y aún otros; para 

hacerlo así, en la norma penal incluyó un elemento 

normativo cuya valoración es al tenor de una 

interpretación jurídica derivada de la Ley Federal de 

Responsabilidad de los Servidores Públicos, donde 

se precisó ya Jos alcances tutelares de la norma 

:i~ hacia terceras personas, o bien afines al inculpado. 

De otra manera, el bien juridico tutelado sería 
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fácilme11te transgredido con el simple hecho de 

registrar a nombre del cónyuge o de los 

dependientes económicos del servidor público, 

aquel patrimonio obtenido de manera ilícita; pues 

tal circunstancia no se encuentra descrita de 

manera textual dentro del tipo penal de mérito; lo 

cual generaría un serio factor de impunidad.-- En 

estos términos, es evidente lo infundado del 

argumento anallzado respecto del contenido del 

articulo 224 del Código Penal Federal; pues como 

se precisó con antelación, Ja remisión que en él se 

hace a la Ley Federal de Responsabilidad . d~ · .. ·~¡.:. 
Servidores Públicos, no atañe respecto de :·t.il"o(.·~ 

medios probatorios o el procedimiento raspea.· 1 

para justificar la legitimidad del patrimonifiiJ"At'lQ: A. 

como antes ha quedado destacado, dicha re·~~~. 
es única y exclusivamente p·ara dilucidar el alcance 

de un elemento normativo del .tipo penal, respecto 

de cuales son los bienes sobre los que el servidor 

público se conduce como dueño.--- f).- Por otra 

parte, este resolutor en potestad de amparo, no 

pasa por alto el hecho de que el impetrante de 

garantías sustenta dogmáticamente sus conceptos 

de violaci6n, de manera preponderante en la obra 

del escritor argentino Marce/o A. Sancinetti, 'El 

Delito de Enriquecimiento Ilícito de Funcionario 

Público, un tipo vioJatorlo del Estado de Derecho', 

Talleres Gráficos Edigraf, S.A., Buenos Aíres1 

Argentina; en el cual, después de que el autor 
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~ t 00041 4 4': . i 
-~~'~#-~ea/iza un análisis del artículo 268 (2) del Código 
~ ..... ~ 

.. 

• 

Penal de aquel pals, concluye medularmente que el 

delito de 'Enriquecimiento lllclto de Funcionario 

Público', que prevé y sanciona el artícu.lo de 

referencia, no respeta el principio de legalidad, ni el 

derecho penal de acto; viola el principio de 

cl'ff11118;iarse o po de 

!~i¡jlf. dogmático. Cs\'Jsec 

y nociones, tam~~ son 

transpolación lis ~~ hacia 

penal, donde ne~rlame e se 
1 

de 

ciertas 

diferencias ~los derechos · entes. Es decí~ 

las nociones "déstacadas por el a 

pudieran0:Jr una doctrina destaca que en su 

caso Incida sobre una reforma sustancial del 

derecho penal o constitucional argentino; mas no 

obstante, dichas ideas, en nuestro país, no pueden 

ser ponderadas más allá del derecho comparado; 

toda vez que como se ha sostenido a lo largo del 

·9 · presente estudio, en nuestro pafs el artículo 224 del 

Código Penal de la Federación, surgi(;J · como 
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consecuencia de Ja manifestación de la voluntad 

del pueblo mexicano, en un patente acto de 

soberanía (artículo 39 constitucional), derivado de 

la imperiosa necesidad de evitar Ja corrupción de 

sus servidores públicos; para tales efectos, se 

instrumentó el delito de enriquecimiento Ilícito en 

tutela de la honradez, honestidad y lealtad que el 

propio pueblo exige para éstos. Previo a lo 

anterior, · a iniciativa del poder Ejecutivo y con 

aprobación del Legislativo (artículo 41 

constitucional), se modificó la Constituc~ 

(articulo 135 constitucional); y desde ese';-~ .. j ' 
fundamental, se plasmó la necesidad ·d.e~~~ 

tipificación del ilícito analizado¡ establecí~ndo~~ 
además, los parámetros a que el mism~ ~-s.ea • . 
ceñir; y por la destacada trascendencFVNf. 

fenómeno de la corrupción pública y el bien 

jurídico a tutelar, fue mene~~er _un trato desigual 

.. 

entre los desiguales (servidores púb/lcos) y en su 4IP 
caso, excepcionar para ellos alg~nas garantías 

individuales (artículo 1º constttuclonal).-- Por lo 

tanto1 a díferencia de lo expuesto por el citado 

Marcelo A. Sancinettl, en nuestro país, el delito de 

enriquecimiento ilícito, encuentra perfecta 

congruencia y sustento constitucional. Máxime 

que el estudio del ilícito por el doctrinario no se 

sustenta en nuestro , ... derecho punitivo vigente, 

tampoco en la exposición de motivos de las · ~ 
reformas constitucionales y sustantivas de 
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de diciembre de mil novecientos 

teleológico de las mismas. Por ende, no obstante 

de existir coincidencias en los tipos penales, sin 

conceder, su génesis y ap/icac/6n1 es indiscutible, 

tienen razones diversas...... Finalmente, lue~e 

haber sido analizados tanto de manera genff'a1, 

como de manera partic con~os de 

violación hechos or el p ticionarlo de 

de Ja 

elementos claros, pre ·s s 

requerido la Su~a 

Nación a través~ la 

aplicación d~ tey en materia pe gar~ntía de su 

contenido y '11cance abarca tamb1 a la ley 

misma '.~sim;smo, el precepto legal de cita, 

tampoco transgrede Ja garantía de no auto 

incriminación~, consagrada por la fracción 1, del 

articulo 20 constitucional, ni los principios de 

inocencia y de Ja carga probatoria, consagrados en 

diversos tratados internacionales suscritos por 

!f nuestro pafs, pues al respecto, la .· propia 

Constitución, al tenor de su supremacfa, estableció 
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para el caso concreto diversas excepciones a tales ·: 

principios.--· No se soslaya el hecho de que la 

Constitución Federal, al referirse al enriquecimiento 

ilfcito, proporcionó elementos típicos que sustentó 

la norma secundaria en su descripéión,· además, 

confirió al Congreso de fa Unlón11 o en su caso, a 

las Legislaturas de los Estados, los parámetros 

legales sobre los que se debía sustentar dicha 

tipificación; entre ellos, de manera preponde1ante, 

la obligación para el servidor público de acreditar la 

procedencia , lícita de su patrimonio; sentándo~se ~ 

con ello, de manera especifica para tal del/to/ ta ~ 

una excepción a·1 principio de inocencias asi c:'o.· :~ 
al principio general de la carga de la pru~~ 
(colisión de principios constitucionales)~l1,Ntv 

. ~~lf\ 
cuales, fueron recogidos por el Congreso.. .. 'la 

Unión al redactar el contenido del artículo 224 del 

Código Penal de la Federación. · Numerai que como 

1' 

se acred;tó a lo largo del presente análisis, el • 

Jegislador1 plasmó los principios - de claridad, 

precisión y exactitud que una norma penal requiere 

para ajustarse al principio de legalidad al 

conformar un tipo penal. Así, logró ajustar su 

trabajo legislativo al espíritu constitucional y a la 

exposición de motivos que dio origen a Ja reforma 

correspondiente.-- Luego, ante lo infundado que 

resultaron ser los conceptos de violación 

esgrimidos por el quejoso y no existir circunstancia '! 
alguna por suplir en cuanto a su deficiencia; lo 
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0004.1. 6 

íncons tltucionalidad 

Penal Federal .... " 

QU1NTO.- Inconforme con la resolución anterior, el quejoso, 

por conducto de su autorizado en términos del artículo 27 de la 

Ley de Amparo, interpuso recurso de revisión ante e~gundo 
Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer ~uito, el que 

acordó el catorce de novi mbre dos mil, remitir los autos a la 

competencia al T~I Colegiado 

hace a las cuestiones éJe legalidad. 

~ 

y 
, su Presidente por 

il, acordó formar y 

lo admitió y dio la 

Público de la 

en el sentido de 

la competencia 

ión y reservar 

Por acuerdo de catorce de diciembre de dos mil, el 

Presidente de este Alto Tribunal ordenó turnar el expediente al 

señor Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano, a fin de que 

formulara el proyecto de resolución respectivo. 

• -.. Posteriormente, mediante escritos recibidos. en este Alto 

Tribunal de veintisiete de abril y siete de diciembre de dos mil 
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uno, así e.orno de ocho de julio de dos mil dos, el quejoso, su · ·. 

representante legal, y el Ministerio Público Féderal, 

respectJvamente, soflcitaron se dictara la sentencia 

correspondiente. 

CONSIDERANDO: 

PRtMERO.- Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, es legalmente competente para conocer y •. , 
,~-

resolver el presente recurso de revisión, en términos de lo 

dispuesto en lo~ artículos 107, fracción VUI, inciso a), ~~ la 

Constitución Polftica de los Estados Unidos Me~~f' 84, 

fracción 1, inciso a), de ia Ley de Amparo, y 1 O, f~acG,.(r¡Í~~iso 
a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 18 Fe~b, en 

relación con el punto primero y transitorio primer6 --~~~uerdo 

General Plenario 6/1999, publicado en el Diario ~·~de la 

Federación el veintitrés de junio de mil novecientos noventa y 

nueve, en virtud de que se interpuso con posterioridad a esta 

fecha, en contra de una sentencia dictada por un tribunal ·"" 

unitario de Circuito1 en un juicio de amparo ~n el que se reclamó .. 
la inconstitucionalidad de leyes expedidas por el Congreso de la 

Unión, como es el Código Penal Federal¡ en concreto el articulo 

224, y subsiste en el recurso el problema de constitu~íonalidad 

planteado. 

SEGUNDO. Los agravios expresados por el recurrente en Ja 

materia de constitucionalidad, son los siguientes: 
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República, en relación con /os artículos 102, 21, 14, 

16, 19 y 20, fracción 11, de Ja misma ley fundamental, 

en relación con el artículo 224 del Código Penal 

Federal y todos con los artículos 76, 77 y 78 de la 

Ley de Amparo, ya que la sentencia pronunciada 

por el Segundo Tribunal Unitarío en Materia ~al 

correcta de lo......_Aral 

Ilegales (sic) a 

. "t . recurso. ;.de revisión, e 

- - - ~'- ·u.ndo· Tribunal Unitario 
1'8. 

mwlibj"trcuito, empieza 
e.~ t-1r::_~ 
--M~rse ·- por Co f 

párrafo de la pá~ 5 

Constitución es ~conj 

la ínte~~tación 

o titucío'ri7ales e 

dicho 

combate por 

lJ:r.-~reglstrado del 

en el penúftimo 

cepto de una 

un lug~ en un momento y 

menciona entre otros el artículo 135 de la 

Constitución en lo relativo a que puede ser 

'adicionada o reformada' y que en este caso el 3 de 

diciembre de 1982 'a instancia del Ejecutivo 

Federal, se presentó, la iniciativa de. reformas y 

-~ adiclo.nes a los artículos 108, 1091 110, 111, 112, 113 

y 114¡ asf como los artículos 22, 73, fracción VI, 
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base cuarta, 74, fracción V, 76, fracción VII, 94, 97, 

127 y 134' y a continuación en la sentencia a partJr 

de las páginas 19 a 29 se transcribe la 'exposición 

de motivos' que se envió por el Ejecutivo a los ce. 
Secretarios de la Cámara de Senadores del H. 

Congreso de la Unión.·- En base a esa exposición 

de motivos el Tribunal de Amparo consideró que se 

apr:eciaba claramente fef apego hacia una íusticia 

de carácter distributiva (trato desigual entre los 

desiguales); donde al servidor público, en atención 

a su carácter especfflco; en aras de la salvaguarda 

de su diáfano servicio y para ,...qu~I 

comportamiento honrado prevalezca ... sé ie 1fjló 
a una serie de condicio~es diversas que al res'le 

la sociedad común. Asi mismo; para· realiz{!r un 
. . 'i.'R~ 

combate real al problema ~e la corrupclór",1fi~t 
servicio público; en la iniciativa analizada se ·if61ó 
al Estado de un instrumento !egal (ius puniendi y 

ius poenales (sic)) que lo exenta de la habitual 

carga de probar su acusación'. De lo anterior se 
' • 

considera en la sentencia de amparo que el articulo 

109 de la Constitución Federal en el tercer párrafo 

de la fracción 111 estableció un sistema de 

excepción dentro de Ja Constitución General de la 

República para los funcionarios públicos y que por 

lo mismo no se les aplican las mismas garantías 

individuales que al r.e~t~ de los ciudadanos 

comunes, ya que (página 50 de Ja sentencia) 

'Dichas modificaciones al pacto federal, de acuerdo 
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.... 

atendían a Ja Imperiosa necesidad de una 

'renovación moral de la sociedad ... ' fue imperioso 

configurar constitucionalmente 'el enriquecimiento 

ilícito de los servidores públicos como base para 

erradicar ta duda sobre la posibilidad de su 

sancíón, así como evitar las lagunas que per~n 

·, 'i n diversos párrafi 

d ~84tfl"~~ a la 'volun 
; (>. ~!\ºº . ' 

se1JY~. Qi_,.fÍúblicos n \ 
\ l':í. 

derecho, al tenor de 

paro, antes de 

de violación 

'gimen especial de 

deslg al por ser 

Jos bernados 

articulo 1 º ~t pacto fe · ¡ se establecieron 
1excepciones Y¡,rJnclpios fun nta/es que rigen 

en tod?tado de derecho, 

Incorporados por la propia Constitución a nivel de 

derechos públicos subjetivos en favor de los 

gobernados; siendo así, que por voluntad del 

pueblo como norma suprema, se fincaron al tenor 

de las reformas aludidas cargas probatorias y 

• .._ procesales que debe de llevar el propio servidor 

público, aún de manera contraria a la regla general 
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que rige en nuestro sistema punitivo y que priva en'< .. . 
los estados democráticos; tal y como to es la 

INVERSIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA, con la 

consiguiente obligación p.ara el serv1dor público de 

ser él quien debe probar la licitud de su 

enriquecimiento y no el Es~do la ilicitud del 

mismo.--· La anterior interpretación que se hace en 

la sentencia respecto· de que el articulo 109 de la 

Constitución General de la República· reformado en 

1982 con motivo de Ja 'renovación moral de la 

sociedad', establece según la sentencia un régimen 

de excepción y priva a los funcionarios P91'llc ~i 
diversas garantías individuales, por ~-

. .\1 ·~ 
establecerlo la propia Constitución en su a · -

~~ 
1º. Se considera que lo anterior es una . ;~~~:~!Ui 

interpretación del mencionado articulo ·10$J~e\J./i . 
. • "'~"~"' ¡¡ . 

Constitución General de la República en relación 

con Jos artículos 102, 21, 14, 16, 19 y 20, fracción 

11, de la propia Ley Suprema, y en relación también 

con el artículo 224 del Código Penal Federa/ ... - En 

efecto, el artículo 109 de la Constitución General de 

la República no tiplficaJ por no ser su objetivo, 

ningún illcíto penal, sino que lo único que hace es 

establecer diversas obligaciones para Jos 

Legisladores Federales y Locales, como las 

siguientes:-- a. Expedir las leyes de 

responsabilidad de los servidores públicos.-- b. 

Expedir las normas conducentes para sancionar a 

quienes siendo servidores públicos incurran en 
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circunstancias en que deba sancionarse servidores 

públicos por causa de enriquecimiento ilícito, 

durante el tiempo de su encargo o por motivo del 

mismo, cuando no puedan los servidores públicos 

justificar la procedencia lícita de los bienes.--- d. 

Que las leyes penales sancionen ese delito c~el 
decomiso o pr;: ·' de la propfeda[_ de los 

bienes.-· e. o estable nin.gún rég~en de 

. : .• excepción ª' las # s in ual~i modifica 

~-/ ·stema acusatorio previsto e s artículos 21 y 1. e fa Constitución General República que 

-~- ga al Ministerio P Jic probar la 

!~~~·bllldad de los in De acuerdo 

~11---~terlor, se co ide 

fracción 111, tercer 1 de la 

obliga a los legi~ s 

'enriquecimiento 1to '; 

hayan dejaflJ!.. ... de tener 

constltucion~ contenidas 

referent~I debido proceso legal, del 16, en 

relación ctn Ja fundamentación y motivación, y las 

del 20, fracción 11, relativas a no autoincrlminarse. 

Estas reglas no se eliminan por la incorporación 

del artículo 109 de Ja Constitución en la reforma de 

1982, ya que dicho precepto no establece que 

" · deroga las garantías individuales a las que tiene 

derecho todo individuo y que están consígn~das en 
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el Titulo Primero. Capítulo Primero, de la 

Constitución General de la República. En su 

sentencia el juzgador estima en las páginas 29 y 30, 

en que sostiene que a los servidores públicos 'se 

les sujetó a una serie de condiciones diversas que 

al resto de la sociedad común' o en las páginas 66 

y 67 en que manifiesta que 'Lo anterior no 

representa que el artículo 224 del Código Penal 

Federal resulte ser inconstitucional; sino que 

indudablemente estamos en presencia de uno de 

los casos de fXCepclón a las garantías indivídduaJes .. 

a que la propia Cons~itución se refiere en ~a p · ·.-: . 

numeral'.-- De· la. transcripción anterior yfdei'. · .... . ~·~
de ta sentencia queda claro que et juzgador lle~;¡. · 
cabo una indebida interpretación de la exPO§.icj(>o.~, ~ 

l\)P 'l'- : 

de motivos y, como consecuencia de el~i-A.s . ..~~r 
indebida interpretación ·de ''aplicación del articulo 

109, fracción 111, de la Constitución Polltica de los 

.. i 

Estados Unidos Mexicanos.-- En efecto de la -

sentencia de amparo, se aprecia qqe el juzgador 

estima que el articulo 109 de la Constitución 

conduce a una justicia de carácter distributiva, que 

significa trato igual entre los iguales y desigualdad 

entre los desiguales. Para esto considera al 

servidor público como una persona diferente a 

todas las demás personas, es decir, para el 

juzgador existe una justicia para todas las 

personas en general y otra justicia diferente para 

Jos servidores públicos, creando una desigualdad 
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109, fracción 111, así como de ninguno de los 

preceptos constitucionales reformados .... - Esta 

afirmación encuentra su apoyo en la misma 

transcripción de la parte correspondiente de la 

sentencia, en donde expresamente el Segundo 

Tribunal Unitario estableció literalmente q~al 
servidor púbf 'se le su·etó a una serle de 

condiciones íversas e al res o de la ~e/edad 
común' esta aseveración co eni 

rrida -. ·resulta frontalmen 
• 

~sentencia 
ontrarla a los 

os Principios de sup ~ onstitucíonaJ y 

. igualdad que plasma \ omo esupuesto el 
~e . 

~· ~f~<JMzgador en su s cia.--- Debe quedar 

~A>~ la ConstJtuc · Po/1 ·ca d los Est.ados 

el País, por 

y Jos actos ~ ~utoridad, los · ue invariablemente 

deben estar ~des a esos princi · s consagrados 

en nues~ey fundamental. Como bl lo afirma el 

juzgador fn su sentencia, la Constitución está 

dividida en. una parte dogmática y una parte 

orgánica.-- Por Jo que se refiere a Ja parle 

dogmática, en ella se consagran las Garantfas 

Individuales, las que tienen las características de 

• ser inalienables, imprescriptibles e irrenunciables, 

por lo que todas las personas dentro del territorio 
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nacional deben go~ar · de las mismas, 

independientemente de su sexo, raza, credo, 

educación, condición social o actividad a la que se 

dediquen.·- Como garantía cons(itucional con las 

caracterlsticas antes Indicadas, encontramos las de 

los artículos 1º, 2º, 12~ 13, 17, 19 y 20 de la p,ropia 

Constitución que establecen expresamente la 
' 

igualdad de todas las personas que conforman la 

Nación . Mexicana, para que tocJas ellas sean 

gobernadas y en su caso juzgadas por las mismas 

autoridades, los mismos tribunales y las mismas 

leyes, a fin de que no existan. pr~viled:c 
desventajas de unos frente a otros.·- .E~ es . . .: ; . 

el Tribunal Unitario que dictó la sentencia rec~~a: 
partió de un supuesto equívoco e incons~!~~~º~..f.1, 
al consldfi!rar que el artículo 109, fra~fdim!~NIJ, · 

. . "J' - ~'t.\ AA'~ 
reformado creó una situación de desigualdad entre 

la población en general y los servidores públicos, 

estimando a estos últimos como personas que se 

encuentran en un estado diferente o. de excepción, 

en relación con toda la demás ·poblacl6n. Esta 

afirmación hecha valer en la sentencia recurrida se 

repite a fo largo de la sentencia, afirmándose 

reiteradamente que· los servidores públicos no 

gozan de las mismas garantfas constitucionales 

que las demás personas, cuando se colocan dentro 

del carácter de servidores públicos y sobre todo 

cuando existe alguna responsabilidad que se les 

impute, ya que en este caso los servidores públicos 

170 

·• 



·-/! J 
• ~· ·~ -"' 4 ..... . 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

penal, sino que hay un régimen penal para la 

población en general y otro régimen penal respecto 

de los servidores públicos.---· Esta afirmación del 

Tribunal de Amparo resulta flagrantemente 

violatoria de 'ª' misma Constitución, en especial de 

los preceptos constitucio.nales Invocados, ~e 

distinción que hace -... • ..,.., 

~tido de que 

el juzgador de 

tencia1 en 

garantías 

excepción o rest~n s garan . s Individuales, 

por Jo que la se ncia re rrida debe estimarse 

claramente ~l~toría de nue a Constitución al 

haber lleva(j¡f a cabo es 

ínterpre~n de la reforma const1 

especia/ del artículo 1092 fracción 111 de nuestra 

Constitución.·- Abundando en este concepto, 

podemos afirmar que en un estado de derecho 

como el nuestro y en un régimen democrático 

como el que consagra nuestra Constitución, el 

~ respeto a la persona como ser humano tanto en Jo 

individual como en lo colectivo, deben constituir la 

O ...... , /i 2" 1 VUL.! ,. 
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esencia y Ja razón de todas nuestras Instituciones~ 

--- Las garanüas indívíduales consagran los 

derechos fundamentales de las personas, 

destacándose dentro de esas garantías las que 

consagran derechos humanos, que son los que se 

relacionan con la vida, la libertad, en sus diversas 

manifestaciones, así como ta integridad física de 

las personas.-- Estas garantías ó derechos 

humano~ relacionados con la vida. la libertad y la 

integridad f/slca, también han sido postulados 

universa/es suscritos por el Estado Mexicano, por 

Jo qüe nuestro país está obligado a ~PP4· 
tanto del ámbito nacional, como frent•iSJa 

comunidad internacional.-- La restricci~o 
suspensión a las garantías indivldui;i,es .f.=est~n 

s uPR:· ~!'. 
previstas en los artículos 1º y 29 de riu~. "fley 

· • · ~~ -.Rl~ -

fundamental, sin embargo, esa restricción tiene sus 

causasl procedimientos y formas que también 

están expresamente previstas en la propia 

Constitución, por lo que para que estuviéramos en 

un caso de excepción o restricción de garantías, 

como se sostiene en la sentencia, debió haberse 

estado ante la hipótesis prevista en Ja Constitución 

y haberse cumplido Jos requisitos normales de tal 

restricción, lo que de ninguna manera ha 

·acontecido, ya que al reformarse el artículo 109, 

fracción 111, de la Constitución, no se alteró para 

nada el capitulo de garantías individuales y 

tampoco debe considerarse como una excepción a 

. ,. 
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istas garantías como indebidamente lo sostiene e/ 

Tribunal de Amparo en la sentencia recurrida. No 

puede aceptarse que el constituyente permanente 

al reformar el articulo 109 de la Constitución, haya 

creado un estado de excepción para Jos servidores 

públicos, como lo sostuvo el Tribunal Unitario en 

su sentencia, afirmación que de ninguna manera es 

aceptada y la que desde luego debe ser revoljita 

por la Suprema Co de la Nación o del._ Tribunal 

que conozca de es re rso de revisión. ~esulta 
inaceptable por cla 

eral y otras diferente 

pr~ ~los servidores 
g,JA 111·t.c.2 • 

c~tldl'"'-_,,.ªfirmación, l 

ser la ley suprema d 

historia 

otra pa~I Tribunal de Amparo, .'pronunciar Ja 

sentencia materia de este recurso d visión, hizo 

una indebi#a interpretación de las garantías 

constitucionales consagradas en nuestra ley 

fundamental, al estimar que en el caso concreto 

hay garantias que no son aplicables a favor de los 

.__ servidores públicos, los que se encuentran en un 

estado de excepción frente a las mismas. en la 
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medida en que no les beneficia el principio de 

inocencía, ni el principio acusatorio según el cual le 

corresponde al Ministerio Púb#co aportar fas 

pruebas pa~ demostrar la responsabilidad del 

inculpado. Resulta sorprendente por equivocada la 

aseveración del Tribunal que en su página 30 

manifestó que: 'En la Iniciativa analizada se dotó al 

Estado de un instrumento legal (it.1s puniendi y ius 

peonafe..(sic)), que lo exenta de la habitual carga de 

probar ·su acusación: en la especie, la Ilicitud del 

enriquecimiento llf~ito del servidor .~úb~: 

infligiendo · ' éste dicha obligación ¡.~..: 8 
transcripción anterior se despre.nde ñuévam~·1.
criterio inconstitucional y por ende equivocad~r 
parte del Juzgádor, .ya que en su sente11c»,Mi 

1 iJUS"í'1.;:1;.. ~' 
forma reiterada sóstlene . que a lo$ s'etwOetés " 
pübllcos se les colocót por virtud de reformas a la 

Constitución, en una situación diferente a la del 
•' -

común da las personas, por· io que en las causas t 
penales que siguen a los funcionarios públicos 

acusados por lá comisión del delito de 

enriquecimiento lllcito, Jos principios o garantías 

consagradas en la Constitución apllc.ables a las 

causas penales en general, no les son aplicadas a 

los funcionarios públicos cuando se les acusa de 

ese delito.··- En los términos de las garantlas 

constitucionales que en materia penal están 
._.fJ consagradas en los artfculos 14,, 16, 19, 20, 21y102 rr 

de nuestra ley fundamental, existe la facultad del 

174 



. -~ ~ .. • . . . 

1 " ........ .a 1 ' 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2.000. 

Público para la investigación y 

persecución de los delitos; la facultad de los 

tribunales judiciales para imponer las penas,· las 

garantías que protegen a los acusados; así como 

las garantías que protegen a fas víctimas de los 

delitos.··· Al aprobarse en el año de 1982 las 

reformas al artículo 109 de la Constitución, 

of?lígando al Legislador a expedir las ~s 
secundarlas q. ue establecieran el tipo pe~I por el 

delito de enrique imíe ilícitol de ningun;f:manera 

requisitos ~~titucionales 

cumplido, d~cuerdo con de la 

materia ~al.-~ De lo anterior se de ende que la 

apreclacitJh del Juzgador en el sentido de que la 

Constitución 'dotó al Estado de un Instrumento 

legal que lo exenta del habitual cargo de probar su 

acusación', result.a una apreciación claramente 

Inconstitucional, porque de la reforma 

constitucional y de la expedición del artículo 224 

del Código Penal Federal no se desprende de 

0004? 3 
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manera alguna ni por su texto, ni por su 

interpretación jurídica, ni por la naturaleza misma 

de las garantlas una excepción por restricción a los 

derechos públicos subjetivos que consagra nuestra 

ley fundamental, y de Jos cuales soñ destinatarias 

todas las personas, sean servlt;lores públicos o se 

dediquen a otras actividades diferentes, ya que no 

es · aceptable con<:ebír la idea, el criterio o 

resolución en el sentido de que los servidores 

públicos, por el sólo hecho de tener este carácter~ 

sean considera(lqs como personas di~ren(es-.'~.- · í 

no están ·protegidas por las gafaCMt.I 
\ ~t : 

constitucionales, ·.y a las que se consl 

presuntivamente como delincuente$, ,. 

demuestren lo contrario. Tal aberración ·no ,.~ . 
ser aceptada· por un Tribunal de constitucion'1Rflff · 

y de garantías, como lo son los Tribunales de la 

Federación.- El criterio del ju~gador diciendo que 

Jos servidores públicos están - colocados en una ... J 

situación desigual en relación ~ 1a·s demás 

personas, así como la afirmación de que las 

garantlas en materia penal no le son aplicables a 

los propios servidores públicos, porque hay una 

restricción o estado de excepción de dichas 

garantías para los mismos, es una afirmación y 

criterio que lo reitera el juzgador en su sentencia, 

en · efecto en las páginas 51 y 52 se hacen estas 

graves afirmaciones 'se afirma que el pueblo, en un 

claro ejemplo de justicia restibutiva (sic), externó 
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,~~ ~· 
~~u voluntad de sujetar a sus servidores públicos a 

un régimen especial de derecho, al tenor de un 

trato desigual por ser desiguales con el resto de los 

gobernados atendiendo .su calidad específica1

1 en 

otra parte sostiene que 'al grado tal de que en 

términos de lo que dispone el artículo 1º del Pacto 

Federal, se establecieron excepciones a principios 

fundamentales que rigen en todo estad~e 
derecho, que han sido incorporados por~ propia 

Constitución a niv · de derechos publicos 

; iendo así 

a suprema, 

idas cargas 

en lle ar el propio 

mismo'. ~ anterior transcripción resa a Ja clara 

inconstitucionalidad e ilegalidad de fa sentencia 

recurrida, porque en ella se .afirman sltuaciones 

totalmente contrarias al texto, espíritu e 

interpretación de la Constítución~ así como a fa 

naturaleza misma de Jo que es la supremacía 

constitucional y un régimen en donde prevalecen y 

se respetan Jos derechos públicos subjetivos o 
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garantías individuales. En el caso concreto~ no 

existe una dlsposlclón constituclonal que establece 

una excepción, restricción o suspensión a las 

garantías individuales de los funcionarios públicos, 

por lo que la Interpretación que en ese sentido lleva 

a cabo el Tribu;,at de Amparo, constituye una 

afirmación carente de fundamento jurídico

constituclonal. El artículo 109, fracción 1111 

reformado de la Constitución lo único que 

establece son los principios fund;imentales para 

que el legislador, en ejercicio de sus fac~ltade~ 

expldlera la Ley y creara el tipo penal para. el · . ftt :i· 
1 .... . . 

de enríquecimiento ilfcito, establecléndos~ e:n : 
leyes como· Jo indica literalmente el propio prece fti ·~ . · . . 

. . ~ S"i.'1CIJ 
constitucioifal, 'los ·casos' y 1 /as circi¡n$tane· 

las que un funcionario público se puede con .. , 

como autor del delito de enriquecimiento ilícito, 

pero dichas ~clrcunstancías ' y 'los casos' se 

debían .establecer cumpliendo con todas las lft 
garantlas constitucionales y fundamentalmente 

respetando el principio de legalidad.- El artículo 

109~ fracción 111, párrafo tercero, de la Constitución 
· ~ 

establece que las leyes determinarán 'los casos y 

las circunstancias' en los que se deba sancionar 

penalmente por causa del enriqueclinlento ilícito 

cuando 'aumenten sustancialmente su patrimonio'. 

Un análisis gramatical de ambos preceptos nos 

lleva a apreciar cómo en el texto de la ley ordinaria 

reglamentarla se incurrió en la abstención de 
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por causa de enriquecimiento ilícito; así como en la 

abstención de prever el elemento subjetivo de 

sustancialidad del aumento patrimonial del servidor 

público, del cual podria derivar la acusación 

respectiva.--~ En efecto, a pesar de que en el tipo 

penal se habla de 'enriquecimlento'1~el 
enriquecimiento como también lo ~ptó el 

Magistrado en . ncia es sólo el resJfiado dQ 

conducta. 

· ser ni un 

otlii8Jlt-an cía. 

. . stanclas, a manera 
~~,. :J)f: 

ltl_!Tf'l · '~§.Olfiquecimien to . ....L.i!lr-..KlllJ 

· ~8tWA~~ y en su ,..,,"'" 

a sancionar los caso 

riq(g;jmíento no 

n1 tampoco ut>a 

casos o 

prevista en la 

aria se dirige 

que dieran 

n caso ni 

una circunst~c!a la imposibilida 

encontrar eÍ~rvidor público para ·acreditar el 

legítimo ~ento de su patrimonio, toda vez que 

dicho elemento del tipo conforma un factor de 

antijuridlcid~d y nunca la acción u omisión 

sancionabfe por la ley penal.~ Bajo tales 

circunstancias, no cabe duda que el tipo penal que 

se analiza contravie11e el mandato constitucional al 

no contemplar en su texto casos y circunstancias 

específicas por lo que pueda llegarse a incun'ir en 
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enriquecimiento ilícito; debiendo decitse por último -

que el vocablo INCURRIR (que usa erróneaménte el 

Magistrado a lo largo de su sentencia) no puede 

asimilarse a los casos· y circunstancias a que se 

refiere el constituyente, ya que a través de 

INCURRIR (esto será motivo ·t!e an~/Jsis más 

adelante) se dejarla abierta la posibilidad al 

juzgadoi para incluir en el concepto cualquier acto 

o hechQ jurídico, susceptible de .oca~ionar un 

aumento patrimónial del funcionario siendo que la 

connotac/~n 'los casos y clrcun$tancial~·; ·- ~ · 
implícita una necesidad de especificidad) ca .' ~ ·. 
circunstancias eSpécíficos, previsto en la ··:n.,.; :-<.il -· 

penal, y no generalidades.-- Por otro ·¡-~~~I 

Constituyente previó en el texto de la· C~r11-
el elemento SUSTANCIALllJAD df{JI aumento 

patrimonial, como requisito fundamental del tipo 

para distinguir al aumento patrimonial regulár u 

..• 

ordinario, de aquél inusitado · y desprbporcional, ~ 
este último, efectivamente, el que debía ser materia 

de investigación. El aumento patrímoniál de los 

servidores públicos no debe ser sospechoso a 

priori, lo es solamente aquél que reviste un carácter 

importante o, co-mo el texto de la Carta Magna lo 

señaJa, sustáñcial.--- La ostensible abstención u 

omisión en que incu"ió el legislador al emitir el 

articulo 224 del Código Penal, como ha quedado 

dicho, implica una violac;ón· al mandato 

consagrado en el arlículo 133, a .partir del indebido 
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de las facultades que al Legislador 

con relación al 109, lo que se traduce en un 

quebrantamiento flagrante de la garantía de 

legalidad consagrada en nuestra Constitución, toda 

vez que la omisión escrita anteriormente existe, y 

que pese al mandato del artículo 79 de la Ley de 

Amparo, el Magistrado Ad quem no la re~ó 
como era debido, causa el agravio corres~ndiente 

en relación c los demás artículos ~ue se 

·~t:R!!!li:aron an te qlfl¡rocede la 

en su lugar, la 

t91Jrali~or virtud de la 

penalmente ¿afi un serv r 

enriquecímieiiM' ilícito, lo que sí 

o y protección 

9 de nuestra 

por 

los Le~dores que ,creen o e 

determinaefo tipo de delito; pero no cancela ni 

puede cancelar en forma alguna las garantías 

individuales como sostiene el Magistrado en la 

sentencia que se combate.--- La interpretación 

constitucional, según el Maestro Elisur Arteaga 

Nava1 es comprender el sentido de un precepto con 

base en sí mismo, en los té·rminos en que está 
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redactado y en todo su contexto. Por ello. las . 

Garantl@s Individuales, entendidas como derechos 

públicos subjetivos, pueden ser limitadas a efecto 

de que no se lesione una esfera partic1..1lar ajena ni 

se afecte el interés o el derecho de fiJ ·sociedad. Sin 

embargo la fijación de las limitaclot1es que se les 

impone la situación (sic) del gobern¡tdo como ente 

soc'lal, únicain~nte debe consignarse en los 

preceptos constitucionales que establezcan o 

regulen la garant(a indiv·idual co"esp0ncjlente o en 

otras disposiciones de la propia ley fundamen~l"'- " ~I 

articulo 1 º constitucional otorga garantía~· ~¡t;.. • . ~ ' · 
1 •• 

Individuo, es decir, a todo sujeto moral o ffsit :. · · ... 

esté en la situación del goJ;ernado, ··· :·p · 
categóricamente señala que no podrán testrf!!fWS'e 

1 ].US'l'lCU 
ni suspendérse las garantías individuales, ·s'8D{íf31 

los casos y condiciones previstos en la misma ley 

fundamental. be tal manera que la restricción 
. . 

constitucional no debe hacer ·nugatorios los 

derechos subjetivos públicos y l~s obligaciones 

estatales que en ástas se comprenden, ni alterarlos 

substancialmente, so pena de ostent~r el vicio de 

inconstitucionalidad.-- Trátese dé restricción o 

suspensión de las garantías Individua/es, se debe 

plasmar expresamente en el propio texto 

constitucional, y de ninguna forma, se puede 

. . 
'· ' 

presumir o dedu~~~--·l;,l .. Maestro Ignacio Burgoa, en lliil 
su obra 'Las Garantías Individuales' así lo ha ,._,. 

señalado: 'El ptoplo artículo 1º de la Constitución 
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t:i;~ .... ~(6declara que las garantías individuales sólo pueden 

restríngirse o suspenderse en los casos y bajo las 

condiciones que dicho ordenamiento supremo 

establece ¿Cuáles son los casos de restricción de 

garantías individuales? En el capítulo 2ª de este 

trabajo dijimos que las limitaciones o restricciones 

a las garantías Individuales sólo pueden 

establecerse por la mísma ley fundamental ... ~r 
otra parte, en e de que se restrin~an las 

garantías in "vlduale , co onde a las 

ello ~rde a la 

WSffl ~GARANTIAS 

109 

afirma~o por el 

e un\estado de 

ordáníca de 

dicho orden~~nto. Sin em 901 lo anterior es 

incorrecto ya l;ue, como se ha ñalado en este 

recurso, ~lo existe el precepto que impone al 

legislador tipificar el delito de enriquecimiento 

ilícito según sean los casos o circunstancias que 

así se consideren. Narciso Sánchez Gómezt en su 

obra intitulada Primer Curso de Derecho 

Administrativo (Editorial Porrúa, México 1998, 

páginas 418 y 419) señala lo siguiente: 1EI articulo 

109 de la Constitución Política Federal sienta las 
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bases jurídicas de las responsabilidadf!S de los· · 

servidores públicos tanto federales como locales, 

aunque no es muy explícito en todas .elléJS, pues en 

forma más ilustrativa tanto la mlsina constitución 

como la leglslación conducente sé abocan (sic) 

más a tre~ tipos de responsábllldades, la 

política, la administrativa y la penal... ·en esa 

virtud, para el ámbito federal, ·ta ley 

reglament¡,rJ~ de di~ho manclato cqristl~CJclonal 

para fincar tespónsabllldades de la ~deraci6n y 

del Distrito Federal, es la Ley Federa/..-;!~ 

Responsabili<l4des de /os Servidores · fü,11~ 
expedida el 30 ·de diciembre de 19fJ2, en ·dpnd• 
estatuyen dos importantes responsab(lidad~ 
atribuibles a dichós servidores públicos,~.·q'f-1~: 

Ja política constitucional y la aclmlnl~i;iitiJ.M.'Jfllflk 
otro lado, para hablar de la responsabilidad penal 

es necesario remitimos al libro segundo, Título 1 O y 

- . ~- -. . . 

Título 11 del Código Penal para el Distrito Federal lt 
en materia común. y para toda la Rep.úbllca en 

,. 

Materia Federal, en donde podemos Identificar las 

conductas particulares y el tipo de d~lito en que 

pueden ifiCiirtir los servidores públicos'. Debe 

concluirse entoh'ce.s, que la cotrecta interpretación 

de la Constitución, en particular el nut'fleral 109, no 

prevé o estatuye un estado de excepción que 

restrinja alguná _de las garantfas iñdividuales; 

puesto que, como ya se ha seffaladó, eñ el caso de 

que existiera tal restricción, ésta de,bería ser 
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el ilícito de enriquecimiento ilícito, y cuando ello 

aconteció, el legislador debió crear un tipo pen.al 

que respetara las garantías individuales previstas 

en nuestra Constitución a favor de todo individuo. 

El motivo de Ja demanda de amparo fue 

precisamente la inconstltucionalidad del at1~o 
224 del Códig Federal que ~oló las 

garantías de seg ·dad í · Por otr'i parte, 

,~~o se considera ace a I ~lusión del 

. ... y o en su sentencia en e s tldo de que el 

1 º de la Consti eneral de la 

del mismo 

los artículos 102 de 

~ República que es~c qu, 'incu al 
1 

inlsteriQ 

"'! Público de la Fediifición, ersecución, ante Jos 

tribunales d~~os Jos delitos el orden Federal ... 

buscar y p~tar las pruebas e acrediten la 

respons(!Jijdad de éstos', y el artículo 21 

constitucional establece que es a cargo del 

Ministerio Público la persecución de los delitosl es 

decir, con fundamento en los dos artículos 

constitucionales antes mencíonados es claro que 

es a cargo del Ministerio Público comprobar los 

delitos que Investiga y persigue ante los tribunales 

y acreditar la culpabilidad de las personas contra 
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•'· · · .. ·~ ,,. 
las que ejercita acción penal. El Procedimiento· · 

Penal Mexicano se construye en base al principio 

acusatorio y no inquisitorio. Los artículos 

constitucionales mencionados se encri,dran dentro 

de los principios rectores del Pi'óceso Penal 

Mexicano, siendo absolutamente Inexacto que el 

artículo 109 de núestra Constitución establezca un 

régimen de excepción a lo que· establecen los 

artículos méricloliados.-· Cuando ~I artículo 109 

establece las palabras 'serán sancionados' eso . . 
debe ocurrir. al sentenciar al s,,rvidor p(Jbllc · · · 

final de un proceso, en la que el Ministerio tpú·ll. lfUriJ 
y en base al ·sistema acusatorio presen~~f~ · - .. 

. . ' 
pruebas correspondientes y qµe el servldor ,pee,J~, 

no pueda acreditar la procedencia dfl ~us 'tlf fil! 
pero previamente el Ministerio Público debe probar 

que son ílicitbs los bienes t;ué obtuvo el 

funcionario por haberlos adqµirido éOn motivo de 

su cargo, .peto el artículo 109 no deroga los f1 
articulos 102 y 21 constitucional~.s e.orno sostiene . ...., . . 
el C. Magistrado en su resolución~~... tampoco se 

considera acertada la manífestací6t1 que. se hace en 

la sentencia~ en la penúltima línea de la· página 80 

en que el Mág/strado consídeta que la excepción al 

principio de Inocencia, así como al ptlncipio 

general de la carga de la prueba constituye una 

'colisión de ptínclpios constitucionales'. En 

relación eón este delicado y compléjo tema de la 

'estructutá éle las nofinas de derecho fundamental', 
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~~ ~1 . 
~ ..... ~~sostiene la sentencia que en la especie se da lo que 

en Derecho Constitucional se denomina '/a colisión 

de principios'.-- Me quiero referir a la obra 

denominada' 'TEORÍA DE LOS DERECHOS 

FUNDAMENTALES'. Centro de Estudios 

Constitucionales, Madrid, 1997 de Robert Alexy, el 

cual en el Capítulo 111, páginas 81 y siguientes, nos 

explíca que para la Teoría de los Dere~s 
Fundamentales ue distinguir entre~glas y 

Principios ya e esto · ye Ja clave para la 

t0~ ~ ,:ión de problemas cen le d~dogmática 
s derechos fundamenta/e y que sin ella no 

~g,iria existir una teoría satisfa de fa collsló11 

. •i,aiiiltipios ni tampocp suficiente 
E !..~ NAClOtf. . . ~~.to._ 
~c,;tr~et papel que ~an derechos 

fundamentales en un r · ·nado si tema jurídico. 

Nos dice que las 

llamadas 'princip · dist cíón entre 
\ d • entte os tipos 

de nonna, p~J> sostener ontinuacíón que las 

normas de u~rado de gener, · ad relativamente 

alto son~ncipios y las normas r tivamente de 

baja de generalidad constituyen reglas. Pero para 

efectos de Jo sostenido por el Magistrado en lo 

relativo a la denominada 'colisión de principios', el 

autor a que me referí a.nteriormente, en la página 89 

de su obta establece que las 'colisiones de 

p.rincipios' s,e dan cuando dos principios entran en 

colisión -tal como es eJ caso cuando según un 

0004?9 
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' . . ·~"' . 

princ1p10 algo éstá proh'ibido y, según otro 

principio, está. permitido· uno de ·los dos principios 

tiene que ceder ahte el otro. Pero, esto no significa 

declarar inválido al principio despl"z"do ... más bien 

lo que sucede es que, bajo cierta,s circunstancias, 

uno de los dos principios precede al otro; .. la 

tensión no puede ser solucionada en· el sentido de 

una prioridad absoluta de uno de .estos -deberes del 

Estado .. ninguno de ellos poseería 'prioridad sin 

más'. · M~s bien, el 'conflicto' debería ser 

solucionado·· 'a través de una ponderación · (le_~

intereses opuestos' ... esta situación ~~ .(Je . 1 
responde ~~acta~ente a la collsl9n de (Jrincip1 ~
Considero que en la ef!pecie no se da la icoli$iÓn · ·~ 

principios' e:ntte el artículo 109 de la Con$t~én 

General de la República y el capítulo de g~lflj/~ 
individuales1 ni el sistema acusatorio c;ue prevé 

nuestra Constitución, ya que, se insi~te que el 
. . ~ 

artículo 109 constitucional no e:stá suprimiendo 
. ' ninguna de las garantías Individuales como 

pretende el Magistrado en su sentencia, ni el 

principio acusatorio previsto en los attlcutos 21 y 
·. !e' 

102 constitucionales, ya que dicho artículo no lo 

establece en forma expresa, y por otra parte no 

está tipificando ningún delito en el ,que se cancelen 
o supriinah gatatitJas individuales, sino 4ue, según 

se manifestó sólcJ" ordena que las· legislaturas, 

federal o localés, te-gislen sob;é el enriquécitnlento 

íliclto de los funcionarios públicos, pero 
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General de la República y acatar entre otros el 

principio de legalidad. En la demanda de amparo el 

quejoso manifestó lo siguiente: 'El suscrito 

quejoso ha considerado al principio de LEGALIDAD 

como 'garantía de garantlas' la eficacia práctica del 

principio de LEGALIDAD, depende en gran m~a 
de cuestlones de técnica legislativa, 'que el 

principio de egafida ·mpone a la hora de la 

tormu(acíón de las iert~xigencias 

i
. \ , 

amentales. acuerdo co n estro artículo 14 

tit~~ional se ha estab e . amente que es 

.ley la única fuente fo al de oduccíón del 
,,,.. . ~ '011 
cd~'-~penal, y la doctm' 1~(A 

l):. l..1r .,.lddl 1 

~BTécldo que, adeifJás, 

propiedades mate~~que gan un 

verdadero instru~te a~ervici del stado de 

Derecho.-- Como~ncio \ os, la Ley na/ debe 

tener exigenf!!ei formales y · encias materiales 

Por lo que ;%s exigencias fo 

según y~ mencionamos, nuestra nstituclón, a 

través de su articulo 14, exige que sea la ley la 

fuente formal única para la creación del Derecho 

Penal, ya que en ella se establece como propio el 

brocárdico 'nullum crimen nulla poena sine previa 

Jege' en su estricta formulación, y la condición y 

finalidad inmediata de la Ley Penal consiste en que 

el mensaje normativo sea comprensible para sus 
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destinatarios, ya que las normas penales 

constituyen la esfera de intervención inás radical 

en el ámbito de los derechos y -libertades 

fundamentales de los ciudadanos, pero quizá lo 

que requiere de un ánálisis más profufldó, son las 

llamadas 'exlgentiéJS materiales', ya que la norma 

penal, según hemos dicho, siempre deQe existir por 

medio de una ley (lex scripta) que sea anterior a la 

comisión del hecho (/ex prevía) y que describa un 

supuesto hecho determinado (lex certa); pero lo 

más impot;tante es q41e la Ley Penal por neceslt!.~,:t . 

debe íiJcorpQrar un mensaje norm '\,:· 

determinado, claro, preciso, taxa~vo, cerrado,_ . 

que la exigencia de tlpicidad debe estar vincula . . ~ 

con la Idea de seguridad- jurídica. El'v·el .fif>rON 
titulado 'POSIBILIDADES Y LÍMITES PAR~~ 
FORMULACIÓN DE LAS NORMAS PENALES' del 

autor Antonio· Dóval País, profesor titular de 

Derecho f'enal de la Universidad de Valencia, 1999, ~ 
en la página 45, transcribe extractos de diversas 

' "' 
sentencias del Supremo Tribunal Constitucional de 

España, ·en los siguientes térmJn·os:·-- 'En sus 

sentencias -(Suprem·o Tribunal Constltücional), es 

constante en afirmar la necesldád de que el 

legislador realice 'el máximo esfuerzo posible para 

que la seguñdád Jurídica quede salvaguardada en 
' la descrip~ión de lós tipos', 1dé tal manera que de .. 

e1/o-se desp'i'ende con la máxima claridad posible 

cuál -es la conducta prohibida o la acción 
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penales 1deben ser COJJCretas y precisas, claras e 

inteligibles, sin proclividad alguna a .la 

incertidumbre', por lo que es preciso el empleo 'de 

una depurada técnica jurídica en el proceso de 

elaboración de las normas'.~-- En definitiva, se trata 

de evitar que los tipos sean formulados d~n 
modo tan abierto r su amplitud, vag]!edad o 

indefensión) q e su li ión o ina'/fRcación 

*· depencJe de la ti e y r~ia de los 

s y .tribunales, es decir, d ev ar que los tipos 

lftl~b;ueable para fa 

MISMA .. - (Se transcribe).--- Si bien es cierto que el 

legislador tiene la facultad de describir los tipos 

penales, en la redacción de los mismos es 

indispensable, que se especifiquen los elementos 

00043 1 
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respectivos y que estos sean CLARC)S, PRECISOS . 

Y EXACTOS. La autoridad legislativá, tomo lo ha 

sostenido ñuestra SUPREMA CORt~ DE JUSTICIA 

DE LA NACIÓN, iló puede sustraerse· aí deber de 

conslgnaclón en la,s ·1ayes penales que expida, de 

expresiones y conceptos CLAROS, PRECISOS Y 

EXACTOS, al prever las penas y describir las 

conductas que seffalen como típicas. --- El delito 

de ENRIQUECIMIENTO ILICITO, de acuerdo con la 

redacción de nuestro Código Penal Fer/eral a que 

me referí y ·transcribí anteriormente, carece,. ·a jui~~ 

del quejo$o; .de la más ~lemen,al . 'té ~ 
legislativa'; que .. pone de manifiesto la irievl . 

,. ·~· 
conculcación de princ_ipios fundamentales, ya q "'. 
en la deflrllclóh de este Ilícito, se ~·1JJ.,,tdH 

. . : . .11JSf1Clh 
graves pro6Jemas de .constitüclonalídaer.-dill 

Maglstrad.o en· su sentencia considera que en el 

artículo 224 del Código Penal Federal sí ~e c1:1mplió 

con la 'garantiá de garantfas', ya ciue se respeta el 

principio dé legalidad ya que en la ~gina 59 inciso 

a) de la sentencia sostiene que en et primer 

concepto de vloiaclón el quejoso argumenta que el 

delito de enriquecimiento ilícito carete de un 

núcleo esencial de prohibición, toda vez que el 
,. 

'enriquecimiento' a que se refiete el artículo 224 del 
' Código PénaJ Federal, no es un comportamiento, 

síno un res·uitado de una acción, y que al no 

establecerse en qué consiste illtHa acción hay 

indeterminacíón de Ja conducta prohibida, lo cual 
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constitucional. Pero el criterio del C. Magistrado 

sostiene que se satisfacen perfectamente "los 

lineamientos a que se refiere el articulo 14 

constitucional', pues en él se contienen elementos 

descriptivos de la conducta de carácter objetivos y 

normativos, incluso. en su juicio de tipJ~d 
requiere para 

bien es cierto el 

embargo, el~ ~o es suficie para 

conclusión d~ue el tipo penal 

la 

de una ~ucta o verbo típicor. Para I Magistrado 

el verbo núcleo es la palabra incurrir.-~- Se 

considera q11e el Magistrado eludíó en cierta forma 

el problema que se planteó en este inciso a) del 

primer concepto de violación, ya que lo considera 

constitucional y que cumple con los lfneamientos 

' del artículo 14 de dicha norma, ya que contiene 

elementos descriptivos, objetivos, normativos, e 
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. ¡ 

incluso juicio de tipicjdad, pero esto ·no fue to que 

se le planteó, ya que de acuerdo con Ja demánda dé 

amparo eh las páf!inas 11 a 18 se sostuvo por el 

quejoso lo sleufente:-- 'En la redacción de este 

ilícito, se rompe fa contundente exigenci' de que ta 

definición legal del delito contenga, al ·menos UN 

NÚCLEO ESIENCIAL DE LA PRÓHIBICIÓN 

iEnriquecerse', como señala el artículo en análisis, 

no es un comportamiento, es ~I resultado de la 

comparación entre el estado p~tr;monial en el 

momento A y el ~tado patrimo~lal ·en el momento 

B, pero esfo por sí solo no puei:Je constitu!~-~ 

acción puilibte en el sentido del l:it¡tec~o Pe~-I 
Acto, ya que el incremento patrimon/a.I p~ 
producirse sin ninguna conducta (het~n~i~44 

, , -; -~~lt~ MJ 
donación, ·lotería, etc.) No pufJde sancipn ... JOS"ftf·el 1 

hecho de enriquecerse de un funciOf1~fi9 ptff/Ht°<J, ~ 
lo que debe sancionarse es el.peculadó, cohecho, 

prev.arlcaclón, tráfico de Influencias, etc., como no 
• · 

se puede sancionar la muene -ele un hombre, sino el 

homicidio; no la pérdida de la posésión, sino el 

robo o el despojo; no el detetloro de µn -·inmueble, 

sino el daño e.n propiedad ajena; no la disminución 

de la estimación pública, sino ta difamación; por 

tanto, sostenemos que no puede sáneíonar5e el 

'enriquecerse', slh"o los actos hunianos que 
. · t 

causaron esé etltiquecimiento ilícito.--- Además, las 

fluctuaciones pattiinoniales están sujetas a un 

numerus apeitus de causas que pueden ser 
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'~ , i ~~ -·-~-±:.1#'-telictivas o no. Partir de la base de una situación 
~~.,__· 

..,,...7~~ 

de responsabilídad penal de un dato incoloro como 

'enriquecerse'J viola el artículo 14 constitucional, 

que prevé como garantía la exacta aplicación de la 

ley en materia penal, por lo que hace a la ley misma 

que se aplica, ya que la redacción de este tipo 

penal no coincide con los requisitos de la 

resolución del TRIBUNAL PLENO DE LA SUP.A 

CORTE DE JU ICIA LA NACIÓN ~que me 

referí anteriorme e, ya que · determin~lón de 

la e . (f:Jncipio de 

ie to, se debe 

íonar que nuestra ~ns General de Ja 

· blica establece, en di rentes p ecep.tos. que 

cr-~Jff'll~e se puede ~riv la /J ertad a una 
;¡;._pe~or la co ísi de u 
~- .. . I DELITO, es decir, . a re 

DELITO; el arlicu 14 con 'tuclonal se 

parte relatlvA f!Ue:·- .. 'En lo ·uicios ~I orden 

criminal que'N pro.híbido impo ~ por simple 

analogl~aún por mayoría de razón~ pena alguna 

que no esté decretada por una ley EXACTAMENTE 

aplicable al _delito de que se trata.' Los artículos 7° 

y 8º del Código Penal definen los delitos 

(conductas) al señalar que son: 11Los actos o las 

omisiones que sancionan las leyes penales que 

•~.. pueden realizarse dolosa o culposamente'. El delito 

de enriquecimiento ilícito previsto en el artículo 224 
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. del Código ·Penal, es vlolatorio del attít;ulo 14 de Ja · 

Constitución y de los artículos 7º y 8·º del Cód;go 

Penal, porque no define ni precisa, según ya se ha 

mencionado anteriormente, ninguna conducta. No 

solamente no dice cuál es la coflc!Licta que se 

quiere pro~ibir, sino que tampoco ·e$t~blece si la . 

conductá ilícita se debe realizar po,t accír;>n o por 

omisión para que se consume el delito en análisi$. 

--· Nuestro sistema penal reconóce lo que en 

doctrina se denomina DERECHO PENAL POR EL 

HECHO, qu~. se contrapone al fJ~RECHO PEN~L 
. ~-- 4 

DEL AUTOR.- En efecto, nuestro sis~ma/pfJ ~ 

que tiene como -sústento la Constitución Polfti'C1 
. 

.. , 
los Estados Unidos Mexicanos y nue$•to Ct;>at · .., 

. ' 

Penal Federal, impone limitaciones al Es~adO¡ePf@~ 

sancíon•r qe.termíñ.;1das conduct~s que ·pudf~~

de acuerdo -con las normas de Cf!ltura de una 

sociedad, sér consideradas como inmorales o 

.· 

JI/citas. Uno de los principales lfmltés que se ·* 
impone es que solamente p·uede sá·ncionar 

conductas cuahcto se realíza úi1 cllthf)ortamiento 

que puedá ser definido como delito, es decir, que 

sólo se podrán Imponer sanciones cuando se 

realicen conductas que hayan sido probadas y ,. 
previstas con antjjtlorldad en un precepto légal que 

las descnba como hechos -ilelíctudsos, lo qué no 

sucede con el artículo 224 del Código Penál; pues 

dicho articulo no de-ser/be, como se dijo. ninguna 

conduc·ta, sino soliimente un resultado. El artículo 

196 



· .! 

r tJ(I Nlll ¡,. ~ • 

.AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

del Código Penal que transcribimos con 

que son contrarios a las exigencias del Derecho 

Penal del Hechow pues los elementos que exige este 

precepto, son más bien propios del Derecho Penal 

de Autor, al sancionar a la persona por lo que es y 

acreditar 

el servidor l!é!'~co adquiera haya adquirido en 

contravenciÓ~e lo dispuesto e a misma ley, a 

sabiend~e esta circunstancia ...... Es de explorado 

derecho· que todo comportamiento o conducta 

definida como delito debe lesionar o poner en 

peligro un bien jurídico, y que, en tratándose de 

delitos que exigen que se realice o que se produzca 

un resultado material (lesión del bien jurídico 

perceptible por los sentidos), se exige, además, 

que exista un nexo causal entre la conducta y el 

OO D414 
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resultado, ~ decir, que se pruébe que ·la cQnducta 

(típica) fue la que causó dicho resultado.--· En el 

caso concreto, el artículo 224 del Código Penal no 

establece ningún nexo Cf'usal entre la conducta y el 

resultado y lo ailtetior se da, en virtuél de q1,1e como 

no define conducta alguna, no puéde, por ende, 

exigir ningún n~xo causal. Esto da lugar a que el 

multicítado artículo 224 sea vlolatorlo de los 

elemen~Qs exigidos por nuestra Constitución y el 

Código ·PeiJ;JI para que pueda ser <;ansiderado 

como d~lito.-- Sef.Jastían Soler (citado· en 'la obra " 

Jorge Luis V/liada, 'Delitos _Contra ~a ; F.· ~
Pública'. Af3ELEDO-PERROT, Buénos Aíres, ·· , , . 

.,.;~ 

página 363), nos di~e que este delltp contempl~ . . ''i~. 
conducta 'índé·t~rminada y atípica a la . c'lllMlJ~'iW' 

JUSTlf 1 .\"'b 
penal~constituclonal' y que piJrle dett.c11.f'fitti' 

'perspec'tíva dlstínta al sistema que en general 

siguen la.s ·Jeyes penales tradicionales valiéndose 

: ~ 
. ~,( 

f'{Ílf' 

de técursos ó caminos diverso"$ a los *-
acostumbrados'.-· ·El autor Agustíñ Washingto.n 

Rodríguez, en su libro· 'CÓRRUPCIÓN Y 

ENRIQUECIMIENTO ILÍCIT01 {EdJto·r/al · Juris, 1998, 

página 5jJ1 lo considera 'un deUto con flsonomla 

peculiár'.··- ·El autor Carlos C;eus, en la página 418 

de su obra, lo considera uñ'a 'exageración 

republicana del fégislador. ,__ Otro autor, Ricardo 

Núñez, lo conslde·ra en su Tratado iie Derecho 

Penal (Lemer, C6téloba1 1981), 'lin delito complejo'. 

--- Si se analiza la resolución que dictó el Tribunal 
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página 496 de dicha resolución, el mencionado 

Tribunal también advirtió que el legislador, por lo 

que hace a este delito, no estableció 1en forma 

literal en qué consiste Ja conducta típica del delito 

en estudio, puesto que sólo determina cu~o 
ilícito ... '-- Pa~ dicho 

Tribunal, hoy utorldad po sable, el núcleo 

~,~ · t{pi~- del delito en cuestió s ~hecho de 

l
~Rl(!>UECERSE", es def· qu I sujeto activo 

~'Jmente su patrimonio; si~ e , e/ Magistrado 

~!./[Jer Tr~·unal Unitario menci~nado, "como la Parte 
C•t,..~.. . 
~11~c-~ora .. omiten se a se be de probar 

~(ú~ lo que ca ó enri ecímie to. es decir, 

cuál es la conducta 

activo para enriq~ers , a que si es ~ no fuese 

así, se sanclona'fii: al se · or público\ que por 

cualquier m91',Y~ pudiera hab íncremfintado su 

patrimonio 'Pif/' haberse, por eje lo, sacado la 

lotería, ~ado, celebrado contratos que en su 

esfera privada .le hubieren reportado beneficios 

económicos, ya que no existe en nuestro sistema 

jurídico prohibición alguna que impida a un 

servidor público incrementar su patrimonio por 

causas ajenas a su función pública. Lo que en todo 

~.., caso se prohíbe es que se enriquezca con motivo 

del empleo, cargo o comisión del servidor público, 
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ya que si no se acepta esta idea, sé aplicarla en 

perjuicio del servidor público el sistema del 

Derecho Penal de Autor.'-- De acuerdo con la 

transcripción anterior se quiere resáltar que el 

propio Ma~istrádo en su sentencia acepta lo que se 

le planteó en la ·c!em~nda de ampato, ·eh el sentido 

de que no puede sancionarse el 'e1'rlquecerse', ya 

que esto constituye excluslvamentf! un resultado, 

pero a juicio del tribunal de Amparo se sostiene 

que la cohducta, verbo y núcleo del tipo es 

INCURRIR. R(#$t)/ta interesante recurrir al 

diccionario de la Real Academia Esp~ñola . ~~f 

Lengua pa.r, de~rmínar desde el punto· d;, . ·. 
1 • 

gramatical en. dóñde se puede encuadr,~r e 
i< · 

,, 
• ~ 1· J • • 

.• 
·.• '"'~ 

'INCURRIR'. Eh efecto el diccion~rio menc.I . '· r.- ' 
establece:-- llicurrlr. (Del Laf/n incurrerlt}p~ct. 

intransitivo;·- Construido ~·on fa .preposicWi~ 
un sustaflllvo ... -- Alfonso Reyes Echandfa señala 

que la conducta es aquel compóHamié.~to humano ... 

que bajo una descripción de una hipotética 

actividad deJ h·ombte que hace el iegislador en una 

norma penal, de tal suerle que la· conducta 

configura el elemeñtó o aspecto objetivo del delito, 

y en un segundo sentido, es un eleiriehto del tipo 

penal. Ya qué el tipo se establece eiJ üita oración 

gramatical~ y el vettio es la parte ttüis importante de 

ésta; por ende, el verbo ha sido llamado el núcleo 

rector del tipo. ·Por verbo rector se entiende aquella 

forma vérbal que nutre onto·lógitámente la 
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.. ~ '- -~ - . - 1"" ' . ·- ,.- . ~ 
~~~~conducta típica de tal manera que el/a. gira en 

•• 

deffedor del mismo.--- 'Desde el punto de vista 

gramatical, los verbos rectores publicados en 

nuestro Código Penal son transitivos e 

intransitivos, simples y compuestos.--- Son verbos 

transitivos entre otros, 'destruir', 'modificar~ 

'entregat', 'recibir~ 'invadir~ 'violaf" ...... Son, por el 

contrario~ intransitivos: 'imponerse~ 'fugarse ~c. 
En aquéllos, la ti d se explic.a por la ~slación 

de la actividad de agen a personas o co1's que, 

'ftl.\aw....e1. objet ~erial de la 

eta, en busca 

ue tos tipos 

acción del 

se ha S8ñalatg,h se está en p encía de un verbo 

intransitivo q¡}t';mplica que la ac · ~ n del agente se 

revierte ~re sí.--- Por consec cia, no se 

describe alguna conducta en forma clara, precisa y 

exacta; como lo requiere la norma constitucional, 

tratándose· del verbo incurrir.--· De acuerdo con la 

gramática, un verbo intransitivo es el que no tiene 

objeto directo y por eso se construye con la 

preposición en o dicho de otra manera el que se 

construye sin complemento directo.·- El Juez 
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repite y además subraya a lo largo de su resolución 

que el verbo núcleo consiste en 'incurrir, pero si 

este verbo es intransitivo y se tiene que construir 

con la pl'f#posición en y un sustéJntivo, <ti verbo por 

sí solo no define n~da mlen~ras no ~e le añada Ja 

preposición y el sustantivo, pero si para el 

Magistrado este verbo intransitivo constituye el 

núcleo del tipo, se considera que el verbc;> no está 

definiendo absc;>Jl.¡l~mente nada. Si tomamos como 

ejemplo cualquier delito de contenid9 .patrimonial, 

no podemos definirlos con el verbo INCURRIR, ya 

que en tocios $e eta un aumento ·Pátrimon.ia/ .. s-c~ 
sujeto activó, piifo Sólo mencionar para tipitidr i 
conductas que incurre en fraude; ql!~ Incurre, ~~~ 

robo; qué incurre ~n abuso d~ corlfian~~jur/H~ 

incurre én enríqu&eimiento ilícito, esto :·-no:,,ifiit!ffi(!-
. --~~ 

nada ni prohíbe riad;1. Pero lo que debe rffsaltarse 

es la afirmación que en la página 61 de la 

, .... 

.. 

resolución agrega el C. Magístra'do al ·sostener que • 

'en el e5píritu del Legislador se denote interés 

alguno por la necesidad o exlgettcia de ia ptecisión 

sobre la can'duc·ta que en particular generó dicho 

;ncrémento'. Es'tá sola afirmac/ó·n en la: Séhtencia 

que se combate és suficiente para teniJr por 

acreditado lo que se reclarfia en la demanl:la de 

amparo, fundamentalmente del H. Congre-so de la 
,. 

Unión, el cual· dicho con las palabras del 

Magistrado, no mostró ningún interes o nécesídad 

por precisar la conducta en el aftícu/o• 224 del 
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penal a que se refiere este asunto no está 

redactado en forma clara, precisa y exacta. Y si Ja 

autoridad legislativa se sustrajo a su deber de 

consignar en una ley penal expresiones y 

conceptos que reúnan dichas características,~á 
violando Jos requisitos de certeza, que c9:!!!._levan a 

ta vio.lación de a rantía de legal/dad pr;'i;sta en 
el articulo 14 de a stitución ~ral de la 

' lica y al criterio de I H. UPREMA CORTE 

·ÓN tesis que se 

. · · i»lci6n 'EXACTA A 
\. · ~~ClOll. # ·tí. "'1111'ERJA DE SU 

CONTENIDO Y A~ A 

LEY MISMA'.-· ~ ás a norma es clara, 

precisa ni exacta ~um n Jo que s . mencíonó 

en la deman~ '!,e amparo, e sentido de que Ja 

condición y .fifalidad inmediata la Ley Penal 

consist~ que el mensaje normativo sea 

comprensible para sus destinatarios; pero en este 

asunto la a.utoridad señalada como .responsable 

(Primer Tribunal Unitario del Primer Circuito, Toca 

Penal 182196-1) por haber dictado el auto de .formal 

prísión al final de Ja página 496 de dicha resolución 

de término constitucional, advirtió que el legislador 

no estableció en qué consistfa la conducta típica y 
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sostuvo que el núcleo típico era 'enriquecerse', sin 

embargo, en Ja sentencia de amparo que por este 

recurso se combate, no se admite este criterio ya 

que acepta lo que manifestó el quejoso en su 

concepto de vfqlaclón en el sf;lntido· de que 

'enriquecerse' no es una conducta sino un 

resultado y el Magistrado sostiene en su sentencia 

que el núcleo típico es 'incurrir'. Lo anterior pone 

de manifiesto que si dos Magistrados c!e Circuito, 

uno la autoridlffl responsable y otro :f:/ Magistrado 

que conoció de este asunto, i10 se ponen~~· 

acuerdo fin I~ r111lativo al punto es1mcial de en·{i'. 
consiste o cuál es 'el núcleo tfJ'Plco' de~· · · \ , , 

prohibíci9n eh el delito previsto en el ~rtículo. 22 
..1 J C6d' p· h I . . I . .. •1 • ,. ~~A ue 190 e a , es que e mensa.,e n·ormat11 ~VJr 01 

es compren.slble para sus. de~.tlnatarlos y j8PMJ~ '9 

·' 
tanto la norma- ·(jn comento np es como se so$tuvo 

, 

en la d~mahda de amparo clara, preci$á· ni exacta. 

' . 

• 

--- En la sentencia que se combate por e;te recurso .,,. 

de revisión, el Magistrado sostuvo que: ' ... este 

resolutor en potestad de amparo~ no pása ·por alto 

el hecho de que el impetrante de ·garantías sustenta 

dogmáticáirierite sus conceptos de violación, de 

maneta prepondetantemente en ta- obra ile-1 escritor 

argentino Marcéló A. Sancínetti 'El ti~lito de 

Enriquecimiento Ilícito de Funcionario Público, un 

tipo vlolatorio del Estado de Derecho~ ... después de 

que el autor realiza un análisis ... concluye que el 

delito de· 'Énriquecimiento Ilícito ·de Fuhcionario 
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inocencia y desconoce el principio 'Nemo tenetur'; 

,pilares todos ellos del sistema constitucional penal 

de un Estado de Derecho ... Sin embargo ... no debe 

soslayarse que los argumentos del autor atañen a 

fuentes ,.,ea/es y formales del derecho penal de 

diversa naturaleza o idiosincrasia a las de nu~o 
país respecto de las cuales no ~actlble 

pronunciarse era de · mbito también dogmático • 

..... . . onsecuenteme 1d s y n e~ tampoco 

. . -._:-. susceptibles de transpo acl lisa y llana 

. · · · la nuestro sistema p . . . demanda de 
·~-

ámp'aro que interpuso el 
cowr't »' 
i..I\. ~ación de incons · ---··llJoMlo-

li.L ~ -del Código Penal Fe 

enriquecimiento · fcit . 

este recurso, di~ ·p 

extremos exígid~or 
referentes a ~et> e/ mensaje 

y exacto. r¡¡¡{ es asif que jueces y dos 

magistr~ que han interveni al dictar 

resoluciones con relación a este deflto, no se 

ponen de ac,uerdo en identificar el verbo rector del 

tipo, las condiciones objetivas de puníbilidad, el 

tipo del delito y otras circunstancias y 

características del mismo. Pero la crítica y la 

.~ confusión que origina este delito, no sólo se ha 

llevado a cabo en el plano dogmático de otros 
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países, sino que diversos y reconocidos tratadistas 

en e/ nuestro también incurren en críticas, 

confusiones. y diversas interpret~clones con 

respeto a e~te tipo penal, según se aprecia de sus 

diversas opiniQnes; lo que implica qüe dicha norma 

de nlnguha manera es clara, precisa, ni e~¡¡¡cta.--

Uno de los autores socorridos por el Maflistrado en 

su resolución, es el Doctor en Derecho Enrique 

Díaz Ar~nda, en su reciente obra ~Enriquecimiento 

Ilícito, (Editorial Cárdenas Editor, M6xico, 1999), 

critica el tipo penal del delito de enriqf,lecl'!1ient~ 

ilfclto en los siguientes términos:--- Con respe · " .. . . ..... 
la intetprlitac;lón del artículo 1o9, -'fra,(;ción: '... . 

constitucional: 'Asl. la Carta Magna otde.nJ ,. · . .. ~ 
legislador la regulación d.~ los c~·~f:i -::y. A 

_ JUST~ - -\ -Dl 
circunstancias en que se deba coñ$iléiir-m 

penalmente relevante el ennqueclmlento del 

servidor público. Empero, é/ tipo de 

enriqueciinientó ilícito no cumple con dicho tf# 
mandato constitucional'.--- Al referirse al 

procediiníerito de verificación pattímo·nial, a cargo 

de la Dltecció.ñ de Responsabilidades y Situación 

Patrlmoníal dé la Secretaría de la Conttaloría y 
,. 

Desarrollo Admfttist;ativo: ~Las facultades de esta 

Secretaría para investigar sobre el delito de 

enriquecimiento ilícito p~e~en c&nsíderarse 

violatorias del artículo · -21 cons'tltucion·at, si se 

considerá a la investigación de ·delitos potestad 

exclusiva del Ministerio Pú6ilco'. Las 
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·~ 

tutelado. 'Por otra parte, si bien fa iniciativa se 

pronuncia en principio por 'reintegrar al pueblo los 

bienes que se sustraen del patrimonio nacional', y 

en este sentido parece,. como señala el tratadista 

José Barragán, ser el patrim·onio del Estado el bien 

jurídico tutelado en la figura en estudio. Ello ql&a 

sin asidero al pensar en el servi~ cuyo 

enriquecimiento -~viene de los particulares, 

h_ipót'7is en la cua el patrl~o estatal 

· anecerá i 

este dellto no obsta 

manejan recurs~ e~ 
ta·mbíén, .la afír~~ 

ustente que, en 

~111"1~tal es el bien 

explicar 

poderes 

incu"ir en 

ayorla no 

Asl 

absurdos tal~ ~omo cot>ce · la sanción .,_ enal de 

una conducta '?íue ni afectó ni so en peligro al 

bien jurí"" tutelado, Jo cual es l is/ble en el 

Derecho Penal propio de un Estado Social y 

Democrático de Derecho,. sustentado en el principio 

de protección exclusiva de bienes jurldicos 

fundamentales . y quef por tanto, pueden ser 

fácilmente identificados por· el ciudadano. Amén del 
- > 
'9 principio de lesividad a dicho bien, pues sólo fas 

lesiones graves a dicho bien merecen una sanción 

00041 ~ 
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penal'.-·· 'Por lo anterior, consíderiirn9$ que el .·. 

grave problema del delito de enriquecimiento ilfclto 

radica en que no está e.taro cuál es eJ bien jurfdico 

que tutela y mucho menos cuál es Ja lesión que 

justifica la Imposición de la .pena de prisión,. - .. 

Respecto de la concJucta que se d~sérlbe en el tipo. 

penal: cUiJa vez precisado el C0'1Cf3pto legal de 
. 

servidor público es procedente preguntarnos 

¿acaso .todo servidor público puede incurrir en eJ . . 

delito de enríqu~cimiento ilícitor 'Pa.ra· responder a 

esta Interrogante t!ebe atenderse al enunciad~~ 
que el legislador ha iniciado la descripción tf!~ 

'Se sancl!lh<i~~ . ~ quien con mo'.i:o de. s~ ém~ 
cargo o com1s16n en el serv1c10 publ1co"11Áw¡ 

<. 

incurrido .en enriquecimiento ilícito ... '.~:~ 
~·GfJ 

podemos observar, el legislador sólo ha 

contemplado aquellos casos en que et 

enriquecimiento del servidor s,.ea prOducto del uso 

de la función pública, pues no basta coñ e/ hecho ·• 
;; 

de que el enriquéc/mjento ·del setyidor sé vérifique 

durante el tiempo de su encargo, tal y como lo 

establece la Coi'íslltución en el artículo 109, 

fracción 111, párnifo tareero. sino qué· es actemás 

necesario que él se produzca como resultado del 

uso indebido del empleo, cargo o comisión 

públicos'. 'Sin embargo, cabe pteguntarse 

¿acaso to'tló en·r1queclmiento del servidor püblico 

que no es corffOime al dereeho está abarcádó por 

el tipo en estudio?' 'No, pues tratándose de los 
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ministeriales, a los que pertenece el 

enriquecimiento i/fcito, la contravención al orden 

jurídico radica en el uso indebido de la función 

pública. Por tanto, el servidor público que realice 

conductas contrarías al derecho sin hacer uso de 

su empleo, cargo o comisión públicos, incurrirá en 

responsabilidad civil, laboral, administr~, 

tributaria e incluso penal, pero no como se~or 
público sino como particular'. Sobre ~ tema, 

ahonda y con mua critica: 1Para determinar la 

itl· ~ -, · ducta pe lmente an en~ delito en 

. . . st io 's mene ecorda n esta figura el 

1,e~. lador tuvo como fin en su caso, 
~--¿ · 

~~,JV1'i/Cfltll' las conductas e el servidor 

~ 'Jd(jf)íi'Jl1.I~ ha utilizad ública para 
~~~ .~ 

enriquecerse. Lo ante · r n a lleva~o a concluir 

que el bien jurídic do es inco~\uptibilidad 
de la función pú~. esto es f, 8{1tonces la 

conducta típica s6fs~pued ·er aquella q~e lesiona 

dicho bien.~ p'Sabedores amos de\ que la 

Constitución idfpone al legislad obligación de 

precisar~ forma objetiva cuáles son esas 

conductas, mediante lo que se ha denominado por 

Lang-Hinrichsen y Engisch como tipo garantia. No 

obstante, el legislador hizo caso omiso de dicho 

mandato y creó un tipo abierlo, en el que sólo se 

limita a enunciar que se sancionará a quién con 

motivo de su empleo, cargo o comisión en el 

servicio público, haya incurrido en enriquecimiento 
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ilícito ... '. Esto quiere decir, entonces, que el · 

legislador ha creado un tipo que capta todas 

aquellas cohduct~$ en que el servidor público para 

enriquecerse (sic)~ y que escapan, a las 

descripciones contenidas en Jos demás tipos del 

Tftulo Décimo del C6dígo Pen~l'.- 1Mucho se ha 

cuestionado la ·existencia de tipos abiertos, sobre 

todo al an,(i~arlos a la luz de principios é'Qiho el de 

legalidad, expresado en el apotegma rfullum crimen 

sine Jege, y el de certeza jurídi~a'.-- también se 

expresan otros señalamientos q11e violan garantías 

de ~~gurldad jurldic~; si I~ conducta co~slste en~ 
om1s1ón de acreditar el legitimo aumento«",... 

l 

patrimonio o su legitima .procedencia: 'En · -ele@~ 

orden de Ideas, la omisión del servldQr público no 
, . ,~ • • W".~EMA 

puede ~er Ja conducta incríminacla en el il·~-o 
· : 1 .. . Fti 

estudió, pu~ con ella ni se evitaría la lesión lffil:n 

jurídico tutelado, ni mucho menos se les.iona dicho 

. . .. 

bien y, en consecuencia, no existe nexo de A' 
evitación rii nexo de causalidad entre ambos.~ De 

igual forma, Jos problemas relativos a la 

antijuridicida·d y a la culpabilidad giNJil en torno a la 

conducta en que el servidor utilíió Ja función 

pública para enriquecerse y l)O sobre la omisión de 
t 

acreditar. De esta guisa, la omisióll désctita en el 

tipo constituye una condición -06je·tiva dé 

punibilfdad, pü~s el efecto ·(Je que el seiVidor 

acredité se cQntta· exclusivamente en evitar lás 

penas previstas en el artículo 224 del Código 
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Federal de Responsabilidades de los Servidoras 

Púb/ic.os$ y del estado de Indefensión del servidor 

público con respecto a esta norma administrativa: 

'sobre los medios idóneos para acreditar la 

legitimidad del enriquecimiento, el tipo previsto en 

el articulo 224 del Código Penal remite a una n~a 

los embargo; el 

'slador hizo gala de falt · · lea legislativa, 

. no se percató de q la L~ Federal de 

~;~~abilidades de los idores\Públicos no 

r: "L~&-e ninguno (si recep~s a dichos 

.-_:edJos probatorio~ o, u ndo e os, n~ se/tala Jos 

criterios a segulr~.~SI u/endo e uestra cr,.'/tica, 

4 ; debemos recordar e n todo delito de omisión el 

sujeto debe ~er~ índls mente, la posibilidad 

real y ñsica de realizar la co ucta ordenada, pues 

en caso '°'trarlo se violaría el Jncipio ultra posse 

nemo oblfgatur. Ello no ocurre, s1 embargo, en el 

tipo a estudio, pues el servidor 110 siempre contará 

con los medios de prueba necesarios para 

demostrar el legítimo aumento, además de la 

incertidumbre que gira en torno a la determJn,aci6n 

de los medios de prueba idóneo. Ahora bien~ si el 

servidor tuviera pruebas contundentes para 

,... '1 ., .• A 1 UUU4lJ . 
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demostrar el ·1egítimo aumento de su patrimonio y; ·· 

sin embátgo, no las desahogara incurriría .en un 

delito dolosó'? la riispuesta afirmativa implicarla Ja 

auto inmolación- del sujeto, lo ·que no es 

congruente'. 'así, a partir de la idea dé la omisión 

como conductá penalmente relevante implicaría 

sustentar una· li<>rma penal cqnstruida cte· Ja 

siguiente form·a: '"todo enriquecimi;,nto -del servidor 

es ilícito;, salvo prueba en c~otrario', lo cual 

Jmpllcaria susten~r una teoría basada en una 

presunción de culpabilidad, que da tµgar a la 

l11verslón de la c~rga de la prueba u QliU$ pro:¡;-. 
y con e(lo un retroceso haci~ ~I pr · . · · 

lnquisitórial, ya que de acuerdp cc;m el pró e-· 

publfoista, e/ -Estado debe demostrar la cutpabllid . 

del sujeto·.--- 'Por tanto. qul~n susteht~L·~· 
conducta peiiaJmeiité relevante -~n· ·él derfflP1r~N' 

estudio es la omisión de acreditar, estará en el 

·' 

~ 

fondo sustentando la existencia de un tipo penal 11--
que tendría como fin cubrir la in~ficácia de Jos 

órganos judiciales y demostrar cuál~ son las 

conductás illcitas en que incurren. los setvidores 

públicos páta enriquecerse' .... - En el estui:lio que 

hace el Doctor ~nrique Díaz Aranda, Sé identífican 

los slgulent~s -problemas legales:-- a). El primero 

de ellos es ·et de ltlgalldad, inserto en él aftículo 14, 

párrafo fil, de la Cónstitución, el cual otdena 'No 
" ímponer peña alguna no decrtitada por una ley 

exactamente aplicable al delito de que se trata~, lo 
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hacer leyes 'en que se describa precisa, minuciosa 

y claramente la conducta incrimlnable'. No obstante 

la importancia de este principio, habría que 

concluir que la conducta que es en realidad 

relevante para el Derecho Penal, no estaría descrita 

en el tipo de enriquecimiento .ilícito, y ~e 

servidor de 

sobre Derechos ~an 

por una presun~n iuris 

fundar en la omi$tón del 

a~to en su 

t presunción de 

au•alft~\v protegido en 

de Derechos c;iiiii;; y 
principios ri'!.!: t> a/ procedímie 

sentido, se ndi podría objetar 

províen~ la ley, ello no obsta pa plicarlos al 

enriquecimiento illcito, pues no debemos perder 

de vista que la conducta ordenada por la norma 

penal (acreditar) pertenece básicamente al derecho 

adjetivo y no al sustantivo. En consecuencial los 

preceptos antes transcritos también serían 

aplicables al tipo en estudio. Si esto es así, de 

conformidad con lo dispuesto en el artlculo 133 de 

- -- -·- #' ...,iJ> ~ ~ 

00 0442 
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la Constitución, el tipo de enriquecimiento ilícito 

podría ser éleclárado inconstituclónal, to(lft vez que 

los Tratados Internacionales son ley suprema de 

toda la Unión, sin que una ley ordinaria, como el 

Código Panal, pueda contravenirnos. e). A mayor 

abundamiento, la seguridad jurídica ·es otro de los 

principios, e incluso garantías, que se V#ólarfa en Ja 

regulación del delito. Basta recordar.que (}I servldo.r 

no tiene certeia de los bienes que conforman su 

enriquecimiento, ni de los medios de prueba ~~ 

idóneos para acrecti(!Jr la legítima procedencia de 

Públicos no ·se encuentran señal~dos en . 
. . ~~ 

ordenamiento'. De la sola lectura de la ob . 

'Enriquecimiento Ilícito', del Doctor é'nriq'IJJ~ 
Aranda, se desprende que el autor ·cr1tffWlljE. . 
graves ittegular/dades que existen en el tipo penal 

que descHbé el enriquecimiento illclto y su • 

inconstltut:lon,lídad. Esta no es una opinión 

aislada, otros tratadistas tambiéh han señalado las 

mencional'las ·aefíciencias: FRANCISCO PAVÓN 

VASCONCELóS, en su obra 'Diccionario de 

Derecho Penal' (Editorial Porrúa:1 Méxiéo, 1999, 

paginas 430 y 431 ), refiere lo siguiente: ia anómala 

estructura de este tip'O_, fue ya piié·sta de relieve por 

Jiménez -Huerta, por cuanto en ·e1 mismo no se 

describe nlñguna conducta é/e orden material que 

constituya la causa o e/ origen del enriquecimiento 
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, por mejor decir, el aumento del patrimonio del 

servidor público. La ley acude al sistema negativo, 

para describir el hecho, de que el servidor público 

'no pudiere acreditar el tegltlmo aumento de su 

patrimonio o la legítima procedencia de los bienes 

( .. )'. Por conside.rarlos de interés insertamos a 

continuación los comentarios vertidos por el 

destacado jurista: 'La figura del enriquecim.o 

llfclto construido de tan anóm,ala manera ~~presa

con tiene ampllos reenvíos a la L"'iy de 

Responsabilidade texto ~ artículo 

ditamiento del 

monlo o la legitima pro 
::. ; 

;··· de'"tJfectuarse ' ... en ,... 11~..,,. 
~~~de Respon b "/~a 
-('P8b'llr:1

• Estos 

constitucionales, ~a 

interés, habida ~ta 

interdisc~plin~~mente con la . · ura 

( ... )', af;rma'"'Nnes las antena 

sus bienes, 

de la Ley 

Servidores 

uestiones 

en examen 
1 

plenamente 

justifica~ en atención a la forma y do en que 

la Secretaría de la Contraloría General de la 

Federación está legalmente autorizada para 

intervenir legalmente en la investigación del 

patrimonio de los servidores públicos, ello 

seguramente a pretexto de que ante dicha 

dependencia pública deben los servidores públicos 

hacer sus declaraciones patrimoniales al tomar 
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auditorias ~ cuya finalidad no es otrá que la de 

constatar/~ existencia de un hecho tl~J;~tívo co 

lo es el referente ·al enriquecimiento ilí(:ito:; .• ~·'S.. Etílf!I 
-

síntesis, la figura delictiva en c1,Je$lión pret~·w~ 

sancionar él au.mento patrimonfql no ]ust1;1cado·~éffJ~ 

los servidores públicos durante el cl~semptfilf1Jf:?8ll 1 

_" , JU':'rk. IA I 
su cargo; · cualquiera que sea la conduf;tá realinde~ · 

a tal fin y qu~ se .califica de ilícita a virtud de que 
dicho aumshto no guarda relación con los Ingresos ~ 
legalmente ob·tenidos durante su encargo por el 

servidor público' ...... MARCO" ANT()Nlo" DÍAt DE 

LE,ÓN, en su libro 'Código Pen.ál Federal .con 

Comentarios' (Editorial /'arrúa, México 1998, 

páginas 383 y 384), a su vez, sostiene que:··· ' ... Jos 

contenidos· del tipo· penal no son -c·Cinéretos para 

captar con exáctítud la "ilicitud de la conducta o, 
mas aún, del posible .resultado tiptco, pues ·en 

aquél de man~ra ambigua se alude al •Jegítimo 

aumento de su pattim'Onio', cuando en realidad la 
'l 
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ningún caso, sólo Ja 'falta de prueba' de Jo 

primeramente cítado, o sea, el legítimo aumento de 

dicho patrimonio. La redacción del artículo en 

análisis, establece en perjuicío del ínculpado una 

peligrosa inversión de la carga de la prueba, m~a 
que contradice el principio de presu~lón de 

n nuestro sistema P'énal, al 

establecer una propos1c tiv(;jerca de la 

de nriquecimíento 

~/· · eba o por no 

~~~ . erse ésta en el pla . e· o d. s contados a 

f(~~ ;; d: que 'ª. Secretat Con /o~ía ~~neral 
<:d,e}Jb&i.cteraclon p act1 e al nclon rro v1s1ta de 

l .trl 

11rn~-cl6n o au , · es ecir, con tales 

disposiciones pr~men ha esta ecido una 

presunción iuris tum sob la exis f ncia del 

del/to en ~e~tión, aunque e aumento del 

patrimonio Yese ilegítimo (sic), partiendo 

únicam~ de la circunstancia de que el servidor 

'... no pudiere acreditar el legitimo aumento de su 

patrimonio ... '; por otra parte, se trata al mismo 

tiempo de una · grave infracción en materia de 

prueba, al establecer Ja exigencia de ésta a hechos 

o cuestiones negativas'. 'Al efecto, debemos 

.,.. recordar el Decreto de Promulgación del Pacto 
-' 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos ... , en 

L'"'. 0•14"4 J \ , ~ • • 
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cuyo artículo· 14, inciso 2, establece: 'Toda persona 

acusada de un delito tíene derecho a que se 

presuma su inocencia mientras no se pruebe su 

culpabilidad conforme a la ley. •A su vez, .. .la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos ... 

en su artículo 80, Inciso 2, establ~ce 'Toda persona 

Inculpada de delito tiene derecho a que se presuma 

su inocencia mientras no se establezca legalmente 

su culpabilidad'.-· 'Consecuent~mente, si de 

conformidad con -eJ artículo 133 de la Constitución 

Federal, tales Trat~dos lnternacjoriales tienen el 

rango de ley suprema de toda ·1;¡1 Unión, por -19d 

mismo, no deben vulnerarse sus dfsposicfon --· ' ~ 

las leyes secundárias' ..... 'No acreditar significa_ .. _·~~

hacer digna de crédito · alguna cosa, cuestión ·qu . . ~ . . 

es inatlecuada con la ra.tio legis de . ~~e-: 
teniendo a$1 qúe Interpretar con ·peligró de vulfilili'P. . 

el princ.iplo éle -legalidad el posible significado de la 
~ 

conducta típica, encontrando que ello pu_ede ~ 

correspondér a no probar, no demostrar o no 
. ' 

justificar el legitimo aumento patrtfnonial, de la 

procedencia dé biétres a nombre ·del funcionario o 

de aquéllos respecto de los cuales obre como 

dueño como lo señala este artículo.- Resulta así 

que lejos de es·tat tipificada la acción delictiva de 
.. 

incrementar ilegá1mente su pátrifflonio el 

funcionario, en su Jugar se alude 

inexplicablemente, como conducta típiéa, a una 

regla- proces·a1 genérica sobre la carga de la prueba, 
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enriquecimiento propiamente viene a ser un 

requisito de procedibilidad, pero no Integra la 

conducta punible, habida cuenta ésta se reduce a 

ser como lo señala el tipo, un 'no acreditar' por lo 

cual cabe la existencia de un enriquecimiento licito 

que sin embargo sirva para condenar por ~e 

delito a un funcionario1 si éste se ni~a a no 

acreditar o pue acreditar (más b~ a no 

_______ ae1:po.i¡p ar) q(!;Js legal su 

e eguro que esta 

fl11ii~S al delito en 

del legítimo 

el 

DE LA~IVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE 

MÉXICO ('Éditorial Porrúa, México 1992, Tomo D-H, 

páginas 1285), se dice:-·- 'Los contornos de esta 

nueva figura delictiva no están bien delimitados, ni 

resulta fácil el delimitar/os. Tal como se describe en 

el artículo 224 del Código Penal, nos da la 

~ impresión de que se está tomando como punibles 
·!I 

los resultados de fa acción, no la accíón misma 

O.-, I' 4 A,... l)t ; - t .I ~ 
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como se presume el acto ilfcito, pero no se castiga 

dicho acto, sino nada más los resultados y eso 

último cuando esos resultados acrecientan el 

patrimonio del $ervidor público'.-- El registrado 

pretende .fundámentar su reso/1.1ción en tas 

reformas publicadas en el Diario ·Ofi(:ial de Ja 

Federación de 5 de enero de 1983, y que obedeció a 

que el Presidente, en aquella época Miguel de la 

Madrid _Hurtadó, decidió que en México finalmente 

existiera una 'renovación moral de la sociedad'. Es 

indiscutible que la creación del denominado delito 
. ·.··~·· 

de "enriquecimiento ilícito', antes denomliJ(i · ,~( 
.. . . . 

'enriquecimiento inexplicable' (esta f: ·ú ·. , 
. .. 

denominaci~n es la que usa en forma reiteradá~"e1 ·• · .. . 
Magistraé!o ~n . $U resolución); ··, . · -~~~ 
exclusivamente a un ptoblem'a~· 3 · 
política-crim~nar, pero aún si por razones de dicha 

política se hace necesario que el Poder Legislativo 
. . 

incluya nuevos tipos penales en el Código Penal, 
1 

esto no impliéa que no deba de cumplir con los 

lineamientos constitucionales para 'ª étaboración 

de normas penales, y fundamentalmehte el 

principio de legalidad a que se refiere a·/ articulo 14 

constitucional y el criterio sustentádo por el Pleno 

de la H. sup;ema Corte de Juslicia iie la Nación que 
-<-

se transcribió en la página 9 y 14 de la demanda de 

amparo en la tesis_ denominada: 'EXACTA 

APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL, 

GARANtfA DE SU CONTENIDO Y ALCANCE 
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.,~~~BARCA TAMBIÉN A LA LEY MISMA'.- El Derecho 

Penal tiene como fin proteger bienes jurídicosr 

tanto individua/es como colectivos, fundamGntales 

para la vida ordenada en comunidad, siendo e.I 

mecanismo de control la sanción penal. La política 

criminal de un estado de derecho debe respetar la 

concesión que la Constitución encierra respecto 

del hombrer el ejercicio del ius puniendí debe ~r 

nes, y consecuent 

~~.,.01#á imponer u a ue ha hecho 

~=· que es.~Po~ tra rtes de respetar el 
principio de presu de 1 ocenc , del que 

deriva la obl/g~n I órgan del stado de 

demostrar la ~ponsa 'dad del sujeto, 

previamente~ Ja aplicación alguna medida 

penal. El Es~o Mexicano respet el Estado de 

Derech~ya que la soberanía reside esencial y 

originalmente en el pueblo, el Estado viene a ser 

una estructura creada por éste, al que le ha 

asignado una serie diversa de funciones, las que 

deben realizar en beneficio del mismo. Por 

consecuenciar toda reforma a las normas penales 

~ deben respetar los principios de política criminal 

característicos del mencionado Estado de Derecho. 
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En el caso del delito de enriquecimiento ílfcito, ello 

no aconteció pues el tipo penal de re~erencla no 

sólo viola los prltJclpios elementales de unf;I política 

criminal, 

seguridad 

sino además agravia garantías de 

Jurldlca previstas en nuestra 

Co.nstitucíón.-- En este asunto se debe hacer un 

análisis científico con ba$e en 4rguinentos 

exclusivamente }urfdícos, ya que no es aceptado 

que por razones políticas o porque éil este asunto 

se trate del hermano de un expresidente de la 

República, se ulil/cen como lo hace el Magistrad()~ 

en su sentencia .los conceptos qile se expres~~i· 
la exposición de motivos que se transcribsn.,.~~
sentencia de amparo, respecto del comporlamiett~ 
de los. turit.loiJarios públicos, ya · que .,:en~-.M 

- ~ 
asunto, lndepe(ldíentemente de las bondade.._ .. .. _. 
pueda tener la regulación de conductas de 

servidores públicos, en este pr~ceso, se insiste, se 

deben atta/izar desde el punto de vista 

estrictam·ente juiídico, si la definicióh del · artículo 

224 del Código Penal reúne o no fas requisitos de 

constitucioniilidád, por 'º que el quejoso espera 

que en este tecur5o de revisión, del que deberá 

conocer lii H. Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, se émitan juicios propios de un Tribunal 

Constitucional y no se enturbie la discusión 

clentffica con problemas de política-criminal.- En 

virtud d6 que en la sentencia se utiliiaron los 

argumentos ·dé palítica-crimlnal exptesadós en la 
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0004 1.t.7 

en una indebida 

constitucional al 

considerar que sí se reúnen los requisitos de 

legalidad en la definición del artículo 224 del 

Código Penal, por establecerse en éste como 

núcle<> del tipo penal el verbo ~1ncu"ir', que como 

ya se manifestó en párrafos anteriores por s~n 
verbo intraflsitivo no define absolutamen~nada, la 

resolución causa avío al quejoso por ~/ación 
. . e los artículos 14, 1 19 de l~nstituc;ón 
~~t.-~ ,. · al de I~ Repúb 1ca, en ela ·ón con el artículo 

i~. . I Código Penal ral, e el artículo 14 
~J:rf.'. 
: " blece el principio · lega · d, I 16 lo relativo 

~ :-l'!ffl1'YlMda fundamenta .dt,..." moti ación, y el 19 
~~·~ l'il~ ~ 
~l«/fHsitos para 

formal prisión que e Je dictó al 

quejoso en base~ un icu 

Penal) que se in~ es in stitucio / ... - Por lo 

que hace al ~~o b) de Jos co · tos ck violación 

en la página ~e Ja sentencia que se impugna, se 

mencio~ue, 'Este se hace consistir en la 

violación al principio de inocencia y la inversión de 

la carga de la prueba'.--- En relación con este 

concepto de violación el quejoso manifestó:-- 'b).

La redacción de este delito, afecta también 'EL 

PRINCIPIO DE INOCENCIA', ya que iflcumbe al 

... Estado demostrar los hechos en que funda una 

acusación, y además 'INVIERTE LA CARGA DE LA 
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PRUEBA', ya -que impone una prueba negativa que 

no tiene analogía con ningún otro Cielito del Código 

Penal, ya que la OMISIÓN consistente en no 

informar o acreditar Ja procedencia del aumento 

patrimonial, es lo que constituye la ·CQfhisión de 

este delito. (Este criterio es el que sostuvo la 

autoridad responsable en las páginas 575, 688, 714 

y 740 de dicho fallo).·-- Lo anterior es tan absurdo 

que, como dice el autor argentino Marce/o A. 

Sancinetti ('El Delito de Enriquecimiento Ilícito de 

Funclonárfo. PúfJ(ico. Un Tipo Penal Violatorio del 

Estado de Derecho', Talle~es Gráfír;o$ _Edigr~.~~ 
A.,. Buenos Aires, Argentina, p~glna 2(1, frínfl~ 
E~ición, No~iembre, 1994}. El autor c;lt;ldo ~~ri~ 
siguiente e1~mplo: cEn caso de ·que una..,J)'!rsona 

. . .. ,,'!~~-SM 

cometa un héch(J punible, el Estado es-.. 1;,,,,a~ ~ .. .. :. 
optar por: a). O 'bien respetar las garrn'fJas · 

constitucionales (y entonces tratar a la persona 

como inocente hasta que una sentencia la declare .... 

culpable), b). <)· bien declarar como relevante el 

deber de informar o acreditar (y ·entonces aplicar 

sanciones en caso de Jnobservanci«. de este 

deber).'··· La segunda opción es la que parece 

contemplar fa absurda redacció.fl ifel artículo 224 

del Código Penal Federal.-·· Más adelanti3, el mismo 

autor explicá que adef!.1ás en este ilícito, ni siquiera 

se puede demostrar la inocencia de una conducta 

concreta, ya que no está detérmlniJdo el hecho 

presumido, ya que en es'te élellto no existe -un 
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un comportamiento1 es el resultado de una 

comparación patrimonial entre dos momentos, y el 

mismo autor citado¡ en su obra nos pone el 

siguiente ejemplo, partiendo ,de un supuesto 

diálogo entre el Estado y un ciudadano, en estos 

términos:~- 'Y no puedo obligarte a que declar~n 
tu contra sí has cometido un hecho pun;a/e (entre 

nosotros el icu O, fracción 1J::v de · la 

Constitución), pe 

o o[} 4_t1.8 
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de toda persóna, que sólo puede ser "destruido por 

prueba en contrário, prueba que debe ser aportada 

por la a~usaclón, y llama la atenciQn lo m~nifestado 

en Ja página 44 en dicha obra, en que manífiesta:--

rQue /as garantías penales son muy' poco 

comprendidas. Es seguro que pueden ser de 

mucha más utilidad al ciudadano deflncuente, que 

al ciudadano probo, aunque también éste tropiece a 

menudo con el sistema represivo y sufra los costes 

(sic) del autorltéi;rismo. Pero es que no lmpQrta en 

absoluto lo bueno o Jo malo que sea e/ candidat~.~ 

posible dei . si11tema penal. Las garantfaS v-':.t 

justamente también (y princlpal~ente) para ;el e~. 
de que el imput,cfó sea delincuf:!nte. Esta verd~ · 

¡ . . .. 

casi obvia; es la que da lugar a la conoc~d~ ·~~'§í~; 
Von Liszt. según la cual, 'el Derecho Pehal -..t ·• 
carta magna del delincuente' (Já barrera . 
infranqueable dé Ja política criminal). Nos es 

posible ·hácer excepciones .rp·á~a Cierta clase de 

delitos'.--- A éóiltJnuación de la anterior cita, y de 

acuerdo coh el ·tJiarlo de Debates para la creación 

del artículo que estamos comentando en la 

República -Argentina (por desgracia, en México 

cuando se cré6 este delito, no fue delÍatido, sólo 

aprobado com·o cási todo lo que enviara como 

Iniciativa de ley Poder Ejecutivo), méhclona la 

opinión de un Diputado de nombre Jos'é caro, del 

bloque justlcialista, que sostuvo lo siguiente:--- ' ... y 

en ·, realidad. siehtan un principio ju;fdico de 
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peligrosidad para sancionarlas sin la 

de otras . normas que 

definida, la naturaleza del 

incriminando. Me refiero 

concretamente a la disposición del articulo 268 

(similar del 224 del Código Penal Mexicano), que 

crea una especie de inversión de la prueba y una 

presunción de dolo en todos los actos d~s 
funcionarios de la -rn .... ·nistración públi~ue no 

pudieran justificar, reque ·miento,. la procedencia 

'1-..lJr.w>ff(tl'--...¡Je~ a que se 
e el párrafo anterior, otro o· u do mencio.nó: 

jR~~••Dijimos... que se d prlncipíos 

·. - ~-~ Cllclogales del Derech Penal 
G~B1'l?. 1J . 
~ o.fl~···; sin embarg , ejor sobre 

~sfe_~uJo,. yo díría ~~ e i u Jgo mucho 

más grave, y que co ~]fl el 

de manera evlde~ yo 

Presidente: conf~do el 

abriría y ni s~i'5ra admitiría la p ba en contrario, 

porque el de/i{o estaría consuma tal como la 

norma ~tructura. Basta la sola negativa ... 

habría entonces algo mucho más grave que la 

inversión de la prueba ... '-- Para efecto de este 

juicio de amparo, quiero detenerme en señalar, que 

Jo mencionado en párrafos anteriores, es lo que 

absolutamente sostuvo a lo largo de su reso.luclón 

" la autoridad responsable (página 575 del fallo) que ,, ... 
en forma reiterada manifestó la comprobación del 

OG\.1 4'1-9 
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cuerpo dél delito por el solo hecho dé que:- ' ... la 

Secretaria de Contraloría y Desarrollo 

Administrativo, a través de fa Dirección General de 

Responsabilidades y situación P~trimonial, giró el 

oficio número 22010902195 dirigido al C. -

a efecto (fe que, conforme al 

articulo 84 ,de la Ley Federal de ResPQn$abilidades 

de ·1os Servidores Públícosl acredlta'ra el legitimo 

aumento de su pattímonío y la legítima procedencia 

de Jos recu'rsos que Je permitieron adquirir los 

bienes a su nombre, o de Jos que se conduce como 

duefio por si mismo, o a través de su cónyugfF · ~ 
sus dependientes económicos dittJot _· -~ 
otorgándole para· ello el término d~ diez ·:df ~ 

.- .. 1 

hábiles contados a partir del dfa siguíent-e1a ~-f8vtfM 

en que surtiera efectos la notificación del-·réff!fil!NJ~ · 
, IEct'IlNi" ·, 

requerimiento. tal oficio, fue entregado en forma 

personal a a las 

. . 
. ¡ 

..... 

catorce horas con treinta y cinco minutos del día • ~ 
veinticuatro dé noviembre de mil novecientos 

no·venta y cin·co, según aparece asentado en el acta 

de notifícacíón levantada por el licenciado Mario 

Arel/ano Aceves .. notificador de la Secretaría de Ja 

Contraloría y Desattolio Administra-tívo. A ello de.be 

agregarse que de las constancias c¡ae obran en 

autos no existe una sola por lá cual el servidor 

público hubie-se acreditado que el Incremento de s.u 
. 

patrimonio fue -/licito (sic) .. por el contrario obra en 

autos "el diverso oficio 0301195, élel Subsecretario 
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... i'. . !f 
'~ ~ ·.· .. ~ ~e Atención Ciudadana y Contra/orla Social, quien 
~~,t~· 

al formular Ja declaratoria ante el Procurador 

General de fa República, agregó que a -

LE FUE OTORGADA LA 

GARANTÍA DE AUDIENCIA prevista en el artículo 14 

constitucional, toda vez qu~ no justificó fa lfclta 

procedencia del incremento sustancial apreciado 

en su patrimonio ... De lo anterior; es de conc~e 
entonces, que suje activo no proqg que el 

aumento de su trimoní ícfto, lo iilat, por 

q~e configura e~ lto 

f LICITO, al meniiiiinar: 

DE LA Jt'2J!TRALOR/A 

ADMINISTRA'WO notificó a 

~r tanto se 

la conducta 

~ oficio número 22010902195 por el cual 

le requería para que acreditara ef legítimo aumento 

de su patrimonio, sin que tal servidor público lo 

hubiese hecho'.-- En la página 707 vuelve a 

sostener el Tribunal:-- 'En efecto, de conformidad 

con el articulo 224 del Códígo Penal Federal, el 

~ ENRIQUECIMIENTO ILICITO en que incurre un 

servidor público, SE ACREDITA EN CUANTO 
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. · .. :. ·'ll' 
ÉSTE ·NO · DEMUESTRA SU INCREMENTO , · 

PATRIMONIAL, y en el caso concreto, ello 

aconteció en .cúanto 

FUE OMISO EN CÓNTESTAR AL REQÚ~RIMIENTO 

QUE LE FORMULÓ LA SECR~TARfA DE 

CONTRALOR/A Y DESARROLLO 

ADMINISTRATIVO ... por tanto el incremento ilícito 

patrimonial se encuentra demostr~do POR ESA 

SIMPLE. CIRCUNSTANCIA ... '.·- En la página 714 el 

Tribunal vuelve a insistir en ese criterio, al 

mencionar:-- '... cuando el servidor público no 

pudiera acreditar el legítímo aumento de ·~u~ 

patrimonio (artículo 224 del Código P~nal 'Feder•- ·. ~ 

en el caso concreto; a -

se le notificó el oficJo nümero 22010902195 dfilí 

SECRETARIA DE LA CONTAALO~~~ 
DESARROLLO ADMINISTRATIVO, a efecto ddE .. i 

acreditt!ra su incremento patrimonial durante los 

años en que sé desempeñó como servidor público, 

situación en la que se mostró" tOTALMENTE 

OMISO, hecho que por sf mismo acredita el 

ENRIQUECIMIENTO ILICJTO ••• '.··· En la página 740, 

en forma tetminante el Magisttado que ·confirmó el 

auto de formal prisión, hoy autoridad résponsable, 

sostuvo:~- 'el incremento patrimt;nJal que llevó a 

cabo el sujeto activo con las diversas conductas 
' que se rttehcloharon en el ¡fárrafo que antecede, fue 

ilícito, en virtud de que no acrei:Jltó lo contrario, 
esto es que fuera lícito, pues Incluso la 
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DE LA CONTRALOR/A y 

lo requirió para que justificara su 

incremento patrimonial'.-· Con las anteriores 

transcripciones y lo manifestado por el Diputado 

argentino que mencioné anteriormente, se llega a Ja 

conclusión de que su afirmación es absolutamente 

cierta, al tipificar delitos como el que aqw~s 
ocupa, ya que en el caso concreto, si al q~joso se 

Je requirió en .la fa administrativa p'1a que 

justificara Ja procec'8RI~ 

a comparecido, y si por e 

bi~, sin que 

so hecho ya está 

mado el delito, tal coe!...,~··"" sostuvo el 

o del Primer 

vio/ ación maff!!~º con la letra en lo relativo a la 

violación al ~clpio de inocenc la 1inversl6n 

de la carf!!Jj1e la prueba', sostiene q ciertamente 

estos lineamientos o principios se consagran en un 

estado democrático de derecho 'porque toda 

persona es Inocente hasta en tanto no se 

demuestre Jo contrario; asimismo se reconoce la 

·' t obligación del Estado de probar Ja acusación y no 

-.. del inculpado de demostrar su inocencia. No 

obstante, respecto de dichas máximas no se debe 

231 



- . ..,,,.-

AMPARO EN REVISrÓN 1293/2000: . . " 

perder de vista su naturaleza jurídica, la cual atañe , . 

a meros 'principios rectores del derecho, y no a 

derecho positivo vigente; los cuales, clertámente 

han sido reconoc.idos por nuestro país al suscribir 

diversos tratados internacfonafes que los 

contemplan; por lo tanto. dichos principios se 

consideran como constitutivos de la ley misma de 

nuestro pafs.~·· Pero no obstante ello, de 

conform~dad con el artículo 133 del .pacto federal, 

se consagra la supremacía constitucional; por lo 

tanto, priva ésta aún sobre los tratados 

internacionales y, por ende, sobl'e tos principi 

que en ella se. consagra ... '-- Para el qtiejos·Cir' · . :·~ 
muy importante que en el juicio de amparo se h~ 
reconocido por el .Magistrado que conoció e~te ~. 
asunto que efectivamente en .un ·_-· e~iM! 
democrát/(:O de derecho Se reconocen el prln-~ 
de inocencia y la oblígación del estado de probar la 

. ~ . ,. 

· ~ . . -.- ;¡t1-

acusación, situación que no prevalece en el artículo i! 
224 del Código Penal Feder..al que viola 

expresamente esos dos principios.-- El principio 

de 'PRESUNCIÓN DE INOCENCIA' en- e/ Detecho 

Positivo Mexicano ha dejado de ser un principio 

general de derecho, para convertirse de acuerdo 

con el articulo 133 de la Constitución Polltica de los 

Estados Unidos Mexicanos, en Ley Suprema de la 

Unión, ya qu·e si bien el prin_cípio de 'Presunción de :! • 
~ Inocencia' no se. -·encuentra expresamente 

reconocido en tfVestra Constitución Política, a 
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de innumerables que si Jo 

articulo . 27 disponía que el imputado no sería 

considerado culpable sino hasta después de Ja 

sentencia definitiva. España también, en el artículo 

24 de su Constítución Polltica, lo admite en su texto 
1 
••• a no declarar contra sí mismos, a no confe.e 
culpables y a l sunción de inocencí~ México, 

en relación co este ema de la presuntit6n de 

inocencia, ha sus ito, e tri otros, ~siguientes 

~ dos lnternacionale . ·- 1.- - DECLARACIÓN 
.,; .kJ~ 

...... 
Z'i!' ;·:: ,. ~ · · e d{f¡{embre de 1 
A co~Tt:: 
~~cusada de u 
~ot~ 

se ,. presuma su que no se 

pruebe su culpa:ia e nforme a (ª ley y en 
juicio público en . ue se an aseg~rado todas 

las garantías ~~c;_esa_rias para su fensa '.·- 2 ... EL 

PACTO fNTE°"RllfACIONAL DE DERE · HOS CIVILES 

Y POLIT~S, Aprobado por Ja Asamblea General 

de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1996, 

que establece en su artículo 14.2, que: 1Toda 

persona acusada de un delito tiene derecho a que 

se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 

culpabilidad conforme a la ley'.·- En México fue 

adoptado y abierto a firma, ratificación y adhesión 

el 16 de diciembre de 1966. Promulgado .el 30 de 
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marzo de 1981 y publicado en el Diario Oficial de ia 

Federación el 20 de mayo de 1981.-· 3.-LA 

CONVENCIÓN AMERICANA SO$RE D~RIECHOS 

HUMANOS, que en su artículo 8º estiJb/ece:--· 'Toda 

persona Inculpada de delito tiene derecho a que se 

presuma su inocencia mientras no se establezca 

legalmente su ·Culpabilidad~.-- ~n México fue 

abíerta a firma. ratificación y adhesión el 22 de 

noviembre de 1969. ·Promulgada el 30 df! marzo de 

1981 y publicada en el Diario Oficial de la 

Federación ~I 7 de mayo de 1981.-- Quiero resaltar 

4 .. . .. : 

Ja importancia que ha dado. la Suprema Corle' 

Justicia de /<1 Nación a los Derechc,s Huma~i>s. .~ 
se encuentran protegidos en los Trata ~ 

Internacionales, ya q~e en el proyecto de ·'ª L~y :d~ 
Amparo reglamentaria de l~s artfculos 103 y 1~;~~ 
la Constitución Política de los Estados UlfliRJfA 

Mexicanos7 editado por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación el 4 de 'septiembre del año 

2000 (Gama Sucesores, S.A. de C. V.), se establece 
'· 

en el artículo 1º del proyecto lo siguiente:-

'Artículo 1º.· El juicio de amparo tiene pór objeto 

resolver toda controversia que se suscite por 

normas genera/e$ o actos de autoridad que violen 

las garantías que consagra la Constitución Política 

de Jos Estados Unidos M_exícaños y los derechos 

humanos que p;otegen los tratados iñternacionales 

generales en la materia. a saber: la Declaración 

Universal de Derechos Humanos; el Pacto 
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~~ ~::i'(Jfnternacional de Derechos Civiles y Pollticos; el 
~)$"""' 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales; la Declaración Americana de 

los Derechos y Deberes del Hombre y Ja 

Convención Americana sobre Derechos Humanos'. 

--- Quizá el concepto y naturaleza de la presunción 

de inocencia no ha sido debidamente explorado ni 

en nuestra doctrina nacional ni en la jurisprud~a 
dé nuestra H. p a Corte de Justi~ de la 

Nación, a díferen a de os países, en 10'$' que el 

*1"71ol!ll'f~mo en las 

uis Vázquez 

nocencia del 

Tribunal', 

italiana -fija ~f!ecedente roman el 'favor reí' y 

del principio"W dubio pro reo' que n el origen 

mediato@;) derecho a la presunción de inocencia. 

-- Por lo que hace a la escuela clásica, que puso de 

relieve el contraste entre la forma en que se trataba 

a los imputados en el proceso inquisitivo y en el 

proceso acusato.río consideró como principio 

fundamental de la ciencia procesal a la presunción 

'#' de inocencia como garantía de garantías en el 

proceso. Por su parte en la escuela positiva italiana 

00 0 4 ~3 
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arremetió duramente a Ja f6rm1,1Ja clásica del 

principio de Inocencia al considera·r que las normas 

penales no estab·an destinada$ a tutelar la 

inocencia sino a reprim.ir los delitos.··- Ya la ley de 

partidas establecía que los hechos debían ser 

probados 'espléndidamente' y que las pruebas 

'deben ser claras como la luz, de mane;a que no 

pueda sobre ellas venir duda alguna' y prohlbla Ja 

conden~ •por sospechas, ni por señales ni por . 
presunciones'. No obstante estos hermosos ideales 

no se aplicaban en el antiguo enjuiciamiento 
.. • 

criminal (tampoco -eñ el México actual) en el q, 

::P::::::u:;:ia:¡¡~::::~:n:lu:;~::::p., ~ 
los procedimientos . i~quisftivos no habla ~s~a~1~ 

~9~!Lf1 !\ · I 
para ta presunción de inocencia..... En ln~ae 

desde hace siglos, en la Constitución no e$~Ht~\l.·~:NE 
los Británicos se sostenla que para dictar una 

sentenciá de ·cdndéna se requetía 'beyond any 

reasonable doudt'.- En los Estados Unidos de 

Nortearhéríc:i a través . de la enmienda V de la 

Constitución se reconoció a todo ciudadano el 

derecho al 'due ptocess of Jaw' que no es otra cosa 

según lo ha Interpretado el máximo tribunal de 

aquel país que 'nadie puede ser condenado si Ja 

acusación no ha probado su ~µlpabilidad más allá 

de cualquier duda razonable'. En la decláración de 

los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 

aparece· por primera vez como derecho pos;tivo a 
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presumé 

innocent jusqu 'á ce qu' il ait été declaré ocupable ' a 

todo hombre se le presume Inocente mientras no 

haya sido declarado culpable'.--- Por su parte, el 

Marqués de Beccaria desde 1764 había publicado 

una obra de enorme trascendencia en Europa 'El 

del/to y la pena' que hacía énfasis en la situ~n 
de absoluta lnd fenslón y falta de gar41!!...tlas del 

procedimiento 1 ui · 'vo que el ~usado 

e~cio como 

és del proceso 

·~myJ pais y según 

suscrito 

l. 
jerarquía 

los tratados ,fl!!rnaciona/es, p lo que si México 

ha reconociciifihternacionalmente principio de la 

presunc~ de Inocencia, esto trae las siguientes 

consecuencias: ••• 1ª. Si nuestra Suprema Corte de 

Justicia considera que nuestros tratados 

internacionales se encuentran debajo de la ley 

fundamental y que por lo mismo dichos tratados, al 

ser asumidos por el Estado Mexicano, 

1a comprometen a todas sus autoridades. Es~o 
implica que sean de aplicación directa e Inmediata 

00ü4~4 
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y que vinculen a todos los poderes públicos y sí la :· 

presunción . de inocencia está cons1gnada en 

diversos tratados internacionales =ha dejado de ser 

un principio general del derecho y se ha convertido 

en norma que debe Informar la activid~d judicial.--

2ª. El derecho a la presunción de inocencia debe 

Interpretarse dé conformidad con la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y todos los 

tratados y acuerdos internacionales que sot,re esta 

materia hayan sido ratificados por México; ••• 3ª. El 

contenido de_ la presunción de Inocencia no puede 

violarse por el ·Pod~r Legislativo :que ·en todo cas~ 

debe respetarlo Y desarrollarlo tñediante las I . . ~ 
penales y procesales penates que procedan.-.:._, -~ 
Por lo que hace a Jos jueces y por ser l)orm ~ 
fundamental, la presunción de inocencia dé-; 

respetada ¡;or todos los inte·grantes del ~ Gl 

Judicial.-- ·sª. La presunción de inocencia es un 

derecho conforme al cual deben ser Interpretadas 

todas las normas penales y procesalf!J& penales de 

nuestro ordenamiento jurldico.- sa. La presunción 

de inocencia es concordante con los artículos 21 y 

102 de la Constitución.-- Co"esponde ahora 

analizar la 'CARGA DE LA PRUEBA' y la 

'PRESUNCIÓN DE INOCENCIA' ya que en palabras 

del autor Miguel Angel Montañes· ·pa;do en la 

página 81 de su flbto, nos dice que la primera de 

las garantías que produce la presunción de 

inocencia es un desplazamiento de Ja carga de la 
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a las partes acusadoras, a quienes 

corresponde probar los elementos constitutivos de 

Ja pretensión acusatoria. Si todo acusado se 

presume inocente hasta que sea condenado, 

lógicamente la presunción de ínocencia también ha 

de Incidir en las reglas de distribución de la carga 

material de la prueba, produciendo un 

misma hacia la ~ 
uencía, corresp~de a la 

acusación, y no a ltt--6E~~iL a realizaci6lt de la 

acusadora.--

actividad probatoria del car 

virtuar la presunción 

ri~, el acusado 

~saria para 

la, pues de lo 

frual::::l:un etido a una 

~,--~ atio diabólica' de los 

atelan~, en la mis a ~·"""' 
01.· il 'r"E. "D ' 

ativos1
• Más 

sostiene lo 

.E ri.§19JRimJe: ... el fi nda 

·~'f'slr: acusatori a procesal 

del acusado~':!º inocente no exige desplegar 

actividad pro~ria alguna dirigida a refrendar esta 

'verdad ~rina de Inocencia', pues es claro, en 

este sentido, que el derecho fundamental a la 

presuncíón de Inocencia no precisa de un 

comportamiento activo por parte de su titular. Así 

resulta del articulo 11.1 de la Declaración Universal 

J de Derechos Humanos de 1948; del articulo 14.2 del 

i.. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

de 1966, y del artículo 6.2 del Convenio para la 
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Protección de los Derechos Humanos y Libertades 

Públicas de 1950, textos de los que se deriva, entre 

otros extremos. que es la parte acusadora quien 

tiene la carga de la prueba; tal como lo reconoce 

nuestra Constitución en los artículos 21 y 102. La 

atribución de la carga de la prueba a la acusación 

supone que las insuficiencias -también las 

deficiencias· dé la prueba practicada traen como 

consec(!encla la désestimaclón dé la pretensión 

formulada por la acusación y la absQluclón del 

acusado. Como presunción de -Inocencia, supl~ 

partir de la inocencia del acusado, Si no iexi , :~ 
pruebas de carg~, debe ser declarada si, lnocen ~ 

--- El reconocimiento del principio acus~t~~~I~~ 
encuentra Implícito en ·1a Constitución, tantoJIWisü 0 

~tll ~F_¡ 

parte dogmática como en su parte orgánica, En su 
' . 

parte dogmática, el artículo 22· (síc) de dicho código 

político establece que corresponde al Ministerio 

=· . . 

_ .. .,.. 

Público la investigación y la . persecución de los _.r 
delitos. Estos es~dios procesales ~.on reconocidos 

como los procedimientos de averiguaciórt previa y 

el proceso penal propiamente dicho. ~or cuanto a 

Ja parte orgánica, nuestra Constitución, en su 

articulo 102 apartado A, prevé .. nuevamente- que 

corresponde al Ministerio Público de la Federación 

Ja persecución a·nte los T.rlbühales de los delitos 

del ot'den federal y, por ello, buscar y presentar las 

pruebas que ácrediten la responsabilidad de éstos. 

La obligación de integrar y allegarse los elementos 
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mencionados artículos constitucionales1 sin que se 
exprese en el texto constitucional ninguna 

salvedad o excepción a dicha obligación, que~ a 

contrario sensu, es una limitación a la parte 

acusadora, de impedir evadir la carga de la prueba 

como consecuencja del principio acusator/o .• ~I 
es su importancia, que e11 el estudio real~do por 

Teresa Arm ta (Principio AcusatbrJo y 
____ ab.--am¡c;h, ~tia, 1995, 

'En efecto, el 

"'~~kto recibe su 
cual, como en 

y 

el 

tribuida al 

ju2gador. La j!}t~ttación, la Revo ión Francesa y 

Ja doctrina d~"Vseparación de poderes obligaban a 

9arantíz~ ineludiblemente la Independencia 

judicjal y sobre todo su carencia absoluta de 

facultades legislativas directas o indirectas'.-·-

'Para coordinar ambas exigencias ·asegurar la 

persecución y separar. las funciones acusadoras y 

juzgadoras- resulta esencial la creación de un 

nuevo órgano: el ministerio fiscal. Al mismo se 

encomienda la repetida persecución ya sea de 

0G04~6 
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.. ~ 
forma exclusiva (sistema continental francés,·. , · · ~ 

Italiano, alemán, entte otros) ya sea compartida 

(sistema continental español).- La Constitución, 

en los artículos ya mencionados, así como en la 

propia dlvísíón de poderes y las facultades que a 

cada uno de ellos se le reconocen, permiten 

caracterizar al sistema acusato.río de nuestro 

Estado de betecho, por el hecho de que se precisa 

una ac'!sación para incoar el proceso penal, ante 

una autoridad dlstiT1ta de quien presenta y sostiene 

la acusación; clrci,lnstancia que se ve reforzada por 

el hecho dé encontrarse el proc,edimiento penal 
. ~ 

dividido en dos fas~s fundament;J/es: Jnvestigal...,_flf 

(averiguación prevía) y persecución (proceso¡~~ 
Jos delitos.~ Como a consecuencia dé · '~-.~ 

t ~ 

principios de inocencia y del principio acu..,,Ofi>'J .a.. 
IJS'I~f !-\ m 

se presenta, a su vez, el principio de contraat;Nf.Ói)Jm· 

e/ cual, en su estrecha . f!!liicJ6i1 a los ya 
. ' 

mencJo.nados, se deben comprender bajo el 

siguiente desarrollo: nadie es culpable hasta que 

se prueba Jo contrario; quién debe probar tal 

cu/p.abilídad es el órgano acusaélor; por lo tanto, ta 

acusación se debe elevar y sostener añte una 

autoridad distinta de quién prepara Ja acusación; y 

dicha pretensión en'frentada al derecho de defensal 

constituye la controvers~~r que bájo la óptica dél 

principio de conftadiccí6n, se encámína a procurar 

que efectivamente tas partes sean oídas y, en 

igualdad de opórtu11idades1 puedan ejercitar las 
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~~ ~i{~cclones y alegar lo que a su derecho convengan ... 
~;<..~ 

·En la sentencia que por este recurso se invoca, 

según se manifestó, después de reconocer en 

forma expresa los dos principios jurídicos 

fundamentales de cualquier estado democrático, el 

Magistrado Jos desecha respecto del artículo 224 

del Código Penal, al sostener que con fundamento 

en el articulo 109 del pacto federal1 en re/ació~n 
el artículo 1 º del mismo ordenamiento ~egal, se 

suspendieron dicho rínci Jos fundamenfiles, ya 

que según ma i ex a/me te l~tencia en 

la página 66 que respe to del artículo 224 del 

~wlgo Penal Federal e ·n los casos de 

DJepCión a las garantías ·ndiv/du les a la que la 

~opia Constitución se re n su primer 

~~~~/; pues sí de la nda ental dimanan 

Al le•Pfhrantías 1 iv1 

reconocen cierto~ ci 

pero es esta misrihbNor 

restringe o ~cepciona, o tiene por qué 

presuponerse la inconstitu nalidad de la 

Constítu@,l '-- Con las anteriores flrmaciones se 

considera que una vez más el C. Magistrado Jncurf'ie 

en graves e"ores de apreciación1 ya que basta con 

leer la demanda de ampa~o en el capítulo relativo a 

los actos reclamados y fundamentalmente de lo 

que se reclamó del H. Congreso de la Unión, y fue 

expresamente 'La emisión del Código Penal 

Federal, en Jo relativo al texto del articulo 224 del 
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Código Penal Federal', es decir esta ·demanda de ·· •. · 

amparo · no se enderezó en contra de ningún 

precepto consrltucional como falsamente se afirma 

al final de la págíha 66 de la sentencia. Tampoco en 

la demand;J de amparo se propuso ningún 

problema relacionado con Ja 'colisión de normas 

constitucionales', más bien estos conceptos los 

intr;odu}o el Mag.i$trado en su sentencia. Si como 

se mencionó la demanda de amparo se enderezó en 

contra del cQhtenldo de un articulo del Código 

Penal Federal, este artículo por ser precisamente 

una ley de carácter federal, y atendl~ndo ~..ft 
,,, 

jerarquía y a la ejecutoria que transcribe, ·i . 
-~ .J~ • 

página 65 y ·66 de su_ resolución el C. '!agi~ (11 
fas Leyes Federales si se ubican por debálfJll.frt!R.~ 
tratados internacionales, y es incuestionalnwVel_'fl~ .. ..~~ 
México suscribió los tratados a que me referí 

anteriormente, respecto de los principios a que se 

refiere el conce~to de violación que se marcó con ~· 
el Inciso b, y p·or ser leyes de la más alta jerarquía, 

al estar en con·tradicción con los tratados 

internacionales, existe una clara díscre,,.ncia entre 

los tratados internacionales y la norma que se 

consigna en el attículo 224 del Código Penal 

Federal. Por otra parle, se considera que no estuvo 

en lo corre<;to el itaglstrado al emitir su· sentencia, 

y considerar que el artículo 109 constitucional 

suprimió garantías individuales y estableció un 

régimen de excepcióh para los setvidores públicos, 
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0004~8 

así, dicho artículo lo hubiera 

expresa como lo hizo el 

constituyente en et ejemplo que pone el propio 

Magistrado1 relativo al articulo 22 de fa 

Constitución General de la República, en lo rela.tivo 

al decomiso de bienes; por otra parte, tampoco 

resulta aplicable el artículo 29 como fo supone el 

Magistrado en su sentencia, ya que en este • 1 

razones de eg.lltica-crimina o 

extremo de vi'iitlntar el siste.ma 

suprímir~rantías individuales.--- n obvio de 

repeticiones, me remito a lo que ya se manifestó en 

otro apartad~ en lo relativo a que el artículo 109 de 

la Constitución no tipificó delitos y que 

exclusivamente ordena a las Legislaturas Federal y 

de los Estados que tipifiquen el enriquecimiento 

,J ilícito de los funcionarios públicos, pero, 

obviamente, las leyes que em,anen de dichos 
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congresos deberán ser acordes co.n las garantías··.' .:v 
individuales reconocidas por nuestra Constitución 

y fundamentalmente respetando el principio de 

legalidad. Al haber realizado ~I Mélgistrado una 

apreciación equivocada del articulo 109 

constitucional, en relación con los artículos 21, 

102-A, 14, 16 y 19 del mismo ordenamiento legal, y 

en relación con el articulo 224 del Código Penal 

Federal, violó en perjuicio del quejó$o los 

mencionados artículos caus(lndole el 

correspondiente agravio.-- Por lo que hace al 

~er~er concepto de_ violación he~ho v~l~r ~~~ .. -~' ~ - ' 

mc1so e, en lo· relativo a que se violó Ja · ft'accf.,¡ 
deJ artículo 20 ton$titucional1 dond~ se consag· ·; , 

. -;::. 
. • 1 -

garantla de Ja no ·autoincrimínación, el que ·oso en 
, U'f:'~'tllitA 

su demanda de amparo manife~tó lo sigfl . ; 
lf~~· 

1c) ... Se viola tam~ién el principio que mencioné en 

el párrafo anterior, denominado . 'NEMO TENETUR', 
. ' 

principio que viene desde el Código Justiniano que 

decía:--- 'Nemo ten·etur armare adver~atíum contra 
. ' 

se' (Nadie está obligado a darle armas a s.u 

adversario contra si mismo). o como decía el 

Decreto de Graciano: 'Nemo tenetur se ipsum 

prodere' (Nadie está ob1igádo ~ ttaiciohanie) Ni 

tiene que denunciarse, ni incriminarse en una 

de·claraclón, sea como ;ncu/pado o ccmo testigo) 

(Las citas se tomaro_n .. ·del libro cuyos datos 
....-

proporcioné anteriormente de Marce/o A. 

· Sancinetti, quien a su vez mencióna que los tomó 
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libro 'Aforismos y Reglas Jurídicas 

Edición, 1982, páginas 

134 y siguientes).-- El contenido de estas máximas 

latinas, las contempla nuestra Constitución General 

de la República en el artículo 20, fracción 11.-- La 

inconstitucionalidad de este de/Jtot y por lo que 

hace a este punto, es que para la configuración de 

este ilícito se obllga al funcionario públí~ a 

declarar y aportar pruebas que pueden~- en su 

contra, al inicia e el puesto 'procedimi'into de 

verificación patr1 p~ de la 

-RETARIA DE CON RALORIA Y 

de los 

injustamenteLf!ts,_, justamente, igarlo declarar 

contra sí misriib, lo cual viola el rincipih 'NEMO 

TENETU~y en consecuencia el artículo 20, 

fracción 11, y se viola además el principio que en 

materia . penal se denomina 1DEL 

AUTOENCUBRJMIENTO', y que Jos diferentes 

autores lo justifican, algunos en la 'no exlglbllldad 

de otra conducta', otros como una 'causa 

supralegal de justificación', algunos más en la 

situación similar 'al estado de necesidad' o en 'el 
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derecho natural a la autodefensa' ...... ·En España, el . : 
autor IS/DORO BLANCO CORDERO nos dice.--- 'En 

realidad, ·'el fundamento del privilegio del 

'autoencubrimiento' descansa en el principio 

regulativo de la 'no exlglbllldad de otra conducta 

d/sUnta 1
; no se le puede exigir al délincu~nte que se 

descubra. En un criterio basado en razones de 

justicia: es Impune el responsable de un delito que 

pretende el11dír la acción de la. justicia. Esta 

situación puede encontrar fundamentación 

Incluso en · valores constitucionales como· · .. /os 

recogidos en eJ artlcuio 24.2 de ta Cons.~tUc~ 
Española (artíc~lo 2'01 fr,acclón 11, en la Re~~t~ 

Mexicana) que declara el derecho de todos ··a~ itlo . . . 

declarar cóntra sí mismos y a no ., : ·~onfe$. 
culpables'.-- ·En la jurisprudenci¡1· qe IÓS Estafllf!¡: 

Unidos de Norteamérica (cita de Marce/o A. 

Sancinetti en fa página 55 de. la obra que hemos 

citado), en el caso· Hale contra Henker, en un fallo 

notable de un Juez de apellido Srpwn, se sostuvo: 

·-- 'Que el objeto de la cláusula constitucional que 

prohibe set obligado a declarar contra ~f mismo, es 

establecer en lengua (sic) expreso y sobre una 

base firme, el ptincíplo generál de la ju;isprude·ncia 

inglesa y norteamérícana, de que nadie será 

obligado a dar testimonio que pueda exponerlo a 

ser enjuiciado criminalmente'.~- El pretender el 

legislador en este tipo delictivo, qué sea el 

funcio,nario publico quien teñflá que declarar y 
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'procedimiento de · verificación 

patrimonial', que inicia la SECODAM a fin de poder 

emitir fa resolución del articulo 90 de la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

viola el principio 'DEL AUTOENCUBRIMIENTO', y 

en consecuencia el artículo 20, fracción 11, 

Constitucional.-~ Hay quien pudiera replicar qf;ía 

wm• justificar el orige 1c1·~~ 
' . C'. 

,i:i.11 · ••ue esto sucede den o 
E~~oll1"E Di . 
~·r,«J~o, y que o o 

~fa= cons ·tu · na . 

tengo que volver a 

por la Universida~mp 

Universidad de ~enos 

al funcionaría 

u patrimonio, 

n Derecho 

Derecho Pelf!l 1>Y Procesal P I de la última 

universidad m~cíonada, Dr . . Marce o A. Sancinetti, 

que so~e en la página 62 de la obra ya 

mencionada~·-- 'Por lo demás, &/ derecho a no 

declarar en cáusa propia alcanza también, 

obviamente, al momento ANTERIOR al 

'procesamiento'... la garantía rige desde que existe 

Ja posibilidad de autolncriminación' ...... En Ja p~g/na 

f 50 de la misma obra, el autor transcribe la opinión 

de un diputado argentino, al que le tocó votar el 
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proyecto de la redacción de este delito · de 

'enriquecimiento ilícito~ y que mencionó en Ja 

Cámara de biputados de aquel país lo $iguiente:--

' ... tampoco podemos ... dictar normas que pueda.n 

romper con la tradición ju.ridica del país y con Jos 

principios más elementales que rigen én materia 

penal.--· En esta misma posición (enriquecimiento 

ilícito) .. como muy bien lo ha señalado el señor 

diputado Si/bao -estamos ínuoduciendo figuras 

jurídicas distintas de las que rigen en materia penal 

en el país y, lo que es más grave- y debo señalarlo 

en esta oportunidad para que no 

SORPRENDAMOS DESPUÉS CUANt;Jo· . __ .,. · ·. "-. 

TRIBUNALES DECLAREN .i - ·, . . ~. 

INCONSTITUCIONALIDAD DE ESTA PAR·Ti-i.,Di=L 
- ~if'PM 

CÓDIGO PENAL QUE ESTAMOS REFORM ... ·o~ 
. . áCti.l$.;o ·/\. 

disüntas de las disposiciones expresadas de la 

Constitución Nacional ... . ---De acuerdo con lo que 
'. 

. ·· ..... 

..... . - '¡f 
. .: :~:.-; 

establece este articulo, se va a ·exigir al funcionario ~ 
que demuestre un ·hecho que se Je imputa: se le va 

a exigir que declare contra sí mismo; se le va a 

exigir que pruebe que no se ha enriquecido 

ilfcitamente. ¿Y qué establece la constitución, de ta 

que nos éstamos olvidando un poco?, dice el . 
articulo 18: 'NADIE PUEDE SER OBLIGADO A 

DECLARAR CONTRA SÍ MISMO ... '.··· Tampoco 

puedo dejar de mencíonar la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, ·que está 

··suscrita por riues·tro país, y en Ja que se establece, 
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el artículo 8º, que habla de las garantías 

ser obligado a declarar contra si mismo, ni a 

declararse culpable.·-· El Magistrado en su 

resolución vuelve a hacer una interpretación 

Incorrecta de1 Ja garantía contenida en la fracción JI 

del artículo 20 constitucional, ya qu9 manifiesta 

que: 'Ni a través de la Ley Federa~e 
Responsabilidades de los Servidores P~cos ní 

del Código Penal ~ '~ se constriñe o se obliga 

n~~~A~U Contra; 

requ re para que 

be una notoria 

' 

correcto cuando~ el o~siderando o de su 

resolución, constifiiido ahora\ n el acto reclamado, 

determinó ª!Jr9f!itada Ja cond 'ón objetiva de 

punibifidad p~lsta en la norma p na/ que en la 

especie~ ocupa; pues en el caso concreto que 

se analiza, en ningún 

momento acreditó la legítima procedencia de su 

incremento patrimonial; ello no obstante que la 

Secretaria de Contra/orla y Desarrollo 

Administrativo. a través de Ja Dirección General de 

1l Responsabilidades y Situación Patrimonial de la 

Subsecretaría de Atención Ciudadana y Contraloría 

O O ¡ ~ /). C:' 1 L, ~l ,.) 
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' . . 

Social, en términos de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, por 

haber apreciado signos exteriores dé riqueza 

ostensible y notoriamente supéribres a los 

ingresos que como servidor púQ/ico pudiera tener, 

a través del oficio 22010902195, de 23 de noviembre 

de. 1995, relativo al expediente V/202195 •.• '. el 
Magistrado está reconociendo la it.itima re/ación 

que existe enfre et procedimiento admlhis(rat;vo de 

'verificación patrimonial', que c'ulmina con fa 

declaratoria a que se refiere el artículo 90 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de IQs Servf 

Públicos, y esto por remisión expresa que 1191r.!~ 
~"<-::9~.d 

artículo 224 del CQdlgo Penal Federal a ~lc~a· ', ~~:_ 
responsabilldade$. Es decir, si no existe 

JJP'i<.:t.~W;~ ' 
procedimiento administrativo menciona si~i1{:bE. 

. ~ 
declaratoria a que se refiere el artfculo 90 f!JIRif¡en 

mencionado, no se configura _Ja condición objeUva 

de punibilidád, que han s0steiiido tanto la 

autoridad responsable en su auto ,:te formal prisión 

como et Magistrado én su sentencia, por lo tanto, si 

se obliga al servidor público a que det;:lare en esa 

fase prevía del procedimiento administrativo que, 

como se dijo, culmina en una declaratoria formal 

por parte de Ja Secretaría del ramo.·- El Magistrado 

acepta también que es necesario que se requiera al 

funcionario público para que justifiqué su 

patrimonio, por lo que se considera importante 

para una mayor compre·nsión de este agravio 

I ' ' 
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DEBE el funcionario público acreditar el legitimo 

aumento de su patrimonio? 2.- ¿Qué autoridad es la 

COMPETENTE para requerir que el funcionario 

público acredite el legítimo aumento de su 

patrimonio?-·- Para dar respuesta a Ja primera 

pregunta el momento en que debe el funcio~o 
público acreditar el origen de su patrl~io, es 

cuando es req eri or la Secretaria de la 

Contraloría y Des olio A inistrati~En cuanto 

mpetencia es 

nt1--.dlllr-ftl Contraloría y 

de la materia1 y 

que constituye ~gu anifestado 

reiteradamente y~ ha reconoc,/ do en la 

sentencia d~paro la con Ión oiJ¡etiva de 

punibilidad, de ahí que como se ma /testó al inicio 

de este ~vio, exista una liga ineludible entre et 
procedimiento administrativo y el proceso penal, 

por Jo que la garantía consignada en la fracción 11 

del artículo 20 constitucional, también abarca la 

fase previas toda vez que desde ese procedimiento 

administrativo existe la posibllldad de 

"' autolncrimínación, y esta garantía debe entenderse 

en toda su amplitud, en el sentido de que nunca 
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pueda ser expuesto el enjuiciado a 

autoincrlminarse en cualquier etapa que pueda 

repercutir de cualquier forma en el procedimiento 

penal, además la propia fracción 11 contempla esta -, 

garantía 'ante cualquier autoridad ·distinta del 

Ministerio Público o del Juez-.~ Por todo lo 

anterior se considera que la resolución del 

Magistrado por lo qQe hace a e~te ·tercer concepto 

de violación que se marcó con el inciso e) vulneró 

por indebida Interpretación la fracción 11 del artículo 

20 constltu~ional, 14, 16 y 19 d"I mismo 

:e~:;;;'~::' ~::::~~ó;o:º~o e~::c:~11 
inciso d) que se réflere al concepto de 'vi?''~ 
relacionado a que el artículo 224 consa.gra ~fl -~ellttiiJ 

> . . . 
de 'sospecha' que trans~rede el principio:'··'~~~ 
pro reo'; élado que la presunción de /nocenc:Mt>to~ 

puede ser destruida por prueba en contrario 

aportado por el órgano de acusación.-- En relación 
1 

con este concepto de violación el quejoso en su 

demanda de amparo manifestó to· siguiente:-.. 'd).

EI delito que nos ocupa, es un . del/to de 

'SOSPECHA 1
, que rompe el principio sagrado del . 

Derecho Penal del 'INDUBIO PRO REO', que se 

acepta en forma Indiscutida como una de las 

consecuenéias de ta órientación liberal y humanista 

del Derecho Penal moderno, ya que la 'presuncíón 

de inocencia' de toda persona, sólo puede ser 

destruidá por prueba en contrario, prueba que debe 

. ·: ~ 
. ~ ... . .. 
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que este principio rector del derecho, 'como antes 

se señaló, éstos obran tan solo en los tratados 

Internacionales o bien como nociones 

fundamentales de un Estado democrático de 

derecho; los cuales, por virtud del principio de 

supremacía constitucional que se establece ~el 
artículo 133 de la norma fundam~I, se 

encuentran en ·un jerárquicamente irilerior a 

la misma ... tratán ose del e~eclmiento 

..... 
.. r\tidores públicos q ie 

$?~'lt '). 1!. -
.:. ~(lo.<~ su patri oni ; I 

~,~A:~xcepciones e n 

pe n no sólo al 

·ema~n una Inversión 

reglas genéricas~ c;o uacíó 

sostuvo que: 'El ~ipio de 

gistrado 

reo' o la noc~t>de obrar de ac do a lo que más 

favorezca a lf parte reo, según Jo denota el 

impetra~e garantías. ciertamente es una de las 

concepciones características de un estado de 

orientación . liberal como Jo es el nuestro. Sin 

embargo, en tratándose del delito de 

enriquecimiento ilícito~ cuya noción tiene su seno 

en la propia Constitución Federal ... 1.--- Una vez más 

ti. el Magistrado en su sentencia hace una indebida 

interpretación de diversas normas 
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constitucionales, ya que~ según se manifestó en : ~ 

otro apartado, este amparo no se solicitó en contra 

de ningún precepto constltucio·nal, ya que esto 

constituiría una herejf a jurídica, el amparo s,e 

sollcitó en contra de 'la emisión del Código Penal 

Federal, en lo relativo al texto del articulo 224 del 

Código Penal Federal'~ y los tratados 

Internacionales si están por encima de las Leyes 

Federales en base a la misma ejecutoria que 

transcribe él Magistrado en su sentencia, pero todo 

el error y ef punto fundamental para que se, neg .. 

este amparo, es que aún reconoci/nd ~; 
Magistrado todo~ tos ~~lncipfos fun~ametitafti ·~ 
un estado de onentac1on liberal como e.I n~Jfti s~ 
considera que poi ,la redacción del artlc~~Jirf Á~' 
constitucional, $e suprimieron, creando un rérn»'e'n 
de excepción, criterio que no comparte el quejoso, 

en virtud que el artículo 109 nunca suptlmló en 

forma expresa ninguna garantla constftucional, ni 

eximió al Ministerio Público de su obligación de 

aportar las pruebas que acrediten la 

responsabilidad del Inculpado, rii son aplicables 

como pretende la sentencia de amparo tos articulas 

1º y 29 de la Constitución General dé la República, 

ya que el artículo 109 sólo ordena a las legislaturas 

de los Éstados ·que formulen un tipo penal que 

castigue e/ eniiquecimiento ilíc;to de los 

funcionarlós públicos. pero obviamente las 
" legislaturas de los Estados y el Congreso de la 
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como ya lo ha reconocido la H. Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la tesis que por su 

Importancia me permito nuevamente transcribir: 

'EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA 

PENAL, GARANTÍA DE SU CONTENIDO Y 

ALCANCE ABARCA TAMBIÉN A LA LEY MI~ ... 
(Se transcribe).-- En relación con este a~ío que 

se identificó co . la a di la sentencia vYotó los 

~ ~rtícu~s 14, 16 y de J tuci~eneral de 

.. ?:~~· .,eP,fJblica, el 133, 109, 29 del mismo 
. 'lt . . 

;_ .~ : i: · enamiento legal, y e n el artículo 

~~ i(' Código Penal 

~~r=ntos que se expu 
· ·En lo relativo al I ciso 

a la Ley ~tª' de Respons ilidades de los 

Servidores Pú"Micos, el quejoso en su demanda de 

amparo ~tuvo lo siguiente:·- 'e).· Este delito 

también configura lo que se conoce como 'LEY 

PENAL EN .BLANCO', en tanto remite a fa LEY 

FEDERAL . DE RESPONSABILIDADES DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS, en el texto del artículo 

224 del Código Penal Federal. La expresión 'ley 

penal en blanco', se debe a 81NDING, y este 

concepto se ha consolidado en la doctrina y la 
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. . . 
(" 

jurisprudencia mundial.--- La ley pená-1 en blanco se 
caracteriza por su necesidad de complemento, pero 

este complemento puede proceder en la misma fey 

penal o de una ndrma extrapenal, pero e.n todos tos 

casos la disposición complementaria se encuentra 

ubicada en otra normativlclad.-- ·Existe un amplio 

acuerdo en la doctrina sobre la necesidad del uso 

de las leyes penales en blanco, aunque .limitados a 

ciertos ·"casos; se alude frecuentemente a 

determinadas materias que imponen por su 

naturale%a, a unas particulares exigencias para ser ..
reguladas, como por ejemplo /Q relativo al · · · · 

socioecon6mico, . . la ordenación del territor¡ . · ~~ ., 
. "?'4~. 

medio ambiente, recu_rsos naturales, deret;tl~ L • • 

a.utor, patentes y marcas, etc., se trata, ·p~'R~~ 

materias que por su dinamismo · ·p: &5r!~Jt · . , ~~~u" · 

dependencia de los cambios, requieren que su 

regulación jurídico-penal prevea un mecanismo 

. t!I 

capaz de actualizarla de forma acompasada a /as 1- • 
nuevas situaciónas normatívas, y pa_ra evitar lo que 

en doctrina se conoce como 1a· 'fosilización' o 

'petrificación -de la notmativa penál'; s.i~·i·embargo, 

también la doctrina .ha señalado el conflicto que 

surge en las ~leyes penales en blanco', con el 

princípio de legalidad. En general los autores 

han manifestado desconfianza hacia las leyes 

penales en blanco. Las objeciones se dirigen 

fundamentaltnetJ'te a Jos aspectos materiales de 

dichas leyes, ya que provocan una importante 
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'-'l . ~ 1]11> t\:. :~ ,:~ ' . ~ . 
~~~~merma a la seguridad jurídica que debe prevaler en 

•• 

un estado de derecho.·-- BICJGALUPO por ejemplo, 

en su obra 'LA INSTRUMENTACIÓN TÉCNJCO

LEGISLATIVA DE LA PROTECCIÓN PENAL DEL 

MEDIO AMBIENTE, ESTUDIOS PENALES Y 

CRIMINOLÓGICOS, página 205, refiríéndose a los 

tipos penales en blan~o, manifiesta: '0'#1![!.a 

inevitables conflictos con el principio de legatiK;d1
• 

LORENZO SALGADO, en su obra 'LA J:l!f!._ENCIA 

DEL PRINCIPI D LEGALIDAD EN EL CÓDIGO 

IPS PENAL, ESP. H OL. ~ALES y 

~·~~N~LÓGICO ' XI, págln 159, nos dice: 

~~)erta fundados recelos na.~~-
~i/J4.1lc1p;o de Jegalídad'. Q l 
~~- . 

<$~1~~' en su ob J 

~~PENA ª"""'-' 

página 247, advie 

en blanco, que:-~uc 

querida vagueda~ncep , el dogma nullum 

crimen sine~e'. coso D ROSAL, MIBOIX 

REIG, en su obra 'GARANTIAS 

CONSTl'~ONALES DEL DERECHO 

SANCIONADOR', Tomo 1, Madrid, 1982, página 200, 

menciona también que estas normas 'pueden 

ap.licar una clara infracción del prJncJplo de 

legalidad".·- Algunos autores nos mencionan, en 

todo caso, qué características puede tener la ley 

penal en blancoJ para no romper eJ principio de 

legalidad, y en la página 142 del libro ya 

OG04f~ 5 
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mencionado de ANTONIO NOVAL PAÍS, 

'POSISILll)ADES Y LÍMITES PARA LA 

FORMULACIÓN DE LAS NORMAS PENALES. EL 

CASO DE LAS LEYES EN BLANCO', menciona que 

el Tribunal Constitucional Español establece que 

en ta ley penal debe hallarse el 'núcleo esencial de 

ta prohibición' y que la disposición de rango 

inferior sólo se encargue de señalar •aspectos 

complementarlos', pero sin pasar a definir lo 

prohibido, pues entonces la contradicción con la 

Constitución 'seria insalvable'.-~ Menciona . ~ 

continuación qué el problema que (ifrécen :ef/ij 
planteamientos es e/ de cómo materi~ll~~rlos· ~~~ 
práctica; es decir, el de distinguir con la sufiti~~ 
nitidez los asp~tos •esenciales' de los que:·p*'>ttfJitti' 

~·5'!'[~·1.""
ser considerados, en cada figura ··-·".,.a: · 
'complementár;os•, y para concluir nos menciona 

que se ha exlgic;fo que junto a las disposiciones 

'complementarias•, la ley penal requiere que en su t , 
texto aparezca la lesión o puesta eµ peligro del bien 

·: . 
jurfdico de que se trata, para evitar que la ley 

penal DÉ CABIDA A UN DELltO DE MERA 

DESOB.EDIENCIA. (¿Será el delito de 

ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO, un delito de mera 

desobediencia, por el hecho de no acreditar el 

origen de los bienes?}.-· No se trata en este juicio 

de amparo de hacer un análisis exhaustivo del tema 

doctrinatlo de las leyes penales en blanco, Jo que 

pretende el quejoso es acreditar que la REMISIÓN 
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• 

• 

hace el artículo 224 del Código· Penal, al 

establecer que cuando el servidor público no 

pudiere acreditar el legítimo aumento de su 

patrimonio o Ja legítima procedencia de los bienes 

a su nombre o de aquéllos respecto de los cuales 

se conduzca como dueño EN LOS TÉRMINOS DE 

LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADE~E 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS, INCURRE EN~L 
DELITO DENOMINADO 'ENRIQUE~IENTO 

/LICITO'; pero a ISIÓN que hace el Código 

~en,~/"'\ª Ley eral Responsab~des de Jos 

"· · ores Públicos, viola ién lo mencionado 
,. 

. H. Suprema Corte de JtA.~m de la Nacíón1 . . ")~ .r-....... 
· ~. 1 sentido de que esta 1.-(f:.Mn!íl~'N no es CLARA, 

\ .~fil»- y EXACTA, o v 
JE !ld~A • . ~ 
fJiflfJe''f~-rlsabilidade~ lo Se111íd res Públicos, 

no aparece con e s ~~utos for, a en que el 

servidor público ~ e ítar el giti . o aumento 

de su patrimonio,'Yt que Ja lectuTa Je la ley en 

cuestión, no~rece un pro dimiento \1aro que 

pudiera servir como complem to a la 'norma 

penal e~nco', prevista en el artículo 224 del 

Código Penal, ya que en el Título Cuarto, Capítulo 

Ünlco, que ,habla del registro patrimonial de Jos 

Servidores Públicos, artículos 79 a 90, .no se 

establece en forma CLARA, PRECISA y EXACTA, la 

forma y términos en que el funcionario públíco 

9; ~ , debe justificar el origen de sus bienes, ya que si 

analizamos entre otros, el artículo 86 de la Ley 

0004R6 
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Federal de Résponsabilidades de Jos Servidores 

Públicos, establece que serán sanclonadós en los 

términos del Código Penal tos seiVldores públicos 

que incurran en enriquecimiento Ilícito, es decir, 

que en este caso, es esta última ley ta que hace una 

remisión también al Código Penal, y el artículo 90 

establece que es la Secretaría de la Contraloría 

General de la Federación la que hará Ja declaratoria 

de que el funcionario sujeto a la Investigación 

respectiva no }ustlflc6 la procedencia licita del 

íncremento substancial de su patrimonio, es decir, 

que la configurat;ión de un ilícito penal se deja~·!* 

decisión de una Secretaría de Estado, en este'.fiti. 
la Secretaria de la Contra/orla General ·dR' 
Federación. Pero no. resulta claro, si .para lteg~ 
esta declaración, se debe seguir el pto'c.edíllfltMb 

. ~Cli' 

señalado en el' Capitulo Segundo, que habl;Ff/liltttWls 

•• 

sanciones administrativas Y_ l?rocedimlentos para 

aplicarlas, o si este Capítulo se refie,re t 
exclusivamente a faltas administrativas y para la 

responsabilidad penal · debe seguirse otro 

procedimiento, el cual no se encuen'fra claramente 

especificado en la ley, ya que al parecer la 

Secretarla de la Contrataría fundamentó su 

procedimiento de verificación patrimonial en el 

artículo 84 de ta mencionada ley, pero ese artfculo y 

los que componen el Título Cuarto, Capítulo Único, 

no establecetJ un procedimiento con las etapas 

·· esenciales que debe contener cualquier 
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- ·~~'#procedimiento, sea de índole civil, mercantil, 

• 

administrativo, etc., por lo que se Insiste que el 

supuesto complemento o remisión que hace el 

Código Penal no resulta CLARO, PRECISO y 

EXACTO para los destinatarios de la norma penal, y 

de ahi que se vulnere el principio de LEGALIDAD y 

consecuentemente sea inconstitucional el artículo 

en análisís.-- Tratándose de las 'leyes penal~n 

contenidas en el •1mo•··.,.· 

isposiciones 

deración del 

• 30 de septiembre 

respecto de 49i psicotróp s menci ados, era 

ilegítima la diÍegación de ltades al Poder 

EjecuUv~a que reservadas 

exclusivamente al Congreso de la Unión 

(Semanario . Judicial de ta Federación, Séptima 

Época, Primera Sala, Volumen 199-204, Segunda 

Parte, página 54 y Volumen 193-198, Segunda 

Parte. página 37). En este caso, sí bien es cierto 

que la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos emanó del Congreso de la 
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Unión mediante el Decreto publicado en el Diario -

Oficial de la Federación el dfa 31 de diciembre de 

1982 y modíflcadá por Decretos publicadQS el 10 de 

enéro de 1994 y el 12 de diciembre de 1995, Jo que 

nos encontramos es que . en forma CLARA, 

PRECISA y EXACTA se estable.tea la forma en que 

el funcionario público debe justific~r el origen de 
. ,, 

sus bienes, a diferencia de ley~s de 

responsabilidades de funciona_rlos públicos 

anteriores a Ja vigente, como la publicada el 4 de 

Enero de 1980, ley que, siguiendo los lineamientos 

:ev;tí::c::::: se :::: refe
6
7nci:n::::;m;;¡; 

inexplicable de l~s ··.funcionarios y . eropleN 

públicos, y éiJ su artículo 86 se establec~a qtf'~ 
justificar plenamente la legitima procedencl;/:¡áJ.eM. 

bienes, el Ministerio Público procedería a ·-co~ 
al Juez correspondiente las _ac.tuaciones, para que 

ante éste se justificara la legítima procedencia de 

los bienes. Las diligencias prac.ticadas por el 
. .. 

Ministerio Público o el Juez, tenían el carácter de 

simples investigaciones y debían ajustarse a las 

disposiciones del Código Federal de 

Procedimientos Penales o al Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Fedéral, 

según procediera, pero dicha ley otorgaba la 

• 

facultad de ser oído en defensa y que se le 

recibieran todas las pruebas que ofreciera, pero Jo 1 
importante es señalar que en aquellas leyes si se 
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precisa, la forma y 

justHicar un supuesto enriquecimiento inexplicable, 

pero en la nueva Ley de Responsabilidades de Jos 

Servidores Públicos, que es a la que remite el 

artículo 224 del Código Penal, para la tipificación 

del delito de enriquecimiento íllclto, no se p_uede 

usar como complemento de sui generis tipo ~al 
(sic) que conte la el articulo antes r~do. Sj 

como dijimos nterlor nte, Ja ley penal en blanco 

se caracteriza p idad e~plemento 
en una norma extrapena/, qu a Ley Federal 
~~ . '.. 
-~"'sponsabilidades d -~W.rdnres Públicos, 

ifl:t'f':de servir de com 

~~A;1gíslador al definí e~~ 
,11'1~-

Ai~f.~ratánd e 
li1fr.. ~ ~,..ca 
~-~e comos 

o pretendió 

que remisiones~ texto lega dichas 

remisiones se cl~an co remisiones 1externas 

o internas; tfflWlsiones diná · as o estáticas; 

remisiones in~pretativas o en bto e; remisiones 

general~ especiales y, finalmente, remisiones 

explícitas o implícitas; pero la remisión del artículo 

224 del Código Penal no encuadra en ninguna de 

las que ha · considerado la doctrina.. El artículo 224, 

según se ha mencionado, contempla una remisión 

a disposiciones extrapenales como lo es la Ley 

~ Federal de Responsabilidades de los SeNidores 

Públicos, y al parecer exige comprobar que no se 

OGD 488 
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·• 

dieron los requisitos de comprobación de un _ · 

patrimonio, conforme a fa rama del Derecho que 

regula la actividad de los servidores públicos, es 

decir, el derecho administrativo, lo que Implica 

además para su comprensión, el conocimiento de 

conceptos de esta rama del Derecho, y tratándose 

de disposiciones procedentes. de ámbitos 

normativos con distinto alcance y contenido al 

}urldico-penal, ocasiona dificultades para el 

intérprete, y en de.finitlva comprende la certeza y la 

seguridad jurldíca.-- En este asunto, es 

fundamental que se determinen los as~a 

administrativos 'de la actuación del ~ncl~J 
público y la legalidad de los procedimientos ~ 
siguieron para .su comprobación, ya que Sf!! ~(~ 

· a;»~·--disposiciones procedentes, de ,·).I! tos 

normativos distintos, · · según se dr•~r:, 
jurídico-penal.·-· .. ANTONIO DUVAL PAIS, en la obra 

ya citada, sostiene sobre este ·punto, en la página •,-t 
132, Jo siguiente:--· 'EfectJ,,amente, en estos casos, 

el determinar si un hecho co.ntraviene Ja normativa 

de remisión, exigirá comprobar qu~ 'carece de 

alguno de los requisitos para su conformidad a 

derecho en el correspondiente sector de la 

actividad que se halle regulada. ·Ésto no supone 

verificar únicamente si tal hecho constituye un 

ílícíto en dicho ámbito jurídico, sino se trata de un 

hecho no conforme a lo establecido en él, Jo que 

obliga a revisar si en su realización se dejaron de 
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.... ~,~·~'~' ...:~,;.~.~~~"..¿(tbservar las exigencias que se establecen en el 

sector jurídico correspondientemente'.·- Et mismo 

autor, en la página 136 de su obra, considera que 

estas remisiones pueden ocasional graves 

problemas en cuanto a la integración de los tipos 

con referencia de naturaleza extrapenal, 

provocando en los procedimientos penales el 

planteamiento de cuestiones prejudiciales ~o 
consecuencia de la Invasión por la norm~nal de 

sectores clara ente nclavados como ambito 

propio en secto a es del ~namiento 
u la culpabilidad o 

~el Derecho 

xtapuesta.1
·-

el Código 

es de los 

Servidores PdJJllcoss e indepen temente de que 

a juicio del s~rito quejoso no puede derivarse el 

fcomple~to1 que buscan las leyes penales en 

blanco. Si el Legislador pretendió, con absoluta 

falta de técnica leglslativa1 hacer remisión · a ,esta 

última ley, pero al no ser CLARA1 PRECISA y 

EXACTA, rompe el principio de legalidad que 

consagra nuestro articulo 14 constitucional, y 

por Jo tanto este artículo es, por esta última 

infracción a Ja tecnica legislativa, también 

267 



AMPARO EN REVISIÓN 1293/~0o.o . :· . 

INCONSTITUCIONAL.-- Por todo lo anteriormente .".. . . 

expuesto, resulta evidente que el artículo 224 del 

Código Penal Federal, que medla1i'te decreto de 

promulgación de fecha 30 de diciembre de 1982 y 

publicado en el Diario Oficial de Ja Federación del 5 

de enero de 1983, viola el principio de legalidad a 

que se refiere el articulo 14 de la Constitución 

General de la República, ya que los elementos del 

tipo no resultan ser CLAROS, PRÉCISOS y 

EXACTOS, tal como lo ha resuelto nuestra H. 

Suprema Corle de Justicia de la Nación, 

ejecutoría sobre 'EXACTA APLICACIÓN DEL¡ .. ~~ 

EN MATERIA ·PENAL, GARANTÍA i) -~, 
CONTENIDO Y ALCA~CE ABARCA TAMB.IÉN'\ "'-~ 
LEY MISMA', que transcribi en las página~~9'.~ 

este escri to.-·· Igualmente se vio/6 él a-& 
constitucional,. por el H. Primer Tribunal Unitario 

del Primer Circuito, al pretender fundar y motivar la 

. ~· -. "' .. 

confirmación del auto de formal prisión en la 4 : 

resolución que dictó el 30 de octubre (le 1996, en el 

toca de apelación número 182196·1, en un precepto 

inconstitucional.·- Se violó lgualmen~e el artículo 

18 constitucional, por haberse dictado un auto de 

formal prisión en base a un tipo penál, que al no ser 

CLARO, PRECISO y EXACTO, resulta 

Inconstitucional, y por lo mismo es ilegal el auto de 

formal prisión decretado en mi contra.··· El tipo 

penal descrito en el articulo 224 dél Código Penal 

Federal viola también la fracción JI del artículo 20 
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de o condición 

punibllidad, se establece en el artículo 90 de la Ley 

Federal de Responsabilidad de los Servidores 

Públicos, tal y como se precisó en el inciso e). Da 

las páginas 19, 20, 21 y primeros dos renglon~e 

la págjna 22 de este escrito, al pretender ~e 
declare en s . cont obligarlo a decla~ contra 

su voluntad'. • 83 El gistrado considerót · en 

forma contraria u el ~so, que el 

~··· ~cu1'&. 224 'no encierra un t o enal en b/anco 1
, 

i:_ -º'-1 según él, el a ·cu e sus propios 

;·1,ementos descriptivos' la con ucta y que ' la 

~P,'l'íiii.n que se · hac 

:i~amente un 
elemento normati cuyo 

contexto dimana~ a 

e/ artículo 87 del ~do or miento• .• \ ~/ anterior 

razonamlent~I C. Magistr. o resutt'a. una vez 

más incorrecto, ya que to que pr ende ~ancionar 
este ilícKd::!s que no se acredite el patrimonio del 

funcionar/o público. Por lo que nos tenemos que 

preguntar, como ya lo mencionamos en otra 

ocasión, cuándo y ante quién, como esto no lo 

establece el articulo 224,. remite a la Ley Federal de 

Responsabilidades de tos Servidores Públicos1 

para que en los términos de dicha ley y con base en 

un procedimiento administrativo, que se 

CG i1 4?ü 
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. \ 

encomienda a la Secretarla de la Contrataría y · - . 

Desª"º"º Administrativo, el funcionario justifique 

el origen de su patrimonio. No es acertada la 

conclusión del Magistrado en el sentido de que la 

remisión que -hace el Código Penal ·es respecto 

exclusivamente del artículo 87 de la ley de la 

materia, ya que si dicho artículo se lee con atención 
., 

y se interpreta en forma lógica~ tenemos que 

concluir que el acreditamíento del patrimonio se 

tiene que hacer en los términos de la Ley Federal 

de .Responsabilidades de Jos Servidores Públicos. 

-- Quizá para entender este punto sea conven... ·. 

remontarnos a la : legislación anterior sobre·~ . ~t.:_ . ~ 
~"~ materia. . -·E/ autor __ Luis Humberto Delg~-

Gutiérrez, -en su Libro 'El Sistema·-tt ·· d~, 
.UPRrn-

Responsabi/idadeS de los Servidores ~~.!· 
- p-tMli ~ 

{Editorial Po"úa, S.A., México, 1996, página 161), 

nos dice que con anterioridad a la promulgación de 

la Ley Federal de Responsabilidades de Jos 

Servidores Públicos de 1982~ no_ e>clstla algún 

ordenamiento que regulara los pasos que Ja 

autoridad deberla seguir para sancionar las faltas a 

la disciplina en el ámbito de la administración 

pública, pero respecto de la posible comisión de 

hechos delíctuosos la ley de fecha 4 de enero .de 

1980 sobre responsabilidades de tos funcionarios y 

empleados de la federación, siguiendo los 

lineamientos de la ley de 1939, a la cual derogó, se 

hace referencia a las investigaciones sobre el 
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000471 

se estableció que en la actuación de.f funcionario y 

empleado que no pudiera Justificar plenamente ta 

legítima procedencia de los bienes, el Ministerio 

Público procedería a consignar al Juez 

correspondiente las actuaciones, para que ante 

éste se justificara la legítima procedencia d.s 

bienes.--- Las diligencias practícadas~or el 

Ministerio Públic o uez, ante quien se Yiubiera 

ei arátter de simples inves · 
~,.. . 
. .,t~ · , 

· rs&a las disposlcíon dr~;IOG 

edimlentos 
... ~"!aJI', 

~ l~clifllientos Penales oa~J 

~.IDcediera. DJch le 

la facultad de ser í 

ley, tenían 

es, y debfan 

Código de 

ito Federal, 

/ interesado 

que se le 

recibieran todas I~ e 
quiere menc/on~orq lslacione.s 

anteriores el ~l!to de enriqu imiento i explicable 

se encontraW tipificado en propia Ley de 

Respon~idades de los Servido11 Públicos, y la 

justificacfóh de los bienes se tenía que realizar ,ante 

el Juez. En. aquella época, no se preveía como 

ahora un procedimiento administrativo previo que 

culmina con una declaratoria formal que está 

prevista en el articulo 90 de la Ley Federal de 

t ... Responsabilidades de los Servidores Públicos, es 

decir, que el artículo 224 del Código Penal sf hace 

.-=:¡f ·-- -- . 
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... ,: 

una remisión expresa a fa Ley Federal de . . ·.:· 
.:. .... 

Responsabilídades de Jos Servidores Públicos en 

lo relativo a la justificación del patrimonio por parte 

de los funcionarios públicos.-- En otras 

legislaciones como la Argentina que prevé un delito 

similar en su artículo 268.2 y que también ha sido 

considerado como inconstltuclonal por la doctrina 

de ·aquel pals, se plantearon en lo relativo al 

requerimiento que debe formulársele al servidor 

público, que si éste por tratarse de una materia 

penal debía · hacerlo el Juez de lo criminal o bien si 
. · ~ 

ese requerimiento debía formularse por un ~,a, llmdl! 

administrativo.-- Esta discusión no :.pw,~ 
, . 

sostenerse en México, porque de acuerdo; có 

última Ley Federal de Responsabilidade$ fi/•-y;/a 
)l_~'lOl..;\ 1:. 

Servidores Públicos, se estableció .-..... ~ 

requerimiento debla hacerse por un órgano 

administrativo el cual se encomendó a la Secretaria 

de la Contra/orla y Desarrollo Admínlstrativo1 por lo ~ 

que, la afirmación del C. Magistrado de que la 

remisión que se establece en el artíéulo 224 es sólo 

para los efectos del artículo 87 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos es 

equivocada, ya que la remisión es p~ra el efecto de 
. -~· ;-- . -· ..... - " 

que el funcionario públlc'o en un ptocedimiento 

administrativo justifique el origen de su patrimonio 

a efecto de poder determinar al final de dicho 

procedimiento, si procede o no la declaratoria del 

artículo 90.-· Por lo que hace al procedimiento para 

- - - •:&-. ·----~ - -- -
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,.:· 

Administración Públícaf se establece un 

procedimiento detallado según se manifestará a 

continuación, pero por lo que hace al 

procedimiento administrativo para los efectos 

penales y la declaratoria correspondiente no se 

reguló. En efecto por lo que hace a las faltas 

administrativas, la ley prevé una etapa~e 
lnvestígación en los artículos 49 y -50 ~ la Ley 

Federal de Responsabilidades de los SeJl;idores 

dil~cias de 

e instrucción del 

términos del 

garantía de 

oportunidad 

su derecho 

autor Franci~ot> Bueno Arau citado n la obra 

editada por E'iiiorial Porrúa, S.A. éxico 19661 de 

LUIS HU~RTO DELGADILLO GU , , REZ, en su 

libro 'El Sistema de responsabilidad de los 

Setvídores Públicos', en que se sostiene que el 

principio de legalidad y el de seguridad jurldica 

exigen que las actuaciones de fa administración 

pública se produzcan a través de formas que sirvan 

t., de garantla a la administración contra posibles 

excesos en fa motivación o en la tramitación, y de 

000472 
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. ' . . 
conocimiento previo y exacto de sus posibilidades 

de defensa.-.... Integrado el expediente, se emite una 

decisión después de cerrada Ja instrucción, la cual 

se notifica dentro de las 72 horas siguientes al 

interesado y a su jefe inmediato,, al représentante 

que hubiese sido asignado por la dependenciaT al 

titular de la misma, nnalmente, existe la etapa de 

ejecució.n, y en los términos del articulo 75, las 

resoluciones que hayan quedado firmes, serán 

ejecutadas de Inmediato; sin embargo, pueden ser 

suspendl~as por la interposición del recurso 

administrativo de revocación, o bien, se pu ~ 
.. -·'!º + 

solicitar Ja suspensión conforme al articulo 22' .. ~· ~., 

Código Fiscal de la Federación, sin embr \ ·1. 
según se ha manifestado, por lo que hac~ ai Titu" 
IV, Capítulo Único, ·del Registro Patrlmonf~f-~,.; 
Servidores Públicos, no existe un procedtMll!:ito' 

que indique la forma en que el funcionario público 

debe a.creditar el origen de sus bienes.- Una vez 

que se ha pretendido acreditar que la remisión que 

hace e.1 artículo 224 del Código Penal se refiera a 

Jos aspectos que señalamos en párrafos anteriores, 

se vuelve a Insistir como lo hizo el quejoso en su 

demanda de amparo que este, delíto constituye lo 

que se conoce como 'ley penal en blanco', en tanto 

remite . a la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos, pero esta remisión vio.la 

• 1 

~ ·9 

también lo mencionado por la H. Suprema Corte de "'.' / 

Justicia de la Nación, en lo relativo a que dicha 
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'@ i 
· ~~-#!!femisión no es clara, precisa y exacta, toda vez que 

000473 

·~ 

la mencionada Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos no establece un 

procedimiento claro que pudiera servir como 

complemento a la 'Norma Penal en Blanco'.·-· Se 

considera que la afirmación que se hace en la 

sentencia en el sentido de que el Código Penal 

Federal en su artículo 224 no hace una rem.n 

expresa para ctos de que se Ju!i!j!ique el 

patrimonio d los o públicos ~n los 

términos de la Ley Federa es~abilidades 
dicha remisión 

lfe'1i11:.mencionada ley, 

viola en su 

el resolutivo 

segundo de la sen~c~a impugnada, lativo a la multa impuesta 

al Congreso de la ~n, en términos d considerando segundo 

del propio faJr~r no haber sido impugnado por la parte a quien 

pudiera perjudicar. 

CUARTO.- Los agravios expresados por el recurrente, en lo 

que es materia competencia de este Alto Tribunal, pueden ser 

sintetizados en los términos siguientes: 
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1.- Que el Tribunal a quo realizó una indebida interpretaciórr .... 

del artículo 109 de la Constitución General de la República, en 

relación con los artículos 102. 21, 14, 16, 19, y 20. fracción 11 , de 

la propia Constitución Federal, en relación además con el artículo 

224 del Código Penal Federal y los artículos 76, 77 y 78 de la Ley 

de Amparo, ya que en la sentE3ncia combatida no se llevó a cabo 

la interpretación correcta de los artículos a que se hace 

referencia. puesto que no es exacto que de la exposición de 

motivos de la refonna de 3 de diciembre de 1982 se desprende 

que para realizar un combate real al problema de ia corrupción en 

el servic¡o p.~blico, se dotó al Estado de un instrum~~ ! (ius 

puniendl y 1us poenale) que lo exenta de la hab1tlg~ a de 

probar su acusación . . 

. IUPl.EM A < 
2.- No es correcta la ·consideración de la s~iar;en el 

sentido de que el artículo 109 de la Constitución~~:rlben el 

tercer párrafo de la fracción 111, estableció un sistema de 
.. 

excepción dentro de la Constitución General de la República para 

~-

los funcionarios públicos y que por lo mismo no se les aplican las ~-

mísnias garantías individuales que ª' resto de los ciudadanos 

comunes. ya que con motivo de la modificación al pacto federal 

derivada de la necesidad de una renovación mora_I de la sociedad, 

fue imperioso configurar constitucionalmente el enriquecimiento 

ilícito de tos ·servidores públicos como base para erradicar la duda 

sobre la posibilidad de su sanción, así como para evitar las 

lagunas que permitan et enriquecimiento del patrimonio con cargo 

al servicio público sin ta obligación de comprobar los medios 

licites del enriquecimiento. 
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no se encuentra permitido por el artículo 1º del Pacto Federal, lo 

anterior, ya que de manera contraria a la regla general que rige en 

nuestro sistema punitivo y que priva en los estados democráticos, 

se revierte la carga de la prueba con la consiguiente obligación 

para el servidor público de ser él quien debe probar la licitud de su 

enriquecimiento, y no el Estado la ilicitud del mislJlo, ~ual se 

traduce en una indeb· a in retación del artr' 109 de la 

~b~· - ' t /) 
¡.~u\ -~I articulo 109 de la Const1 ci ,-;:¡=¡;ederal no tipifica 

ningl ·Alito penal por no ser su bJ · o que lo único que 

hac~ establecer diversas oblig ciones ra los legisladores 
G.~·t"'E D~ - . 

Fed~.a~UQlll Locales, · om xped ir las leyes de la 

resp~~~-ad de los s 

conducentes para sancionar CJ'-LI~~ 

servidores público~of causa de enriqu imiento. ilícito, durante 

el tiempo de su ~go o con motivo del mismo, cuando no 

puedan los s~ores públicos justificar la proc~encia de sus 

bienes; que las leyes penales sancionen ese delito con el 

decomiso o privación de la propiedad de los bienes: no establecer 

ningún régimen ·de excepción a las garantías individuales ni 

modificar el sistema acusatorio previsto en los artí_culos 21 y 102 

de la Constitución Federal, que obliga al Ministerio Público a 

;;;../ 1, probar la responsabilidad de los incu~pados. 
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5.- Que el articulo 109, fracción m, tercer párrafo, de ·,ª '·. - ( 

Constitución sólo obliga a los legisladores a tipificar y sancionar el 

enriquecimiento ilícito, pero ello no implica que hayan dejado de 

tener validez las reglas constitucionales contenidas en e l articulo 

14, referente al debido proceso legal, las del 16 en relación con la 

fundamentación y motivación, y las del 20, fracción 11, relativas a 

no autoincriminarse. 

6.- Que la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos es la Ley Suprema del País. por lo que nada ni nadie 

puede estar en contra de sus principiosj incluyendo, des~e. luego 
~ 

todas las leyes y los actos de autoridad, los que invar.ia · · ítlente 

deben estar acordes con esos principios, que los a~ícul · ~º, 2º, 

12, 13, 17, 19 y 20 de la Constitución establecen exprJa~ , te la , 
igualdad de todas las personas que conforí!'~~. f:,~ación 

Mexicana, para que todas e llas sean gobernadas·· y;· ~rcaso, 

juzgadas por las mismas autoridades, por los mismos tribunales y 

las misma leyes a fin de que no existan privilegios o desventajas 

frente a otros, por lo que el Tribunal Unitario partió de un supuesto 

equívoco al considerar que el artículo 109, fracción 111, creó una 

situación de desigualdad entre la población en general y los 

servidores públicos estimando a estos últimos oomo personas que 

se encuentran en un estado diferente o de excepción en relación 

con toda la demás población, afirmándose reiteradamente que los 

servidores públicos no gozan de las misma garantías 

constitucionales que las demás personas. 

7.· Que la reforma constitucional invocada por el juzgador de .>/'~ 

ninguna manera contiene una excepción o restricción a las 
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debe 

fracción 111, tercer párrafo, de nuestra Constitución Federal. 

8.- Que la restricción o suspensión a las garantías 

individuales están previstas en los artículos 1° y 29 de la 

Constitución Federal, sin embargo, esa restricción tiene sus 

causas, procedimientos y fonmas que tambi~ están 

expresamente previstas n la Co titución, por lo ~e para que se 

estuviera en un caso d excepc· · o re tricción ~e garantías 

deb~~ erse estado ante la hipóte Is p vi ta en 'ª propia 

Con~i'.f q~9J.~ y haberse cumplido \ on lo requisitos de tal 

restl~fó · · que no acoriteció en la e , or lo que no puede 

ace~(-· ue el constituyente perma~.ente, al reformar el articulo 

109phay~'f&AJlo un est do d 
~ ·r._,_ l'lAordft: 

públ..-~;·~o afirma 1 Tr unal en la sentencia 

combatida. 

9.- Que el legisl~ ordinari 

cabalmente las ga~t~s individuales d obernado al. expedir la 

ley que crea el deH~ enriquecimiento il íc por lo que tal del\ to 

no puede esta~argen de la Constitución, como acontece en el 

caso, ya que el regislador no expidió una ley que creara el tipo 

penal del delito d~ enriquecimiento ilicito, cumpliendo todos los 

requ¡sitos constitucionales, de acuerdo con la naturaleza de la 

materia penal, por lo que es errónea la apreciación del juzgador 

en el sentido de que la Constitución dotó al Estado de un 

! ;¡-. instrumento legal que lo exenta del habitual cargo de probar su 
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acusación, lo cual evidencia la inconstitucionalidad de tal 

apreciación . 

10.- Que el art iculo 109, fracción 111, párrafo tercero, 

reformado, lo único que establece son los principios 

fundamentales para que el legislador, en ejercicio de sus 

fa"cuftades expidiera la Ley que creara el Upo penal para el delito 

de enriquecimiento ilícito, estableciéndose en esas leyes, los 

casos y circunstancias en las que un funcionario público se puede 

considerar como autor del delito de enriquecimiento Uícito, pero 

dichas circunstancias y los casos se debían e~~~~cer 

cumpliendo con todas las garantías constit.l'.Íci ' . _s~ y 
. - f 

fundamentales respe~ando el principio d~ leg~li~a'd , J" .. ~ : e: no 

acontece en la especie, pue~to que el ennquec1m1entp sb .: es el 

resultado de una conducta; no puede ser ni un :c•;it~i una 
" .. S'l"i.C! . 

circunstancia, por lo que al no contemplarse en el tex:c1D1r;easos 

y las circunstancias específicas por las que puede llegarse a 

incurrir en enriquecimiento il ícíto, es evidente que el tipo penal 

que se analiza contraviene el mandato constitucional. 

11 ... Que el vocablo "INCURRIR" no puede asimilarse a los 

casos y circunstancias a que se refiere el constituyente, ya que a 

través de "incurrir'' se dejaría abierta la posibilidad al juzgador 

para incluir en el concepto cualquier acto o hecho jurídico, 

susceptible de ocasionar un aumento patrimonial del funcionario 

siendo que la connotación de la expresión de los casos y 

circunstancias lleva implícita una necesidad de especificidad, 

casos o circunstancias específicos, previsto en la norma penal y ¡~ '

no generalidades. 
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patrimonial, como requlsíto fundamental del tipo para distinguir el 

aumento patrimonial regular u ordinario de aquél inusitado y 

desproporciona!, este último efectivamente es el que debía ser 

materia de investigac;ón. 

y que pesa al mandato d 

Tribunal no la resolvió e~ e 

14.- Que lo~~meros veinti ve artículbs de nuestra 

Constitución se refi~n a derechos fu entales y constituyen 

la parte dogm~ de la misma y qua por s rte el artículo 109, 

que se encuentra en la parte orgánica, segun el Magistrado 

establece un estado de excepción, lo cual es incorrecto ya que 

sólo existe el precepto que impone al legislador tipificar el delito 

de enriquecimiento ilícito según sean los casos o circunstancias 

que asi se consideren. 
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15.- Que para hablar de responsabilidad penal es necesario 

remitirse al Libro Segundo, Título 1 O y Título 11, del Código Penal 

para el Distrito Fadera'I en materia común, y para toda la 

República en Materia Federal en donde podemos identificar las 

conductas particulares y el tlpo de delito en que pueden incurrir 

los servidores públicos, por lo que debe de concluirse que la 

correcta interpretación de la Constitución, en particular del artículo 

109, no prevé o estatuye un estado de excepción que restrinja 

alguna garantía individual, dado que tal precepto, lo úníco que 

hace es ordenar al legislador tipificar el ilícito de enriq~e~ento • . 

ilícito, y cuando ello aconteció el legislador debió cr · ." ~. tipo 
·. . J' 

penal que respetara las garantías individuales prev,i ~n la 

'Constitución Federal, por lo que al no haberse hecho .. ~ ·. esa 

manera el artículo 224 del Código Penal F ed'°W~6 las 

garantías de seguridad jurídiea. •1M11~ · r.li ' · 

16.- Que el Magistrado no tomó en cuenta los artículos 102 y 

.21 de la Constitución Federal que establecen la obligación de.I 

Ministerio P1úblíco de la persecución de los delitos y que es a ellos ~ 

a quien corresponde investigar y perseguir los delitos ante los 

tribunales y acreditar desde luego la culpabilidad de las personas 

contra las que se ejercita acción penal y no dejar a cargo de! 

inculpado el acreditamrento de su inocencia. 

17.- Que ra manifestación del Magistrado, al considerar que 

la excepción general de la carga de la prueba, tratándose del 

delito de enriquecimiento ilícito, podría constituir una colisión de 

principios constitucionales. que debe solucionarse a través de una 

ponderación de los intereses opuestos, pero que sin embargo, en 
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garantías individuales, ni el sistema acusatorio que prevé la 

Constitución, ya que er artículo 109 no está suprimiendo garantía 

alguna, ni el principio acusatorio previsto en los artículos 21 y 102, 

puesto que no ro establece en forma expresa, ya que solamente 

ordena al legislador 1a creación del tipo relativo al enriquecimiento 

ilícito de tos funcionarios públicos. ~ 

eJS.- °'{ª el princi io debe s~considerado 
co1t~tí~ de garantía que ia ~tica del principio 
de · · ad depende en gran medí de estiones de técnica 

legí~a-. ya que el principio de legall .................... 

fo~~~e las normas ciertas e 1 

de ~~ con nuestro 

establecido claramente que e 

producción del derecho pen y 

ne a la hora de la 

damentales. Que 

itucional se ha 

establecido que la ley ~I reunir opied des materiales 

que hagan de eJla un ve~ero in mento al se icio del estado 

de derecho, com~ io es que el ensaje n rmativo sea 

comprensible para~ destinatario, las nortnas penales 
1 

constituyen ta ~ra de intervención más ra al en el ámbito de 

los derechos y libertades fundamentales del ciudadano, por lo que 

por necesidad la (~y penal debe incorporar un mensaje normativo 

determinado, claro, preciso, taxativo, cerrado; ya que la exigencia 

de tipicidad debe estar vinculada con la idea de -seguridad 

jurídica, se trata de evitar que los tipos sean formulados de un 

modo tan abierto que su aplicación o inaplicación dependa de la 

decisión libre y arbitraria de los jueces y tribunales, es decir, de 
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evitar que los trpos constituyan una barrera infranqueable para'. ia 

interpretación y aplicación judicial y dejen de suplir asi ta función 

de garantía que, aporta la posibilidad de conocimiento de la 

actuación penalmente conminada. 

19.- Que el enriquecimiento a que se refiere el artículo 224 

de! Código Penal Federal, no es un comportamrento, sjno un 

resultado de una acción, y que al no establecerse en qué consiste 

dicha acción hay indeterminación de la conducta prohibida, lo cual 

vulnera el principio de legalidad consagrado a nivel garantía 

indivrdua) por el artículo 14 constitucional. 

elementos descriptivos, objetivos, normativos e incluso juicio de 

tipicidad, pero esto no fue Jo que se le planteó, ya que Jo que se 

sostuvo fue que en la redacción de este ilícito, se rompe la 

contundente exigencia de que !a definición legal del delito 

contenga. al menos, un núcleo es.enciat de la prohibición. 

Enrjquecerse, como senala el artículo en ~.nálisis, no es un 

comportamiento, es el resultado de fa comparación entre el 

estado patrimonial en el momento A y el estado patrimoníaJ en el 

momento B, pero esto por sí solo no puede constituir una acción 

punible en el sentido del derecho penal de acto. No puede 

sancíonarse el heeho de enriquecerse de un funcionarío público, 

1o que debe sancionarse es el peculado, cohecho; prevaricación, 
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21 .· Que el delito de enriquecimiento ilícito previsto en el 

artículo 224 del Código Penal, es violatorio del artfculo 14 de la 

Constitución Federal y de los artículos 7 y 8 del Código Penal, 

porque no define ni predsa, según ya se ha mencionado, ninguna 

conducta. No solamente no dice cuál es la conducta qu~ quiere 

pro~ibir, sino q~e tampoco ~st~blece si la conduct~ícita se.debe 

realizar por acción o por m1s1 para que se consu~ el dehto en 

y 
al dictar 

características del mismo. 

23.- Que el legisla~reó un tipo 

limita a enunciar ~ r.se sanciónará a qui con \motivo de su 

empleo, cargo o comltión en el servicio púb\ico, haya incurrido en 

enriquecimien~lcito, lo cual no cumple con las exigencias 

constitucionales, puesto que la Constítucíón impone al ¡egisfador 

Ja obligación de precisar en forma objetiva cuáles son esas 

conductas. 

24.- Que con la integración del tipo se incurre en una grave 

l "'\ infracción en materia de prueba, al establecerse la exigencia de 

ésta a hechos o cuestiones negativas. pasando por alto el 
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Decreto de Promulgación del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y PoliUcos, en cuyo artículo 141 inciso 2, establece que 

toda persona acusada de un dellto tiene derecho a que se 

presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad 

conforme a la ley, además de que en la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, en su artícufo 80, inciso 2, establece 

que toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se 

presuma ·su inocencia mientras no se establezca su cutpabilidad. 

Que de conformidad con el artículo 133 constituciona,, tales 

tratados rntemacionales tienen el rango de rey suprema de toda la 

Unión, por lo qu~ los mismos no deben ser vulnera~fS p. ~yes 
secundarias. f ~;&:" '1 ~ ... 

25.- Que Jejos de estar tipificada la acción kelicti ·¡ ;de 
incrementar ilegalmente el · servidor público su patri~~~ñ su 

º•CiEliUI~ 
lugar se alude inexplicablemente. como conducta t1p1ca, a una 

regla procesal genéríca sobre la ··carga de la prueba, lo cual 

compromete la constitucionalidad del precepto en análisis, puesto 

que el enriquecimiento propiamente viéne a ser un requisito de 

procedibllidad, per'o no integra la conducta punible, habida cuenta 

que ésta se reduce a ser como lo seña'ª el tipo, un "no acreditar ', 

por lo coal cabe fa exístencía de un enriquecim.fe .. nto illcito que sin 

embargo sirva para condenar por este delito a un funcionario, sí 

éste se niega a no acreditar que es lega1 su patrimonio, 

resultando así que esta omisión integrará de todos modos al 

delito .. 

,. 
26. ~ Que el a quo incorrectamente consideró que el numeral /1~ 

224 del· Código Penal Federal, al definir el delito de 
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de legalidad 

seguridad jurídica, dado que se establece como núcleo del delito 

el verbo "incurrir", el cual por ser un verbo intransitivo no define 

absolutamente nada y no respeta el principio de presunción de 

inocencia, conforme al cual corresponde al órgano del Estado 

probar la responsabilidad del acusado, conducta con l~e violó 

los dispositivos 14. 16 y 19 de la Carta Magna. ~ 

enriquecimiento respectivo 

~rrectamente se 

al Federal no viola el 

r(p\tlf..JI~ en la redacción del 

r de informar o 

ese deber el 

Asimismo, el ~trado m1 or del llo recurrido 

incorrectamente ~i~er6 que los pr · io de irlpcencia y ta 

obligación del Estád8fde probar la acusaci dada su naturaleza 

jurídica son p~amente "principios rectores del derecho" y no 

derecho positivo vigente, aun cuando han sido reconocidos por 

nuestro país al suscribir diversos tratados internacion~Jes que los 

contemplan, motivo por el cual se pueden considerar como Ja ley 

misma de nuestro país, pero de acuerdo a¡ principio de 

supremacía constitucional, consagrado en el artfculo 133 de la 

Carta Magna, ésta priva sobre los principios de mérito, d~do que 

conforme a lo preceptuado en los dispositivos 109 con relación 
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con el 1°, ambos de la Ley Fundamental invocadá, se 

suspendieron los principios en comento, tratándose de los 

servidores públicos que incurren en el delito de enriquecimiento 

ilícito. 

Lo anterior es asi, porque es inexacto que en el articulo 109 

constitucional se hayan suprimido garantías individuales y 

tampoco se estableció un régimen de excepción para los 

servidores públicos, pues de haber sido así en tal precepto 

expresarnerite se hubieran precisado las circunstancias, como lo 

hizo el constituyente en et artículo 22 de la Constítµc.ió ¡eral, 

en relación con el decom;so. Además, tampoco resul · able 
' -"" . ~ 

el artículo 29 del propio ·ordenamiento, como lo supon ~ quo, 
.r d¡¡ 

ya que en este caso no se actualiza ninguna de · las h'ifft:,tesis 
·¡(Jy f . '~ Mi 

previstas en dicho precepto. , ... . ···.¡os,.;'-; J-.. ~ 
l[cr · ~ ' 

Cabe advertir que nuestro país ha suscrito diversos tratados 

internacionales, como la Declaración Internacional de Derechos 

Humanos, E1 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, en los 

cuales se prevé el principio de presunción' de inocencia, y que la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado que los 

Tratados Internacionales están por debajo de la Carta Magna y 

por encima de las leyes federales, razón por la cual el principio de 

mérito ha dejado de ser un principio general de derecho para 

convertirse de acuerdo al articulo 133 de la Constitución Federal, 

en Ley Suprema de la República , lo cual trae las consecuencias 

siguientés: 
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de inocencia es una norma general que debe infonnar la actividad 

judicial. 

H.- El principio de mérito debe interpretarse de acuerdo con 

los Tratados Internacionales que sobre el tema haya suscrito 

México. ~ 

111.- Los Poderes ..... 
y Judicial de~ respetar el 

---~---..... viol~ 

debe~ ser., perpretadas todas 
co'j,-i-1-1 . · 

' . ~1-n'l.~~ , proc~aPe::> 1f.1D"'es del pa1s. 
~Al lt . 

V.- La presunción de· 

21y102 de la Constituc~e ra . 

Para susten!YI agravio que n oc:upa s cltó la obra 
\ 

Utulada "Presunción de lnocencía del putado e íntima 

Convicción de~bunal", cuyo autor es José Luis Vázquez, quien 

se asevera hízo un estudio detallado del origen y evolución 

histórica del princJpio de presuncrón de inocencia, conforme al 

cual el acusado es inocente hasta que se pruebe lo contrario, que 

ta) príncipio se adoptó en la Constitución no escrita de los 

Británicos, en la Enmienda V de la Constitución de los Estados 

Unidos de Norteamérica y en el artículo 9°, de la Declaración de 

los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. 
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El recurrente también citó la obra titulada AEI detito de 

Enriquecimiento Uicito de Funcionarios Públicos. Un Tipo Penal 

Viotatorio det Estado de Derecho", cuyo autor es Marce'º A. 

Sancinetti, quien explica que en dicho delito ní siquiera se puede 

demostrar la inocencia de una -conducta concreta, pues en él no 

está determinado el hecho presumido ni existe un núcleo esencral 

de ia prohibición, dado que enriquecerse no es un 

comportamiento, sino el resultado de una comparación 

patrimonial entre dos momentos. El autor indicado también 

abordó Ja djscusión constitucional y los antecedentes de ~to en 

comento, para ello se apoyó en el Diario de Debate , ~~: oder 

Legisfativo de Argentina,-del cual advirtió que alguno ·. ,,r. • tados 
.... !', 

percibieron el problema de la inversión de 'ª prueba ";:.t. o se 

vulnera el principio de presunción de inocencia. ~con 
esto último, cita al Diputado José Lago, quien á~GE~ue al 

- ., 

instituirse el delito en cuestión · se sentó un principio jurídico de 

extrema peligrosidad para sancronarlo srn precisar la naturaleza 

•·· . ;.. 

~-

del propio delito, dado que al tipificarlo se crea una especie de • 

inverslón de la carga de la prueba y una . presunción de dolo en 

todos los actos de los funcionarios de la· administración pública 

que no pudieran acreditar la procedencia de sus pienes; que otro 

diputado adujo en refacíón con el artículo 268 del Código Penal 

del país indicado se configura el delito de sospecha evidente; 

luego, tipificado el delito precitado se abrrrf a y no ad mi ti ria prueba 

en contrario, porque el delito estaría consumado tal como la 

norma lo estructura. 
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emitir er acto reclamado tuvo por probado el cuerpo der delito de 

enriquecimiento ilicito, debido a que er quejoso no justjficó la lícita 

procedencia del incremento sustancial apreciado en su 

patrimonio, a pesar de que legalmente fue requerido para ello, 

requerimientos que no contestó el procesado. 

~ 
28.- Que los artículos 21 y 102 constitucion~s establecen 

que es la parte acusado ien tiene la carga dt la prueba, 

CA'.:.~~·, P- , . . 
~~·~;· de acuerdo a~ 

invo&~1'Pobligación de í ra 

prueba corresponde al Minis 

e presunción de 

cargo, debe ser 

elementos de 

en ellos se 

Estado de Derechw~es precisan una ac ación p ra incoar el 

proceso penal, ant~na autoridad distinta de quien presenta y 

sostiene la ac~ión . 

Lo anterior pone de manifiesto que el a quo incorrectamente 

consideró que el artículo 224 del Código Penal Federal es "Uno 

de los casos de excepción a las garantías individuales a los que la 

propia Constitución se refiere en su primer numeral; pues si de ia 

forma fundamental dímanan las garantías individuales, y entre 

ellas se reconocen ciertos principios rectores del derecho; pero es 
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esta misma Norma Fundamental quien las restringe o excepciona, 

no tiene por qué presuponerse la inconstitucionalidad de la 

Constitución." 

Además, las consideraciones preinsertas ponen de 

manifiesto los errores de apreciación en que incurrió et a quo, 

pues en la demanda de garantías no se reclamó ningún precepto 

constituc;:ional y tampoco se expuso prob,ema alguno relacionado 

con la "Colisión de Normas Constítucionales11
, dado que sólo se 

reclamó la inconstitucionalidad del artículo 224 del Código Penal 

Federal. 

El a quo vuelve á apoyar la sentencia recurrida ~l'\ . ~ ptos 

extrajurídicos, derivados de los motivos que se. luvier . para. 

d 1 Co t'tu . , . . 1 1 ~.U..fJ._?~M 1 
• d enmen ar a ns 1 c1on y otras eyes por _a~rnma a 

renovación moral, proceder que es incorrecto, aco'r~'1~ que ya 

se manifestó en lo relativo a que.el artícufo 109 constitucional no 

tipificó delitos sino que exclusivamente ordenó a las legislaturas 

Federal y de los Estados que tipifiquen el enriquecimiento ilícito 1': -., 
de los servidores públicos, pero las 'eyes que al respecto expidan 

deberán ser acordes con las garantías individuales reconocidas 

por la Constitución Federalf fundamentalmente la-de legalidad, en 

obvio de repeticiones innecesarias se da aquí por reproducido lo 

expuesto con antelación al respecto. 

29.- El a quo interpretó incorrectamente et artículo 20, 

fracción ti, constitucional, pues incorrectamente consideró que la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Púbticos y el 

Código Penal Federal no constriñen ni obligan al servidor público 
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únicamente se le requiere para que justifique la licitud de sus 

haberes. 

lo anterior en primer lugar, porque la consideración anterior 

es contradictoria con los razonamientos que extemó para concluir 

que la autoridad réspor-isable en el considerando séptimo del acto 

reclamado acertadamente determinó tener por acr~da la 

condición objetiva de pu . 1bilí , prevista en el aJtícu~o 224 del 
"'-· ~ Código Penal Federal, porq en eN;aso concreto que nos ocupa 

en ningún m men ~editó la legítima 

pro -; ~:~~-~.¡ . de: su incrementoª ptri . ia!, pesar de que la 

auto ::~¡},,; · mpetente lo requirió p , p r medio del oficio 

220 .· /95 ·. de veintitrés de ~lem e ·d mil novecientos 
CCilT·~ DB . 

nOVSfllRr:~~. derivado del e e U/202/ 5. 
Wt ' Up~Yi;Bll 

. a con la resol,ción prev¡sta 

en el artículo 90 d~Ley Federal d sponsabili~ades de los 

Servidores Públicos, no se configura 1 ndición objetiva de 

punibHidad co~plada en el numeral 224 precitado. En tales 

circunstancias, se pone de manífiesto que a través del 

requ.erimiento respectivo sí se obliga al servidor público de que se 

trate a que dedare en la fase del procedimiento precitado. 

Así tas cosas, si la resolución que se dicte en el 

procedimiento' administrativo de veríficación indicado constituye la 

condición objetiva de punibilidad, es manifiesta la existencia -de 'ª 
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liga ineludible entre ese procedimiento y el proceso penal, rrfotivo 

por el cual 1la garantía consignada en la fracción 11 del artículo 20 

constitucional también abarca la fase previa, como lo es el 

procedimiento de referencia. pues desde éste exrste la posibilidad 

de autoincriminación,, máxime que conforme a dicha garantía el 

enjuiciado nunca puede ser expuesto a autoincriminarse en 

cualquier etapa que pueda repercutir en el proceso penal. 

30.- Que el Magistrado que emitió el fallo recurrido 

incorrectamente consideró que el principio "indublo pro reo", 

principio rector del derecho penat únicamente obra .·~ los 

Tratados lntemacion~'.~s o bien como nociones fun~~·~· ~es de 

un Estado democratico de derecho, los cuales· ·-cf . ~e al 

arUculo 133 de la Constitució~ Federal están en U!" rl~ _ '.1: ~feriar 
a la mísma, pero el articulo 109 de nuest~.~ ·.:!~.~rema 
establece una excepción a los principios de inoc~~ una 

inversión de la carga de la prueba. 

Lo anterior, denota el error en que incurrió el Magistrado al 

considerar que por la redacción del artículo ,109 constitucional se 
. . , 

suprimieron los principios de mérito, esta determinación es 

incorrecta, porque el precepto citado no suprimió expresamente 

nínguna garantía constitucional, ni eximió al Ministerio Público de 

su obligación de aportar las pruebas que acreditan la 

responsabilidad del inculpado, tampoco en el caso a estudio son 

aplicables los artículos 1° y 29 de la Constitución f ederal, ya que 

el precepto citado en primer término únicamente ordena a las 

legislaturas de los Estados que formuren un tipo penal para 

castigar el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, pero 
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al no considerarlo así el Magistrado emisor de fa sentencia 

recurrida infringió los artículos 14, 16 y 19 constitucionales. 

31.- Que en la sentencia recurrida no se advirtió que el 

artículo 224 del Código Penal Federal al remitir a la L~ederal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos.~ola la 

garantía de legalidad consagrada en el artículo 14~stitucionar. 

b~ ... iteríor es así, p que en 14y Federal de 

Res~f ades de los Se · aparece la 

for~~~r. ·,e el serv;dor público el legítimo 

aum~e su
8

patrimonio, ya ue 
A ce•~~ D . 

clarcw:it;J;l~~t#e servir de com 
-~~.lit .dDll 

Blane't.'.r''?.prevista en el artíc Penal Federal, 

dicha Ley no se 

la Secretaría ~ Contraloría General de la ederación quien 

hará la declaratoria de que el funcionario respectivo no justificó la 

procedencia lícita del incremento sustancial de su patrimonio (la 

configuración de un ilícito penal se deja a la decisión de una 

Secretaría de Estado); pero no resulta claro sí para llegar a esa 

declaración se debe seguir el procedimiento señalado en ef 

capítulo segundo de dicha ley que se refiere a las sanciones 

administrativas y procedimientos para aplicarlos, o si tal capitulo 
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se refiere exclusivamente a faltas administrativas y sí para la 

responsabilidad penal debe seguírse otro procedimiento distinto, 

el cual no está claramente previsto en la ley en cita. 

Por tanto, la remisión que hace e1 artículo 224 impugnado a 

~a Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

como complemento para la tipificación del delito de 

enriquecimiento no resulta claro, preciso y exacto, con lo cual se 

vulnera el principio de legalidad, lo que torna inconstitucional al 

artículo 224 precitado. ~ 

.. ~~ 
Que es incorrecta la decisión del Magistrado emi ~ . ·- 1 fallo . . 

recurrido, consistente en que el artículo 224 inip · . o no ... ' · ~ 

encierra un tipo penal en blanco, porque tal precept~: . · e sus 

propios elementos descriptivos de la conducta y '9.~.1'.i'Ef'M~isión 

que hace la Ley Federal de Resp9nsabilidades de·"t~dores 
Públicos es únicamente respecto al artículo 87 de la misma para 

complementar un elemento normativo d~ valoraclón jurídica. 

Esto es así, porque la remisión d.~ ~~ferencia es para el 

efecto de que el servidor público en un procedimiento 

administrativo justifique el origen de su patrimoi:iio a efecto de que 

la autoridad correspondiente pueda determinar si procede o no la 

declaratoria del artículo 90 de la ley mencionada. Además, en 

ésta no se reguló detalladamente el procedimiento que debe 

seguirse para los efectos penales y, por ende, para emitir la 

declaratoria prevista en el artículo 90 indicado. · 
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razón de método y debido a que los conceptos de 

en el presente 

considerando resultan reiterativos. este Tribunal Pleno procede a 

agruparlos para efecto de estudio en los siguientes 

considerandos. 

QUINTO.- Por guardar estrecha relación entre sí, se 

estudian conjuntamente los conceptos de agravio sinte~dos en 

los puntos 1, 2, 3, 4, 6, 7. 8, 9, 14t 16, 17, 24, 27,tl_B y 30, en los 

cuales el recurrente enc1 mente stiene qud' el Tribunal 

Unitario realizó una inde · terpreta ·ól{> del artículo 109 
"'"~.. .~~ 

con~11 :~1. ~I sena1ar que di o dis ositivo instituyó un 

régi ~, F~xcepción a las garantías · i uales en relación a 

los ~Óres públicos, al revertí f 

dem~~~{mel incremento p 

enca!JO(i,~4M@h•, determinaci · e cual se relevó de la carga 

de ~a prueba al Ministerio Pu de Y enciat\ la ilicitud de ese 

incremento, no obstante~ den o en 1 artíc~los 21 y 102 da 

la Constitución federal ~ prfn · i de presuncibn de inocencia 

contenido en dis~t<;_s tratados rnacionales firmados y 

debidamente ratific~ por nuestro país. 

~ 
Los argumentos a que se hace mérito son fundados pero 

insuficientes para _ la concesión del amparo. como se pasará a 

demostrar a continuación. 

Para poder estar en aptitud de establecer si efectivamente 

existe un régimen de excepción al principio de inocencia, se 
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requiere previamente determinar si la Constítución prevé dicho -~-.~ .. 

principio y sus respectivos alcances. 

En general, el principio universal de presunción de 

inocencia, consiste en el derecho de toda persona acusada de la 

comisión de un delito, a ser considerada como inocente en tanto 

no se e~tablezca legalmente su culpabilidad, a través de una 

resoluci.9n judicial definitiva. La razón de ser de la presunción de 

inocencia es la de garantizar a toda persona inocente que no será 

condenada sin que existan pruebas suficientes que destruyan tal 

presunción; esto es:I que demuestren su culpabilidad y que 
- ~ 

justifiquen una sentencia condenatoria en su contra.; ·: . .f .-G 
En México, únicamente el Decreto Constituci · ~ara la 

Libertad de la América Mexicana. sancionado en ~pa ~ ~r,i el 22 

de octubre de 1814, ha reconocido expresamente::e nciplo ~ 

ya que su articulo 30 decía: 11Todo ciudadano se reputa inocente, 

mientras no se declare culpable", 

Si bien en la actual Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, no se prevé expresamente el principio de 

presunción de inocencia, se contiene ímplífítamente en sus 

artículos 14, párrafo segundo, 16 primer párrafo, 19, párrafo 

primero, 21 , párrafo primero, y 102 apartado A, párrafo segundo, 

que a la letra disponen: 

"Articulo 14.- ( ... ) 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la 

libertad o de sus propiedades, posesiones o 
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~~~~aerechos" sino mediante juicio seguido ante los 

tribunales previamente establecidos, en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas 

con anterioridad al hecho". 

.,. 
su 

''Articulo 16 ... Nadie puede ser molestado en 

persona, familia, domicilio, pape/e~ o 

posesiones, sino ·rtud de mandamie"escrito 

de la autoridad e pete , que funde y motjve la 

causa legal del proc tf' " 
~ft• . ~ 

, ¡,J.' rtíciilo 19. Nfng 

m:;i~ 'dad judicial podrá e ce r 
~ . 

ante 

\se~ta 1'1os horas, a part1 ue el 

~,r.:=u disposició 

"Artículo. 21.- La imposición de las penas es 

propia y exclusiva de la autoridad judicial. La 
investigación .y, persecución de los . delitos..la~J.J.mb..e, 

al Ministerio Público, el cual se auxiliará con una 

policía que estará bajo su autoridad y mando 

inmediato. 
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'~rtículo 102.· A. ( ... ) 

Incumbe al Ministerio Público de Ja Federación, Ja 

persecución, ante los tribunales, de todos los 

delitos del orden federal; y, por Jo mismo, a él le 

corresponderá solicitar las órdenes de aprehensión 

contra los inculpados; buscar y presentar las 

piuebas .que acrectileo la resnD.c1sabilidad de éstos; 

hacer que los juicios se sigan con toda regularidad 

para que la administración de justicia sea pronta y 

expedíta; pedir la aplicación de las pena . , 
. . ,.f 

intervenJr en todos los negocios que ~--

l ~-~-:.. 
determine''. . ¿ ~i: 
De la interpretación armónica y sís~emática d htif\Q~ehores 

dispositivos constitucionales, se desprende, por ~árte, el 
~twll -~ . 

principio del debido proceso legal que implica que a l inculpado se 

le reconozca el derecho a su libertad, y que el Estado sólo podrá 

privarlo del mismo cuando, existiendo suficíentes elementos '!': 
incriminatorios, y seguido un proceso penal en su contra en el que 

se respeten las · formalidades esenciales del procedimiento, las 

garantías de audiencia y la de ofrecer pruebas para desvirtuar 

la imputación correspondiente, el juez pronuncie sentencia 

definit iva declarándolo culpable; y por otra, el principio 

acusatorio, mediante el cual corresponde al Ministerío Púbfico 

la función persecutoria de los delitos y la obligación (carga} de 

buscar y presentar las pruebas que ~crediten la existencia de 
~ . 

éstos, tal y como se desprende· de lo dispuesto en el artículo 19, ~ . 

particularmente cuando previene que el auto de forma1 

prisión deberá expresar ''los datos que arroje la averiguación 
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, los que deben ser bastantes para comprobar el 

cuerpo del delito y hacer probable la responsabl1idad det 

acusado'': en el artículo 21, al disponer que uta Jnvestlga.ción y 

persecución de los delitos Incumbe al Ministerio Público"; así 

como en el artículo 1021 al disponer que corresponde al Ministerio 

Püblico de la Federación la persecución de todos los delitos del 

orden federal, correspondiéndole "buscar y presentar las 

pruebas que acrediten la responsabllldad de éstos"~ 

En ese tenor, estimarse que ~ p.rincipios 

res 

Política de los Estados Unid 

estado, al disponer exp~m t 

quien incumbe probar lo~mentn.C"H'rll 

culpabilidad del im~o. 

acusatorio 

carga de probar 

Así, con .~pendencia de los trata~os temacionale~ ,ª que 

alude el quejoso recurrente, que contienen la presunc1on de 

inocencia en mate~ia penal, lo derto es que la propia Constitución 

Federal implícitamente reconoce tal principio. 

Una vez establecido que el principio de presunción de 

inocencia se encuentra implícitamente previsto en la Constitución 

Federal , se procede al análisis relativo a si el artículo 109 
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constitucional contempla un régimen de excepción al mismo para · .'. . 

los servidores públicos. 

El Título Cuarto de la Constitución Federal, denominado "De 

la Responsabilidad de los Servidores Públicos", contempla los 

artículos 108 al 114, que a la letra disponen: 

'~rt. 108.- Para los efectos de Jas 

responsabilidades a que alude este Título se . 
reputarán como servidores públicos a los 

representantes de elección popular, a los miem~~'~ 

del Poder Judicial Federal y del Poder Judi ·· I 

Distrito Federal, los funcionarios y emple · , 

en general:r a toda persona que desem ~A.e... · 
empleo, cargo o comisión de cualquier n~flfla 

~". JOS'I'ICIA ¡. 

en Ja Administración Pública Federal o en ef/iülltlfrit.o 

Federal, así como a los servidores del Instituto 

Federal .Electoral, quienes serán responsables por . 

los actos u omisiones en que incurran en el 

desempeflo de sus respectivas funciones. 

El Presidente de la República, durante el tiempo de 

su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a 

la patria y delitos graves del orden común. 

Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a 

las Legislaturas Locales, los Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su 

caso, Jos miembros de los Consejos de las 

Judicaturas Locales, serán responsables por 

violaciones a esta Constitución y a las leyes 
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asf como por el manejo indebido de 

precisarán, en los mismos términos del prime.r 

párrafo de este articulo y para los efectos de sus 

responsabilidades, el carácter de servidores 

públicos de quienes desempeñen empleo, ca~ o 

comisión en los Estados y en los Municipios''. ~ 

"Art. 109.- El de la Unió~ y las 

~s~latu~s de los sta ·, e o ~s ámbitos 

'ª.Y·~&:s re~~ectlvas ~~"!pe cia expedirán las 

·~s e responsab1l1dades os servidores 

.IPJitos y las demás n 

stinciWn1'- a qúiene te 
!: LA · "-' ·~CICll: • 
ami..,,.n responsa ........ , ...... 

nte o p lítico, las 

artículo 1 ~O a los 

servidores Ef!J.b!Jcos seña os en el mismo 

precepto, cua;M"o en el ejerclcl e sus funciones 

incurran~ actos u omisiones q . redunden en 

perjuicio de los intereses públicos fundamentales o 

de su buen despacho. 

No procede el Juicio político por la mera expresión 

de Ideas. 

// ... La comisión de delitos por parte de cualquiét 

servidor público será perseguida y sancionada en 

los términos de la legislación penal; y 
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111.- Se aplicarán sanciones adminjstrativas a los . 

servidores públicos por los actos u omisiones que 

afecten la legalidad, honradéz, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deban observar en el 

desempefjo de sus empleos, cargos o comisiones. 

Los procedimientos para la aplícació.n de las 

sanciones mencionadas se -desarrollarán 

autónomamente. No podrán imponerse dos veces 

por una sola conducta sanciones de la misma 

naturaleza. 

Las leyes determinarán los casos 

circunstancias en los que se 

p.enalmente por-_causa de enriquecimiento . _. 

los servidores pÜblicos que durante el tiem,J, "'!7'" ' 

encargo, o por motiv~s del mismo, po~fi'c9:.Ser 
interpósita persona, aumenten sustancia&ff~fb 

patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como 

duefios sobre ellos, cuya procedencia lícita no 

pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán \~J 
con el decomiso y con Ja privación de la propiedad 

de dichos bienes, además de las otras penas que 

correspondan. 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta 

responsabilidad y mediante la presentación de 

elementos de prueba, podrá formular denuncia ante 

Ja Cámara de Diputados del Congreso de Ja Unión 

respecto de las conductas a las que se refiere el 

presente artículo". 
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'~ ·l ~~~ 'Art. 110.· Podrán ser sujetos de juicio polftico los 

se.nadares y diputados al Congreso de la Unión, los 

Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, los Consejeros de la Judicatura Federal, 

los Secretarios de Despacho, los Jefes de 

Departamento Administrativo, los Diputados a la 
, 

Asamblea del Distrito Federal1 el Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal, el Procurador General J¡',a 

República, el P dor General de J~ía del 

Distrito Federa los is dos de Circuito y 

'1N:..eces ~de Distrito, Ma istra s ~ueces del 

k~\ C~mún del Distrito F& eral, los Consejeros 

~!' J) .·Ju'díCatura del Distri o 1, el consejero 

ifésldente, los Conse)e os lec orales, y el 

~f.#io Ejecutivo del In · o Fe ral Electoral, 

· lól""Maglstrados del los 

organismos 

participación 

asociaciones~miladas a 

públicos. 

los 

y 

y fideicomisos 

Los Go~adores de los Esta s, Diputados 

Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores 

de Justicia Locales y, en su caso,. los miembros de 

Jos Consejos de las Judicaturas Locales, sólo 

podrán ser sujetos de juicio pollUco en los 

términos de este título por violaciones graves a 

esta Constitución y a las leyes federales que de ella 

emanen, así como por el manejo Indebido de 

1' • l ... ( . .. , " 1 ,..'8 
' --' \.) L• . . ' 
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fondos y recursos fede~ales, pero en este caso ta·. 

resolución será únicamente declarativa y se 

comunicará a las Legislaturas Locales para que, en 

ejercicio de sus atribuciones1 procedan como 

corresponda. 

Las sanciones consistirán en la destitución del 

servidor público y en su Inhabilitación para 

desempeñar funciones, empleos, cargos o 

comisiones de cualquier naturaleza en el servicio 

público. 

Para la aplicación de las sanciones a que se re .. 

este precepto, la Cámara de Diputados proce . "ª 
la acusación ;~spectíva ante la Cáma · ~~ 

' 

Senadores1 previa declaración de la . m~yor ·a 
f.Y~,~~M~. 

absoluta del número :·de los miembros pres~ 

ses/6.n de aquella Cámara, después d~~:,: 
sustanciado el procedimiento respectivo y con 

audiencia del inculpado. 

Conociendo de la acusación Ja Cámara de 

Senadores, erigida en Jurado de sen(encia, aplicará 

la sanción correspondiente mediante resolución de 

tas dos terceras partes de los miembros·· presentes .. 
en sésión, una vez practicadas las diligencias 

correspondientes y con audle.ncia de.I acusado. 

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras 

de Diputados y Senadores son inatacables". 

"Art. 111.- Para proceder penalmente contra los 

Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, 
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"\~'-.. ~Jos Ministros de la Suprema Corte de Justicia de Ja 
~~ 

Nación, Jos Magistrados de la Sala Superior del 

Tribunal Electoral, los Consejeros de Ja Judicatura 

Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de 

Departamento Administrativo, Jos Diputados a la 

Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal, el Procurador General de Ja 

República y el Procurador General de Justic~el 
Distrito Federa, sí como sejero Pr~dente y 

los Coqsejeros Electorales de Co sejo Gerleral del 

!"~t.,tutot. Federal Electoral, p ~lsión de 

.~~I , s d!'rante el tiempo de su e e rgo, la Cámara 

if~ .lputados declarará or absoluta de 

~~~a:bros presentes e' sesión, s ha o no lugar 

J.á tJ _ . er contra eli e · . 
l l\,. ;¡ . 
... Si ta · fésoluci6n de negativa se 

suspenderá todo ien ulterí~r, pero ello 

no será obstácul a que la imput'f ión P'Or la 

comisión del de 1 con · 'e su curso\ cuando el 

Inculpado hlf.~ a concluido el ejercicio de su 

encargo, p~ la misma prejuzga los 

fundam~s de la imputación. 

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder, el 

sujeto quedará a disposición de fas autoridades 

competentes para que actúen con arreglo a la ley. 

Por to que toca al Presidente de la República, sólo 

habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de 

Senadores en los términos del artículo 110. En este 
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supuesto, la Cámara de Senadores resolverá con · ;·. ·:: -._ : 

base en Ja legislación pe.na/ aplicable. 

Para poder proceder penalmente por delitos 

federales contra los Gobernadores de los Estados, 

Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales 

Superiores de Justicia de los Estados y, e·n su 

caso, los miembros de Jos Consejos de las 

Judicaturas Locale·s, se seguirá el mismo 

procedimiento establecido en este artículo, pero en 

este supuesto, la declaración de procedencia será 

para el efecto de que se comunique a . r-fJJ 
Legislatura$· Locales, para que en ejercicio d .. .• 

atribuciones procedan como corresponda. / \. ~ 
Las declaraciones y resoluciones de 11a. (sic 

IUPirnM ' 
Cámaras de Diputados · (sic) · Senado~ 

lfCtff MUJ · Gl rt¡ 
inatacables. 

El efecto de la declaración de ·que ha lugar a 

procede.r contra el inculpado será separarlo de su 

encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Sí ~ 
éste culmina en sentencia absolutoria el inculpado 

podrá reasumir su función. s; la sentencia fuese 

condenatoria y se trata de un delito · cometido 

durante el eíercfclo de su encargo, no se concederá 

al reo la gracia del indulto. 

En demandas del orden civil que se entablen contra 

cualquier servidor público no se requerirá 

declaración de procedencia. 

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con 

lo dispuesto en la legislación penal, y tratándose de 
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patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con 

el lucro obtenido y con la necesidad de satfs'11cer 

los daños y perjuicios causados por su conducta 

ilícita. 

Las sanciones económicas no podrán exceder de 

tres tantos de los beneficios obtenidos o d~s 

112.· 

edencla de Ja 

·.~ ............ no de los servidores 
'i 

cbl~~la el párrafo pri 

~(j~ un delito du ª'"".ct-...'GIJ7 
lM. • . dlltl 

encuentre sepai 

Si el servidor pú 

d~aclón de 

Di utados cu.ando 

a que hace 

artículo 111 

en que se 

enumerados~~ el artículo 1 ~ 

acuerdo con IJ:;:ií;spuesto en diclJ recepto". 

~ 
uArt. 113.~ Las leyes sobre responsabilidades 

administratTvas de los servidores públicos, 

determinarán sus obligaciones a fín de 

salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad, y eficiencia en el desempeño de sus 

funciones, empleos, cargos y comisioneo.S; las 

sanciones aplicables por los actos u omjsiones en 
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· .. ... 
que Incurran, as/ como los procedimientos y las 

autoridades para aplicarlas. Dicli!Js sanciones, 

además de las que se/Jalen las leyes, consistirán en 

suspensión, destitución e lnhabllita~íón, así como 

en sanciones económicas, y deberán establecerse 

de acuerdo con /os beneficios económicos 

obtenidos por el responsable y con los daflos y 

perjuicios patrimoniales causadós por sµs actos u 

omlslon~ a que se refiere la fracción lil del artículo 

109, pero que no podrán exceder de tres tantos de 
~~ ~ 

los . ~~neficio~ , ·ob~nldos o de los .. da~o ~~; 
per¡u1c1os causados • ... ,. · ~:. 

/X
. ~~ 

. .. . .. ·. ·. . . ~ 

' 

"Art. 114.- El Procedl1!'íento de juicio polí~~ 

podrá iniciarse durante el período en el _."'el 
servidor público desempeñe su cargo y dentro de 

un año después. Las sanciones correspo.ndientes 

. se aplicarán en un PfJríodo no mayor de un año a 

partir de Iniciado el procedimiento. ¡¡. 
La responsabilidad por delitos cometidos durante 

el tiempo del encargo por cualquier servidor 

público, será exigible de acuerdo con los' plazos de 

prescripción consignados en la Ley penaf~ que 

nunca serán inferiores a tres años. Los plazos de 

prescripción se lntenumpen en tanto el servidor 

público desempeña alguno de los encargos a que 

hace referencia el artículo 111. 

La ley señalará los casos de prescripción de la 

responsabllldad administrativa tomando en cuenta 
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articulo 109. Cuando dichos actos u omisiones 

fuesen graves los plazos de prescripción no s1~rán 

inferiores a tres años." 

Conforme a lo preceptuado en estos dispositivos 

constitucionales, el sistema de responsabilidad de los ~idores 
públicos se conforma por cuatro vertientes, a sabe' 

~ "\ rie..+ .. e.) ~\ re$ponsabi ld o . ica pa a ~s categorias de 

serv~.r~~- úblicos de alto rango, or ! comisión de actos u 

omil&~~~- ~lJe redunden en pe j · io s intereses públicos 

fund~~~~ de su buen desp\s.,~ 
~·····~ \...~ 
B).- La respons ilidad n ra los servidores públicos 

que incurran en delito. 

C).- La responsab~ ad · · trativa par1. ios que falten a 

la legalidad, honr~ lealtad, imp 

función pública. 

~ 
O).- La responsabilidad civil para los servidores püblicos que 

con su actuación ilícita causen daños patrimoniales. 

Cabe advertir que el sistema indicado descansa en un 

. _ 1 principio de autonomía, conforme al cual para cada tipo de 

·• responsabilidad se instituyen órganos, procedimientos, supuestos 

y sanciones propias. 
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Las anteriores consideraciones tienen apoyo en la tesis de 

este Órgano Cplegiado, cuyo rubro, texto y datos de localización 

son: 

''RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES 

PÚBLICOS. SUS MODALIDADES DE ACUERDO 

CON EL Tít(.JLO .CUARTO CON$TITUCIONAL. De 

acuerdo con lo dispuesto por Jos artkulos 108 al 

114 de la Constitución Federal, el sist~ma de 

responsabilidades de los servidores püblico~ 

conforma· pQr. cuatro vertientes: AJ .. ·fiJ 
resp~nSab/ll~ad. politlca para ciertas categrí~~ 
servidores publicas de alto rango, por la c.om~~f"iW 

IUPltt.MA 
de actos u omisiones que redunden én· per~ólde 

• 1ECMTA~1 ~ r:: · 
los intereses pt}blicos fundamentales o de su buen 

despacho; B).· La responsabilidad penal para los 

servidores públicos que incurran en delito; C).· La 

responsabilidad administrativa para los que falten a 

la legal/dad, honradez, lealtad, .· imparcialidad y 

eficiencia en la función pública, y D).· La 

responsabilidad civil para Jos servidores públicos 

que con su actuacíón . ilícita causen daños 

patrimoniales. Por lo demás, el sistema descansa 

en un principio de autonomía, conforme al cual 

para ca,da tipo de responsabi/fdad se instituyen 

órganos, procedimientos, supuestos y sanciones 

propias, aunque algunas de éstas coincidan desde 

el punto de vls'ta material, como ocu"e tratándose 
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penal, asf como la inhabilitación prevista para las 

dos primeras, de modo que un servidor público 

puede ser sujeto de varias responsabilidades y, por 

lo mismo. susceptible de ser sancionado en 

diferentes vías y con distintas sanciones11
• (Novena 

Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judic~e 

· a: 128) 

Tomo: 111, Abri~ 1996. 

pen os servidores públicos, es~~m'Ante con la primera 

part é1el oenúltimo párrafo el artículo 109 constitucional, 
coa't'E l>B 

tran5'1'=Jtf)\~· an1elació · , pue 
IUl ll 1'\Ullt 

interpretación que realizo e 

Poder Reformador de la Con · 

concluyó que el 

a los s:ervidores 

públicos creó un sistem~ exc ión en cuan\o les impuso la 

carga de la prueba de a~tar la lid del incrertw,,ento sustancial 

de su patrimonio. ~ 
\ 

Así, para~rminar si es correcta Ja conclusión de mérito y 

dar respuesta a los agravios en comento, este Alto Tribunal 

considera idóneo el método de interpretación genético-teleológico, 

porque permite · establecer las razones que tuvo el Poder 

Reformador de la Carta Magna al aprobar las normas cuya 

interpretación se realizaj así como su inclusión en la norma 

fundamental. Siguiendo dicho método de interpretación debe 

precisarse que la actual fracción 111 del artículo 109 de la 
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Constitución Federal deriva de la reforma publicada en el ·o fario 

Oficial de la Federactón de veintiocho de diciembre de mil 

novecientos ochenta y dos. 

La exposición de motivos de la .iniciativa presidencial de tres 

de d iciembre dé mil novecientos ochenta y dos, para reformar al 

Título Cuarto de la Cónstitución Federal, que comprende los 

reproducidos artículos 108, 109, 11 O, 111, 112, 113 y 114, en lo 

que interesa dice: 

" ... La liberta~ Individual para pen$at y hacer es 

cuestión ele cada quien. No coiTesponde al ~Es 

tutelar la moralitlad personal que la inspira¡ .....,.~· ~-
. -. ~ 

;. 17 . .· 
sancionar lil ·lnn;ioraüda.d_social, ·ta carirlQ.~-~1#1 

afecta tos derechos de otros, ele la satíédá.

intereses naciOhilles. ~ en el MéXlco de nuestros 

días. nuestro pueblo.. exige ·COn urgencia ucu 

1JUU2Yación moral ele la sociedad .que ·ataque de catz 

los daños de la cQréupción en ·el bienestar de su 
, .. 

convivencia social'. 

Es esencia de nuestra democracia federal el que las 

leyes y el gobierno que se da el pueblo atiendan su 

demanda nacional. Obliga a actuar de Inmediato no 

sólo a fos poderes constituidos en sus respectivos 

ámbitos de competencia, sino antes que nada al 

Poder Constituyente de nuestro Pacto Federal. 
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necesarios una voluntad 

administración eficaz. 

Es una realidad la voluntad política inconmovible 

del pueblo de México y del gobierno que se ha 

dado por erradicar lo que corrompe "~s 
fundamentos convivencia s~al. ~a 

tad se co"'Sstrwrá 

tiempo 

u~a\ el pueblo no 

n el camino 

Si Ja 

renovaci~moral de la sociedad que ordena el 

pueblo de México, ha de cumplirse1 hay que 

empezar renovando las leyes e instituciones que 

tutelan la realización de nuestros valores 

nacionales. 

Esta iniciativa de reformas y adiciones a .nuestra 

Constitución Política, conjuntamente con las leyes 

0004 ~·1 3 
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: ... >= ... · . 

se<;undarias consécuentes que estamos ,. 

sometiéndt)le al H. Congreso de lá Unióri, es el 

primer paso pata que la renovación moral se haga 

gobierno y la so~iedad pueda apoyarse en él a fin 

de que la corrupción no derrote sus de~chos. 

La Iniciativa propone avanzar en el tratamiento a 

que están .sujetos los servidores piíblícos. Las 

bases constitucionales vigentes son inst;ficientes 

para garanti~ar que los empleos, cargos o 

comisiones ~,.; el servicio públí~o §ubordlnen el 

Interés paHicular a los intereses cole~fiv 

superiores de ia sociedad. Si queremos;. ··•n 
garantías tenéiniis qu~ renovar esas ~Sfts.i f -: . ~ 

; . •'t•: 

Hay que establecer las normas que obl~~u~M,b 
efectividad al servidor público con la so41f!Bad; 
para que sus obligaciones no se disueiVan; y para 

que el compoftamlento honrado prevalezca. Se .... 

necesitan -bases nuevas por fas que ra. sociedad 

recuua al Derecho y no se vea forzada a 

quebrantarlo para obtener del gobierno lo que en 

justicia le corresponde, para que los recursos 
económicos ñacionales aumenten ·el bienestar del 

pueblo. 

Sometemos. en consecuencia, esta itúciatíva para 

reformar y adicionar las responsabilidades 

constituciona/éS de los servidores aúbllcós a fin de 

.... 
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Ja_s bases para que.la arbitt.arjedall, Incongruencia, 

'onfuslón, inmunidad, .lneguidad e Ineficacia__ tm 

prevalézCML.,. no corrompan los valores ~ri1~ 

que det>e tutelar el uookio oúbf(co. 

No es compatible servir en puestos públi~ 

simultáneamente tener negocios cuya actividaf¡, ~e 
funda en relacio s económicas con el ~bforno. 

Esta dualidad e 'nmor~ · o se gobierna o se hacen 

negocios. 

TITULO "'RTO 

El Título Cuarto constitucional estableció en 1917, 

hace casi sesenta y seis años, las bases para 

responsabilizar a los servidores públicos por el 

incumplimiento de sus obligaciones para con la 

sociedad. Desde entonces, uno solo de su siete 

artículos ha sido reformado en tres ocasiones y 

00 04 ~14 
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sólo para regular procedimientos de remota 

aplicación. 

La población del pafs se ha mulUpflcado por casi 

cinco veces, así como sus exigtfnc/fJS· dé .tutela por 

parte del servicio público. 

Nuestro pue~/9 se ha desa"ollat!o en todos los 
. . 

órdenes, pero no así el régimen de 
' 

responsabllicládes de los servidores p/!blicos ante ~ ,. 
él. 

Es imposter~ble la ne~·~·'™. !Jlil~~klfd!J.tll,qf.!-\Jl!S~ 

rn n r 
. . .:.... . "IYJ~~-> . 

~arJQ..constttuci~aat Que actua/lbéiite hab'/~as . . . ~ . . . 'ctf,t)r ·. 

responsaqlllf$dt:s r;te los funciOQarlós públíL '. Se 
' 

~bla al. cm 1responsa!Jjjidades .Jie 10$ $eMdOtBS 

públicos'. Desde la denominación hay que 

establecer la naturaleza del servicio a la sociedad ~. 
que comporta su empleo, cargo o comisión. 

La obligación de servir con legalidad,. honradez, 

lealtad, imparcialidad, economía y eficacia a los 

intereses del pueblo ·es la misma para todo servidor 

público, indepéfldlentemente de su jerarquía, 

rangoj origen o lugar de su einpleG, cargo o 

comisión. 
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nuevas bases constitucionales que 

Qtoponemos se inspiran en este principio 

iguafftari~ al mismo tiempo que establecen con 

c.laridad las responsabilidades políticas, penales y 

administrativas que pueden resultar de esas 

obligaciones comunes de todo servidor público. 

La iniciativa 

penales y las bases 

exigir las 

raleza de las 

s sanci-ones 

que no se onfund'a su 
\ 

aplicación con re~alias líticas (artfcu/os ~r11 y 

112); .la naturalez;;&i;Jas sane aes administrativas 

y los proced~'Y"tos para aplica s (artículo 113); 

y, finalmente, ~ plazos de prescripción para exigir 

respons""Jclades a sef\l/dores públicos (articulo 

114). 

La iniciativa preserva principios y procedími~mtos 

constitucionales establecidos para determinar las 

responsabilidades de Jos servidores públicCJs: el 

juicio político sustanciado en el Congreso de la 

Unión, el procedimiento ante la Cámara de 

( .· 

O' u"1 r·J l Q r~ · l . :t_ •· V 
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Diputados para proceder penalmente contra los 

altos funcionarios públicos, durante el ejercicio de 

sus encargos, a los que hay que ofrecer una 

protección· cohstitucíonal para ·qiJe. /a ·acción penal 

no se conf(!fltla con lá acción pblítica, y I~ sujeción 

a responsabilidades civiles de todo servidor 

público durante el éjercfclo de su -empleo, cargo o 

comisión. 

ARTÍCULO 1ólJ 

f 

cesponSabllklAA~ dé los servido.tes públlC~fEW~ 

ello es necesario suietar a resn"'nsabilidáii.ift..!l&IO 
' - '.I fl'-1 . . . -~Rl~" SF~ 

seNidor púl)lico y asentar un principio 9eneral de 

responsabilidad por el manejo de fondos y 

recursos feaerales. 

Son las bases constítucioaales para establecer las 

obligaciones igualitaria las que dében estar sujetos 

todos los que desempeden un empleo. cargo o 

comisión ·en el setvício público, tantp en el 

gobierno como en la adinjnJSttaCí6n pública 

paraestatal~ Se trata de que· todo el que desempeñe 

una función públicas esté sujeto a las 

respot!sabilíilades inherentes a e"lla. 
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de acuerdo con el equilibrio de los 

poderes constltuldos, que los magistrados de los 

tribunales de justicia locales, también estén sujetos 

a responsabilidad por violaciones al Pacto Federal 

y a sus leyes1 como actualmente lo están Jos 

gobernadores de los Estados y los diputados ,:1 las 

legislaturas locales. 

También se p junto con la pro~sta de 

reforma, del artículo 13 

O$ y recursos federal 

Jfpio. Se trata de 

~6t~-~r-MS económlc 

~-de 
debido. 

Debemos descen~ar I ida: nacion con base 

en una responsabilRJad efici te de los gobiernos 

estatal~s ~ municipales ra gobernar 

democráticamente el desüno de su comunídades. 

Hemos ~etido las iniciativas de reformas 

constitucionales consecuentes. Pero es 

Inaceptable, tanto para la renovación moral la 

sociedad nacional, como para el fortalecimjento de 

Jas responsabilidades gubernamentales estatales, 

confundir la descentralización con una excusa que 

;nmunice de responsabmdad por el ma111ejo de 

fondos y recursos federales. 
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ARTICULO 109 

La Constituciqh con$agra la sr)qer~nla de los 

Estados y Ja libertad de los municipios para 

gobernar sol;>re Jos asuntos df! s1,f$ comunidades 

locales. ·be ácuerdo con ella, co"esponde a los 

gobíernó-s 'staliH~s y municipales. deifti'o de sus 

resp6ctivas éompefencias, h~cer propia$ las 

demandas de sus comunidades que exigen 

En consecuencia con el más estricto re-~~ 

sobe.ranfa de los Estados· que ínregrallftMMSffl::> 

Pacto Federal, jieio reflejando, de acuetdo con los 

principios fiUesüa· democracfa~ . las deihandas de 

nuestro pueblo, la iniciativa propone q·ue el ~, 

Congreso de la Unión y las legislatura$ de los 

Estados, dentro de los ámbitos de sus respectivas 

competencias, establezcan las responsabilidades 

exigibles política; penal y admíñistra.tivaríiehte por 

el íncumplíitiiento de las obligaciónes para 

salvaguardar la legalidad. honrétdez, lealtad, 

imparclalida·d, economía y que Jos servidores 

públicos deb·én observa.r en el desempeflo de sus 

empleos, cargos o comísíones. Lo antetior, junto 

con tas reformas y adiciones propuestas en los 
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sociedad nacional pueda exigir responsabilidades a 

quienes sirven sus intereses pt1blicos, bajo 

cualquier forma en que se fe sirva y a cualquier 

nivel de gobierno. 

En lo que hace a .fa naturaleza de~s 

responsabilidades la iniciativa propone elímln·J:"1a 

confusión de va da na terminología ~tendía 

a otorgar un fi ho J distinguir entre 

1;11,:11tos, y faltas oficiales' lit"comunes'. 

t.i~!f lec~ con claridad ponde a la 

k'-~'1~acíón penal determ·nar sanciones y 

~edimlentos para aplicalí s por e a/quier delito 

;~q,ir.f!§l.o por servidores. DCJDlrn:

tfé !Plnpleo, carg o 

demanda popular de establecer un régjmeo 

adecua~ca n.awenir y sancionar la coaUIJ.'ifm 

de servidores oúb.llcos, tal y .como se pro,oone fW el 

ac.ti~ulo. 1:1.:L. · 

Por otra parte, se propone el esta·blecimiento de 

vías políticas y adminístratwas 

autónomas entre sí para 

disti11tas, y 

exígir las 

responsabiUdades mediante juicio politico 
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sustanciado en el Congreso de Ja Unión~ y 

mediante procedimiento aclmll)lstt:;ítivo para 

sancionar el incumplimiento de la:,. Q~ligaclones de 

salvaguar(lar la legalídad, hont@c/et, lealtad, 

ímparcialidad, economía y eficacia a cargo de los 

servidores público$. 

La iniciativa· recoge la necesi<!acJ. de ·conta.r con 

tJmredúIJietlto$ poltti~Q$. penates i BJl.miqi.S.tratlvos 

a®cuad.mi.Qara. ptemalr y saruilonm:Ja C9"U11Qó11 

púb.li'ª- pero evita la confusión entre ellas 

es~bleéie.ni!.o la· autonomía de 10$ Pr4cf?dif!l~e ---,. . 

respectivos. Al mismo tiempo; ofrécé ta gariant1 · ~ 

que no podrán Imponerse dqs veces a una ~1. ·-~~ 
. . ' . 

conductfl sanciones de una misma natural~·PO/: 

los procedímien'tos autónomos klcultad~~t'a 

aplicarlas. 

Sil IJnUlÓOé @hfigucac constituCioniJ/inedle el 
1enrlqUJtaiáliento ilíeito' de l!J.s servidotés públicos 

como basé ele saacióa paUJ acal>St con cualquier 

durn Q.ue.. pu.díeSe etisUr sobra et ÚllPeratívo de 

saociooatlo. El régimen actual ofrece bas~ 

endebles para pretender ~c._o.mbatk/iJ con efectividad 

por lagunas· gue per.mimn enriquecer el Ratrim.Onio 
.~ 

,; ... · · 

con cárgo al sér\liclo f)úblico, Sin la QfiJlgai;lón de 

comptobac tos medios. lícitos :de dicho 

eTJCÍfl~to. La e:kperiencia .mueslra c¡ue esta 

debilidad del régimen jurídico derrota la voluntad 

. 
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sustraen del patrimonio nacional. Sancionar el 

enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, 

cualquiera que sea su fuente, es exigencia 

Ineludible del pueblo. 

ARTÍCULO 110 

La iniciativa preserva 

Cámaras ª'' Congreso 
' 

·co\a los senadores y; 

l/rión, a los ministros 

~,. · ~ia de la Nac 
~·~ ,..,. 
~~-.,, a os 

s al Congreso 

¡¡a~rema Corte de 

cretarlos de 

epartamc~nto 

,~'Sativo, al Je ~ep men\o del Distrito 

Federal, al Procurador · ral de la Ri.públíca y al 

Procurador Gene~ Just1 · del Distr~to Federal. 

Añade como suj;Jiii de respo 

'los demás ~Jdores públicos q determine la 

Ley de Resp'd{,sabilidades' Con ello se busca 

ampliar ~spectro de servidores públicos que 

despachan asuntos de interés público fundamEmtal 

y manejan recursos federales, pero que no están 

contemplados en la enumeración ante,rior. 

El crecimiento e~onómíco y social ha obligado a la 

expansión no sólo de/' gobierno sino también de las 

actividades del Estado. Hay una amplia variedad de 

000 4°8 
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servidores públícós cuya conducta es susceptible · · 

de responsabilidad política, pero que e/la no está 

reconocida· pot nuestro órt;lenamlento 

constitucional. Él ainamismo en ta· evolución de la 

sociedad hace· l"azonable prever c~$uísticamente, 

a nivel cohstitucio11al, tos c~tgós públicos que 

pueden comportar respQnsábiltdad polltica, 

además de IC;>s que estableeeh ·fQS términos 

vigentes de la CQnstitución. La áctuafízación de 

estas responsabilidades de acuerdo con el 

desarrollo. de'I pais, con la evoll!ción del Esta 

con las (l(Jmanél~s políti~as dfl ~ .: . 

corresponde al Poder Legislativo CPmititÍJi~<i\ . _ 
1 " ~ 

., )¡ 

La iniciativa, además, adecua la terminoi~.fJ~JJ~ 
instancias instnictoras y enjuicíadoras ~'Jffal~ila 
cultura jut!C/ica. Propone que la Cámara de 

Diputados actúe cómo 'Jurado dé Acusación' y la 

Cámara de Senadores como 'Jurado de Sentencia', ~· 
en el juicio sobre responsabUidades polltlcas, 

eliminando así fa· deformación terminológica de la 

institución del 'Gran Jurado' provf#niente del 

derecho angiosajón. 

ARTICULO 111 

Propone establecer /o.$ aria,ipios reguladores de 

las respoosabíUdades penales de los serv;clores 

públicos. En consonancia con el esplritu de la 
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. ., 

elimina las prerrogativas de los 

servidores públicos frente al resto de la población 

para ser procesados penalmente por Jos delitos en 

que .incurran manteniendo solamente el 

procedimiento previo de procedencia ante la 

Cámara de Diputados para aquellos casos en los 

que el mismo debe prevenir que la acción pe~o 

se deforme utilizándose con fines políticos, rtl y 

como lo prev~u~xto constitucional v~te . 

r -----=---:-_--~~ . . . 

1 

primero es que las 

riam~nte deberán 
'1 

lbs beneficios 

c e.. RT.t DB 
~~ll~.<miMi 

r;.t1~-
' 

obtenidos, causados por su 

conducta ilícita, i·111Btl1 

~ elementos que pue rrir en I comisión del 

delito y los ~s debe e ar el arbitrio judicial. 

Junto con elfo, propone estab er que la sanción 

económi~ por los frutos mal abidos dg Ja 

conducta ilícita de los servidores públicos sea 

hasta de tres tantos del mismo. 

Estos dos principios establecen las bases 

constitucionales para que las sanciones sean 

equitativas y preventivas penaUzando proporciona/ 

y disuaslvame.nte Jos frutos de la corrupción; Se 
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trata de p;e~·w QUB el compot;taiQlento cprrupto· 

sea un aucléaté económico, estab.leciencto 1a 

certidumbre jur(i/,I~ ele qu~ ta cortqpcíón de/ 

servicio p@licQ debe lmpUcac. sanciones con 

ka.s.tos sup9flores al lucro 9btentJtp~ Sin bases 

firmes qlie asegu;en que las sanciones. aumenten 

de acuetdó eón el producto -de ·la deliht:uencia a 

costa del ,patrimonio del pueblo, las b.ases para 

preservar ·este últ;mo y sancionar· a quienes lo 

utilizan para $U lucro parlicul~r q1,1edarían 

endebl~s. Adfm1ás, las nuevas bases 
..... ·- ' ' . 

cqnstltup.J9m1les· oro.ouestas, ·elim'irian 

regreslvidtfd· que premia la gran .co"u 

castigando desproporcionact~mente el ¡·~ 
Indebido (Je menpr cuantla. . . ¡ 

.. fVP :R- ict 
JUSTlC:l ,. 

Por otra parle, se propone elíinlnar, a'ténd,Je#l/011una 

demanda fundamental para el equilibrio entre los 

' . ~ • . ' 
~ . _,,... . 

. ,. 

·• 

Poderes de la Unión, Ja potestad expresa del -~ 
Presidente de la Rep'ública para pedir la destitución 

l o 

por mala conducta de los servidores púb1icos en el 

Poder Jud/clal. És una exigencia de una re·novación 

moral fundaméntada en un~ revlgoi'lzación de 

nuestro ·EsUido de Derecho que co"esponde 

garantizar a un Poder Judicial digno· y fuerte. 

Sin ella, no sería factible establecer las bases para 

que la discrecionalidad administrativa no degenere 
' en una arbíttariedad que atropelle tos derechos de 

328 



•• 

. . ~. ~ . 

AMPARO EN REVISIÓN 129312000. 

particulares y sea fuente de corrupció111 de 

nuestras instituciones. El fortalecimiento del Poder 

Judicial y del Julc/10 de Garantías que exige la 

renovación moral no es dable sobre las bases de 

una judicatura responsable ante el Poder Ejecutivo. 

ARTICULO 112 

La iniciativa 

constitucional 

con esa protecc~o 

adecuado desem¡;E;ño 

disfrutarán dl1ego cuando est 

empleo, carg~comísión. 

~ 
ARTICULO 113 

no 

La iniciativa prQPone establecer las bases 

consutu,íona/¡:s que atienden la demancla popular 

de identificar, investigar y sancionar regularmente 

por la vía administrativa el incumplimiento de las 

obligaciones de los servidores públicos de 
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desempeli~r -su empleo, cargo ~o comisión' 

salvaguardando la legalidad, honrádez lealtad, 

economía y eficácía Establece lo$ procedimientos 

distintivos para lde(ltificar los actos u omisiones en 

contravención con esas obligaciones y la 

naturaletá de las sanciones áplicables. Se 

proponen tos. -mismos principiQs de equidad, 

prevención y progreslvld~d p;Jra· uat~•r ·ta conducta 

corrupta- est~·bl$(:1dos para la s•ncion~s penal~. 

. , 

etectbddiJd ·creciente. Es el objeUvo de ~ta;~ 
constituciartal .ptapuesta. Sienta las · ~IB9§3s 

fundamentales pata fortalece y renovar fa 
i.. 

fiscalización administrativa dé acuerdo con las 

.. 
• \ ... 1 

normas de un buen servicio pÜbllco, así como las • 

bases para idéntifícár y sáncionar su cutnpllinlento 

de acuerdo, con e/ articulo 134. 

El procedimiento administrativo propuesto es 

autónomo del politico y del penal, como lo 

establece la propuesta de reforma del attlculo 109. 

Ofrece al iñculptido· las garantfas cóhstitucibnales 

de los árlícu/os 14 y 16. Sus resultados no prevén 

la privación de Ja libertad del responsable, como en 

el caso de la vía penal. No éStá sujéto, en 
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prevenir y sancionar la corrupción pública, que tan 

bien es sancionable por la legislación penal. En 

consonancia con la autonomía establee/da p•or el 

artículo 109, /¡is responsabilldades consecuentes 

pueden exiglrs r cualquiera de las dos vías, 

pero siemp respeta~ el principio estab/ec~n 
el mismo articulo de que e podrá ca~gar por 

ellas una misma conducta co sancione'i de la 

de 

servidores urante 

desempeño .des~ ' , cargo o com1 ión de un 

año a lo que esfiiiiézca ~" ey Penal in poder 

nunca . ser f!:'lº' a tres, establece que la 

prescripción ~ inte"umpe en tanto se 
1

goce de 

fuero. L~ue busca es restringir la protecclón 

constitucional a una garantía procedimental (lrue 

prevenga meramente la confusión de las acciones 

políticas y penales y que no degenere en fuente de 

inmunidad para los servidores públicos que 

delinquen. 

00 t.i 501 
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Por otra .parte se propone que el juicio polltico sólo .. · . .. . 

podrá Iniciarse durante el período .én el que el 

servidor público de$empefie su empleo, cargo o 

comisión y dentro de un alló después, para 

circunscribir su procedimiento al ~ITl.blto 'n el que 
ra:zonabteme_n,e es ptoceélent~ exigir 

responsabifidades políticas. 

La prescripción de la$ respons~~Uidªde$ exigibles 

admiriistr~tiva;nente se regula de ac~er(Jo con el 

1criterio d_eJ ::ft¡qlsl~dor, toman~o ·en cuenta ~ 

naturaleza y ·cóii$ecuencia de los tMC~ . . . 
. ' 

omisiones que .las generen. Cu~nclo etios¡ . . ..,~~ 
graves en ·IQS t~-rmlnos tegisU,tivos, los pla~bs ~ -... . ( 

fa prescri~l6n tio pOdrán ser men9rés a ÜEtJ~StA 
. ~(!A Ot; 

'.iWfi;.t:111 ."GEH' 

En consQiláncia ~qn los artículos 108y109 sujeta a 

responsábilfd~'él' a todo s~rvldor público que 

maneje recursos éconómicos · fédetáles tle acuerdo ~ 
con los principios .establecidos en este articulo. E.n 

conjunto coh las reformas " y adiciones 

constitucionales que hemos sometido al 

Constituyente Permanente, se propone establecer 

et prihciplo de responsabllldad por et manejo de 

recursos econt>mlco·s federales ·cuale5quiera que 

sea su destino. de acuerdo con el título Cuarto 

propuesto. 
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los controles programáti'cos, 

presupuesta/es, contables y de auditoría sobre la 

gestión pública. El principio debe ser que fas 

entidades y empresas públicas son las 

responsables, las garantes fundamentales, de que 

su gestión e ta y eficaz y que se ciña él /as 

Leyes.. pro concu~s, 
contabilidad d a Uni~n, a l~eyes y 

normas administrativas re me artas. 

I buen manejo 

'QIMma··, e de nuestra 

eficaces de 

su 

con diligencia la~nu ias de vio/ clones ét las 

leyes .. a Jos derec'lfiii de qu n s comP(an y venden 

al Estado; d~u~stra capacid para resarcirlos; y 

de nuestra capácldad para prever y sancionar su 

atropell~a .iniciativa propone establecer las 

bases constitucionales para desarro.ltar esa 

capacidad . . 

Reforma Const/tucjonal y Renovación Moral 

La renovación moral exige que el Estado ªSlllilil 

tres responsa·bílidades fundamentales: 

00 0 ~) 02 
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La primera es· prevenir la co"upciófl en sus 

relacion~s con la sociedad. Patíl ello, la 

administraéíón pública debe ser honesta, 

profesional y ef/cat; se deb~n remover cargas 

burocráticas que agobian a '" ~ociéd(ld. Es 

indispensable poner a dlspo$fcíón del pueblo et 

poder del ~stado para que sea el mismo la gran 

fuente de protección de sus derechos. 

• • : .· > ~ 

hriparcif!li#ad. la .~orrup.ción. (¡··": .. "~~ 
. · ~·l~-~ 

La terl:éra es utiJiiar~~odos los riJ(#dios a SU·ilfiaSGe 

para que 111 socled~d, en especial la nl~r_·~a 
juventud, refuercen su ·formación ·en. -los valores 

nacionales tundamentales y en las 

responsab;tidaetes· índlviduales y socia/es. que ellos 

impone·n. 

La._ cefotma co~tltuclonal Qcopuesta establece las 

bases paca saUsfacer las dos primeras 

responsabilidades del Estaf.iD. Pero el elimino por 

andar es todavía largo". 
,_ .....- ...... 

El dictamen de trece .. de··· diciembre de mil novecientos JI':~. 
-..:;::;:: 

ochenta y dos, emitido por tas Comisiones Unidas, Primera de 

Puntos Constitucionales, Segunda de Gobernación, Primera de 
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~ \ oonsn3 

~~ ·' . ! y Primera Sección de Estudios Legislativos de la Cámara ~~ . 

de Senadores, en lo que interesa es del tenor siguiente: 

uA las comisiones unidas que suscriben, fue 

turnada para su estudio y dictamen, la Iniciativa de 

reformas al Titulo Cuarto y otros artículos de I¡ 

!.d:l~¡I[{l~'..Ql1~~:e.all.J~.1.ª-~U2-'IJJJJ~ que en uso 

Cáma~I 
~~~q,n.~..w.__i~~mll!UJtaL 

en efecto, BL,~~~a!_J~~~~~IC.M.L.-...&..-.Ll~LUIJl:....K& 

Título Cuarto, impregnada 

cenova~e la moral. y reconoce en el Derecho la 

síntesis ética de la socie~ y la expresión racio.nal 

de los pactQS fundamentales que nos unen como 

mexicanos. 

Si bien el texto actual del encabezado y el 

articulado del Tftulo Cuarto de nuestra ley 

fundamental conservan los rasgos esenciales que 
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. ·· 4 . . . 
. ·.. . - ,.:: .. .. . 

le Imprimieron los constituyentes de 1916-17,· · 

quienes es,uvieron imbuidos de principios y 

aspiraciolie$ revolucionarios de renovación para 

garantizar .eJ buen desempeño {!' los funcionarios 

públicos, lás comisiones suscri~s advierten en la 

Iniciativa,, que exi~te el convencimientp de que los 

cambios cuantitativos y cualitativos de nuestro 

país, y fós evidentes désv/p.s qt)e han existido, 

legitiman y apr~$utan ta necesia;,.it c!e h~cer más 

clara$, precíS as y eñiJrgicas las normas que deben I! 
seguir y ~b&decer quienes tienen a su car~ 

responsab;Ji(lades qu.e han de beneficfari en,~ 
tiempo a la nación. 0 

1. ~ i \ ·~ 
.• 

Por lo ant~rior se reconoce ta prbeec!~1·r)fd& 

cambiar el enca_be~~do vlgtt.nte de aqumk: 
Cuarto, denominado 'De· las responsabilidades de 

los funcionarios públicos', por el que ptopone la 

Iniciativa con él epígtafe 'De las respo·nsabilidades ~ 
de los servldótes públicos'. De esta manera se 

rescata un principio nunca abandonado por 1e/ 

convencimiento .popular, de que es · /a. idea de 

servicio y ~ntrega· lá que ha de guiar eh todo tiempo 

a Jos trabajado;es de las entidades públicas, 

fundamentafnrente porque el púeblo mexicano 

recogió la herenciá d_e _J0;.$9-Manfi ·More/os y Pavón, 

quien con verdatJero amor a la patria se llamó a sí 

mismo 'E/ Siervo de fa Nacióh'. 
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1servidor',. tomando en cuenta el desarrollo de los 

artículos que se propone reformar la Iniciativa, 

resulta adecuada y permite englobar en una 

definición común el conjunto de fas personas que 

se desempeñan en la Administración Pública 

Federal y en /a del Distrito Federal, asf como a los 

eres e Ja Unión. ~ 

Institucionales 

Las comisío~ "'que suscribe 

sign~ón de 

.sino 

. La función 

on que han de 

de que quie~aliza tareas d dministración y 

gobiern~ebe estar Imbuido un elevado 

propósito de solidaridad con lo que es común a 

todos~ con Jos valores sociales permanentes)' con 

el objetivo de favorecer el desarrollo y bienestar de 

Ja comunidad y el destino final de la tarea pública, 

que son el hombre y la sociedad. 

000504 
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En el análisis de· Ja Iniciativa, tan·to en su parte 

conceptual como en el desarrollo· de sus preceptos, 

quiénes suscribimos este dictamen encontramos 

que el Ejecutivo Federal responde ton ella a una 

auténtica e ·inaplazable demanda popular, y que la 

renovación moral no es unct pr,,.rJ/ca-, sino una 

exigencia que debe s~tisfacel'$e para hél.cer posible 

la ~dea de d,fho~rac/a .imP,resá en el p.rop;o texto de 

nuestra CQ11.$titución, y proplcí,r, cQino lo expresa 

la exposición de motivos ' ... que la renovación 

moral ~e l_laga gobierno y I~ sociedafl p, 
. ~~· 

apoy~rse en él ~ fin d~ que /a. corrupci{)n no¡ i~· 

sus de~cho$ .. ~' ) \ · .··.l~::. 
l.l ,7 
1,UPT~ .. ·: 

Renovár /tJ, moral ·renovando lá lf!y, e~ ~Pü•n 

principio de .gobierno y precisar lás normas a que 

han de quedat sujetos los servidores públicos, es . 
un magnifico apoyo para gobernát con el ejemplo. 

La energía én las sanciones a quien .se desvía del 

cumplimiento cabal de sus deberes, no es el único 

instrumento, ciertamente, pa;a garantizar la 

efícíencla, 1e-alta'd y hon;adez en los asuntos 

públicos, pero es básico y fundamental para 

enaltecer el ttáb'ajo de co_ordinar los esfuerzos de 
.... _(.~ 

todos. 

Advierten las comisiones que suscriben, que 

nuestro pa/s está constituido por una sociedad más 
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que los mexicanos no _ estamos dispuestos a 

renunciar al legítimo propósito de perfeccionar la 

convivencia y la solidaridad, cuyo profundo 

contenido ético ha movido al pueblo mexicano para 

1.-.,~ ACl~! • -
YoPCc~ antenor, 

dictamen, están 

honradez, 

ve~os, el 

moral nos 

libertad y 

s que fl(man t~ste 

e que \legalidad, 

eficacia no son 
1 

virtudes abstract~ra in u/carse como consejos 

a quienes ejerce~pleo y argos públicos, sino 

condiciones i!JJl~spensables p que se acceda a 

ellos, y formri'insubstituibles ~roceder en el 

servicio ~arcado por las instit clones de la 

República. 

Estas comisiones,- -para rendir el dictamen que 

ahora exponemos a la honorable Asamblea, no han 

escatimado esfuerzo de análisis y estudio, de 

consulta y discusión, ni dejado de valorar las 

opiniones de todos los ciudadanos senadores que 

339 



AMPARO EN Ra:V1SlÓN 12931200~.- : . .' . .. :·. 

. · ' 

han querido exfioner sus puntos, de vista, no -

siempre coincl(lentes, lo que por otra parte es una 

muestra de la riqueza plural ~~is(,nte en este 

cuerpo legisla·tivo. 

Sin embargo, el consenso se ha lof¡rfdO fih~lmente. 

aceptando en su esencia el texto de la iniciativa, 

pero con l~s norm~le:$ modificacípne$ que surgen 

cuando se actúa ~ponsablem~n"" iJt1.ra proponer 

al Congreso /ft aprobéfción .éfe un·a. reforma 

constitucional tJe tan elevado ihteréS y singular .. 

importan ti~~ . ;;•_;j-~ 
. · ;: •,_:.>!~ ji~ 

En este orden ile ic!eas, las comisip~ uni~a/.q';;:; 
' ~ ·J; 

suscrib~n -estlm~ron necesario que, res':'é~~~~Í 
. ~·· ~ .· ' ' ) 

principio de Igualdad en la respon$abilfdli!f. y 

espíritu d~ la lnicl~t;va," se preci$ata que los 
.. 

representcfnles -de elección popular lntégrantes de 

los Poderes Juéliclal Federal y Judicial del Distrito 

Federal, única/riente fuesen reputados como 

servidores públicos para los efectos del Título 

Cuarto. 

En efecto. con la modifícacl()n que se introduce en 

el primer párrafo def_ .. artículo· 108 se eluden 

controversiii"s de ort'len teórico, respecto a la 

categoría jurldica éle Jos representantes populares 

e integrantes de los Poderes Judlcialés y, al propio 

tiempo, se mantiene el espíritu éle Ja Iniciativa 
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la denominación de servidores 

con los alcances ya destacados 

anteriormente. 

En los mismos términos, estas comisiones unidas 

estimaron de particular importancia, incluir a los 

gobernadores de los Estados, dlputado·s loc~y 

magistrados el Jos · unales locales, c~o 

~MHJ,etldÓS a tales juicios por vio e gravfJs a 

titución General de a R , li a, a las leyes 

es y por el manejo in e fondos y 

mllfff'.sos federales. 

por lo qu~ca a las aut idades locales, 
.. d ., - ~ I un1camente pr ce e por v10.ac1on graves a a 

ConstituÉlt!JJ y leyes federales y p el manejo 

indebido de fondos y recursos federales, toda vez 

que el propósito de reformar la Constitución, de 

ninguna manera .pretende lesionar, sino por el 

contrario, preservar y tutelar la autonomía de los 

Estados. 

00 05t1 6 
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Las propias tQmisiones, con el rtJlsmo objetivo, 

determinaron nécesarlo que, por lo que toca a las 

autoridades locales, la resolución que en su caso 

dicte la Cámara de Senadores como jurado de 

sentencia, -tenga únicamente ere·ctóS de~Jarativos, a 

fin de que las J{J9islaturas de los Estados, en 

ejercicio de sus atribuciones, d~terminen lo 

pertinente. 

Én los términos de las adiciones propuestas por 

estas comisiones, se cumple con el do~ 

propósito de abarcar la responsabilld~d poli • .. 

las autotiéf~des ··focales, y al propio Jí ,'_ ~ 
preservar, respetar y tutelar la éJUtonom/f) Je :. 
Estados, cumpliendo cabalnientfl con la .·~ 

JUS11C'S i'\. D' 

de fortalecer '' federt1llsmo. r · ··pn~~ GP 

Estas comfsiont'is estimaron -necesatio moC!ificar la 

iniciativa, ag;egándole un párrafo qúe será el 

quinto al articulo 111, con el fJrt de que los 
' . 

gobernadores dé los Estados diputados locales y 

magistrados de los Tribunales de Justicia locales 

no. quedeñ impunes por la comisión de delitos 

federales Y~ al efecto, estimaron conveniente 

establecer, que se sujetarían al procedimiento 

previsto en el .propio dispositivo para la 

declaratoria de procedencia, comp·etencla exclusiva 

de la Cámara de Diputados; sin embargo, conforme 

·al espíritu de la iniciativa, en esté caso se precisa 

. . ---

,... 

·~·· 
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la declaratoria de procedencia será para el 

de sus 

atribuciones, proceden como co"esponda. 

En los términos de la modificación relativa se 

pretende evitar Ja impunidad de las autori~~s 

/ocales por la comí · n de delitos federales; ¡¡¡o, 

precisar que en 

específica dlsti~n de 

populares e inte~es de 

nveniente 

J no se /Jiace 

repre. entantes 

oderes Judiciales, 

en virtud de Jjyg en sus propia leyes orgánicas, 

como Jo de~mina el propio 'spositívo, se 

precisarlB:;J sus respectivas obligaciones y 

sanciones, en el entendido de que Jos senadore.s y 

diputados, así como los Ministros de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, Magistrados de 

Circuito y Jueces de Distrito, tienen obligaciones 

específicas de orden legislativo y jurisdiccional en 

tanto que tos subordínados de los respectivos 

poderes, por la especial naturaleza de las funciones 

[. ,., :· ~· · ~ '7 
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que desempeñan sí tienen responsabilidades 

administrativas. 

Por otro lado, estás propias comisioñe5, cariforme 

al espíritu dé la Iniciativa, hicieron las 

modificaciones. pettín~.nfes en diversos 

dispositivos constitucionales para substituir ef 
.. 

término de 'fu1'éiohatjo púbficé>' ·por el de '$ervidor 

público' tra'tando de establecer 'ª congruencia 

necesaria del· título Cuarto con los -r de ,., 

dispositivos consfjtt¡cionales. -' · ; · ·~~ 
~~· ... ~~ 

f \ -~~ L -.-.... 

. ,1· 
Estas cbmislones -unidas, d~ntio del ·propósito · de 

la Iniciativa. de sujetar la deterin,iñaCi<llt·W,~ . las 

remuneracfófl~ iJel Presidente de la RepútJlica, ·de 

los Minf$.t:r6s d~ la $upr:em.a Corte c!e Justicia de I~ 

Nación, y de lqs diputados y senadores al 

Congreso de ·I~ Un!6n, al Presupue$to de Egresos 

de la Federací6fl, cohforme a · las mismas bases a 

que están sujetas-las remuneraciones de cualquier 

servidor público, estimaron conveniente qué se 

especifique con toda ciar/dad que la determinación 

de tales remuneraciones se h'ícieta equitativamente 

para que, dentro del propósito de transparencía 

presupuestal, base de una auténtica renovación 

moral, se pter;lse en la propia norma constitucional 

el principio de equidad que debe regir las 

remuneracíoQes de los funcionarios". 
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r·c !: ' '8 rJ i \ ' .. 1 \ 

Comisiones U ni das de Gobernación y 

dieciocho de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, emitió 

el dictamen cuyo texto es: 

"El pueblo mexicano tiene una profunda convicción 

moral y un vivo s 'miento de los valores que 

aseguran la conv encia s ial, en forma, ord~a 
y armónica, por lo que es ~yorías 

ige""Kcía de 

e presente 

e/ 

de tos 

posibles~onsabilidades en que puedan incurrir 

los servicios públicos, es condición necesaria para 

la efectiviclad de las sanciones que les 

correspondan. 

La Iniciativa del titular del Poder Ejecutivo Federal, 

Inicia por ampliar el estrecho concepto de 

funcionario público, que resulta insuficiente en las 
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presentes circunstancias de la a'dministración 

pública, sustituyéndolo por el toncepto de 

'servidor .ptiblico' que abarca a· toct~s- aquellas 

personas que paftlclpan en la adminlstraciqn de los 

recursos del pu~blo, concepto c;u~ satisface las 

exigencias presentes . 

. El propio Ejf!H;utivo Federal, pQr prim~ra vez en la 

historia con~(ítu~ional mexicéJna, set;al'I con 

precisión los tres ámbitos rJe la posible 

responsabl/iélad éh que pqetJen· incurrir · 
t·ff 

servidores. .pf.Í1Jlicós: la resp~nsabilit!ad- , ...... ·p _;~ 

cuando incurran en actos u Q.mlslonf 9\ -~;::i. 

redunden ·en petjl,ilcio de lo$ intereses f¡'- ábllc~ 
U''REMA 

fundamentales o de su buen despi;icho~ .: ·-,. / SlJ 

ap/if:a m~liin,e i;I juicio polltico,· 111 respon!:J~d~d 
penal dtdifiai'ia, pará cuya aplicación se requiere el 

1u1c10 dé procedencia o desafuero; y la 

responsa611ldad administrativa por los actos u 

omisiones que ate·ctan la legalidad, honradez, 

lealtad ímparcialídad y eficiencia que deben 

observar en el Clesempeño de sus funciones, que 

se exigen en los términos de Ja. Ley de 

Responsabilidad correspondiente. 

La propia· iliíciiftiva contiene las reglas básicas para 

los trés tipós de jirocedjmlentós. congruente$ con 

diversos páncipios a que están sujetás cada una de 

las responsabilid.ades .mencionadas. La iniciativa 

,. ·' j , . . . 
: M <I 
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~ ~ 

~ i 
~-.. il 
~~¡#colma algunas lagunas referentes a conductas 

inmorales de los servidores públicos que la 

realidad de Ja vida social ha venido presentando y 

que no se contemplan en el texto ,constituc.fonal 

vigente. 

Finalmente, el Ejecutivo Federal se ratifica 

profundamente fi e y respetuoso d~s 
e st~Jciativa 

a I g"il6íernos 

l
tale's y municipales, en el á su 

Ji . ec;iva competencia, gul de 

~ enir, identificar y san ·on d svfo de Jos 

~~s pÜbJicos e el desempJño de sus 
·~~i¡!f f!. ·. nes. \ 
' !. Di. ' .. 

La Cámara de Senad tudi rofuJ~amente la 

iniciativa preside~ na a • e in~cx:u cambios 

en su texto para m rar sus os1c1on s, y como 

consecuenci~ f!'ejoró en text propuesto del 

Articulo 108, ~ penúltimo y últim párrafos del 

Artículo @jr los dos primeros párrafos del Articulo 

1101 Introdujo un párrafo en el Artículo 111, e hizo 

modificaciones a la fracción V del Artículo 74, a la 

fracción VII del Articulo 76 y Artículo 127. 

De las aportaciones de la Cámara de Senadores es 

digna de destacarse la adición al Artículo 111, 

congruente con el espfritu de la iniciativa en el 
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sentido de que la declaración de procedenciá para 

proceder penalmente por delitos 'federales, contra 

los gobernq'dóres, diputados locales y magistrados 

de los tribuñales superiores de los ·Estados, 

solamente tendrá el efecto de q1,1e se comunique a 

las legisláturas de los Estados. para que las 

mlsmás procedan como corr~pQnéJ~ en ejercicio 

de sus atribuciones". 

El dieciséis de septi~mbre de mil novecientos och 

dentro del debat~ parlamentario que precedió 

preinserto destacan las siguientes participaciones. 

. Í 'U.PR·EM A . 

OS, 

El diputado Manuel fguinlz González, en su int~ dijo: 
. l.CJETARIA GUí 

11Senoras y señóres- dlputadQs, los inteflrantes del 
. . 

grupo patlameñt~rio áef PAN, votaremos en lo 

gene.ral en favor dé la relorm~ a la Constitución y 

no se extrañén de este voto, que ya por Inercia el ' " 

señor Presidente me había apuntado en Ja negativa, 

pues el ser miembro de un .pattido político de 

oposición como el PAN, no significa sle'tnpre el 

votar por la negat;va, al contrario, esto nos obliga 

moralmente a razonar nuestro voto y cuando se 

presentán casos como. el gue no¡ ocupa en el Que 

vemos un avance con respecto al rexto aatedor de 

la Constitución, cuando vemos que ahora se 

precisa la dHerencia entre responsabilidad polftica, 

responsabilidad penal y responsabilidad 

348 



" 

. :· ... 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

de los funcionarios públicos, que 

responde a una necesidad de exigencia de 

responsabilidades, la que ya es un clamor del 

pueblo mexicano ante el aumento de la corrupción, 

Ja que creció y casi se generalizó, especialmente en 

los últimos sexenios, entonces sí votaremos por la 

afirmativa, pero queremos que quede muy claro 

qu&, a pesar de voto afirmativo que dar.s 

en lo general, esta e acuerdf&. con lo 

~ · res~do en varios de los a fe os que $¡ están 
~- < 

y asf los lmp 
~ 

¡¡; 
; cR~rs .• ,1-
~-mos de acueri 

como se expresa en e 

Decreto, por que 

interpretado a la 

anejado o 

ltad es el 

quienes~ dio fa chamba o los colocó en el 

puesto. &te concepto puede ser fácilmente 

manejado a Ja ligera, y puede ser así un arma 

política que se use . en contra de los servidores 

públicos que encubran o que por fldelida 0d no 

denuncien la corrupción de sus superiores 

siéndoles así muy leales a ellos. La simple reforma 

a la ley no puede ser s uflcíente para logra¡r una 

. ~ 

OOU510 
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reforma moral, se requiere mucho m¡ís que eso, no 

hay ni puede h(lber moral por Decreto, la moral es 

algo más profundo. En Acción N•cional la 

concebimos como algo que viene de arriba y, como 

dijo el liteticiado C9nchello, no se puede ba"er 

una escalera de abajo para arriba. Asf la córrupcjón 

no se puede at~car si se quiere mor~lizllr ~ los de 

abajo, hay que comenzar con ·los dll ª"iba; los 

primeros que deben dar ejemplo de al~ moralidad, 

son los seividotes públicos de ;;./tfl jerarquía'' . 

. -
lván Salgado Btito, entre otros arguiiienttÍs1 ;~f'.cr los 

siguientes: ri~ü 
. .· \ -:·~ 

"Pensamos qi.ié -preservar la confiflnt~.~ 'lf!l!!/ª"f! y 

sostener ·lá. credibilidad de' la ciudadanía w:.·én 

nuestras leyes· e ihstituciones, es un reto que 

corresponde a todos afrontar como condición de 

convivencia pacifica y de progreso equilibrado. El ~,-
l 

proyecto de dictamen que nos ocupa .para reformar 

los sleté artículos del Titulo Cuarto de nuestra 

Carta Magna y otms disposiciones constitucionales 

llega al seno de este Constituyente Permanente en 

momentos oportunos, por que todos estamos 

motivados ante la u;gencia inaplazable de darnos 

Instrumentos y mecanismos que conlleve a tos 

mexicanos hacia una firme renovació.n moral de la 

sociedad y se instaure en la República un nuevo 

clima de segufidad y respecto en el sistema que el 
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::J <B, 

·~ !11 ~'.-·~~,#tueb/o se ha dado para vivir en un régimen de 
~~ 

-~· ._. 
·. 

.... 

derecho y al amparo de un gobierno representat.ivo, 

democrático. federal instituido para beneficio del 

pueblo mismo. 

La iniciativa del Ejecutív~ para realizar e~;tas 

reformas, da prueba del fiel cumplimiento quu el 

Presidente De la Madrid hace de un pacto c~~a 
Nación y el e pr miso con la cll!_dadérnía 

contraídos desde l '\.. · - electora/;1 en el 
'\ 

~~tidci' ~e adecuar el orden 

· ar ~ los valores moral 
-'\ 
_ ir y castigar fenóme os dlk:& 
:~?'·::: J . 

~ ·. 

. r: t)11 \ 

<¡if~~df1fJ~ en nuestra canat.ida 
€" . ' ·~ Pfffa~ ·ser díferen ero 

conducta social, n 

desde nues~ ~principios co 

procuró por-~stros ancestros, e ha busc.ado 

afanosa~te a través de nuestra histioria 

constitucional, gue el Poder Público dimanado JbJ.1 
12uebJo. cums>la fines auténticos de servicio púb~ 

y no sea jamás instrumento para el enriquecjmiE!JlW 

Con este marco constitucional y con _H 

C§ciedumbre de convicciones que alientan 91Lfll 

O r ., r· 11 
V ~ / J ·• 
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Presidente dé la República, ·segu;a·mente que·. 

lograremos moclecnízar la vida aac/oizal, mediante 

la observiihcla e$Uicta de estas noattas y las leyes 

secundarias que de las mismas se dérivea Las 

circunstancias socioecoaómlcas del pafs 

demandan la p_re~encia ele setviclores púbUco~ 

cuya condl.i_c(!l sea iiltachable, ajerió$ a ilégocios y 

comisíOQU luct;Bt/vas, austeros. l@i/éS y Sfllitillos. 

Se pretende t~mbién err;Jdíca, la co$tumbre de 

promociones potitlcas person~les con basé en 

fondos del erario. Dar absolut~ ttansp~tencla a la.$ 

percepciones ·de los servidores pqblic ·, 

propugna, en suma, la eficiencia y la hon'esj' i¡e 
quienes $itven al Est;1do. l ~ .. ~; 

. . . j . ~ 
... -~ ;~. ' -··,::;M Con· este· cambió. sustancial en los de® .. ~· · lfos 

empleados fJúbllcós, se dan un paso támbrn1:~ la 

lucha por la justléla igualitaria. y se ávanzan en el 

' ...ilil 
.. ;,. ~ 

propósito de dotár al país de tódos los elementos ~ 
indispensables, para oponer a las desviacíónes del 

quehacer público y a la conducta lllcita de algu11os 

servidores, la majestad de la ley y la fuerza del 

derecho. Bajo la premisa fundaméntal de que la 

autorídadt más qué imponerse debe merecerse, y 

de que el buen juez por su casa empieza, el 

Presidente De la Madrid cumple con su deber y 

gobierna con el ejemplo. 
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~-;¿#'Las reformas que hoy discutimos son clara 

expresión de que están recogiendo los dictados del 

pueblo y fas exigencias impostergables de esta 

nación firme y resuelta a seguir perseverando para 

consolidar su destino, mediante el 

perfeccionamiento de nuestro sistema social". 

argumentó lo síguiente: ~ 

'&Con respecto ta los 

Estados y de acuerdo al pr que las 

[~l: des federativas tie~~n e fdecuar sus 

i~eA .uclones a los princ os creneral de la 

~ • . lica, se establece e .esfados en el 

~l'A!dslsu comp te ia, 1slarán lfª'ª recoger 
•. ~.e..CloN· 

tflm"h'i~tas figu . enarlas de 
~uof'ill. . 

acuerdo a tas circ~~as. 

Se trata, pues, de~~ o de justicia igualitaria, 
1 

se trata de ~ 91 principio 

no propiame~ un nuevo epto sino el 

fortaleci~to de la moral media que debe regir la 

convivencia en una sociedad de derecho como la 

nuestra, alcance a todos. No hay pues la 

preocupación del compañero Gersherson dE~ que 

haya un tratamiento desigual, pero hay también las 

responsabilidades adminístrativass éstas so.n las 

faltas en que puedan incunír todos los servidores 

públicos y en este sentido sí se comprende a .todos 

no ., ... 1 2 \.) u~ ... , 
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en lo particular, pero especialmente a los 

servidores a que alude el compallero Gershef'Son. 

Porque en esta iniciativa se busca recoger todos 

los principios jurfdicos que de alguna manera se 

mejoran también y están algunos de ellos en 

nuestra Constitución, para darlas es~ sentido 

unitario qué requiere la correcta impartición de 

justicia en el ámbito de los servlc!ores del Estadon. 

Antonio Gershenson, en su seg~nda íntervención adujo lo 

siguiente: - ~ 

. . · ~ 
~·yo simplemente q"iero demost~t que no 

1
· · . . , 

se esté utilizando el término de servidor, pJ6 "'-· 
' .. 

como algo iriás amplio, y que luego ·se1WitM+JA 
· . : íU§i'lettl. r 

distinción en·tre funcionario y s~rvld,or. - p1AA1lt{'.I 

Si ustedeS buscan en todo el texto que estamos 

discutiendo, ·la palabra · funcionario ha ·!Íti·· 
desaparecido, lo mismo que en el Código Penal, y 

se le ha sustituido por el término 'servid'or público'. 

Entonces no hay tal distinción. E.s más, si 

re~ordamos la Intervención en defensa del 

dictamen en to genetal, se hablaba de que este era 

un concepto obsoleto, pero para no hablar de 

memoria voy a leer un párrafo de la Exposición de 

Motivos del texto que estamos discutiendo, que 

dice: 1La Iniciativa del titular del Poder Ejecutivo 

Federal inicia por ampliar el estte<:ho concepto de 
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pública, sustituyéndolo por el concepto de 

'seTVídor público·. '. Y además, por si no fuera 

suficiente;, voy a comparar simplemente u.nos 

párrafos de la Constitución actual y lo que se .nos 
está proponiendo: 

Dice 

las 

a todos los 

una propues~r-/Ermal dado q e parece qui~ el 

asunto es d;¡¡¡(siado serlo, por implicaciones 

que tie~or la flexibilidad que restarla a osta 

Cámara en el momento de discutir las leyes 

reglamentarias a las que nos estamos refiriend~'- Y 

hago la propuesta de que este Artículo 1 o. sea 

regresado a Comisiones, para ser reexaminad'o y 

vuelto a dictaminar. Muchas gracias n. 

000513 
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El diputado Salvador Rocha Díaz, en relación a ·la 

intervención acabada de insertar adujo lo siguiente: 

uPara precisar los conceptos que han sido en este 

momento cuestíonádos por el selfor diputado 

Gershenson y que vistos cuidadosamente pueden 

ser perfectamente distinguidos, me ~rmlto hacer 

uso de la palabra por la Comisión, a efecto de 

esclarecer este punto de debate. 

El Articulo ~ 108 efectivamente como lo dice el 

dictamen, sustituye el concepto dé 1funclo~ 
público' por un c()ncepto más amplio q'1e~.sJ'tV 
~servído.r público'. Es al servidor público' el1./~ 

. 1 r~~ 

concepto genérico que nos da el 1ó8 al-qW{{t'I 

han de aplicar los tres dístíntos ámb~~CJ¿e 
responsabilidad. Pero como bien lo dijo el señor 

diputado Herlberto Batres, no necesariamente a 

todos los servidores públicos ·se ·les van a aplicar 

las tres responsabilidadesJ puesto que su distinta 

naturaleza específica, hace que algunas solame.nte 

sean aplicadas a algunos de estos servidores 

públicos. 

Así el 110 cuando habla y enumera a los servidores 

públicos que están sujetos a juicio político, hace 

una enumeración distinta a la global que contiene 

el 108. Cuando el Artículo 111 alude a quienes son 

los servidores públicos que están· sujetos a juicio 
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enumeración distinta a Ja que se hizo en el articulo 

110. 

Yo no quisiera cansar a esta asamblea, pero 

exhorto al señor diputado Gershenson, a que vea 

con detalle esto · tintos ámbitos d~~a 
responsabilidad y econ ue el ~nciepto 

genérico contenido en el 108, s ob ·amente el más 

amplio de ellos a efecto de q 

, to amplio y que luedo' 'dUilllliilla · n cada una 

f;#; áreas de respo ad Jaique p11ede .. . 
,,.,~ ti# servidor identifi e que los 

t " t-J AClON. . \ 
»~/dores ada u! de estas 

distintas responsabili verso\ 

La estructura mi~ del Tftu Cuarto, q1e es una 

estructura té!!).Jt¿amente corree que contribuye a 

esclarecer lo~ujetos de la res nsabifidad y el 

procedin#PJto para hacerla efectiva, así como la 

causa de la responsabilidad, repito, el articulo 109 

lo que hace es precisar estos tres distintos ámbitos 

del concepto genérico que da el 108 de servidor 

público1 el 109 nos distingue que no son tres los 

ámbitos de responsabilidad y luego los artículos 

11 O y siguientes, aluden a quiénes son los sujetos 

de cada una de estas áreas de responsabilidad y 
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por qué motivos. Si se entiende esto asl, se · · · 

comprende el por qué esta iniciativa tiene una 

enorme trascendencia para el mejor desarrollo de 

la vida nacional, asegura que el servidor público 

será plenamente responsable de sus actos, precisa 

lo~ diversos niveles de responsabilidad, fas causas 

que provocan esta responsabilidad cada una de 

ellas y los proéedlinientos para hacerla efectiva. 

Siento por ello que Ja objeción que el señor 

diputado Gershenson, ha hecho y que aparecería a 

simple vista, no es una observación fundada. D~ -

aclararle a esta asamblea que ~a observafÚó~ .. .. r 
diputado Gershenson es una observación enp . ~ 

;~ 

. . 
gue Ja nu-eva estructura clel T~tu/o ~Wiir~ 
nuestra Constitución, es una estructura no~a 

en el . ám~ito constitucional no solamente en 

~ 
'""-· 

México, sino de muchos 'otros países y que · ~ 
precisamente tiene como objetivo el que al 

distinguir las áreas de responsabilidad en que 

puede Incurrir el servidor público al precisar las 

causas que provocan esta responsabilidad y los 

diversos tipos de procedimiento, se logre hacer 

efectiva la responsabilidad. Nues"tro Presidente de 

la República, el licenciado Migue/ de la Madrid 

Hurtado, está empeñado en que estas 

responsabilidades al servidor público sea factible, 

claro, el poderlas exigir porque de ello dépenderá el 

.. ........ ~ 
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nuestra 

demás 

asumamos también plenamente el compro!"'iso que 

tenemos con este p.aís. Muchas gracias". 

De las anteriores transcripciones se advierte lo siguiente: 

00 0 5~S 

enovar de raíz el Tít~~Cuarto 1.- La intención 

constitucional que se 

funcionarios públicos" ta r-...i::::¡~1~ 

prev , sancionar la corru 
coRT'E'"D• 

~ tA· Nh.Clotl• 

·~-Ji\=~=cer nuev 

ítulo comprende 

114 de! la Carta 

con efectívi.dad al servi~ ic con la socied. ad para que el 

~ comportamiento honrad~evalez Esto, en virtud de que las 

bases constitucion~s ... objeto de la forma eran insuficientes 

para garantizar q~el interés públi subordine al interés 

particular del s~or público. 

3.- Por medio de las nuevas bases constitucionales el Título 

Cuarto de la Carta Magna que se refiere a ulas responsabilidades 

de los funcionarios públicos", se cambia al de "responsabilidades 

- ... de los servidores públioos", y se impone a éstos la obligación de 

servir con. legalidad, honradez, lealtad, ímpar,cialidad, economía y 

eficacia a los intereses del pueblo. 

359 



AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000: ' .· · 

' ·' 

4.- El principio igualitario, derivado de las nuevas bases 

constitucionales, prevé las obligaciones igualitarias a que deben 

estar sujetos todos los que desempeñen un empleo; cargo o 

comisión en el servicio público, ya sea en el gobiemo o en la 

administración pública paraestatal. 

5.- Se propone establecer con claridad que corresponde a la 

legislación p~r:ial determinar las sanciones para castigar cualquier 

delito cometido por servidores públicos. sea eón motivo de su 

empleo, cargo, COf!1iSión y establecer los procedimiento'-ll'"WI"""'"' 

adecuados para aplicar tales sanciones y para !. ir y 
J ·~~ 

sancionar la corrupción pública. 1 .f : t- :~ 
,,' ,, ~ 

6.- Asimismo, sé propo~e configurar COl'lstit~ci~u?ilt~:te el 
.i.=lAf 

"enriquecimiento Hícito" de los s.ervidores públicos, porque e\ 

régimen actual tiene bases endebles para combatirlo, debido a las 

fagunas de que adolece, que permiten _enriquecer el patrimonio 

-.. 
' 

; ~- ' . ... ~ 

. •. r 

--con cargo al servicio público, sín la obligación de comprobar los .. ./ 

medios Hcitos del propio enriquecimiento. 

La debilidad del régimen de mérito, derrota la voluntad 

poi ítica cuando se busca sancionar las condu'ctas corruptas y 

reintegrar al pueblo ios bienes sustra ídos del patrimonio nacional. 

7.- La iniciativa propone establecer los principios 

reguladores dé las responsabilidades penales de los servidores 

público para ser procesados penalmente por los delitos en que 

incurran. 

360 

•· 



4 
' ' 

-., . 

_. ,~ I 
'·. ·~ ' 

AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

0005)6 

Se instituyen dos principios fundamenta(es para la 

sanción de los delitos en que incurran los servidores públicos con 

motivo de su empleo, cargo o comisión; el primero, cons.iste en 

que las sanciones penales necesariamente deberán graduarse de 

acuerdo con los beneficios obtenidos. daños o perjuicios 

causados por su condu ilícita y el segundo principio está 

orientado a establecer ue \a nción económica po~ frutos 

mal habidos de la cond ta ilicita rvidor~úblicos sea 

hasta tres tantos del mism 
\ 

9.- Las nuevas bases e clona 

. y preventivas 

s frutos de la 

\ 

prevenir que el com~miento orrupto sea \ un aliciente 

económico, al estable~la certidu e jurídica de que la 

corrupción del serv~ ~úblico debe implic 

superiores al lucro '36tenido, pues de lo contrario tales bases 

resultarían en~s. 

10.- La íniGíativa propone prever las nuevas bases 

constitucionales ·y toma en cuenta la demanda popular de 

identificar, investigar y sancionar regularmente por la vía 

,. administrativa el incumplimiento de los servidores públicos de 
-~ 

desempeñar su empleo, cargo o comisión salvaguardando la 

lega,idad, honradez. lealtad, economía y eflcacía. 
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Por otra parte, de la lectura del dictamen de la Cámara de 

Senadores, transcr.íto con anterioridad , se observa que se aceptó 

esencialmente la iniciativa de reforma al Título Cuarto de la 

Constitución Federal, debido a que sólo se precisó en el artículo 

108 que los representantes de elección popular y los integrantes 

de los Poderes Judiciat Federal y del Dístrito Federal, únicamente 

se consideran servidores públicos para los efectos del Titulo 

Cuarto cons~~~~cional. Asimismo, se precisó en qué casos procede 

., .• 
" 

el jujcio político y que Ja resolución dictada por ta Cámara de • 

Diputados en relación a los autorfdades locales, únicamente tenga 

efectos decfarativos, , a fin de que las legislatura·~r::. ·· :ales 

determinen fo conducente. ¿ ' '.: i' . . ·~ 
~ l' -. ~ 1 ,¡ , J~~ 

,'- . l ~ ~~ 

. ~ . 
En er dictamen en comento se agregó un párrati_~ifl.rtículo 

111 de la iniciattva de r~forma ~onstitucional, 'ª~·:Jlf~#"úal se 

consideró que los gobernadores de.ios Estados, diputados locales 

y magistrados de los tribunales da justicia locales no queden 

impunes por los delitos que cometan. 

Finalmente, en el mismo dictamen en relación al artículo 113 

de la iniciativa en cuestión, sólo se precisó la distinción entre los 

representantes populares y los integrantes de los poderes 

judiciales y que sea en sus propias leyes orgánicas donde se 

señalen sus respectivas obligaciones y sanciones. 

De lo anterior, se advierte que en el dictamen de la Cámara 

de Senadores no se hizo modificación alguna al régimen penal de 

los servidores públicos propuesto en la iniciativa de reforma a fa 
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iniciativa. 

Cabe advertir que en el dictamen emitido por la Cámara de 

Diputados no se hizo ningt.1na modificación a la iniciativa de 

reforma a la Constitución en cuestión, es decir, se aceptó 
(~ 

íntegramente. ~ · 

En la discusión de la iniciativ 

a Constitución 

Diputado Manuel lguiniz 
1\JQ1 . ~ '\ 

congtd que la reforma 

Fe"f-· . esenta un avance ·con reS04~9'.::a su te to anterior. 
- . ~ 

~t~..-io Juan Salgad B tr~ sus cobsíderacíones, 

esti~q~;-forma co~t i. nal t1 ne la finalrdJd de adecuar 

el orden jurídico mexicano ra ~ firmar valores\ morales, así 

como castigar fenómeno~ cor 'ón, con la finalidad de que el 

poder público dimanad~ pueblo, mpla fines auténticos de 

servicio público y ~a jamás para el 

algunos. 

íquecimiento ilícito de 

~ , 
El Diputado Batres Garc1a. resaltó que la iniciativa de 

reforma en comento recoge y mejora algunos de los principios 

constitucionales, ·para darles un sentido unitario que requiere la 

correcta impartición de justicia en el ámbito de los servidores 

r -~ públicos. 
--.~ 
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El Diputado Salvador Rocha Díaz, al intervenir én la 

discusión de la iniciativa de reforma al Titulo Cuarto de la 

Constitución Federal, resaltó que la misma tiene una enorme 

trascendencia para el mejor desarrollo de la vida nacionalt pues 

tiende a asegurar que el servidor público sea plenamente 

responsable de sus actos. 

El Diputado precitádo enfáticamente resalta que la nueva 

estructura del Titulo Cuarto de la Carta Magna es novedosa en el 

ambito constitucional, no solamente en México! slno de otros 

muchos paísest. en virtud de que preci&a los diversos tipos de 

procedimientos aptos para hacer efectivas las respom~ · ~des 

-~ ~:r 

en que incurran los servidores públicos, es decir, pto~Uba los 

medios para exigir tales responsabilidades. i 

En conclusión, el examen sistemático y i~e;¡1e la 

exposición de motivos de referenda y de los dictámenes de las 

comisiones del Congreso de la Unión y de su debate, revela que 

las causas genéradoras de la reforma en cuestión, así como la ~ 
finalidad de su inclusión, fue la de senta~ y establecer nuevas 

bases constitucionales para sancionar adecuadamente y con 

mayor rigor las responsabilidades de los servid.ores públicos; en 

suma, erradicar la corrupdón, debido a que ma~os funcionarios o 

servidores públicos abusaban del poder o de la función que se les 

habia conferido, de tal manera que hacían prevalecer sus 

intereses particulares o de grupo s~bre el interés de la nación, 

pues se aprovechaban de ra· funcion encomendada para alentar la 

impunidad y la corrupción. 
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significa la restricción de las garantías individuales, con tal 

objetivo se reproduce el primer párrafo del arUculo 1 º de la 

Constituc16n Federal, cuyo texto es: 

"Art 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos .todo 

individuo gozará de s gara~tias que otorga ~a 
Constitución, ..................... ~ ...... ~:!IL_.4!al!.JlllL.llllLl.L..~~~:.l.L!lil!'.lit...JL!! 

garantías individuales o del 

~. ' .. titula~dad ; o bien qu.e ~ra.ta -~ e una 

"Y descrita en la propia ~st1tuc1on , 
garantía individual,~ningún gobernad 

de la 

esta institución, 

gozarán de las 

e no tienen su 

En el pri~ caso, la restricción de ga ntlas opera para 

cierto grupo o clase de personas, verbigracia los extranjeros en 

materia política, como lo dispone el artículo 33 de la Constitución 

Federal; empero quien no esté en ese supuesto normativo (los 

ciudadanos nacíonales) sí gozan de ese derecho constitucional. 

En el segundo supuesto, ningún gobernado goza de \as 

garantías restringidas, como ocurre en la hipótesis de la garantía 
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de libre expresión de l~s ideas, pues conforme a los artículos 6º y 

7º de la Carta Magna, nadie puede hacer· uso de ese derecho 

cuando con su exposición afecte el orden o paz pública. 

Esta última restricción incluye a todo gobernado, sea 

mexicano o extranjero. ciudadano o no ciudadano. 

De acuerdo a lo anterior, es dabl.e concluir que ,la restricción 

·, 

de garantías individuales es una serie de supuestos que en 

ciertas circunstancias y en casos concretos y preestablecidos, no .• 

se goza de las mismas en ningún momento ni lu af\U por 

determinada clase de góbemados y por disposición.,~x , i.!f e la 

Constitución; siendo permanente el supuesto norrn1iv · .~rito 
1'~~ 

en que no se es titular de alguna garantía indiv'' ual )j los 

gobernados que se encuent.rén dentro de los casos -~dos 
en el precepto ~nstitucional que prevé el supuesto .. es ~~ión 
de garantías. 

En este orden de ideas, se advierte que es requisito sine ·t 
qua non para fa restricción de garantias individuales que la mísma 

esté prevista o instítuida dentro del teXto de ta Constitución 

Federal; esto es, ninguna otía ley puede válidamente instituir 

dicha restricción, en virtud de que la Carta Magna es la norma 

suprema del país y sobre ella ningún acto de autoridad (ni las 

leyes) puede tener vigencia. 

Esta consideración tiene apoyo, en lo conducente, en la ··jj 
• • '?,;i' 

tesis de la Segunda Sala, que este Tribunal Pleno comparte, cuyo 

rubro, texto y datos de localización son: 
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ªCLAUSULA DE EXCLUSIÓN POR SEPARACIÓN. EL 

ESTUDIO DE LA CONSTITUCIONAL/DAD DE LOS 

ARTÍCULOS 395 Y 413 DE LA LEY FEDERAL DEL 

TRABAJO, QUE AUTORIZAN SU INCORPORACIÓN EN 

LOS CONTRA TOS COLECTIVOS DE TRABAJO Y EN 

LOS CONTRATOS-LEY, RESPECTIVAMENTE~ DEBE 

HACERSE CONFRONTÁNDOLO~ CON f\t'S 
PRECEPTOS DE - CONSTITUCION APLICABLES 

Y LA INTERPR 'i>e LOS 

MISMOS. Para p~eceptos 
-- {'"~· : 
1¡~~: \ ~ificados son constituclon es, e hacerse 

IJ · onfiontación con Jos a íc ., 9o. y 123, 

',.. rta,<!º A, kaccJón XVI, de tit ¡Ión PolftJca 

~~- Estados un· Mexicanos y su 

,:.:•ación juridica, I q . ige ~tender a la 

letra de Jos mis N su tído, \ que debe 

desentrañarse acudie la ·ne.u/ación que 

existe entre ello~ras d Jciones ~ropias de 
1 

la materia, a criterios jurisprude ·a/es, así con10 a 

Jos principio~enciales que rige . el sistema de 

derecho~ trabajo mexicano, que se desprenden 

del arlfc~ 123; así mismo, en este proceso 

interpretativo~ resulta ilustrativo atender al proceso 

seguido en el Poder Constituyente y, en su casoj en 

el Poder Reformador de Ja Constitución; para 

aprobar las disposiciones cónstltuclonales de ir:JUe 

"'4' se trata. También auxilia en esta labor el análisis de 

Ja doctrina existente. en especial cuando guarda 

0005.19 
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coherencia con los elementos anteriores. Por ·: -. 

consigulen·te, no puede admitir5e que la 

constitucionatídad o inconstit1:1cion~i;dad de fas 

disposiciones de que se trata, tlerive de 

consideraciones abstractas que dogmáticamente 

se atribuyan a la Constitución, como podría ser la 

relativa a que la cláusula de exclusión por 

separación respondl~ra a un lnt~rés general y /a 

libertad de esocia~íón a uno indivic:l1,1al y, por lo 

mismo, éste debiera ceder a aquél, · pues tal 

planteamiento, perfectamente válie#o a nivel 

articulo 123, rec9no(:e la libertad. de a$oc~~1'n 

la forma específica de libertad de sindicaDW ·po 
hay ningún daJo en los e/amentos p*isados que 

pudiera sustfinlar que el Constituyente o el Poder 

Reformador de Ja Constitución, en algúri moniento, 
• 

hayan querido establecer que· la -libertad de 

sindicación es una excepción a ·ta( libertad de 

asociación, ni tampoco que Ja referida· cláusula de 

exclusión por separación, responda a un interés 

general que deb'a tener preeminencia frente al 

interés individual que garanUza la libertad de 

asociación. Adáítrás. de conmttiitdad con un 

aoálisls objetivo c;le la Constituclóa, las 

excepciones a las garantías índMduaies que .su 
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Queden admitirse si expresamente u establec.en.Jm 

el ..oropjo texto de Ja Ley Fundamental pues, 

jurldicamenttt es Inadmisible. conforme al principio 

®_supremacla constitucional, COl1$agcado en ~ 

arlfculo 133., Que ea una ley secundar!~ much9 

menos en áisposicwnes generales de 

los 

cia:\ ~~gunda 
er~cmn y su 

2001. 7i sis: 2a. 

e las ~efo rmas en 

de la Constitución Federal, 

penal de los 

~ 
a).- De acuerdo a los artículos 108, párrafo segundo, y 111 1 

cuarto párrafo, de la Constitución Federal, el Presidente de la 

República, durante el tiempo de su encargo sólo podrá ser 

acusado por traición a la patria y delitos graves de' orden común, 

.... ~ ~ jo cual . deberá hacerse a~te I~- Cámara d~ . Senadores, quien 

resolverá con base en la leg1slac1on penal aplicable. 
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b).- Conforme a lo ordenado en el artículo 111 de \a · 

Constitución Federal para proceder pen~lmente en contra de los 

Diputados y Senadores al Congreso de la Unión y demás 

servidores público señalados en el primer párrafo del propio 

precepto. por la comisión de ílícitos durante el tiempo de su 

encargo se necesita que la Cámara de Diputados declare por 

mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o 

no lugar · .a proceder contra el ;inculpado. Si la r1esolución fuere 

positiva éste . quedará a disposición de las autorídades 

competentes y su efecto será separarlo de su encargo en tanto # 
esté sujeto a proceso penal. En caso de ser abst,telto el inculpado 

podrá reasumir su fundi.ón; en cambio, si as condenado y~rata 

de un ilícito cometido durante el ejercicio de su encar 1··~-. e le 
;r V 

1 < 

concederá la gracia del indulto. . ~ ./ \ : ' 

,, . 
Por otra parté, si la resolución de la Cámara d~s es 

. . ~~~61Kf>E 

negativa se suspenderá todo procedimfento posterio·tq~ ello 

sea obstáculo para · que la imputación ~ªª la comisión del ilicito 

continué su curso cuando el inculpado tiaya concluido el ejercicio ~ .. 
de su encargo, debido a que tal resolu.ci~n no prejuzga los 

fundamentos de la imputación. 

e).- Cuando alguno de los servidores púb1icos inmersos en el 

párrafo primero del artículo 111 constitucional durante el lapso en 

que esté separado de su encargo cometa un delito para 

procesarlo no se requiere la declaratoria de procedencia de la 

Cámara de Diputados. En cambio, si el sétvidor de que se trate.~~~ ... 
~ 

ha vuelto a desempe"ar su cargo o ha sido nombrado o electo 
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d).- Atento a lo ordenado en los artículos 108, párrafo 

tercero, y 111, párrafo quinto, de la Constitución Federal los 

gobernadores de los estados, los diputados a las legislaturas 

locares, los magistrado·s de los tribunaíeSio les y, e~ caso, 

los miembros de Jos cons · las judicatu as loca~ serán 

responsables por violaciones a la C stitución i~ada, y a las 

~ leyes federales, así como por el maneJ inde · ido de fondos y 

contra dichos 

e). - El Congreso i'ra las regislaturas de los 

Estados, dentro d~bito de sus ectivas competencias 

expedirán las leyes penales, en las cual s se determinarán los 

casos y las ~nstancias en los que deba sancionar 

penalmente por causa de enríquecimiento Htcito a Jos servidores 

público que durante el tiempo de su encargo,. o por motivos del 

mismo, por sí o por ínterpósita persona, aumenten 

sustancialmente su patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan 

como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen 

justificar. Esto de acuerdo a lo preceptuado en el articulo 109 de 

la Constitución Federal. 
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f).~ Que las sáriciones penales se aplicarán conforme a la ley 

penal1 y tratándose de detitos por cuya comisión e1 infractor 

obtenga un beneficio económico o cause daños o perjuicios 

patrimoniales, deberán graduarse atendiendo al lucro obtenido y a 

la necesidad de satisfacer los dat\os y perjuicios causados por 

conducta ilícita. Las sanCiones económicas no podrán exceder de 

tres tantos de (os beneficios obtenidos o de los daños y perju¡cios 

causados. Además, tas leyes respecttvas sancionarán el 

enriquecimiento ilícito de 'ºs servidores públicos, con el decomiso ·~. -y con la privación "de la propiedad de dictms bienes, todo esto 

atento a !os términos de los artículo~ 1 o~' penúltimo ..!"9· y 

111, párrafos penültitTio, y último, de la Constituci6n·Fe1if 

. . Ir~-~~ 
g).- De acuerdo ª' penúltimo párrafo del artic~lo ·11~~ la 

· •tJPR'VM A 
Carta Magna la responsabilidad por delitos comatid~rame el 

tiempo del encargo por cualqu1er.servidor público, seFa1'tx~n~!i.luible 
de acuerdo con los plazos de prescripción conslgnados en la ley 

pena~, que nunca serán inferiores a tres años. Las plazos de ~ 
prescripcíón se ihterrurnpe·n en tant9 ·,ef servidor público 

desempeña alguno de los encargos se"'atados en el artículo 111 

de 'ª Ley Suprema del pafs. 

Como puede advertirse, en e{ artículo 109, penúltimo 

párrafo, de la Carta Magna se configuró propiamente el 
I• 

"enriquecimiento ilícito15
, es decir, se materiá~ii.6 la intenc1ón de la 

reforma propuesta en ese sentido. 
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~,. "'i!',¡¡,'lora bien, del análisis de los agravios insertos en síntesis 
~~-

al in;cio de este considerando, con vista a la interpretación 

genético teleológica del Título Cuarto de la Constitución Federal, 

se advierte que son fundados los argumentos a que se hace 

mérito, ya que si bien es cierto que el Poder Reformador de la 

Carta Magna al llevar a efecto la reforma a este título creó todo un 

sistema de responsabilidad penal de los servidores püblicos en 

los términos precisados en os isos p edentes; em~~ jamás 

estableció 

sometidos los servidores públicos, 

federal, en la sentencia combatida . 

algun a ~ deban ser 

afir~a el a qua 

. efecto, al respecto coba nte relevancia lo 

pre.. • do en el penúltimo párr ·o del a\ículo 109 de _ia 

Co . ueion Federal, cuyo text ' .. Las le s deturminaran 
•oRTB , ~S 

ios·~~~; las circunsta ci s en lo ue se eba 1;ancionar 
· ~,ig,¡ ~t -pena mene por causa r1quec 

servidores públicos q~urante tiemp de su encargo, o 

~ por motivos del · mis~por sí o 

aumenten sustan~'!1ente su patrim 1 

se conduzcan co~ dueños sobre e:llo 

lli;ita no pudj~ justificar ... " 

Del contenido de la norma transcrita destaca la expresión 

"cuya procedencia lícita no pudiesen jusUficar", lo cual de 

ninguna manera implica, como lo pretende el quejoso recurrente. 

que se esté revirtiendo la carga de la prueba al imputado o 

eximiendo al Ministerio Público de la obligación que le fincan los 

artículos 21 y 102 constitucionales, en el sentido de que a esta 
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institución pública le córresponde el acreditamento de la 

actualización del delito; es. decir, no se le exenta en e l caso en 

particular de la carga que tiene de acreditar la ilicitud del 

enriquecimiento de un servidor público ocurrido en el lapso de su 

encargo, debido a que, por imperativo constitucional, en todos los 

casos "la investigación y persecución de Jof? delitos incumbe al 

Ministerio Público'' (árUculo 21 constitucional), debiendo 

necesar.iamente "buscar y presentar las pruebas gue acrediten la 

responsabilidad de los inculpad.os: (artículo 102 constitucional). 

Lo anterior se corrobora si se tiene en cuenta. el artículo 19 

constitucional, cuando previene que el auto qe formal prisión 

deberá expresar __." "'8(......JoAllll-~~Ml.l.."'4-"o'~...-:l~~~"'il.L~ 
. ·: lit 

• J ,· <~ 

J. ºi· -~J ,,.». ~ . ~ 
' . .. ~~ 

hacer probable la ~spoosabilidad del acusado". 

Ahora 

Públioo de 

.¡ ,. - ..... 
5 

.... ,UP.RÉM 

bien, esta obligación constitucionai ... ·. . . . · · ·sterío 
Afiji ' 

acreditar tos elementos del delito y la probable 

responsabilidad del imputado, que en esencia constituye el 

principio acusatorio en el que descansa et sistema penal • 

mexicano, no se altera con lo previsto en el citado artículo 109 

constitucional. al rio revertírse la carga de la prueba al acusado 

como se pretende. El representante social. en el caso concreto 

del delito de enriquecimiento ilícito,. deberá acreditar 

necesariamente determinados hechos, que concatenados entre 

sí, dan como resultado una presunción iuris tantutn que acreditan 

los elementos del ilícito ~n cuestión y la probable responsabilidad 

del servldor público. 
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0005?.3 

el Ministerio Público para arribar a tales 

previa de determinados hechos o circunstancias, como lo son la 

calidad del imputado como servidor público (sujeto calificado), la 

situación patrimonial del · · o al iniciar y concluir sus funciones, 

la remuneración percibid durant 1 desempeno de su cargo, y la 

circunstancia real del patrim · actualidac~ente el 

sujeto; para poder así arribar a un proc lo íco~ natural en el 

que se advierta con nitidez y con un mín o .. e ~ntido común 

que existe una desproporción entre lo per · ri::f por el servídor 

púb 

real y 

aumento sustancia~u patrimonio. 

Lo anteriyncuentra lógica si se tie en cuenta que fa 

comprobación de los hechos conocidos respecto de la situación 

patrimonial al inicio y conclusión del encargo del servidor público, 

se desprende directamente de las declaraciones patrimoniales 

que deben realizar dichos sujetos en términos de la Ley Federal 

de Responsabílidades de los Servidores Públicos (vigente en el 

momento en que se aplicó el artículo impugnado), cuyos artículos 

81 , 82 y 83, a la letra disponen: 
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"Articulo 81·. La declaración de situacjón 

patrimonial deberá presentarse en los siguientes 

plazos: 

l. Dentro de los sesenta· dfas naturales 

siguientes a la. toma de pos~sión; 

11. Dentro de los treinta dlas n;,turales siguientes 

a la.conclusión del encargo; 

111. Dura(ite el ·mes de mayo de cada a·ño deberá 

presenta/'Se I~ declaraci(Jn de situación 

pau/monial, . aéompaliad.11 de ·una co~Jª•de.,3m 
declaración anual presentada por Pe 
físicás parfl /os efectos de la. Ley del it'' . r 
Sobre ·ta !R~nta. salvo que . en ese mi~ . o ani 
se hubiese presentad~ _la declaraciónt· r:~$'e 
refiere /a fraCC/Ón f, ·, l[CftP r 

Si transcurrido .e/ P'lázo a que·· hace, referencia la "" 

fracción l. no se .hubiése presentaélo Ja· declaración 

correspondiente, sin causa justiilcadb, quedará sin 

efectos el nombramiento respec·tivo previa 

declaración de la Secretaria. Lo mísmo ocurrirá 

cuando se omita la declaración contemplada en la 

fraccl6i1 111. 

Para el caso de omisión, sin causa justificada, en la 

presentación de la declaración a que alude la 

fracción 11, se -inha6iliiará al infractor por un año. 
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·"Articulo 82. La Secretaría expedirá las 

normas y los formatos bajo Jos cuales el servidor 

público deberá presentar la declaración de 

situación patrimonial, así como los manuales e 

Instructivos que indicarán fo que es obligatorio 

declarar. 

~ 
·a~ final de 

situación patrimonial se manife arán ~bienes 
inmuebles, con la fecha y valor de 

\ 
~n ',~~s dBc/araciones anu~~ie 

las 'modjflcaciones al patri 
\ t ~. . ~ 

, -· of' '!& adquisición. En 

~Wa:.Or el que se ·z Ja adqui 
-~ i;t ACUU991 

Tratándose ~bien 

decidirá, med1'iA¡,e acu 

ebles, Secretaría 
general, las 

característíc'J!¡¡'e deba tener la 

0005?.4 

De los ~riores dlspositivos deriva la obligación de los 

servidores públicos de presentar la declaración de su situación 

patrimonial al inici<?, durante y al término de su encargo .. Asimismo 

se precisa en cuanto a las declaraciones inicial y final , que deberá 

manifestarse los bienes inmuebles, con la fecha y valor de 

adquisición, y que en todo caso se indicará el medio por el que se 

hizo la adquisición. 
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De esta fonna el Ministerio Público cuenta con los elemen.tós 

necesarios para poder acreditar objetivamente que existe una 

desproporción entré lo percibido por el servidor público con motivo 

de su empleo, cargo o comisión y lo que realmente cuenta en su 

haber patrimonial, elementos éstos que por la pfuralidad 

concordante de indicios enderezados en una misma dirección y 

siendo unívocos, pueden conducir a que el servidor público 

incurrió en enriquecimiento iJícito (núcleo esencial del delito), a 

través de una prueba circunstancial en su contra, que se traduce 

en una presunción iuris tantum de la actualización del delito en 

cuestión. 

: ,, 

De no entenderse que el núcleo esencial del tipo; o lo 

constilliye el enriquecimiento .ilícito, y que para su _;~, _ · ento 

se pueda acudir a la prueba circunstancial, se lleg~~~.@AJurdo 
de obligar al Ministerio Público a que acredite un ~~~sible 
de comprobación; en tanto que precisamente por la naturaleza del 

delito, el sujeto activo oculta la manera en que incrementa 
r" -sustancialmente su patrimonio, pues de conocerse estos hechos 

atribuibles al servjdor público, daría lug~r a. otros delitos como 

pueden ser los de peculado, cohecho etc. 

La circunstancia de que el articulo 109 constitucional en 

análisis, especifique la necesidad de que el imputado acredite la 

legítima procedencia de su patrimonio, no debe entenderse como 

un desplazamiento de la carga. próbatoria al servidor público, sino 

como el derecho de defensa que gozan todos los ínculpados .._ r 

(como sucede en cualquier otro defito). para desvirtuar los 

elementos de prueba que arrojan los elementos constitutivos del 
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no tiene que probar su inocencia, sino simplemente ante la 

acusación del enriquecimiento iHcito. tiene el derecho 

constitucional expreso de desvanecer la imputación que se le ha 

formulado a través de ~a j ustificación de la procedencia 1 icita de su 

patrimonio; gozando. en todo caso, de las garantías 

constitucionales contenidas en el artículo 20 de \a C~itución 

Federal. ~ 

A fin de comprobar ·1as a1cances de 1 

del enriquecimiento del servidor público 
flll 

ma · onstituctonal en análisis, de 

jurí general , entendiéndose po 

norma. 

' nción de ilicitud 

se refiere el 

irse esa figura 

edío probatorio 

Del concepto ~'f.jco de ptesunci • se deduce que son tres 

los elementos prese~s en la estructura -1 juicio presuntivo: la 

afirmación bas~ afirmación resu\tado o afirmación presumida, y 

el enlace o nexo lógico existente entre ambas. 

La afirmación base es aquel hecho cuya acreditación 

pet'mite considerar cierta la reallzac\ón de otro hecho diferente: es 

decir, está constituida por uno o varios hechos cuya veracidad ha 

sído comprobada, y quej normalmente, se manifiesta junto con 

otros hechos distintos, sin necesidad de haber sido probados 
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directamente. Es, por tanto, un hecho probado con finalidad · 

medial o instrumentai: lograr· el convencimiento sobre la realidad 

de otro hecho distinto. 

La afirmación resultado o afirmación presumida es el 

segundo de los elementos integrantes de la estructura de fa 

presunción, y está constnuida por el hecho no directamente 

probado, sobre cuya veracidad se logra la convicción o 

consecuencia de haber sido acreditada la afirmación base. Es, 

por tanto, el hecho no probado de forma directa. 

El únimo elemento que compone la estructur icio 

presuntivo es el en~áce .. o nexo lógico existente entre · -~~ ción 
. . . ~ 

base y la presumida, que es el razonamiento que íl ~ -:, ~ · gún 
'"Q 

las reglas del criterio humano, afirmar la ex;stencia · · · .• oounda 
.1 · •.. 

a través de Ja constatación de la .primera. Este e ·. 0 ~~e ser 

preciso y directo en el conjunto presuntivo, de tal modo que 

siempre que se dé tal entace existirá una presunción. 

En materia penal ta finalidad de establecer las presunciones 

por parte de' legislador (o del propio Consütuyente), radica en el 

hecho de que en aquellas situaciones en jas q.ue~por la dificultad 

de probar directamente una srtuación a cargo del inculpado, no se 

pueda hacer frente a la realización de conductas socialmente 

rep.rochables. 

~ 

Ahora bien, de lo dispuesto en ra fracción HI, párrafo tercero, 1t-
del artículo 109 constitucional, que de igual forma se contiene en 

el artículo impognado, se advierte que dichos preceptos cuentan 
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ilicítud del 

enriquecimiento (afirmación presumida), sustentada eri hechos 

que deben demostrarse plenamente (afirmación base}, 

consistentes en que un servidor público con motivo de su empleo, 

cargo o comisión incrementó sustancialmente su patrimonio, de 

manera desproporcionada a sus ingresos, debiendo, por tanto, 

existir el nexo causal entre ambas afirmaciones (en l~lógico) 
para la actualización de de 1 en cu · · . Esta~a indirecta 

de probar uno de los elemento constitutiv s del delito no es 

ia que le asiste 

pr ·a\ d;e sus bienes para e virtuar la prueba 

pre ,que pesa en su contra, e s ropio del proceso 

pen ~ at8Ministerio" Público 1 espond \l allegar pruebas 
ClOIC'~ 

incrirfJti~ y al proces do s de s defens \ entre ellas, las 

que tiendan las ap\ortadas por su 

contraparte. ~ - ~ 
Como puede ~'tertirse, la pre nción de que el servidor 

público se enriqueci~egítimamente, n s absoluta (iuris et de 

iure) sino relat~iuris tantum) pues adm1 rueba en contrario, 

en tanto que en todo caso el inculpado puede ofrecer las pruebas 

que estime pertinentes para demostrar la licitud del incremento de 

su patrimonio. 

• Así, el hecho de que el citado artículo 109 ccinstitucional 

·~ establezca expresamente que el servido~ público acredite la 

¡eg\timidad de su actuar, está previendo la forma en que dicho 

381 

- -



AMPARO EN REVISIÓN 1293/2090. . .' - · . 

...... ,,,... 
.. ~ ~ 

servidor puede en concreto adoptar su defensa frente ·a las ;· 

pruebas aportadas en su contra. 

En este sentido, el Ministerío Público por imperativo 

constltuc;onal, debe justificar (carga probatoria) que el hecho 

tipificado por la ley como delito (enriquecrmiento ilícito}, ha sido 

perpetrado por el servidor público durante el lapso de su encargo 

o por motivos del mismo, por si o por interpósita personal 

habiendo aumentado sustancialmente su patrimonio, adquiriendo 

bienes o conduciéndose como dueños sobre ellos, pud;éndolo i4t, 
comprobar a través de la prueba circunstancia; y demostrado 

esto, al inculpado corresponde justificar la procedenci del 
.' t ·_, 

incremento de su patrimonio para desvanece ~ llos 

elementos; esto es, sólo ar>le la comprobación ~~ ~'J del 

representante social de que. se ha perpetrado el heeo catáf5gado 
:UP1U'M li 

como delito y establecido el nexo causal ent . .. Cf(:onducta 
. Tlo~A . . 

humana y ese tipo, corresponde -al acusado la demostración de 

que falt~ una de las condjciones de incriminación. 

Como se ha razonado al inicio del prese~te considerando, el 

prjncipio de presunción de inocencia · como derecho que 

implícitamente se reconoce en la Constitución .Federal, resulta 

absoluto, en tanto que todas las personas en general, sean 

servidores públicos o no, gozan del mismo, por lo que para que 

opere la restricción de garantías indivíduales a que se refiere el 

artículo 1° del Pacto Federal, necesariamente se requiere que la 

propia normativa constitucional expresamente lo establezca, .~·· 

situación que no acontece en el presente caso, ya que la 

justificación de la procedencia lícita del patrimonio del servidor 
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acreditar 'ºs elementos constitutivos del delito y la culpabilidad del 

imputado; es decir, para destruir la presunción iuris tantum, que a 

través de la prueba circunstancial recae en su contra. 

Lo anterior se evidencia si, por ejemplo, el Ministerio Público 

no prueba los elementos constitutivos de.I de~ y la 

responsabilidad del incul a carece de rel~cia que el 

servidor público ofrezca pru as ara desvanecer Ya imputación 

que obra en su contra; el hecho d que el e epto establezca 

exr!1 

act tá en realidad previniendo la c·-~A 

optar su defensa frente a 

Mini~rioi Públioo, empero ello n~,,.~ 
Oll1'E DE 

socia4 ·~·· relevado de la ar 
~ llf M:UEAttl~ 

enriquecimiento ilícito. 

ue dicho sujeto 

portadas por et 

lt De lgual forma, si ~rvldor p' icono acredl'f el legitimo 

aumento de su Piel~onio o la legíti a procedencia de sus 

bienes, dicha circ~ancia, por sí tampoco releva al 

Ministerio Pú~ para que recabe el ace o probatorio que 

acredite la existencia del delito y la presunta responsabilidad del 

sujeto del ¡licito, por lo que debe concluirse que la legitimación del 

actuar del servidor público al traducirse en una de las formas en 

que habrá de adoptar su defensa, no se constituye en una 

,,.....::· obligación para el mismo, sino en un derecho que puede ejercer o 

.,.., no de acuerdo a la forma en que se le atribuya el hecho delictivo. 
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Acorde con lo antes precisado es menester precisar que 

tampoco se actualiza la colisión de principios constitucionales, en 

cuanto que no existe contraposición entre los artículos 109 en 

relación con el 21 y 1:02 de la Constitución Federal. 

Ello es así, porque no hay una oposición o conflicto entre las 

disposiciones contenidas en tos preceptos invocados, pues el 

artículo 109 de la Carta Magna no destruye ni suspende las 

garantías o principios derivados de los numerales 21 párrafo 

primero, y 102-A, segundo párrafo, de ese mismo ordenamiento, .• 

ya que acorde a .. ro ya razonado no se establece restricción alguna 

a las mismas. Además: para que haya colisión de la~ gara~s o 

principios derivados de-tales preceptos debe existirl'la 1· dad 

de darse una garantía o principio contra otra garantí¡· ·. · ipio1 

'~ 
lo cual se reitera no existe en el caso a estudio. , · ,\. · ~~ 

; .:.atrpr 1 .-:\f 
··. ''t"- . 

En efecto, los artículos 21; 'Primer párrafo, y 1<l~rsegundo 
párrafo, de fa Constitución Federal, imponen al Ministerio Público 

la obligación de aportar las pruebas que acrediten la existencia de • . 

un delito; por su parte el penúlt imo párrafo del articulo 109 de la 

misma Ley Suprema solamente da la Óportunidad al servidor 

público de acreditar la licitud de los bienes que constituyen su 

patrimonio, lo cual debe ser traducido exclusivamente como el 

derecho de defensa que se le otorga al servidor público para 

acreditar la procedencia licita de su bienes y así desvanecer las 

pruebas aportadas por el representante social, lo cual como se ha 

dicho con antelación no es obligatorio sino meramente 

potestativo, ya que en todo momento subsiste ra carga al 

Ministerio Público, como en todos los delitos, de acreditar la 
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· ~~= . del enriquecimiento ilícito en que incurran los 

servidores públicos en el ejercicio de su encargo, motivo por el 

cual no existe la colisión de las garantías o principios derivados 

de los preceptos constitucionales aducidos. 

Asimismo, una 

considerando que la 

régimen de excepción 

vez determinado en el presente 

Constitución Federal no es~blece un 

para los servidores públicos ~W10 que 

~ declararse inoperantes 1os 

sustentan en dicho plantP:SM::R.-a 

determinado por este Tribunal Plen 
. ~ . 

pre de inocencia, acusator· 

Por todo lo $>tesado en el pr nte conside:rando, es 

inexacto que en el arlfcu10 109 constitucion se haya Eistablecido 

un sistema o ~en de excepción, como lo afirmó el Tribunal a 

quo, motivo por el cual los argumentos esgrimidos sobre tal 

particular aun cuando resultan fundados devienen ineficaces para 

provocar la concesión del amparo solicitado. como se verá a 

continuación . 

SEXTO.- En los puntos marcados con los números 18, 19, 

20 y 21 de la síntesis de los agravios, el peticionario de garantías 
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aduce básicamente que el artículo 224, del Código Penal Federal, 

es violatorio de la garantía de legalidad contenida en el artículo 14 

constitucional, ya que el tipo penal no está determinado de 

manera clara, precisa, taxativa y cerrada, puesto que se deja af 

juzgador en libertad de integrarlo, además de que el 

enriquecimiento a que se refiere tal precepto no es un 

comportamiento sino un resultado de una acciónt por lo que no se 

encuentra determínada la conducta prohibida. De igual manera 

esgrime que dentro de la redacción del tipo se rompe con la 

definición legal del delito, ya que no se contiene un núcleo 

esencial, pues en_riquecerse no es un comportamiento sino un 

resultado y, por ello, se infringen los artículos 7° y 8° digo 
( 

Penal Federal. 

Como puede advertir iO~ argumentos a que ;L~ac"' érito 'ifA se refieren fundamentalmente al aspecto de! , - .. blileiucta, 

aduciendo que en el texto de la norma no se contf ·~~ i~ ·~ma .Y 

que por eso el precepto cuestionado resulta contrario at texto 

constltucjonaf. 

Los argumentos antes referidos devienen infundados como 

se pasará a demostrar a continuación. 

Desde luego, para arribar a ta conclusión de que el artículo 

;--., 
fY. 

224 del Código Penal Federal, no infringe garantía alguna y 

mucho menos el artículo 109 constitucional, en donde tiene su 

génesis, se hace indispensable efectuar la transcripción integrar ~ 4,.·' 

del texto de ambos preceptos. 
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articulo 109 de la Constitución Federal, es del tenor 

siguiente: 

''Art. 109.- El Congreso da la Unión y las 

Legislaturas de los Estados, dentro de los ámbitos 

de sus respectivas competenciass expedirán las 

leyes de responsabilidades de los serví'l!J!!.s 

públicos y las demás normas conducent~ a 

sancionar a quie . teniendo este ~rácter, 

incurran en respon abilí d, de conformidad con 

.se , Impondrán, mediante 
• 

indicadas 

las 

los 

servidor~lico será perseguida y s ncionada en 

los términos de la legislación penal; y 

111.- Se aplicarán sancíones administrativas a los 

servidores ·públicos por los actos u omisiones que 

afecten la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deban observar en el 

desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. 
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Los procedimientos pata Ja aplicación de las 

sanciones mencionadas se desarrollarán 

autónomamente. No podrán imponerse dos veces 

por una sola conducta sanciones de la misma 

naturaleza. 

Las leyes determinarán los casos y las 

circ_unstancias en Jos que se deba sancionar 

penalmente por causa de enriquecimiento Ilícito a 
los servidores públicos que durante el tiempo de su 

encargo, o por motivos del mismo, por sí o por ~ 

interpósita persona, aumenten sustancialmente su 

patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan coro.~ 

dueños sobre ellos, cuya procedencia licÍtit~-iJ 
pudiesen justificar. Lf!S leyes penales sanciof ~ 
con el decomiso y con la privación de la pr~ú!e~ 
de dichos bienes, ademá~ de las otras .-~-~-~~ 
correspondan. · ')~~-. 
Cualquier ciudadano, bajo · su más estricta 

responsabilidad y mediante la presentación de .f 
elementos de prueba, podrá formular (lenuncia ante 

la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 

respecto de las conductas a las que se refiere el 

presente articulo." 

Por su parte; el texto del articulo 224 del Código Penal 

Federal, tildado de inconstitucionat a la letra díce: 

"ARTÍCULO 224.- Se sancionará a quien con motivo 

de su empleo, cargo o comisión en el servicio 
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Existe enriquecimiento cuando el servidor 

público no pudiere acreditar el legitimo aumento de 

su patrimonio o la legítima procedencia de los 

bienes a su nomb.re o de aquellos respecto de los 

cuales se conduzca como dueñof en los términos 

de Ja Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Püblicos. ~ 

das de esta circunst 

cometa el delito de e 

pondrán las siguienfi .... ~I!"~ 
o~"'~ t>.~ 

t.tf&º.r!o~ en ben ici 
r;E~ . . 
dfttfbfiru'ya procede 1 n 

acuerdo con la L~ede 

de los Servidores ~licos. 

en 

aquellos 

Cuando el m'lj}~ a que ascienda e enriquec miento 

ilícito no exc~ del equivalente de e neo mÍI veces 

el salar~fnlmo diario vigente en el Distrito 

Federal, se impondrán de tres mesas a dos años de 

prisión, multa de treinta a trescientas veces el 

salario minimo diario vigente en el Distrito Federal 

al momento de cometerse el del/to y destitución e 

Inhabilitación de tres meses a dos años para 

desempeñar otro empleo, cargo o comis;ón 

públicos. 
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Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento 

ilícito exceda del equivalente de cinco mil veces el 

salario mlnimo diario vigente en el Distrito Federal, 

se impondrán de dos años a catorce anos de 

prisión, multa de trescientas a quinientas veces el 

salarlo mínimo diario vigente en el Distrito Federal 

al momento de cometerse el delito y destftuclón e 

inhabilitación de dos años a catorce años para 

desemp.eñar otro empleo, cargo o comisión 

públicos." ~ 
~ 

El órgano legislativo para aprobar, en 'ºs tér~i~·?.r~~e~; que 

quedaron transcritos~ . 'tanto el artículo 109 d:e·/ .. lci' orma 

Fundamental, así como el a~ículo 224 del Código Ren: 1 ~ . ~deral 
se apoyó en la exposición de motivos y discusio.n 's -que ya 

1 

·\ ': UPR.E 
quedaron transcritas con anterioridad. · ·; · a 

Del texto del artículo 109, fracción UI , párrafo tercero, de la 

Constitución Federal se desprenden los siguientes elementos: 

1.- Que las leyes secundarias determinarán Jos casos y las 

circunstancias en que se deba sancionar penalmente el 

enriquecimiento ilícito. 

2.- Que la sanción penal correspondiente recaerá sobre los 

servidores públicos. 

3.- Que el enriquecimiento itícito se dará exclusivamente 

durante el tiempo del encargo que desarrolle el servidor público. 
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enriquecimiento se dará exclusivamente con 

motivo del cargo público que se desempeñe. 

5.- Que et ilícito penal puede darse de manera directa o a 

través de interpósita persona {un tercero). 

6.- Que el enriquecimiento ilícito se dará cuand~mente 
sustancialmente el patri . on del servidor públic~n una forma 

desproporcionada· en rel ción co los ingresos que obtiene con 

motivo de su trabajo. 

9.- Que las 1$e§ penales que s emitan sancionarán e\ 

enriquecimiento ilíc~ con el decomiso y la privación de la 

propiedad d~ichos bienes, además de las penas 

correspondientes (privación de la libertad personal). 

Asimismo, se advierte que el último párrafo de la fracdón 111, 

del artículo en cuestión, prevé que cualquier ciudadano1 bajo su 

-'f más estricta responsabilidad y mediante la presentación de 

elementos de prueba, podrá formular denuncia con motivo del 
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delito de enriquecimiento ilícito en que incurra cualquier servidor 

público (acción popular}. 

Por su parte el artículo 224 del Código Penal Federal,. se 

puede desglosar de la siguiente manera: 

1.- Que se sancionara al servidor público que con motivo de 

su empleo, cargo o comisión se haya enriquecido de manera 

ilícita. 

2.- Que exist~ el enriquecimiento ilícito cuando el ~idor 

público no pudiere acreditar el legitimo aumento def su .. -f~unio 
o la legítima procedencia de los bienes a su nombre i~uos 
respecto de los cuales se co~duzca como dueño, e . I~ 1inos 

de la Ley Federal de ·Responsabilidades de 1 'SitVñ:iores 
C1.h DE· 

Públicos. · .. _ _ :Üf.MEJ 

3.- Que también incurre en \esponsabilidad penal, quien 

.... .. 
-- ~ 

~ .. 
haga figurar como suyos bienes que el servidor público adquiera o · 

haya adquirido en contravención de lo dispuesto en la propia ley, 

a sabiendas de esa circunstancia (parientes, familiares, amigos, 

empleados etc.). 

4.- Que las sancíones o penas que se impongan con motivo 

del enriquecimiento ilícito son las siguientes: 

a).- Decomiso en beneficio del Estado de aquellos bienes ·- · 

cuya procedencia no se logre acreditar de· acuerdo con la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
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Pena privativa de libertad de uno a cuatro años de 

prisión, multa de treinta a trescientos dias y destitución e 

inhabilitación de uno a diez años para desempeñar otro empleo, 

cargo o comisión públicos, si el monto del ilícito no excede del 

equivalente a cinco mil veces el salario mínimo diario vigente en 

el Distrito Federal. 

~ 
e}.- Pena privativa d lí ad de cuatro a ~rce años de 

prisión, multa de trescientos a qui · ntos día multa~ destitución 

e in~abilitación de ,diez a veinte a s pa 
... 

·.<?argo o comisión públicos, si e 

imiento ilícito exceda del equiva.lQ~ , . 

sal ·mínimo diario v¡gente en el 

~oa'I'.~ .. .D8 ... 
J. )IACl~· ' 

i -~~glose de amb s 

puede desprender que los d 

que ascienda el 

nal y legal, se 

su redacción, erl virtud ~e la rlStit ión se refiere a que se 

sancion~rá penalmente, causa de nriquecimiento ilícito, a \os 

servidores público~u~ durante el tiem de su encargo, o con 

motivos del mismo."fcr si o por interpós1 persona aumenten 

sustancialmen~ patrimonio, adquieran bien o se conduzcan 

como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita ne' pudiesen 

justificar; por su parte, ei Código sustantivo de la materia señala 

que se sancionará a quien con motivo de su empleo, cargo o 

comisión en el servicio público, haya incurrido en enriquecimiento 

·'i· . ilícito, para posteriormente explicar en qué consiste dicho 

enriquecimiento ilícito, destacando la circunstancia de que al 

servidor público le corresponde acreditar el legítimo aumento de 
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su patrimonio o la legítima procedencia de sus bienes, remitiendo '. .. 

para dichos efectos, a la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos. 

Lo anterior se evidencia si se tiene en CtJenta los siguientes 

elementos del tipo penal previstos en ambos preceptos: 

l. Suíeto activo: el servidor público 

11. Sujeto pasivo: la sociedad en general y el Estado ._ 

(Federación, Estado o Municípjo). 

111. Circunstancia ·de ocasión: con 

cargo o comisión del servidor público. 

JV. Conducta: enriquecimiento ilegitimo 

v. Objeto material: la hacienda pública. 

VI . Bien jurídico ·tutelado: la correcta administración del .. 
estado y la honestidad de sus servidores públicos. 

VII. Resultado: aumento del patrimonio del servidor público. 

Así. el Constituyente, atendiendo a la naturaleza del sujeto 

activo y a la naturajeza de las conductas desplegadas por éste, 

plasmó en el artículo 109, fracción UI , párrafo tercero, una 

conducta delictiva, esto es, un tipo penal: por tal motivo, lo que 

hizo en el artículo 224 del Código Penal Federal, fue recoger los 
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la conducta 

concretamente corresponde al ámbito de la materia penal. 

Si bien es cierto que la Constitución establece en forma 

general los lineam¡entos a los que habrán de sujetarse los entes, 

autoridades u órganos de nuestro país para su debida actuación, 

correspondiendo a las le es ordinarias desarro l~W dichos 

lineamientos, culo jur¡dico ~a que el 

.._. Constituyente haya legislado m , or el solo hecho de 

... 

que en el Código Penal los ulementos 

.o puede conducir a la inco 

CORTE DB 

Llé!lA~:tupación del 

n la Constitución 

~ ~ 6C~ --
diferentes ámbitos, las conduct s por los ::;ervidores 

públicos, lo condujo ha ~lecer en la opia Cons ituc:ión el tipo 

penal de enriquecimien~ito, el cual, e odos s s 1~lementos 
integradores, en fo~ similar fue reiterado el CÓd~go Penal: 

por lo que no puede derivar ningún vicio de consUtuc;ionalidad, 

porque tanto e~ penal previsto en el Texto Fundamental, como 

el tipo penal contemplado en la ley penal secundaria, contienen 

los elementos necesarios para ser considerados como tales, 

careciendo por ello de razón de que en el Código Penal debió 

haber pormenorizado o detallado la conducta de enriquecimiento 

·ilícito que prevé la Constitución . 
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De la comparación de los preceptos constitucional y leg·ai; :se· 

advierte que el delito de enriquecimiento ilícito se encuentra 

tipificado y sancionado en el artículo 224 del Código Penal 

Federal, tildado de inconstitucional, además de que en su texto el 

legislador realmente no hizo otra cosa, sino reproducir o trasladar 

de manera esencial los elementos que el Poder Reformador de la 

Constitución estimó necesarios para proteger el patrimonio del 

Estado, combatir la corrupción y renovar la moral dentro de la 

administración. pública, elementos que, como se ha visto. 

quedaron consignados en el penúltimo párrafo del artículo 109, de ~ 

la Constitución Federal. -~u~ 
1. ~ 

._.;' ~~ 
Como se anticipo, el delito de enriquecimie"'º~ ~~de 'l' \ ' "~~ 

modo alguno constituye un tipo penal abierto, qu~.· - perm~ al . - r .. ~ juzgador de manera libre y . arbitraria decidir en qu · - s·Idebe 
ISET~R~J. lll 'f 

sancionarse o ·no la comisión de tal delito. 

El numeral cuestionado colma la función jurídica de su tipo 
~ penal, a saber, la individualización de la conducta humana que ... 

prohibe penalmente: el enriquecimiento de manera ilicita, que se 

encuentra comprendido en la primera parte de su redacción: "Se 

sancionará a quíen con motivo de su emp,eot cargo o 

comisión en el servic;o público, haya incurrido en 

enriquecimiento ilícito". 

Así, la manera en que fue redactado el precepto revela que 

el tipo penal: que · sustenta el enriquecimiento ilícito de los ·~ 

servidores públicos, en contra de fo que afirma el quejoso, no es 

un tipo penal abierto, sino cerrado,. porque su texto establece de 
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En este sentido, la pura descripción objetiva del tipo penal 

de enriquecimiento ilícito encuentra su núcleo en el empleo del 

verbo principat: enriquecerse, agregándole una modalidad de esta 

acción: ílegalmente, como un elemento normativo q~ntraña 

una valoración jurídica lo cual se significa el ~rdadero 
sentido antijurídico del elito, ue consiste e~ acción de 

' enriquecerse iUc1tamente. 

relativo a la ilicitud. 

En cambio, la se~a parte cuestión, 

000~j;l4 

relativo a que '~~!j]e enriquecimie o ilícito cuando el 

servldor públlco no'Yiudiere acreditar el l ítimo aumento de 

su patrimon1~1a legítima procedencia de los. bienes a su 

nombre o de aquellos respecto de los cuales se conduzca 

como dueño, en los términos de la Ley Federal de 

ResponsabiHdades de los Servidores Públicos", se refiere a 

las reglas procesales. específicamente relacionadas con los 

medios de prueba para esta clase de delito cometido por 

servidores públicos, con la finalidad de desvanecer la imputación 

correspondiente. Es decir, la remisión que el precepto impugnado 
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realiza a la Ley Federal de Responsabil idades de los Servidores 

Públícos, para que el servidor público acredite el legítimo aumento 

de su patrimonio o la legítima procedencia de los bienes, no 

constituye un complemento del tipo penal, sino debe entenderse 

como un derecho de defensa, para que el sujeto pueda desvirtuar 

la imputación que se le hace. 

Por lo tanto, el precepto cuestionado no infringe la garantía 

de legalidad contenida en el artículo 14 de la Constitución 

Federal, ya que contrariamente a lo manifestado por el quejoso, el 

precepto cuestio.na8o de manera clara y precisa establece cuál es 

la conducta a sancionar, que para el caso la constit~ye el 

enriquecimiento ilícito', conducta que indudablemelifte que 

conforma el núcleo esencia~ . ~el delito. motivo por ey . . o se 

actualizan las deficiencias·" constitucionales que 4e . ~~_.e el 

afectado. .··1el;' ~p~f.M.J 
.. ~G~A •. 

-~~~I A " 

Por lo que respecta a la violación ·que se aduce, en relacfón 
. ~-

con los artículos 7° y 8° del Código Penal. también deben "~ -· 

desestimarse las alegaciones de referenc!a. ya que no es 

congruente realizar· la confrontación de un precepto lega¡ en 

relación con otros preceptos del mismo ordenamiento del que 

forma parte, para determinar si éste resulta inconstitucional o no, 

ya que la inconstitucionalidad de una ley surge de su 

contradicción con un precepto de la Constitución y no de la 

oposición con otro precepto de la propia ley u otra ley secundaria. 
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de apoyo a la consideración prececlente, la 

jurisprudencia de este Tribunal Pleno, cuyos datos de localización 

y téxto son los siguientes: 

Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación ~u 

Gaceta ~" 

Tomo: Xt, Marzo de 2000 

Tesis: P./J. 25/200 

Página: 38 

. ES, INCONSTITUCION. 

cual ~e debe~esestimar al 

recurrente. 

La 

su 

mismo se encuentra 

e su génesis, por 'º 
sgrímidas por el 

SÉPTIMO.- · El reclamante de garantías, en los apartados 

números 5, 15 y 29 de la síntesis de los agravios, aduce de 

manera fundamental que el artículo 109, penúl1imo párrafo, de la 

Constitución Federal sólo obliga a los legisladores a tipificar y 

sancionar el delito de enriquecimiento ilícito, pero ello no implica 
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que dejen de tener validez las reglas contenidas en los artfcul·os 

14, 16 y 20, fracción JI, relativas al debido proceso legal, 

fundamentación y motivación, y a la no autoincriminación. 

Vinculado con el propio aspecto de ta no autoíncriminación, 

en el apartado número 29, de la síntesis de los agravios,. el 

reclamante alega que al obligársele a declarar en la etapa 

administrativa se quebranta en su perjuicio con tal principio, el 

cual se encL,Jentra protegido por el artículo 20, Apartado A, 

fracción rl, constitucionat, que a la letra dice: 

''Artículo 20. En todo proceso penal, el ihcu 

la víctima o el .ofendído, tendrán las 

garantías: 

A6 Del inculpado: 

l. 

s17 
• ;' ~~\ .... "111 -~!f.f. 
· e¡p~E._MA: 'C< 
: . S LJ 
i R :· ~- ·~™1. 

11. No podrá ser obligado a declarar ... ". 

Son infundados los argumentos antes referidos, tomando en 

consideración que tal como se estableció en el considerando 
• J. 

quinto de este fario; en el caso que nos ocupa no se actualiza el 

régimen de excepción en que el Tribunal a quo apoyó la sentencia 

combatida y por ello es inexacto que hayan dejado de tener 

vigencia las reglas contenidas en tos artículos 14, 16 y 20, 

fracción 11, relativas al debido proceso legal, fundamentación y 

motivaciónj y a la no autoincriminación. 

Lo anterior es así, ya que en reiacfón con el delito de 

enriquecimiento ilícito previsto y sancionado por el artículo 224 del 
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Penal Federal, no se actualiza excepción alguna a los 

principios aplicables a cualquier delito, motivo por ed cual el 

Ministerio Público en la averiguación previa y con posterioridad el 

juez de la causa, durante el proceso respectivo deben ajustar sus 

actos a las reglas y principios que regulan el procedimiento penal, 

a fin de no dejar en estado de indefensión al imputado. 

De to razonado con anterioridad, se desprend~ue un 

servidor público no se e 

_... alguno y por ello se deb 

formalidades correspondientes, com 

d · · ~gpbernados. 
' . , 

relativas a no autoincrim~e. 

~ ~ 

régime~ excepción 

n.--c"TK:. estrictos términos las 

.,..,.,,1111"' er con el resto 

Como se ha 2..&t'B· deben dese i 

referencia, tomando 7n consideración q el legislador ordinario, 

al momento ~ercer las facultades que e otorgó el Poder 

Reformador de la constitución, para tipificar el detito cuestionado, 

lo único que hizo fue ajustar su proceder al mandato 

constitucional, tipificando el delito de enriquecimiento ilícito acorde 

con los elementos que le fueron proporcionados, sin que para el 

·~ caso se revierta la carga de la prueba en perjuicio del imputado, 

ya que subsiste la obligación del Ministerio Público de acreditar la 

actualización del delito a través de las pruebas que se encuentren 
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·. 

a su alcance y la circunstancia de que en el precepto reclamado 

se establezca que el inculpado acredite la licitud de sus bienes1 

en realidad no puede entenderse en ef sentido de que se le esté 

obligando a declarar en su contra, sino por el contrario, se le está 

otorgando al gobernado la oportunidad de acreditar la licitud de 

los bienes, lo que se traduce en un derecho constitucional de 

defensa que el propio articulo 109, fracción 111, párrafo tercero 

establece; y ello como se ha manifestado en forma reiterada, no 

exime al Ministerio Público de la obligación que tiene de acreditar 

la existencia del delito, por lo que resulta falso que se haga a un -f. 
lado las reglas contenidas en los artículos 14 ~fj_ 16 

'~ 

constitucionales en cuanto a que no se deba seguir 

proceso legal ni se tengan que fundar y motivar las r1s 
correspondientes. ..~ 

" . . : \~A 

Por lo que respecta específicamente al princi·~~~·i: no 

autoincriminación que se encuentra prevista en la fracción 11 del 

Apartado A, del artículo 20 constitucional, también es falso que er 
~ 

precepto impugnado infrinja dicha garantia al obligar al inculpado .,... 

a que declare en su contra, pues lo único qua establece, como se 

ha mencionado con anterioridad! es que se le otorga la 

oportunidad de acreditar la procedencia licita de sus bienes 

(garantía de audiencia), pero tal acto no implica que el inculpado 

no pueda abstenerse de declarar o hacerlo en los términos que 

estime pertinentes y que a su entender favorezca a sus intereses. 

En ese mismo orden de ideas, también deben desestimarse . ~ ., 
ras alegaciones contenidas en el apartado número 29 de la 

síntesis de los agravios, en donde al recJamante de garantías 
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0005~7 

11, constitucional , ya que inexactamente consideró 

Federa' de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos y el Código Penal Federal no constririe ni obl iga al 

servidor público a que declare en su contra en la fase 

administrativa, pues con base eri tales preceptos, únicamente se 

le requiere para que justifique la licitud de sus haberes~ual es 

contradictorio con los ra mientos que externó p,ar~ ,éonclu ir 
que la autoridad respon able ac adamente det~nó tener por 

,,._ acreditada la condición 'etiv pum · 'dad prevista en el 

el 

de 

lo 224 del Códtgo Penal Federal, el caso concreto 

ad strati\la lo requkió para tal ef. e o. e á · de que el a qua 
Te pB 

re'!~~~e si no existe el p ·miento ministrativo de 

veJIMb~c1ori patrimonial, el e ul ín n la res~olución prevista 

en el articulo 90 de la Ley F ponsa ilidades de los 

Servidores Públicos, n~ con · ur ndici n objetiva de 

~ punibi\idad contemplad~ el artíc del Código Penal 

"' 

Federal, lo que PºntB» manifiesto que a vés del requerimiento 

respectivo sí se obli9Ya1 servidor púb,ico a q declare en la fase 

adminlstrativa ~ procedimiento precitado, contrariando el 

principio de no autoincriminación. 

Efectivamente, debe desestimarse el anterior planteamiento, 

ya que en primer lugar, como ha quedado aseverado, es inexacto 

que se obligue al servidor público a declarar ·en su contra. 
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En segundo lugar, contrariamente a lo que se afirma, ·el- -. . ' 

enriquecimiento a que alude el precepto reclamado constituye la 

conducta prohibida por el tipo penal y no un requisito de 

procedibilidad, ya que si así fuera, el artículo impugnado lo tendrra 

que establecer expfesamente, lo que en el caso no acontece, 

además de que no sería congruente que la conducta prohibida, 

que indudablemente forma parte del tipo penal, sea a su vez 

requisito de procedibilidad. Por otra parte, la circunstancia de que 

la Sécretaría .de la Contraloria y Desarrollo Administrativo pueda 

emitir la declaratoria de que el servidor públjco no acreditó la • 

procedencia lícita del incremento sustancial de su patrimo ·· , no 

implica que el Ministerio Público, al tener conoci~en ~la 
notitia criminis, no pueda llevar a cabo las dilig'n · ·. ~ de 

., . 
averiguación prevía sin la e~~sión de la resolución d~.-~I~ au:~~ ad 

administrativa, ya que constitucionalmente a éste .. ,J . P · . PSído 

conferidas dichas facultade~. las cuales se rige·n por~ . rFn"cipio 

de oficiosidad; asimismo, la declaratoria referida es una cuestión 

totalmente diferente a la configuración del delito que no depende 

de la declaratoña en sí misma considerada, sino del acervo ·~ 
probatorio que en ejercicio de sus funciones recabe el Minísterio 

Público y con el cual habrán de advertirse todos los elementos 

integradores del delito. 

La presencia de la declaratoria de mérito, por consiguiente, 

viene a const ituir simplemente un elemento más de prueba que 

puede tener en cuenta el Ministerio Público para efectos de la 

integración de ta averiguación previa correspondiente. 
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0005(1 8 

previo a que alude el quejoso recurrente, por lo que es .inexacto 

que para la integración de la averiguación prevja se requiera la 

declaratoria de procedencia corréspondiente por parte de la 

autoridad administrativa (Secretaría de Contraloría y Desarrollo 

Administrativo). 

Independientemente de lo anterior, debe h~rse hincapié 

en- el hecho de que, la fracc1 11 del articulo 20 '&'onstitucional 

e el llamado dere o de e 

on la garantía 

µe tiene todo inculpado d 

ha s_~-id\; términos que estime 

~~·n~nación" que, en 

de d fensa, significa la 

aun cuando con 
" . co tiltíl.~!: 

ellel'8é;~~a la verdad; sin q 1-.~ .... 'f?':> 

tal~ncipio de no autoin · ·n 

, sín exigirle 

al 

gobernado a soportar pa 

colaboración activa, ~s a 
1~ acreditamiento de su co~ta delicti ueden recaer 

' 

en su persona o bi~ 

Al · respe~ el catedrático español, José María Asencio 

Mellado, en su obra Derecho Procesal Penal, al referirse a los 

actos de investiga~ión. en la página 167, de dicha obra manifiesta 

lo siguiente: 

"En línea de principios cabe sostener una diferente 

posición del imputado en el proceso penal en orden 

a su deber de colaboración con la consecución de 
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la verdad.- El Imputado, y merced a lo dispuesto . 

en el articulo 24,2 CE, ninguna obligación tiene de 

colaborar activamente en su condena, de manera 

que en modo alguno puede ser compelido a realizar 

actividad positiva tendente a su incriminación.··· 

No obstante, sf puede ser obligado a soportar 

pasivamente, esto es, sin exigir/e colaboración 

activa, actos que recaigan en su persona o bienes.· 

·- Esta afirmación en ocasiones no entendida, no es 

otra cosa que reflejo de lo que ya sucede en la ... 

realidad y . q~e, no obstante, es puesto e~ du ~ 

cuando se trata de adoptar medidas de inspec · 

o Intervención corporal. Así, se puede detep · · . ·. 

una persona contra su voluntad limitando ~~ 
derecho a Ja libertad, se puede restrin:Í/J:r~ ~ 
derecho a la intimidad m~diante registros 1 'i,.m~f, SE' 

domicilio o interceptanéJo sus comunicaciones 

privadas etc.- Decir algo distjnto respecto de las 

inteJVenciones corporales precisaría algo más que 

discursos retóricos, y concretamenJe justificar la 
, . ) 

razón por la cual la Intimidad e integridad es un 

valor superior al resto de los derechos 

fundamentales. 11 

.. - ,. ,. . .,. 

En otras palabras, el derecho de no autocriminación, no 

significa que el inculpado no tenga que soportar la investlgaclón 

dirigida al acreditamlento de .su culpabilidad, ni le imposibilita la 

facultad que tiene de acreditar su inocencia, lo cual de modo 

a1guno significa que tenga que declarar en su contra. 
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Ministerio Público debe acreditar a través del acervo probatorio a 

su alcance la actualización de la conducta delictiva, por parte del 

servidor público, pero ello de ninguna manera implica que el 

servidor público no pueda acreditar el leg ítimo aumento de su 

patrimon1o o la legítima procedencia de su bienes, ya que esa es 

la forma en que el servidor público ha de asumir su ~cho de 

defensa. 

OCTAVO.- En los apart 

agravios, ins¡ste el in~orme tildado de 

inconstitucional, no se~sta a ya que el 

enriquecimiento só) .... :s el resultado una conducta. que no 

puede ser ni un ~ ni una circunstancia, por lo que al no 

contemplarse ~ el texto los casos y las circunstancias 

específicas por las que puede llegarse a incurrlr en 

enriquecimiento ilicito, es evidente que el tipo penal cuestionado 

contraviene el mandato constitucional, toda vez que el vocablo 

"INCURRIR" no puede asimilarse a los casos y circunstancias a 

~ que se refiere el constituyente, ya que a través de incurrir se 

dejaría abierta la posibilidad al juzgador para incluir en el 

407 



AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. · ·· 

concepto cualquier acto o hecho jurídico, susceptible de ocasionar 

un aumento en el patrimonio del servidor público. 

Son infundadas las alegaciones anteriores, tomando en 

consideración que si bien es cierto que en el tipo penal sujeto a 

estudio, se contiene el vocablo "incurrir", no e.s menos cierto que 

tal vocablo de ninguna manera puede ser considerado como 

esencial dentro del Upo penal, ya que como se ha señalado en el 

considerando .sexto del presente fallo, el núcleo esencial del tipo 

Jo constituye proplameote la acción de endQuecerse ilícitament1e, .

es decir.. aprovec!)ándose del puesto o cargo público · - e 

desempeñe. puesto que el tipo penal lo que sanciona 

hecho de que el servidor público, aprovechándose,b1 o 

función que le ha sido encomendada acrecente su eatrimo en 
· ~U~REMA ( 

forma desmedida en relación con los ingresos que ~r1 ,eJ 
. 'ptAKI~ c;(mR¡ 

desarrollo de tal función, por lo que es irrelevante la utilización del 

verbo referido, ya que éste ·se utiliza exclusivamente para 

expresar quién es la persona que pue~e cometer el delito a través 

de tal o cual acción, pero ello de ninguna manera significa que el 

verbo o vocablo referido tenga que definir cuáles son los casos y 

las circunstancias en las que un funcionario se puede considerar 

como autor del delito de enriquecimiento ilícito. 

Lo anterror es así, ya que el vocablo "incurrir", debe ser 

considerado como un verbo intransitivo, por ser de aquéllos que 

expresan una acción y, por ende, su fuerza sintáctica y su 

contenido semántico se centran en el sujeto que ejecuta fa acción. 

En el caso que nos ocupa, el legislador al redactar el artículo 224 

del Código Penal Federal utilizó la palabra "incurrir", para referirse 
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""' ~ t;; ~ ~ ~ o o o ~J lj o 
~ ~ 

· ~~- · .: ersona que comete er delito de enriquecimiento ilícito, pero 
~~~~ . 

.~ 

de la misma manera pudo haber utilizado algún otro vocablo o 

verbo para explica r quien o quienes pueden cometer tal delito, sin 

que por ello deba de considerarse que dentro del texto del 

precepto cuestionado no se establecen los casos y las 

circunstancias en las que un servidor público pueda ser 

considerado como autor de tal delito, puesto que dentro del texto 

de la norma se establece que incurre en el ~to de 

enriquecimiento ilícito (pudo haber dicho "haya co~tido" el delito 

de enriquecimiento ilícito. n v de · currido clZ el delito), e'I 

or ·público que no pu · i ·mo aumento de 

OR'l'E DG 
A ·N~xto de la norma se de~eJ)O 
LOE M::UOMI 

casos y la circunstancias por 1 s 

comete el delito multicuest 

í se contíenen los 

es se ,be entender se 

se d1~ que el que lo 

berá \ de entenderse podrá cometer será un ~idor .. lico y 

~. ·que se incurrirá en tal ~ cuando 

del activo sea noto~~mt-.ente desproporc nado en relación con las 

percepciones que ~ene con motivo de servicio público que 

desempeña (~uecerse), debiendo tener e l calificativo de la 

ilicitud; de lo anterior, se evidencia que, contrario a lo que 

sostiene el impugr:iante, en el texto del precepto que contiene y 

sanciona el delito de mérito, sí se contienen los elementos 

descriptlvos del tipo, que consisten precisamente en el hecho de 

"'·, que el sujeto activo tenga el carácter de servidor público, que su 

patrimonio se vea acrecentado en una forma desmedida y de 

manera ilícita (enriquecimiento ilícito). 
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De lo anterior se desprende que no cualquier acto o hecho 

jurldico, susceptible de ocasionar un aumento en el patrimonio del 

servidor. será sancionable {herencias., donaciones, rifas o 

sorteos), sino que exclusivamente serán aquellos actos o hechos 

jurídicos que en ejercicio de la función publica realice el servidor 

para acrecentar su patrimonio y respecto de los cuales se 

considere ilícito. Asimismo, el enriquecimiento, entendido como 

' " 

una actividad, no se encuentra desfasada a cualquier acto que 

realice el sujeto activo tanto en el ejercicio de sus funciones como .!liJ 
y ... ~ 

de su vida personal, sino que dicha actividad está circunscrita al ~· 

elemento consistente en la circunstancia de ocasiór:i qu · el 

tipo penalt es decir1 que la actividad realizada ~ de on 

motivo de su empleo, cargo o comisión en el servicio/ p 

lo que sí el enriquecimiento del servidor público se,:presen on 
1 E'!M[a. • 

total independencia de dicha circunstancia de 
1 

·" ·. · ·' su 

actividad no podrá subsumirse en el tipo penal dJ .. . frtt~aun 
cuando fuese iUcito, y de esta manera queda acotada la actividad 

del sujeto activo para poderla considerar o no subsumible en el 

tipo penal. 

Así las cosas, deben desestimarse las aleg~ciones a que se 

hace mérito, pues como se ha mencionado, es falso que en el 

precepto legal cuestionado no se __ e_stableican los casos y 
.r 

~ 

circunstancia por las cuales se · pueda considerar a un servidor 

público como autor del delito de enriquecimiento ilícito, puesto 

que en el precepto impugnado están consignados los elementos ~ 't 
correspondíentes, por lo que colma plenamente las exigencia que 

acorde con la teoria penal debe contener el tipo como 
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general del de\ito, ya que describe la 

sancionable (servidor público) y además establece la sanción 

aplicable con motivo de la comisión del delito ( decomi:;o de los 

bienes, multa. destitución, innabilitadón, privación de la libertad), 

según sea el caso. 

er materia de lnvestigación. 

~ . 
.;OR'l' °e DB 

1> .. .f .ndado el agrav~ ~e 
co~side.raciones siguientes. ~ 

,,.1 ~ 
En primer lugar, d~ dedrse 

r u ~rdinario de aquél 

rTlQl~cti.Jamente es et que 

a las 

que el artículo til~i de inconstituci 1 dentro de su texto 

contenga la palabra ~tancialidad a que se fiere el a11ículo 109, 

constitucional , ~ue al contenerse tal elemento dentro del texto 

de la norma constitucional, debe de entenderse que la única 

conducta que debe sancionarse es aquella que provoque 

precisamente el aumento sustancial del patrimonio del servidor 

público y no otra, además de que la sustancialidad del 

~ enriquecimiento tendrá que ser valorado dentro del procedimiento 

atendiendo al caso concreto, una vez que se 1·eúnan los 

elementos probatorios correspondientes. 
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En segundo lugar, debe manifestarse que es inexacto que el 

articulo cuestionado dentro de su texto, no contiene el elemento 

sustancialidad a que alude el artículo 109, de la Constitución 

Federal, lo anterior es así, ya que tal precepto aun cuando de 

manera expresa no contiene dentro de su texto sacramentafmente 

la palabra pretendida (sustanciaridad), al hacer mención al 

enriquecimiento, debe de entenderse que se está refiriendo al 

incremento sustancial deJ patrimonio y no a cualquier incremento, 

lo que significa Que al hablar de enriquecimiento ya se está 

refiriendo a un iocremento sustancial , motivo por el cual es 
. . -~ 

inexacto que el texto del precepto tildado de inconstituc· .<-· ··no 

contenga dentro de s f .el elemento sustancialidad a que el 

quejoso, pues se reitera, la norma penal no sancidna/ e ' ~ · ier 
. ' ' 

incremento, sino exclusivamente aquel que resuf~~-~. ·a1, ~ 

desproporcionado; es deci'r, aquel que rebase deso·r~~te 
las percepciones del servidor público. ·· 

A mayor abundamiento, debe manifestarse que el propio 

texto de1 precepto cuestionado, en aque)lO$ casos en los que se 

instrumenta el procedimiento a que se refiere la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, remite a los 

preceptos de tal ordenamiento, los cuales de iguat manera 

involucran el elemento sustancialidad a que alude el reclamante 

de garantías. 

;. 

.. 1C· 

En efecto, los artículos 84 y 90 de la Ley Federal de . ; 

Responsabilidades de los Servidores Públicos son del tenor 

siguiente: 
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000 511.2 

riqueza sean ostensibles y notoriamente superiores 

a los ingresos Ucitos que pudieca_tener un secvldor. 

público. la Secretaría podrá ordenar, fundando y 

motivando su acuerdo:1 la práctica de visitas de 

inspección y auditorias. Cuando estos actos 

requieran orden de ridad judicial, la Secr~a 
hará ante ésta la s icitu orrespondlent' 

y 

Del text~e tales preceptos se desprende que en su 

contenido sí se hacen ref~rencia al elemento sustancialidad, 

aunque en el primero de ellos, no se aluda con lc1s mismas 

palabras a que se refiere el precepto constitucional: sin embargo, 

el artículo habla de signos exteriores de riqueza que sean 

ostensibles y notoriamente superiores a los ingresos del servidor 

público, lo cual en otras palabra significa lo mismo, es decir, el 

incremento sustancial del patrímonio a que alude el quejoso, y 
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que desde luego debe destacarse sí se contiene expresame~.t~ :·:-

en el segundo de los preceptos transcritos, motivo por el cuaJ no 

se actualiza la inconstitucionalidad que se reclama, por lo que 

debe desestimarse el argumento esgrimido en tales términos. 

DÉCIMO.- En el apartado 13 de la síntesis de los agravios, 

esgrime el recurrente quejoso que el constituyente previó en el 

texto ·constituciona! el elemento sustancialidad del aumento 

patrimonial, como requisito fundamental del tipo para distinguir el 

aumento p~itrimonial regular u ordinario de aquél inusitado y & 
desproporciona! r estableciendo que este último es el que debe ser 

.i' ·. 

materia de investigación. Que el aumento patrinióni ·· os 

servidores no debe ser sospechoso a priori, lo es sotaryft•llv:il 

que reviste un carácter importante o como lo se~al~~~ 

constitucional, sustancial, que la ostensible abstenc¡Qij.,.i.¡msión 

en que incurrió el legislador al emitir el artículo 22-~ligo 
Penal , implica una violación al mandato consagrado en el artículo 

133, a partir del indebido ejercicio de las facultades que al 

legislador confieren los artículos 73, fracciones XXl y XXX. éste 

en relación con el artículo 109, lo que se trad.uce en un quebranto 

a la garantía de legatidad. 

Son infundados los argumentos antes referidos at·endiendo a 

la razón de que el legislador ord inario para tipificar el delito de 

enriquecimiento il íc1to, como se ha manifestado de manera 

reiterada, se apoyó fundamentalmente en el texto consignado en 

.t; 

el artículo 109, constitucional , por lo que no existe discrepancia en I 
el texto de aquel precepto en relación con el texto de este último, 

pues por el contrario existe una notoria armonía entre el texto de 
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facultades tanto a la Federación como a tos Estados, a través deJ 

órgano legislatjvo correspondiente para expedir las leyes 

tendentes a sancionar a los servidores públicos que incurran en 

enriquecimiento iHcito, durante el tiempo de su encargo; es por 

ello que el legislador ordinario al tipificar como delito la ~ucta a 

qu~ se ha hech~ refere 1 • o in~LI~re en vi~l~ión ª.Jguna ar 
articulo 73 antes mvo o, pues i n que h1z~e ajustar su 

1 

dlncHentes, dado que en el te o 

e le otorgan en 

ijar las sanciones 

rti ulo 224 del Código 

P · .¡i:e4'8ral, para considerar qu úbUco incurrió en 
1.1 . . C\ai; 

el l!eOCt-nriqueclmiento ilícita, íficamente en el 

incremento excesivo de ~t'rl 
'ingresos que obtiene en~j~o 
la actualízación del tip~nal, nec riamente d~be existir un 

incremento susta~ .... ª~ en e1 patrimon del serv\dor, en los 

términos ya estudi~ en el considerando a er;or. 

Sirve de ~yo a la consideración anterior. la tesis sostenida 

por la Primera Sala de ,este Alto Tribuna~ en su integración 

anterior, que este Tribunal Pleno comparte, la cual se transcribe a 

continuación con los datos de localización correspondientes. 

ITCÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTC)S 

PENALESf CONSTITUCIONALIDAD DEL. Es 

415 



AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000~ ·· 
1 ' ' 

. · ·•~ 
evidente la constitucionalidad de la Ley Adjetiva 

Penal Federal, toda vez que resultar/a Hóglco 

suponer al Congreso de la Unión investido para 

establecer delitos del orden federal e impos.ibilitado 

para señalar el procedimiento respectivo, y a mayor 

abundamiento, la fracción XXX del artículo 73 de la 

Constitución General de la República, 

expresamente faculta al Congreso de la Unión para 

expedir todas las leyes que sean necesarias para 

hacer efectivas sus facultades y, entre estas, si 

bien axis.te · la contenida en la fracción XXI. 

autorizándolo asimismo para definir los delit ,_r¡,§{ 

, • e . . 

faltas contra la ~deracjón y fijar .los castigof ~ . 
por ellos deban imponerses sin embargo, \ ;¡,. 

facultad no es limitativa en tal aspecto, ya e~ 
contenido de las diversas fracc;ones que e ·· _ · . · GB 

el precepto constitucional· m'encionado, también se 

advie,rte mayor amplitud de facultades para legislar 

en otros aspectos de .interés general del país como 

son, entre otros, los relativos a ta economía, el 

comercio, a la emigracjón y Ja ínmjgración1' la salud 

general de la República, etc., etc. (fracción X y XVI), · 

con el con'espondiente corolario que se c.ontlene 

en Ja fracción XXX del multicitado precepto que 

amplía Ja facultad legislativa del Congreso de la 

Unión para expedir todos aquellos ordenamientos 

que sean necesarios para hacer efectivas las 

facultades expresa y especificamente concedidas 

en tal precepto, y siendo esto, así, lógica y 

416 

.e,., 
~ 



·~. ', 1 

<.: 'I ,.{ • unw• " 1 • 

\'l~U>OS ,y" _ 
<::!~" ~'1/C'• . 

AMPARO EN REV1S~ÓN 12.93t'2000. 

~ i 
V:: r,/'J 

11! Oü ü544 

' ~-~ecesarlamente Incluyen la facultad de definir 
~-::-~~'""":~;o 

conductas que, en cuanto transgresoras de esas 

disposiciones, deben ser consideradas delictuosas 

y .fijar los castigos que ellas ameritan." (Quinta 

Época, Instancia: Primera Salaf Fuénfe: Semanario 

Judici·a1 de la Federación, Tomo: CXXIX, Página: 

750). 

Atento a lo antes pr·QCl1~ ---------
.... respecto del ·articulo 73, 

. 
1-. 

e el afectado y 

CIMO PRIMERO.· Por 
? t>S 

m8;rf~'ii~ el número 22 de 

qua~l~recurrente que lo 

en el presente asunto en las 

~sestímarse las 

e za. 

las resoiucíones relaUva~ deli ·mput o, no ·se pusieron de 

acuerdo en la identifi~n del rbo rector del tipo, \as 

condiciones de pun~!i~ad, el típo de d ·o y otras circunstancias 

y características~ mismo, tales legaciones deben 

desestimarse, ~ue las mi~mas .constitu~en un ~gr~vio ~e hecho 

que de modo alguno ev1denc1an . la mconst1tuc1onahdad del 

precepto combatido; sobre todo si se tiene en consider.ación que 

en la presente sentencia este Cuerpo Colegiado ya ha 

determinado cual as la conducta sancionable y los elementos que 

se deben de tomarse en consideración para arribar a la 

conclusión de si se actualiza o no el delito de que se nabia; razón 

por la cual resulta irrelevante la circunstancia de que los 
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juzgadore~ que resolvieron con anterioridad sobre el acto que· di~ . · . 

origen al juicio de garantías y con posterioridad sobre este último, 

no hayan coincidido en sus puntos de vista sobre las 

características del ilícito en comento, ya que la constitucionalidad 

o inconstitucionaUdad de una norma que prevé un delito en 

especial, no depende de la apreciación o punto de vista de los 

juzgadores que se pronuncien sobre el mismo, sino que una u 

otra dependerán de la circunstancia de que tal norma se ajuste o 

se contraponga con alguno de fos preceptos del mandato 

constitucional, como se establece en la jurisprudenci~ 25/20 f: de • 

este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia .ae · ón, 

cuyo rubro es: 'L~ES, INCONS.TITUCIONALIDAD or -.~ ue 
ha quedado transcnta en el considerando sexto del pres: lo. 

' . . ~ 

{iltÍ!MA·-
• · 1 . ~lCIA DE 

OECIMO SEGUNDO.~ En los apartados núme, .,. ~¡¡a·r GW5 y 

31, de la síntesis de los agravios, el afectado manifiesta que lejos 

de estar típificada la acción delictiva de incrementar ílegalmente 

su patrimonio der servidor público, en su rugar, se alude 

inexplicablemente, como conducta típica, a una regla procesal 

genéríca sobre la carga de Ja prueba, lo cuat compromete la 

constitucionalidad del precepto en anátisis, puesto que el 

enriquecimiento propiamente viene a ser un requisito de 

procedibi lidad, pero no integra la ~o!lducta.punible, habida cuenta 
' 

que ésta se reduce a ser, como lo señala el tipo, un "no acreditar", 

~ 

por lo cual cabe la existencia de un enriquecimiento ilícito que, sin 

embargo, sirva para condenar por este delito a un servidror 

público si éste se niega a acred itar que es legal su patrimonio, ~ 

resultando así que esta omisión integrara de todos modos al 

delito. 
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Federal de Responsabilidades de los Servidores Pt:1blicos no 

aparece la manera en que el servidor púb,ico debe acreditar el 

legitimo aumento de su patrimonio al no prever un procedimiento 

c\aro que pudiera servir de complemento a la norma penal en 

blanco, prevista en el precepto impugnado, pues dej contenido de 

los artículos 79 a 90 de dicha ley no se advierte en tcii~ clara, 

precisa y exacta 'la f que debe justifica~ el aumento 

igualmente infun 

agAA1. o,.... Q.~bido a que, contraria 1,, NA'-'iétf. 
juatifk~ de la procedencia lí 

constituye elemento der delito. 

concepto de 

aseverado, la no 

nto patrimonial no 

de su tipo penal,~ ~aber, la indi · ualización de la conducta 

humana que proh íb~enalmente: el e ·quecimiento dB manera 

ilícita, que se~cuentra comprendido e la primera parte de 

su redacción. Así, el tipo penal que sustenta el enriqm~cim iento 

ji ícíto de los servidores públicos, en contra de lo que afirma 

el quejoso, encuentra su núcleo en el empleo del verbo 

principal: '4enríquecerse", agregándole una modalidad de esta 

acción: ''ilegalmente", como un elemento normativo que entraña 

una valoración con lo cual se significa e l verdadero sentido 
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antijurídico del delito, que consiste en la acción de enrique~rse. ,,: . 

ilícitamente. 

Asimismo, en su momento se precisó, que en realidad la 

segunda parte det precepto impugnado, se refiere a las reglas 

procesales, específicamente relacionadas con tos medios de 

prueba para esta clase de delito cometído por servidores públicos, 
' . 

:.~ 

con la finalidad de desvanecer la imputación correspondiente. Es 

decir, la remisión que el precepto impugnado realiza a la Ley 

Federal de Responsabit:idades de los Servidores Públicos, para ..• 

que el servidor . público acredite el \egíümo aumento d .,su 

patrimonio o la legítima procedencia de los bienes, no ye 

un complemento del tipo penal, sino debe entender~ . . ... ,,. . un 

derecho de defensa, para que el sujeto pueda de~ la 
. . -, . ) 

imputación que se le hace. e;~raE~A· · , · ···oa 
i "-· M 
1 

Por lo tanto, el precepto cuestionado no infringe la garantía 

de legalidad contenida en el artículo 14 de la Constitución 

Federal, al establecer el precepto cúé~tlónado de manera clara y tf 
precisa cuál es la conducta a sancionar, _que para el caso fa 

constituye el enriquecimiento ilícito, conducta que indudablemente 

es la que conforma el núcleo esencial del delito, y no así, como lo 

pretende el quejoso recurrente. la no justificación del incremento 

patrimoniat 

Además, como también se ha precisado, la circunstancia de que 

la Secretaría de Contralorra y Desarrollo Administrativo pueda emitir la C: 
declaratoria de que et seividor público no acreditó la procedencia -

lícita del incremento sustancial de su patrimonio, conforme lo 
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Ministerio Público, al tener conocimiento de los hechos, no pueda 

llevar a cabo las dirigencias de averiguación previa sin fa emísión 

de dicha declaratoria, ya que conforme a los artículos 21 y 102 

constituc!ionales a éste le han sido conferidas dichas facultades; 

por lo que en realidad el pronunciamiento de la autoridad 

administrativa es una cuestión totalmente difere~ a la 

configuración del delito e n depende de la degaratoria en sí 

misma consrderada, sino el ace o probatorio que~ ejercicio de 

~S:Jr último, por lo que hace al atea~ 
'{#.'. 1 

L · ederal de Responsabilidad s 

lativo a que en la 

'dores Púbficos no 

a..:..o&'t\1~ forma clara el procan..i· ~nto para que 1~! servidor 
11..~i'JI,: \ 
p~ll@~dite el legítimo men de su p~trimonío, resulta 

inatend;ble, toda vez ue d que ob~n en autos se 

desprende que se llevó ~bo un proc imiento '3n el que se le 

requirió al ahora que¡~ re rente para que\acreditara lo 

legítímo de su enr~e:imiento, ~ es, fue requeri\10 para tales 

efectos, por lo qu~te tal circuns ncia, si se pr~vé o no el 

proced imiento~ mérito no le causa ectación a su interés 

juddico, ya que cuando fue emplazado tu o la oportunidad de 

ejercer su derecho de defensa en los términos que estimara 

conducente. 

DÉCIMO TERCERO.- Por último, en relación con los 

argumentos marcados con los números dos, tres y cuatro, del 

escrito de agravios, en los que el quejoso recurrente aduce que el 
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Tribunal a quo incurrió en diversos vicios al estudiar los conceptos 

de violación, relativos a la impugnación del acto concreto de 

aplicación; es decir, la resolución de fecha treinta de octubre de 

mil novecientos noventa y seis, emitida en el toca de apelación 

número 182/96-1, en la que se confirmó el auto de formal prisión 

que dictó el Juez Primero de Distrito en Materia de Procesos 

Penales Federales en el Estado de México, en la causa penal 

38/96, seguida en su contra, por el delito de enriquecimiento 

ilícito; debe reservarse jurisdicción para su conocimiento al 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito en turno, ... 

ya que tales r~élamaciones se apoyan fundamentalme 

contenidas en los 

constitucionales. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO.- En la materia de la revisión competencia de 

esta Suprema Corte de Justicia de la · Nación, se confirma ia ~· 
sentencia recurrida. 

SEGUNDO.- La Justicia de la Unión no ar:npara ni protege a 

, en contra de los actos del 

Congreso de la Unión, Presidente de la República y Secretario de 
,. 

Gobernación, consistentes en la - discusión, aprobación, 

expedición, promulgación, refrendo y publicación del Código 

Penai Federal, especfficamente por lo que respecta a su artículo .-e.o_, ~ .... . 
224. 
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Materia Penal en turno, del Primer c¡rcuito, para ros efectos 

precisados en el úlümo considerando de esta resolución. 

Notifíquese; con testímonio de la presente resolución 

remítanse los autos al Tribunal Colegiado en Materi~~nal en 

tumo, del Primer Circuito en su oportunidad, arc~ese el 

expediente. ~ 

Pimentel. Los señores mir"'.''"'"""-.-' 

~de Ju:stlcia de la 

1 s señores ministros: 

stro, Díaz Romero, 

ayagoifü:1, Román 

Pelayo formularon salveda r . onsideraciones 

.·~ relativas a que el proc~nto 

' 

la Secretaría de la Contraloría y D rrollo Administrativo en el 

que se emita decla~a de que el serv 

procedencia 1 í~_!. del incremento sustancia e su patrimonio, no 

es un requis~ previo al ejercicio de la acción penal y 

manifestaron que al respecto elaborarán voto concurrente. 

Firman el Ministro Presidente y el Ministro Pone~nte con el 

··• Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe. 
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PRESIDENTE 

. MINISTRO GENARO DAVID ÓlORA PIMENTEL 

MINISTRO SERGIO 

ESrA HOJA CORRESPONDE AL AMPARO EN REVISIÓN 12!1312 • PROMOVIDO POR···· 
. FALLADO EL QUINCE DE AGOSTO DEL MIO DO MIL DOS, EN El SENTIDO SIGUIENTE: a.L-

PRIMERO.- EN LA MATERIA DE LA REVISlÓ~ COMPETENC E ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA ~ 
DE LA NACIÓN, SE CONFIRMA LAS N'TENClA RECURRI . SEGUNDO.- LA JUSTICIA DE LA UNIÓN 
NO AMPARA NI PROTEGE A , EN CONTRA DE LOS ACTOS DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN, PRESIDENTE DE LA - BUCA Y SECRETARIO DE GOBERNACIÓN , 
CONSISTENTES EN LA DISCUSIÓN, APROBACJON, EXPEDICIÓN, PROMULGACIÓN, REFRENDO Y 
PUB!..ICAClóN DEJ. CÓOIGO PENAL FEDERAL. ESPECIFICAMENT - POR LO QUE RESPECTA A SU 
ARTICULO 224. TERCERO.- SE RESERVA JURISDICClóN AL T NAL COLEGIADO EN MATERIA 
PENAL EN TURNO, DEL PRIMER CIRCUITO, P:f. LOS EFE; O PRECISADOS EN Et. ÚLTip,t() 
CONSIDERANDO DE ESTA RESOLUCIÓfl.1. CONSZ 
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QUE FORMULAN LOS MINrSTRO~o: (' i:· 11 8 ~ u d .J . 
SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO Y JOSÉ DE 

GUDIÑO PELA YO, CON LA SENTENCIA 

PRONUNCIADA EN EL AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000, EN 

RELACIÓN CON LA DECLARATORIA A QUE SE REFIERE EL 

ARTÍCULO 90 DE LA LEY FEDERAL DE 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

~ 
o ~undo de la 

-_ ntencia, la mayoría de los la 

.l\nstancia de que la Secret ' · 

' "' rnl'nistrativo pueda emitir la d 

. público no acreditó la procedencia 1 
lTS ;Pldi 
~~trimonio" en términos d 1 pu to en . I artículo 90 de 

,a''t.ey.Federal de Responsabi · a s los Servi~pres Públicos, 

no implica que el Ministerio ner conocimiento de la 

probable comisión del d~ por nte diversa, no pueda llevar a 

cabo las diligencías de ~verigua 'ón previa sin la emislón de 

esa de. claratoria p~~rte de la auton d admi~istrativa, ya :ue 

constitucionalmenteY este representan, social le han sido 

conferidas die~ facultades, las cuales se rigen por el principio 

de oficiosidad. 

Asimismo, él criterio mayoritario sostiene que la declaratoria 

que emita la Secretaría aludida es una cuestión totalmente 

diferente a la configuración del deli to de enriquecimiento ilícito, 

previsto y sancionado en el artículo 224 del Códígo Penal Federal 

que no depende necesaríamente de la declaratoria en sí misma 
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. '··"7 ' .. 
considerada, sino del acervo probatorio que en ejercicio d~ · ~us ·, 

funciones recabe el Ministerio Público y con el cual habrán de 

advertirse todos los elementos integradores del delito. Se 

concluye, por consiguiente, que la presencia de la declaratoria de 

mérito viene a constituir simplemente un elemento más de prueba 

que puede tener en cuenta el representante social para efectos de 

la integración de la averiguación previa correspondiente y, en su 

caso, para ejercer la acción penal, sin que constituya requisito de 

procedibilidad para esos efectos. 

Si bien compartimos la conclusión fundamental y sufici~f"!~e 

para declarar tnfundado el agravio respectivo, en ef ··se , .. ~qe 

que no '.orma parte d~I tipo penal la declaratoria quej ia 

Secretaria de Contraloria y Desarrollo Adm1mstrat1vo, en~I~ ... ~ 
. ' ~ 

establece que el servidor público no justificó la proceda; ·.- .. · . . ~ta 
del incremento sustancial de su patrimonio, diferi · · .. ,.. ~f~ 

·•• 1 151 ""w 
postura mayoritaria porque estimamos que esa resolución que 

culmina con el procedimiento administrativa de investigación del 

servidor público, representa, en estricto rigor, un requisito previo o 

de procedibilidad para afectos de que el Ministerio Público pueda 
-. . ~ 

iniciar la averiguación previa correspondiente y, en su caso, 

ejercer la acción penal por el delito de enriquecimiento ilícito, 

conforme a los siguientes razonamientos. 

Para comprender los alcances . _y . _la naturafeza de la 

declaratoña en cuestión, resulta necesario acudir a las reformas 

constitucional y legales relativas, que en su conjunto dieron origen ...-.. 

a la instrumentación jurídico-administrativa del delito de 

enriquecimiento ilícito. 
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diciembre de mil novecientos ochenta y dos, para mformar el 

Titulo Cuarto de la Constitución Federal, que comprenden los 

artículos 108 al 1141 entre , s cuestiones, se sostuvo: 

u ••• Las leyes vigentes 

por la realidad y ya no ofrec 

"111 prevenir y sancionar la 

·~ conciencia nacional exige 

t\:;·.renovación moral de la 

Esta iníciat~ de re rmas 

el 

que 

que 

nuestra Constítu'Ciiiii Politic ~.......-..-~..,..~ ... '-"""'-"------""-"'~ 

las. l:~QS ~~O. S 

som fiéndol~ Congreso de la Unión, es el 

primer ~ para que la renovación moral se haga 

gobierno y la sociedad pueda apoyarse en él a fin 

de que la corrupción no derrote sus derechos . 

••• Se propone configurar constitucionalmente 

el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos 

como base de sanción para acabar con cualquier 

duda que pudiese existir sobre el Imperativo de 

3 
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. ' ' 

sancionarlo. El régimen actual ofrece bases 

endebles para pretender combatirla con efe1ctlvidad 

por lagunas que permiten enriquecer el patrimonio 

con cargo al servicio público, sin la obligación de 

comprobar los medíos lícitos de dicho 

enriquecünlento. La experiencia muestra que esta 

debilidad del régimen jurídico derrota la voluntad 

política cuando se busca sancionar las conductas 

corruptas y reintegrar aJ pueblo Jos bienes que se 

... . . 

. . 

• 

sustraen del patrimonio nacional. Sancionar el -. 

enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, 
.• 

cualquiera que sea su fuente, es 

ineludible del pueblo ... " 

De la exposición de motivos transcrita se adii' ·~t'MEt,la 
Cir . 

intención de configurar constitucionalmente el "enriqu · ·•to 
l -

ilíciton de los servidores públicos·, ·porque el régimen anterior tenia 

bases endebles para combatirlo 1 debido a las lagunas que ~ 

adolecía, que permitían enriquecer {;ll: patrimonio con cargo al_.. 

servicio público, sin la obligación de comprobar ios medios lícitos 

del propio enriquecimiento; razón por la cual la iniciativa de 

reforma constitucional se acompañó, a su vez, de las diversas 

iniciativas de Decretos de la Ley Federal de Responsabllidades 

de tos Servidores Públicos, y de Reformas al Código Penal para 

el Distrito Federal en materia de Fuero Común y para toda la 

República en materia de Fuero Federal, que fueron emitidas en la 

misma fecha que la iniciativa de r1eforma constituciona~ . es decir, -:~ 

el tres de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, que en lo 

que interesa señalan: 

4 
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RESPONSABILIDADES DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS 

'' .•• REGISTRO DE SITUACIÓN PA TR/MON/Al. 

Por otra parte, la iniciativa responde al propós.rto de 

completar y moderniza la manifestación de bienes 

de los servidores p llcos ue rige la ley en ,., 

para que se asegure . idad y efJ~id1 .. Así, 

se evita el desvfo de impone todo '?e1vidor 

trirnonia/ 

anualmente para 

pueda, durante e~argo, 

pertinentes. ~ 
El regisJeg ~e declaracione será lleva~•., por 

la Secretarí~e la Contraloria eneral efe la 

Federaci~r 
11 

CÓDIGO PENAL FEDERAL 

~' ... TIPOS PENALES NUEVOS. La lnlc rativa 

propone tipificar conductas _que ostensiblemente 

sustancian la corrupción púb~lica, pero que hasta 

hoy han sido soslayadas por la legislación penal 

5 
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,• 

vigente. Establece seis delitos nuevos en que .. 

puede incurrir ta conducta de los servidores 

públicos: el de "Uso indebido de atribuciones y 

facultades", el de "Intimidación", el de "Ejercicio 

abusivo de funcionesn, el de "Tráfico de 

influencias'\ el de 11 Deslealtad", e l de 

"Enriquecimiento il icito". 

La tipificación que propone esta iniciativa, asI 
como el catálogo de obligaciones p1ropuesto en la 

•, 

. .. , . . 

f .. 

iniciativa de uley Federal de Responsabilidades de M 

los Seryidore& . eubUcos", ·que por separado se 

envió al H. Congreso de la Unión, toman en 

consideración las· conductas contenidas en · ~·;·'. . 

Iniciativa de reforma y adiciones al Código Pen'r ~~ · 
El delito de "Enriquecimiento ilíc1to'' sandi '~ . -

la adquisición dé bienes cuyo valor e;~A ... ~e 
notoriamente el monto de los ingresos d - .:.¡ 
servidores púbUcos y cuya procedencia JegíHma ng 

d . ffi lt pue eJULI, 1car .... 

De las partes conducentes de las anterior~s ·exposiciones de 

motivos. se advierte la intención de instrumentar la reforma 

constitucional a través de la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos y del Código Penal Federal. El prímero., 

en cuanto que propone modernizar los sistemas de registro 

patrimonial de los servidores públicos, con la obligación de éstos .f!!' 

de presentar la declaración anual de su patrimonio, para que la 

6 
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00 d ~51 

Así, el paquete de reformas constitucional y legales que dio 

lugar al enriquecimiento il icito de los servidores públicos, no debe 

de estudiarse de manera aislada, sino en su conjunto, ya que su 

finalidad fue la de nstru tar la regulación jurídico

administrativa de ese deh , que co prendió, fundam~lmente 
a los artículos 22 y 109 de Ja onstitu ión ede~. 85, 86, 87 

y 90 de la Ley Federal de Responsabi 'dad s de tos Servidores 

Públicos, 32- bis de la Ley Orgánic 1 A i istración Pública 

Federal, y 224 del Código Pen 

-ilie~'.es: ., . . '. . 

}¡t~amio Oficial de ra Fede ci bre de 1982) 
' i¡A~· 

·~--·· . "ARTICULO 22. ~ No e 

confíscacíón de ~s la a · ación total o parcial 

de los bie~ D de una pe na hecha ptJr Ja 

autoridad j;;&/c/al, para el pago dE• Ja 

respons"'!Jjdad civil resultante de la comlsi()n de 

un delito, o para el pago de impuesto o multa~. nLJll. 

d.eCJJ.miso de Jos bjenes en caso de enriquecim•iento 

ilícito en Jos términos del artículo 109 ... 11
• 

El artículo 22 fue reformado (Diario Oficial de la 

Federación de 3 de julio de 1996), en los siguientes 

términos: 

7 
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. .. ~, 

"Artículo 22 .... 

No se considerará confiscación de bienes la 

aplicación total o parciat de los bienes de una 

persona hecha por la autoridad judicial, para el 

pago de la iresponsabilidad civil resu,tante de la 

comisión de un delito, o para el pago de impuestos 

o multas. Tampoco se considerará confiscación el 

decom~so que ord~ne la autoridad judlclat, de los 

brenes, en caso de enrjguecjmjeoto Ilícito, en los ... 

términos def artículo 109; ni el decomiso de los 

bienes propiedad del sentenciado por delitos de los 

previstos como de delincuencia organizada, <Ye1 · 
( 

aquellos respectos de los cuales éste se cond 

como duet\o, si no acredita la legítima procedé 

de dichos bfenes ... 't ' -~ ·. . 

eE.M/\ l 
ClA.OE h. 

~ ial~~ 

~'ARTÍCULO 109.- El Congreso de la Unión y 

las Le,gislaturas de 

ámbitos de sus 

expedirán las 1JWes 

los Estados, dentro de los 

respectivas competencias, 
ele responsabiUdades de tos 

~ervidores públicos .v las clemás normas 

conducentes a sáncionar a quienes, teniendo este 

carácter, Incurran en responsabilidad~ de 

conformidad con las siguientes prevenciones: 
t.- Se impondrán, mediante juicio politico, las /ilt 

·/ 

sanciones indicadas en el artículo 110 a los 

servidores públicos señalados en el mismo 

8 
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tl \ 000552 

'~~~#~recepto, cuando en el ejercicio de sus funciones 

Incurran en actos u omisiones que redundc~n en 

perjuicio de los intereses públicos fundament~iles o 

de su buen despacho. 

.... 

No procede el juicio político por la mera expresión 

de ideas. 

11.- La comisión de delitos por parte de cualquí.§l 

111.- Se los 

lealtad, 

se ~os v~ces 

e Va misma 
l 
! 

Las leyes Rf!f!..terminarán I casos y las 

circunstanci~en los que se eba sancionar 

penalm~ por causa de enríqueci iento ilícito a 

los servidores públicos que durante el tiempo de su 

encargo, o por motivos del mísmoJ por sí o por 

ínterpósita persona, aumenten substancialmente su 

patrimonio, adquieran bíenes o se conduzcan como 

· - dueflos sobre ellos, cu..va procedencia lícita no 

pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán 

con el decomiso y con la privación de la propíedad 

9 
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. ·: : . . . ' . ~ 
·,,,·.~ . 

de díchos bienes, además de las otras penas que· 

co"espondan. 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta 

responsabllldad y mediante la presentación de 

elementos de prueba, podrá formular denuncia ante 

la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 

respecto de las conductas a las que se refiere el 

presente articulo". 

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD 

DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

{Diario Oficial de la Federactón de 31 de dlctembre de 1~ _ 
~ •' . ( · .. 4 

11ARTICULO 84. Cuando Jos signos exterícji '.i::~ _ 
de riqueza sean ostensibles y notoriam~n~. ··~. 

1 ~ ·.. ". • 

superiores a los ingresos lícitos que pudiera a-: M _A ... 
~CIA. D, 

un servidor público, la Secretaría podtá ord '· ·· .. · ~ -~1 

fundando y motivando su ac_uerdo, la práctica de 

visitas dé inspección y auditorías. Cuando estos 

actos requietan orden de autoridad judicial, la 

Secretarla hará ante ésta la sol/cltud 

correspondiente. 
.. 
"""' .... ·, 

Previamente a la inspeccfón o al inicio de la 

auditoría, se dará cuenta ál sertiidor púbfíco de los 

hechos que motivan estas actuaciones y se le 

presentará las actas en que aquéllos consten, para .... 

que exponga lo que en derecho le convenga". 

10 
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uART/CULO 85.- El servidor público a quíen se 

practique vis.Ita de invesügación o auditoría podrá 

interponer inconformidad ante la Secretaría contra 

Jos hechos contenidos en las actas., mediante 

escrito que deberá presentar dentro de los cinco 

días siguientes a la conclusión de aquéllas, en la 

que se expresará los motivos de inconformidad y 

ofrecerá las pruebas que considere nece~o 
acompañar o rendir eñtt:. de los tr~ días 

siguientes a la presen · n de rec rso . 

su caso, posea el~ume 

''ARTIC1!f{} 86. Serán 

términos que disponga el 

servido~ públicos que 

enrlquecimie.nto ilícito.,, 

en los 

los 

en 

"ARTÍCULO 87. Para los efectos de est21 ley y 

del Código Penal. se computarán entre los bienes 

que adquieran 'ºs servidores púbUcos o con 

respecto de los cua[es se conduzcan como dueños, 

los que rec•ban o de los que dispongan su cónyuge 

-- - · - ":l. 

' ~n>H • t.. "' : 

ll 
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y sus dependientes económicos directos, saJvo que . . 

se acredite que éstos los obtuvieron por sí mismos 

y por motivos ajenos al servicio público". '· 

"ARTÍCULO 90. La Secretaria de la Contra/orla 

General de· la Federación (.ahora Secretaría de 

Contraloría y Desarrollo Administrativo, Diario Oficial de 

la Federación de 12 de enero de 1998) hará al 

Ministe_~lo Público, en su caso, declaratoria de que 

el fu11cíonario sujeto· a Ja investigación respectiva, ,... ' _ .. . 
en los térl(linos de la presente ley, no Justificó la 

procedencia líe/ta del incremento sustancial de 
, 

patrimonio_ de los.bienes adquiridos o de aquéfi 

sobre los que conduzca como dueño, duran!e 
·)' 

tiempo de su encargo· ó por motivos del mlsm(i". 

erM> ~pf. 

L S!j ti;.t.L 

LEY ORGÁNfCA DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDÉRAL 

(Diario Oficiaf de la Federación de 29 de d~ciembre de 1982) 

"Articulo 32 bis. ·A la Secretaría de Ja Contraroría 

General de la f!l(leracjón corresponde el despacho 

de los siguientes asuntos: ... 

XV. Reciblr y registrar las declaraciones 

_,J 

·(~' 

patrimonrales que deben presentar los servidores ~ 

da la Admin;stración Pública Federal y verificar y: 

12 
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XVII. Conocer e inve.sttgar tos ac:tos, 

omisiones o conductas de los servidores púbHcos 

para constatuir responsabilidades administrativas, 

aplicar las sanciones que correspondan e'!:~s 

térmfnos que las leyes senaren, y en su caso.JI~ 
Lü~!Ul-'~~~~~mn~mD~arur.e_i~IW1.J· - ~tena 

"ARTiCULO 224.-~anci 

de su empleo, c~o o co 
1 
I servicio 

público, hay~currldo en enri ecimiento ilícito. 

Existe enriqu~míento ilícito cua do el servidor 

público ~udlere acreditar el legitimo aumento de 

su patrimonio, o la legitima procedencia de los 

bienes a su nombre o de aquellos respecto de los 

cuales se conduzca como dueilo, en los términos 

de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos. 

Incurre en responsabilidad penal, asimismo, quien 

haga figurar como suyos bienes que el servidor 

13 
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público adquiera o haya adquirido en · . ._· 

contravención dé lo dispuesto en la misma Ley, a 

sabiendas de esta circunstancia. 

Al que cometa el delito de enriquecimiei1tQ ilícito se 
. . . . 

le Impondrán las siguientes sanciones: 

Decomiso en beneficio del Estado de aquellos 

bienes cuya procedencia no se logre acreditar de 

acuerdo con la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos. 

.·f. 

Cuando el monto CJ que ascienda el enriquecimiento ~• 

ilícito no exceda del equivalente de cinco mil veces 

el salario mfnl'!"o diarío vigente en el D~stri ~,,,j 

Federal, se impondrán ·de tres meses a dos anosj · · ~¡ 

prisión, multa de tre!nta a trescie_ntas vec~I · "" .:~~ 
salario mínimo diario vigente en el Distrito Fetle~ I . -· er al momento de cometerse el delito y de$tltuc . . . r 

. ~ · 

inhabilitación de tres meses a dos años . para - . 

desempeñar ·otro empleo, .· cargo o comisión 

públicos. 

Cuantió el monto a liue ascienda el ~nriquecimiento 

ilícito exceda del equivalente de cinco mil veces el 

salario mfnimo diario vigente en el Distr_ito l=ederal, 

se impondrán de dos años a catorce años de 

prísí6n, multa de trescienla~ _!J:,.quihléntas veces el 

salarlo mlnlmo diario vigente en el Distrito Federal 

al momento de cometerse el delito y destitución e 

Inhabilitación de dos años a catorce años para ~ 

desem/)fJñar o·tro empleo, ca;go o comisión 

públicos. 11 
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los antertores preceptos, que tuvieron su ori1~en en el 

mismo paquete de reformas a la Constitución Federal, se advierte 

que: 

1.- Se configuró constitucíonatmente el clelito de 

enriquecimiento ilícito, para aquellos servidores públicos que 

duranté el tiémpo dé su éri o, o por motivos del mi~~ por sí 

o por interpósita pers na, a enten sustancialmente su 

patrimonio, adquieran biene · · zcan com~eños sobre 

ellos, · r. Asimismo, se 

··.e,es del servidor público en 

J. 
. 2~ediante la reforma al C . . Penal F;deral, se tipificó 

1r~e enriquecimi~ i~cit , co iendo lob elementos del 

~ establecidos en el a~\9 co 

remite a la Ley Federal de Re o sabilid es de los Servidores 

-¡, Púb:licos para efectos ~ue e justi.fique el 

legítimo aumento d~ patrimonio. 

3.- En ~Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores PÚiifcos se estableció un procedimiento de 

investigación al servido_r público, cuando los signos ext0eriores de 

riqueza sean ostensibles y notoriamente superiores a lo:s ingresos 

lfcitos que pudiera tener, culminando dicho procedimiento, en su 

caso, con una decraratoria que la Secretaria de la Gontraloría 

~ General de la Federación (ahora Secretaría de Contraloría y 

Desarrollo Administrativo) realíza al Ministerio Público, en la que 
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. ~-' . . . . . . . . .. 

se establezca· que el servidor público sujeto a investigación, n9. 

justificó la procedencia lícita del incremento sustancial de su 

patrimonio, de los bienes adquiridos o de aquellos sobre los que 

se conduzca como dueño, durante el tiempo de su encargo o por 

motivos del mismo. 

4.- Con la creación de la entonces denominada Secretaría 

de la Contraloría General de la Federación, se reformó la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal, teniendo, entre 

sus funciones, las de verificar y practicar las investigaciones que .-
-

fueran pertinentes," relacionadas con el registro patrimonial d~, I 

servidores públicos, así como, en su caso, r 1 

· · t ri P ' lí 

efecto la colaboradón que le fuere reQuerida. 
1 . F Como puede apreciarse, la r~forma al artículo 10~ - ~~¡~~n 

111, párrafo tercero, constitucional, que incorporó el 

enriquecimientb ilícito de los servidores públicos, se acompañó 

con las respectivas reformas a las leyes secundarías, por lo que '("~;-

necesariamente estos ordenamientos ordinarios se encuentran 

vinculadas entre sí. 

Lo anterior se advierte con mayor claridad, si se tiene en 

cuenta que el propio artículo 109, primer párra!o_.. 9e la Carta 

Magna, da la pauta para ello, al señal~~ .que'"EI Congreso de la 

Unión y las Legislaturas de· los Estados, dentro de ros 

ámbitos de sus respectivas competencias, expedirán las 

leyes de responsabtudades de los servidores públicos y las ~
demás normas conducentes a sancionar ... " , de donde deriva 
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Públicos, para que el servidor púb\ico justifique la licitud de su 

actuar1 procede directamente del mandato constitucional, máxime 

si se tiene en cuenta que la última ley citada es reglamEmtaria del 

Título Cuarto de la Constitución Federal, denominado "De la 

Responsabilidad de los Servidores Püblicos10

1 como se advierte de 

Ja parte conducente de su exposición de motivos, que s~~a: 

~ '' ... Por ello he som~·---

'j., 

--=- · inicíativa de reformas 

~co1stitucionat. Proponen 

d .lresponsabilidad de los se,'n)l,r1m~ 
eJ1 · actualizarlas de acuerdo co 

OtY.R 'r ~~lo dínámico gµe--se _ffa:::.~d» 
. ~rl'l f1. •. 

p t•· ~órdenes desd , 191 p 

de responsabilidades 

prapuf/Ata yrmas e™; · 

que los se~s públicos 

Cuarto 

de 

blicos para 

das de un 

I régimen 

fin de 

honrade~/eaftad, imparcialidad, economía y 

eficacia. Define las obligaciones polftícas y 

administraUvas de los servidores públicos, /as 

responsabilidades en que incurren por su 

incumplimiento, los medios para identificarle• y las 

, sanciones y procedimientos para prevenirlo y 
~ 

corregirf o. 

~ _ _ ... _ 

17 

......... _ ... .. _ 



AMPARO EN REVISIÓN 1293/2000. 

1 
.' 1 

·' 
La legislación vigente establece un juicio de 

carácter político para quienes tienen 

responsabilidad por el despacho de Intereses 

públicos fundamentales. Pero hay una laguna· 

legislativa respecto a las obligaciones que debe 

seguir todo servidor público frente a la sociedad y 

el Estado, así comQ respecto a las 

responsabilidades por su incumplimiento y las 

sanciones y los procedimientos a~mlnistratívos 

.. ... 
'.-· ? 

para aplicarlas. ,. 
' .. 

Consti tuclótj Polltka~ 

c;vu y ti.e Ley F,fd.ecal . 
. . -~·,i.'..; 

ServkJDres. Públicos,_.establecen las nuevas ba~ J · · . ¡;~ jurldlca~. :ara pr~ven1r y ·.c.~stigar la co"upc1 . _ . · . ~~~~ . 
el serv1c10 públ1co, que· desnaturaliza la tt.l fri. 

encomendada, así como garantizár su buena 

prestación. La congruencia prevista entre estas 

in.lciativas permitirá a esa Representación Nacional 

disponer de elementos más amplios, a considerar 

el nuevo sistema de responsabilida.aes de Jos 

servidores públicos que se propone. 

Ese sístema se compone de cuatro modalidades de 

la responsabilidad: J.a.,penal y la civil, sujetas a /a.s 

leyes relativas, y la polftJca y '!'~ffiihistratiVa, que ae 

regu/arfan ¡Jor esta lnlcigüv.a de ./By. reglamentaria 

tleJ Titulo CUarlo Constitucional. 

18 
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En este sentido, al estar directamente vinculadas entre sí las 

reformas det Código Penal y de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, no se comparte el 

criterio sostenido por la mayoría de los Ministros, en el sentido de 

que el Ministerio Público puede iniciar la averiguación previa 

correspondiente al delito de enriquecimiento ilícit~n que 

previamente se hubiese se ido 1 procedimiento adm~trativo, 
ya que tal interpretación con análtsis ai~ del artículo 

224 de la legislación penalt siendo es precisamente este 

precepto el que de manera directa remite a 1 ~rida Ley Federal 

e.~sponsabilidades de los Servidores P . bli s, para efectos de 

'"· . . et.~ servidor público se encuentre 

f>rocedencia lícita del aumento st su patrimonio, lo 

ual se_.traduce en el respeto su 
~'D'B 
~ 'tl1A.(.'J~· .. 

~~Ah' b. d 1 'I' . · ora ten. e ana 1s1s 

constítucional, y 224 de~gislació s cundaria, se advierte que 

resultan coincidentes al stablecer osibil i fid de que el 

servidor público ~ justificar la proc encia lícita de su 

aumento patrimonial. o de los bienes a su no breo de aquellos 

respecto de lo~ales se conduzca como dueño; lo cual conduce 

a estimar que necesariamente se le debe otorgar la posibilidad 

real de defensa, en el que tenga conocimiento de la imputación 

que recae en su contra y pueda ofrecer las pruebas que estén a 

su alcance para tales efectos. En este sentido, los preceptos 

._;, relativos de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicost instrumentan la manera en que el servidor 

público puede gozar de su garantía de audiencia, para 
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desvanecer los indicios que existen del enriquecimiento i lícito,· ~ 

través del procedimiento establecido en los artículos 84, 85, 86, 

87 y 90 de la referida ley. 

Sobre el particular, cobran especial relevancia los artículos 

84 y 85 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, en cuanto establecen que previamente a la 

Investigación que se realice del servidor público por los signos 

exteriores de riqueza, se le dará cuenta, debiendo Ja autoridad 

fundar y motivar su actuación , y notificarle al investigado los A 
hechos que motivan estas actuaciones, debiéndole presentar_ 1 

actas en que aquéllos consten, para que exponga lo q · ~' 

derecho convenga. Asimismo, el servidor público a q~ ~ 
practique la investigación, "podrá interponer i ncontf~ · ., 

ante la Secretaría cóntra los hechos contenidos en 1~, 

mediante escrito que deberá presentar dentro de 1JliiiW::i, 

días siguientes a la conclusión de aquéUas, en la que se 

expresará los motivos de inconformidad )' ofrecerá las . 

b Id' . . . . . - di ... t --t prue as que cons ere necesano a.tomganar o ren r ven ro 

de 1os treinta días slgulentes a la presentación del recurso". 

Una vez que se ha seguido el procedimiento en cuestión, en 

el que al servidor público se le respete su garantfa de audiencia, y 

en caso de que éste no justifique la procedencia lícita del 

aumento sustancial de su patrimoni9, la-.Sécrétaría podrá emitir 

declaratoria en ,ese sentido al Ministerio Público. 

Esta resolución que concluye con el procedimiento 

administrativo de investigación del servidor público, constituye, a 
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t00~~1ro criterio, un verdadero requisito de procedibllidad para la 

actuación del Ministerio Público. De no entenderlo así, no se 

colmaría su garantía de audiencia, para que, en términos del 

mandato constitucional y de la legislación penal, pueda 

materialmente justificar la procedencia del aumento sustancial de 

su patrimonio. 

En la sentencia se sostiene que el Ministerio Púb~ puede 

iniciar las diligencias de 1 uac1 prevía s~a emisión de 

~1 esa declaratoria, ya que constituci nalmen e a este ~presentante 
E' le han sido conferidas dichas cultad ~ cuales se rigen 

'ij' principio de oficiosidad. \ 

W, De aceptarse el criterio anter\or 

~i~~t~:J Ministerio Público puede,--..:, l'Chl.h 

~~i~Wad. iniciar en cua u· r 

siendo que en nuestro sistem 

principio. 

En efecto, si 2flP~de conformida n los artículos 21 y '02, 

apartado A, de la ~stitución Política ~os Estados Unidos 

Mexicanos, ~ponde al Ministerio PúbH fa investigación y 

persecución de los delitos, lo cierto es que existen dos 

excepciones por las que no puede iniciar de oficio la averiguación 

previa: 

a) Cuando se trate de deHtos en los que solamente se puede 

proceder por querella necesaria, si ésta no se ha 

formulado; y 
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b) Cuando la ley exija atgún requisito previo, sí éste no se ha 

cumplido. 

Asr se establece en e~ artículo 113 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, que textualmente dice: 

''Artículo 113.- El Ministerio Público y sus 

auxiliar~. de acuerdo con las órdenes que reciban 

de aquéllos1 están obligados a proceder de oficio a (~ 

la investigación de los delitos de que tenga ~-:· 

noticia. .w1~~11JJ~~r.J....JH..!:.~LlliU~~LllU!iJ[fil \ 

de oficia..ea los ~asas siguientes: ¡ . ·~ '"' 
~ ';.1 

l. 

'!-! · l'· . ~-- . 
- ~ J MA 

Cuando se ·trate de delito$ en lo~-·ª!? 
1 

solamente se pueda proceder\ .. ~ 
querella necesaria, si é$t8 no se ha 

presentado; 

fl. Cuando la ley exija algún requisito 

previo, si éste no se ha llenado. 

" 

Si el que inicia una investigaeíón no tiene a su 

cargo la función de proseguirla, ~ará inmediata 

cuenta al que corresponda legalmente prac.ticarla. 

Cuando para la persecución de un delito se 

requiera querella u otro acto eaui~aJentA.. a titul!J Iie 
QtJH;.ed.ibíUd.atL el Ministerio Público Federal 
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si la autoridad formula querella o satisface 

requisito de procedibilidad equivalente. " 

Del dispositivo anterior deriva que por regla general el 

Ministerio Público tiene la ligación de iniciar, de .oficio, las 

diligencias de la averiguac· · n pre ia cuando tenga co~miento 
de la notitia criminis, qu puede r realizada ~ravés de la 

denuncia. Sin embargo, no podrá h car cuando se trate de 

· ; o bien1 cuando 

. y,,establezca un requisito de pro 

· 91uso. de iniciarse la averig 
~ · . 
,.~~s supuestos de excepció.,...,,, .... t:X71 

Ir ~tiriar· las gestiones pertine la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General 
1 
ara e:fectos de 

conocer si la autorida~mular querella o se procederá a 

cumplimentar el requis~e proce · íl idad respectivo. De no 

cumplirse con eso~'}Jremos, deberá cluirse la averiguación 

correspond1ente y, ~ su caso, suspende e el procedimiento 

judicial; como ~esprende del artículo 468, fracción 11, del propio 

Código Federal de Procedimientos Penales, al disponer: 

1'ARTICULO 468.· Iniciado el procedimiento 

judicíal, no podrá suspenderse sino en los casos 

siguientes: ... 
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\, ·. ,«:.* 
11. Cuando se advierte que se está en algunó' : , ·

de los casos seftalados en las fracciones I y 11 del 

articulo 113; ... " 

Para los efectos que aquí interesan, debe destacarse que 

los requisitos de procedibilidad, también denomjnados por algún 

sector de la doctrina como prejudiciales o condictio iuris, son 

aquerlas condiciones legales sin cuya concurrencia no puede 

iniciarse la averiguación previa y, en su caso, ejercer la acción 

penal contra el responsable de la conducta típica; o bien, si ya fue A. 
iníciada, no puede legalmente continuar. 

En vía de ejempl~, pueden señalarse distintos casp 
debe existir una declaratoria como requisito de proceq.ibil .......... _ ..,, 

. ! 

declaratoria de perjuicios, que debe emitir la autoridad 1 ~a 

tratándose de delitos fiscales; la decJaratoria de proced-~ 
la remoción de las inmunidades de los altos serv;dores públicos. 

en términos del Título Cuarto de la Constitución Federal; la 

declaratoria judicial, para proceder po·~ ·d.elitos reiacionados con la "~ 
quiebra o suspensión de pagos; etc. 

En el caso que nos ocupa1 el artículo 224: del Código Penal 

Federal expresamente remite a la Ley Federal de 

Responsabilidades de tos Servidores Públicos, al señalar que 

" ... Existe enriquecimiento ilícito cuando el servidor púbUco 

no pudiere acreditar eJ legítimo aumento de su patrimonio o 

la Jegítima procedencia de los bienes a su nombre o de -~· 

aquellos respecto de Jos cuales se conduzca como dueño, oo · 
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go.nsabUldades de los 

La manera en que et servidor público puede acreditar el 

legitimo aumento de su patrimonio, se encuentra prevista en la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

que establece la posibilidad material de que el servidor público 

pueda aportar las pruebas demuestren la licitud d~ haber 

patrimonial, d.ebido a la rantía ·e audlencia ~ la autoridad 

~ administrativa le otorga a tr · ·el eq rimiento ~pectivo . En 

L9trªs_ ~.alabras, si el artículo 224 de leg · ~n penal impone 

o ri,odalldad específica para la de nsa de\ servidor público, 
~ ·, 
., . é. ]ustificar la licitud de sus bíen esita forzosamente 

... r )requerido para tales efectos, sie do la a toridad competente 

~?la Secretaria de Contra\ ' Desa lto Admínistrativo, 

loll-~ del procedimiento ~e~ los a ículos 84 a 90 de 

la referida ley. ~\ ~ 

De ac~ptarse fa p~a mayo ria, la inst mentación que 
\ 

se realizó a la refo~~ con. stitucional e . la ley reglamentaria del 

Titulo Cuarto de la Gá«stitución Federal, e ecir, a la Ley Federal 

de Responsa~des de los Servidores úblícos, no tendría 

sentido alguno, al no poderse requerir ª' servidor público que 

acredite la hcítud de su patrimonio, lo que ocasionaría un 

quebranto a su garantía de audiencia. 

La Secretaría de Contraloría y Desa!l'oUo Administrativa. 

resulta compe1ente para requerir al seividor público para que 

acfedite el notorio aumento de su patrimonio, a través del 
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. ' 
procedimiento que para tal efecto se dispuso en la Ley Federa·! de" 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, y sólo en el caso 

de que no se justifique, proceda en términos del artículo 90 de la 

misma ley, haciendo del conocimiento del Ministerio Público esa 

situación. 

El Titular de la Secretaría mencionada es quien debe 

realrzar . la declaratoria de mérito. Sin embargo, a través del 

Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación de ocho 

de agosto 'de mil novecientos noventa y cinco, se delega ,.11 
indistintamente en _ el Subsecretario de Atención Ciudadan~~ 

Contraloría Social y en el Director General de Responsabili · 

y Situación Patrimonial la facultad para hacer la declarat ri 

se índica. El referido Acuerdo establece lo siguiente: 
·. 

"NORMA SAMANIEGO DE V. 

_; ¡El.!/ 
ClA 3 

Secretaria ,_ _ ~ f. 

Contraloría y De,sarroflo Administrativ.o, con 

fundamento en los artíc1Jlos 14,, 16 y 37, fracciones 
. •, 

XV y- XVII de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal; 84, 86, 87 y 9C de ta 4ey Federal de 
~ ' 

Responsabilidades de los Servidores Públicos; 1, 4, 

5, fracciones XI y XXV, 6 fracción JI, 21 fracciones IV 

y XIII del Reglamento Interior de esta Secretar/a; y 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 16 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal dispone que los 

títulares de las Secretarías de Estado y /j 
Departamentos Administrativos para la mejor 

organización del trabajo, podrán delegar en los 
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ley o del reglamento interior respectivo, deban ser 

ejercidas precisamente por d;chos títulares. 

Que a esta Dependencia lé corresponde. en su 

caso, hacer aL Ministerio Público la declaratoria 

correspondiente cuando el grvidor público sujeto 

a la investigación no jus.tiOqu~ 
ial n 

Públicos. 

Que con motivo de I la ley 

Orgánica de la Administrac ' n Federal~ 

':::tn-lícadas en el · Diario ofi ~ración de 

- !\' Ca 28 de diciemb" de 119 e modWcaron la 

~ denominación, as/ .e as a ucion'es de la 

entonces Secreta~de la C traloría Gen~al de la ... \ 
~· Federación. 

Que a ~~és del Reglame 

Secretaria ~ la Contraloría 

Interior de la 

Desarrollo 

Administf!!J!.vo, publicado en el Diario Oficial de la 

Federaclód' de fecha 12 de abril de 1995, se dio a 

conocer la estructura orgánica de Ja Dependencia y 

las atribuciones de las unidades administrativas de 

la misma. 

Que en el ejercicio de sus correspondientes 

atribuciones, a la Subsecretaría de Atención 

Ciudadana y Contraloría Soc;a/ y a la Dirección 

00 0~6 1 
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General de Responsabilidades y Situación . 

Patrimonial les compete conocer sobre la situación 

patrimonial de los servidores públicos, asl como 

practicar las Investigaciones y ordenar las 

auditorías procedentes f3n esa materia. 

Que para el debido ejercicio de las 

atribuciones de esta Secretaria es necesario contar 

con los orden.amientos administrativos que 

establezcan en forma precisa y actualizada las 

·ACUERDO : 
.-

ARTICULÓ PRIMERO.· Se 

indistintamente en el Subsecretario de Ate~M, 

Ciudadana y Contraloría ~ocia/ y en el DlriJ•Plll 

General de Responsabilidades y Situación 

Patrimonial de esta Secretaría, la facuttact de hacer 

al Ministerio Públ/c~ clectaratorla ele gu,e et 

uoddor públlco sujeto a la investigación 

respectiva, en los términos de la · /ey Federal de 

Responsabllldacles de los Senddores Públicos., no 

iusUficó la procedencia lícita del ·-;ncreme.nM • 
sustancial de su patrimonio, rte. los bienes 

adguiriclos o de aquéllos---sobre los que se 

.CJJJlJhaca como dueño, Il.urante eLJielllJJO de su 

encargo o por mottvos del miSmo; _d· 
ARTICULO SEGUNDO.- La delegación de 

facultades que se realiza mediante este Acuerdo no 

28 
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TRANSITORIOS: 

PRIMERO.· El presente A,cuerdo entrará en 

vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.· Se abroga el Acuerdo por el que 

se delega Indistintamente en el Subsecretario ~y 
en el Director G I de Responsabil!J!.ades y 

Situación Patrimonia facultad para fi'icer la 

ecretarla de 

tivo, la ªioridad que 

debe practicar las investig s conducen\s cuando 

advierta signos exteriore~ riq za Q no correrpondan a 

lo que Hcitamente pudi~obtene el se 'dor pÚblíco con 

motivo de su emp~,. f\cargo o com1 ién; debiendo para tal 

efecto, seguir el .P'AféecHmiento que pecíficament13 se 

prevé en la ~ Federal de Responsa ilidades . dei los 

Servidores Públicos para el enriquecimiento ilícito, mediante 

el cual se contempla el requerimiento al sujeto investigado 

para que acredite la lícitud del aumento sustancial del 

patrimonio (garantía de audiencia) y, así, pueda estar en 

posibilidad real de desvanecer los indicios que pesan en su 

contra. 

e .1 .. r. · e 11 
1 UdJ { ~ ~ 
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La importancia de estimar como requisito d¿ procedi·-~;·l idad 

o prejud icial · al procedimiento administrativo de referencia, que 

culmina, en su caso, con la declaratoria correspondiente que se 

hace del conocimiento al Ministerio Público, resulta de 

trascendentes consecuencias, en tanto que si no se le requiere 

en términos de lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades de 

:f
·. .. 

' ,._,. 

los Servidores Públicos, el sujeto se encontrará imposibilitado de 

conocer sobre qué bienes en concreto debe justificar su 

procedencia licita, siendo que por mandato constaucional y por lo 

dispuesto en el Código Penal Federal se le posibilita para que .~ 

pueda aportar . los efementos de prueba pertinentes, · " 

representar la mane'.ª en que dichos dispositivos prev ~ 
derecho de defensa. · ./ l~ · ~ 

¡. ~ ·~. . 

=~MA De todo lo expuesto, y: contrariamente a lo sosteni _ • et 
criterio mayoritario, consideramos que la declaratoria que ~ ru 
caso emita la Secretaría de Contralorfa y Desarrollo 

Administrativo, a que se refiere el artículo 90 de la Ley Federal de ., 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, en el sentido de ·• 

que el servidor público no acreditó la. pr?cedencia lícita del 

aumento sustancial de su patrimonio, constituye un genuino 

requisito de procedibilidad o prejudicial, en ·!érminos de los ... 
dispuesto en el artículo 113, fracción 11, del Código Federal de 

Procedimientos Penales, sin el cual no pueden iniciarse las 

diligencias de la averiguación prevía por parte del M¡nisterio 

Público ni, en su caso, ejercer la acción penal por el delito de 

enriquecimiento iHcito. 
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co11t! u·~ 
LA N1'CT<, :.<. 
~.Ji &CIJ.~~ 

E ANGUrANO 

MINISTRO JO 

@:' 

Esta hoja corr~nde al voto concurrente emitido en el ampa-~~~. 
en revisión 1 29~00; en relación con la declaratoria a que se refiere 

el articulo 90 ~di la ral de Responsabilldades de los 

Servidores Públicos. 
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